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ga, Amorín, Moreira, De León, Alonso y 
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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 30 de junio de 2018 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria el próximo martes 3 de julio, a las 09:30, a fin 
de informarse de los asuntos entrados y considerar el 
siguiente 

Orden del día 


1.) Exposición de los señores senadores Javier García 
y Patricia Ayala a fin de informar acerca de la visita al 
Batallón Uruguay IV, desplegado en la República Demo- 
crática del Congo en el marco de la misión de paz de la 
Organización de las Naciones Unidas. 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


2.) por el que se establecen modificaciones a la Ley 
n.* 19293, de 19 de diciembre de 2014, Código del Proce- 
so Penal. 

Carp. n.* 1092/2018 - rep. n* 666/18 y anexo I 


32) por el que se aprueba la Enmienda al Protocolo 
de Kioto de conformidad con su artículo 3, párrafo 9 
(Enmienda de Doha) adoptada por la Decisión 1/CPML8, 
de 8 de diciembre de 2012, de la Conferencia de las 
Partes en calidad de reunión de las partes en el Protocolo 
de Kioto. 

Carp. n.* 1091/2018 - rep. n.* 660/18 


4.) por el que se designa Eduardo Galeano el Liceo 
n.* 8 del departamento de Rivera, dependiente del Conse- 
jo de Educación Secundaria, Administración Nacional de 
Educación Pública. 

Carp. n* 1104/2018 - rep. n.* 664/18 


5.2) Discusión única de un proyecto de ley, aprobado en 
nueva forma por la Cámara de Representantes, por el que 
se establece la creación de los Sitios de Memoria Histórica 
del pasado reciente. 

Carp. n.* 848/2017 - rep. n.* 665/18 


6.) Informe de la Comisión de Defensa Nacional rela- 
cionado con la solicitud remitida por el Poder Ejecutivo a 
los efectos de conferir el ascenso correspondiente al grado 
de coronel de la Fuerza Aérea Uruguaya, con fecha 1.” de 
febrero de 2018, por el sistema de antigiledad, aptitudes y 
suficiencia, a varios señores tenientes coroneles. 

Carp. n.* 1087/2018 - rep. n.* 659/18 


7.) Informe de la Comisión de Asuntos Administra- 
tivos relacionado con la solicitud de venia remitida por el 
Poder Ejecutivo a fin de designar en el Directorio del Ban- 
co de la República Oriental del Uruguay, en calidad de 
director, al economista Guzmán Elola Curuchaga. 

Carp. n.* 1101/2018 - rep. n.* 653/18 
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8.) Informe de la Comisión de Asuntos Administra- 
tivos relacionado con la solicitud de venia remitida por 
el Poder Ejecutivo a fin de designar en calidad de fiscala 
letrada departamental, escalafón N, a la doctora Tania Ma- 
gela Vidal Irazoqui. 

Carp. n* 1094/2018 - rep. n.* 661/18 


José Pedro Montero 
Secretario». 


Hebert Paguas 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Aristimuño, Asiaín, 
Ayala, Besozzi, Bianchi, Bordaberry, Camy, Carrera, 
Coutinho, Draper, García, Garín, Lacalle Pou, Lafluf, 
Larrañaga, Martínez Huelmo, Michelini, Mieres, 
Mujica, Otheguy, Passada, Paternain, Payssé, Pintado, 
Saravia, Silveira, Tourné, Viera y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Alonso, 
Amorín, Aviaga, Cardoso, De León, Delgado, Heber y 
Moreira. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 09:34). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
presidente de la república solicita la autorización prescrip- 
ta por el artículo 170 de la Constitución de la república 
para ausentarse del país por más de cuarenta y ocho horas 
a partir del día 21 de julio de 2018, con motivo de concu- 
rrir a la XIII Cumbre de la Alianza del Pacífico, que ten- 
drá lugar en la ciudad de Puerto Vallarta, Estados Unidos 
Mexicanos. 

—REPÁRTASE E INCLÚYASE EN EL ORDEN DEL 
DÍA DE UNA PRÓXIMA SESIÓN. 


El Poder Ejecutivo remite mensajes por los que comu- 
nica la promulgación de los siguientes proyectos de ley: 


+ por el que se aprueba el Tratado sobre la Prohibición 
de las Armas Nucleares, adoptado el 7 de julio de 2017 por 
la Conferencia de las Naciones Unidas, y suscrito por la Re- 
pública Oriental del Uruguay en la ciudad de Nueva York, 
Estados Unidos de América, el 20 de setiembre de 2017; 


* por el que se faculta al Banco de Previsión Social a 
extender el régimen de facilidades de pago por concepto 
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de contribuciones especiales de seguridad social recauda- 
das, incluyendo aportes al Fondo Nacional de Salud; 


* por el que se modifica el título 1 del Texto Ordenado 
1996, referido a la cancelación de deudas; 


+ por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la 
República de Sudáfrica sobre asistencia mutua entre Sus 
administraciones aduaneras, suscrito por la República de 
Sudáfrica el 2 de agosto de 2017, en la ciudad de Pretoria, 
y por la República Oriental del Uruguay el 16 de agosto de 
2017, en la ciudad de Montevideo; 


+ por el que se crean normas relativas a la expedición 
de certificados de defunción; 


+ por el que se prorroga la entrada en vigencia del 
artículo 116 de la Ley n.” 19535, de 25 de setiembre de 
2017, hasta el 30 de setiembre de 2018; 


+ por el que se declara el 19 de marzo de cada año Día 
de la Laicidad. 

—AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


El Poder Ejecutivo remite un mensaje por el que soli- 
cita, de conformidad con lo establecido en el numeral 12 
del artículo 168 de la Constitución de la república, la venia 
correspondiente a fin de designar en calidad de embaja- 
dor extraordinario y plenipotenciario de la república ante 
la República de Chile, al señor Alberto Leopoldo Fajardo 
Klappenbach. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES. 


La Cámara de Representantes comunica que ha apro- 
bado un proyecto de ley por el que se prorroga hasta el 30 
de setiembre de 2018 la entrada en vigencia del artículo 
116 de la Ley n.* 19535, de 25 de setiembre de 2017. 

—AGRÉGUESE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVESE. 


Asimismo, remite aprobado un proyecto de ley por el 
que se aprueba el Protocolo de integración educativa y 
reconocimiento de certificados, títulos y estudios de ni- 
vel primario/fundamental/básico y medio/secundario en- 
tre los Estados partes del Mercosur y Estados asociados, 
suscrito el 2 de agosto de 2010, en la ciudad de San Juan, 
República Argentina. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES. 


Además, remite copia de la versión taquigráfica de las 
palabras pronunciadas por el señor representante Hermes 
Toledo Antúnez, relacionadas con el 55.* aniversario de la 
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creación de la Comisión mixta uruguayo-brasileña para el 

desarrollo de la cuenca de la laguna Merín. 
—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA CO- 

MISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIONALES. 


La Comisión de Educación y Cultura eleva informados 
los siguientes proyectos de ley: 


+ por el que se designa Eduardo Galeano el Liceo n.* 8 
de la ciudad de Rivera, dependiente del Consejo de Educa- 
ción Secundaria, Administración Nacional de Educación 
Pública; 


+ por el que se declara de interés general la creación 
de Sitios de Memoria Histórica del pasado reciente de la 
República Oriental del Uruguay. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva 
informado un proyecto de ley por el que se modifican 
artículos de la Ley n.* 19293, de 19 de diciembre de 2014, 
Código del Proceso Penal. 

—HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Comisión de Defensa Nacional eleva informada 
una solicitud de venia del Poder Ejecutivo, de acuerdo 
con lo dispuesto por el numeral 11 del artículo 168 de la 
Constitución de la república, a los efectos de conferir los 
ascensos al grado de coronel, con fecha 1.” de febrero de 
2018, por el sistema de antigúedad, concurso y selección, 
a varios señores tenientes coroneles. 

—REPÁRTASE E INCLÚYASE EN EL ORDEN DEL 
DÍA DE UNA PRÓXIMA SESIÓN. 


La Presidencia de la Cámara de Senadores, conforme a 
las disposiciones reglamentarias y en cumplimiento de lo 
establecido por el Reglamento de Calificaciones y Concur- 
sos, comunica la Resolución n.” 248, de fecha 25 de junio 
de 2018, por la cual se designa en el grado de taquígrafo Il, 
escalafón D, serie Taquigrafía, a partir del día 1.? de julio 
del corriente, a la señora Tatiana Teigeira. 


La Junta Departamental de Colonia remite copia de 
la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por 
varios señores ediles y representantes de las Direcciones 
Nacional y Departamental del Sindicato Único Nacional 
de la Construcción y Anexos (Sunca), con motivo de cum- 
plirse los sesenta años de la fundación de dicho sindicato. 


La Junta Departamental de Flores remite, a solicitud 
del señor edil Claudio Aguilar, copia de la exposición que 
los alumnos de la Escuela Técnica de Trinidad realizaron 
sobre el tema “Proyecto para mejorar el agua”. 


La Junta Departamental de Paysandú remite copia de 
una moción presentada por los señores ediles Gabriela 
Gómez y Javier Pizzorno referente a palmeras que fueron 
arrancadas de la plaza de deportes José Enrique Rodó. 
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La Comisión Administradora del Field Oficial (CAFO) 
remite nota relacionada con la exposición escrita presenta- 
da por el señor senador Javier García, referente a la situa- 
ción del estadio Centenario. 

—TÉNGANSE PRESENTES. 


La Junta Departamental de Rivera remite copias de las 
siguientes versiones taquigráficas: 


+ delas palabras pronunciadas por el señor edil Matías 
Acosta relacionadas con un vertedero de residuos ubicado 
en el Municipio de Tranqueras. 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA CO- 
MISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y AL SEÑOR SENA- 
DOR LACALLE POU. 


De las palabras pronunciadas por el señor edil José 
Ramón Montejo relacionadas con un hecho ocurrido en 
el liceo IAVA, 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA CO- 
MISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite respues- 
ta a un pedido de informes solicitado por el señor senador 
Pedro Bordaberry, relacionado con el contrato entre el Go- 
bierno y BalumaS. A. 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA AL SEÑOR 
SENADOR BORDABERRY. 


El Ministerio de Educación y Cultura remite respuesta 
a un pedido de informes solicitado por el señor senador 
Pablo Mieres, relacionado con la promoción y difusión del 
candombe como expresión creativa, cultural y artística. 
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El Ministerio de Industria, Energía y Minería remite 
respuesta de la Administración Nacional de Telecomuni- 
caciones a un pedido de informes solicitado por el señor 
senador Pablo Mieres, relacionado con la cobertura de In- 
ternet en el departamento de Cerro Largo. 

—OPORTUNAMENTE FUERON REMITIDAS AL 
SEÑOR SENADOR MIERES. 


El señor senador Carlos Camy, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 172 del Reglamento del Senado, 
solicita se curse una exposición escrita con destino al se- 
ñor ministro de Defensa Nacional, al comandante en jefe 
del Ejército nacional y al comandante de la División de 
Ejército II, relacionada con la conmemoración del 80 Ani- 
versario de la creación de la División de Ejército II. 

—HA SIDO REPARTIDA. SE VA A VOTAR UNA 
VEZ FINALIZADA LA LECTURA DE LOS ASUNTOS 
ENTRADOS». 


4) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedido 
de informes. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «La señora 
senadora Carol Aviaga, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 118 de la Constitución de la república, soli- 
cita se curse un pedido de informes con destino al Minis- 
terio de Salud Pública, relacionado con el control sobre las 
bebidas embotelladas. 

—OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 12 de junio de 2018 
Señora Presidente de la Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 
De mi consideración: 
De acuerdo con el artículo 118 de la Constitución de 
la República solicito a usted elevar el presente pedido de 
informes al Ministerio de Salud Pública, a efectos de obtener 


la siguiente información, referente al control sobre las bebidas 
embotelladas, a saber: 


I) Exposición de Motivos: 

En el día de hoy ha trascendido en la prensa en general y ha 
causado alarma púbica, la investigación realizada por 
periodistas del periódico La Diaria, que, a través de la ley de 
acceso a la información pública, obtuvieron datos de la 
Intendencia Municipal de Montevideo sobre la detección en los 
últimos años de aguas de mesa embotelladas en condiciones 
“no reglamentarias” y la aplicación de sanciones a numerosas 
empresas entre las que se encuentran las de mayor consumo 


nacional. 
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Se establece que una de cada tres botellas (el 32%) analizadas 
dieron resultados que no cumplen con la normativa 
(coliformes, exceso de sodio, bacterias, etc.), lo cual es por 
demás alarmante. 

En conocimiento extraoficial de esta situación hace un par de 
años presentamos un proyecto de ley para que se vuelva a 
exigir el etiquetado de las bebidas embotelladas que fue 
derogado por Decreto 117 del año 2006 por el también entonces 
Presidente Vázquez. 

Solicitamos informes a distintas instituciones incluido ese 
Ministerio para saber los contralores que se realizaban sobre las 
bebidas embotelladas en general. 

II) Pedido de informes: 

Por las razones expresadas, solicito tenga a bien responder 
las siguientes consultas con aportación de la prueba 
documental correspondiente, con carácter de URGENTE: 

1”) Se responda si se han realizado contralores paralelos a los 
que efectúan las distintas intendencias o hay una coordinación 
con las mismas. 

2”) Informe si tiene un cuerpo inspectivo debidamente 
equipado y capacitado para analizar dichos alimentos en todo 
el territorio nacional. 

4) Si se han realizado estadísticas de monitoreo en la materia 
y en particular, sobre la cantidad y contenido de las denuncias 
realizadas ante dicho Ministerio, proporcionando copia de las 
mismas y las resoluciones adoptadas, así como los efectos en la 


salud humana. 
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5%) Si se han aplicado sanciones a empresas o particulares por 
violación a las normas en la materia. 
Agradeciendo la pronta respuesta a esta solicitud, saluda a 


usted atentamente, 


Carol A 
Sanadora 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pedido 
de informes. 


(Se da del siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
senador José Carlos Cardoso, de conformidad con lo 


establecido en el artículo 118 de la Constitución de la 
república, solicita se curse un pedido de informes con 
destino al Ministerio de Salud Pública, relacionado con el 
estado de salud de los residentes de la sociedad civil Hogar 
de Ancianos de Chuy. 

—OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo, 20 de junio de 2018 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 

Lucía Topolansky 

Presente. 

De la mayor consideración: 

De acuerdo a las facultades que me otorga el artículo 118 de la Constitución de la República, solicito 
tenga a bien cursar al Ministerio de Salud Pública el siguiente: 


Pedidos de Informes 


La salud es un derecho humano básico, considerado un bien público que el Estado tiene la obligación de 
garantizar. 

Es a través del Ministerio de Salud Pública y de la Administración de Servicios de Salud del Estado que esa 
esa garantía se hace efectiva sin discriminación de tipo alguno. En un enfoque basado en derechos, la persona 
se coloca en el centro de las políticas públicas y por tanto deben darse todas las garantías para que pueda 
ejercer sus derechos. 


Tal situación no acontece en la sociedad civil “Hogar de Ancianos de Chuy”, pues allí ha provocado alarma 
en la comunidad el estado de salud de muchos de los residentes, personas que por su edad, patologías y 
condición social son altamente vulnerables. 


En ese contexto, se solicita: 


1. Se remita un informe detallado del número de residentes discriminados por sexo y edad. 

2. Se informe el tipo de patología que presentan 

3. Se informe frecuencia de los controles médicos y qué institución realiza las consultas en el domicilio 
del Hogar de Ancianos. 

4. Indicar que formación profesional tienen los funcionarios que atienden a los internados. 

5. Informar qué menú semanal se ofrece a los residentes, detallando sus contenidos en términos 
nutricionales y si el hogar de ancianos tiene nutricionista para atender las necesidades de alimentación 
y nutrición de las personas según su edad y patología. 

6. Indicar qué controles realizan las autoridades de la salud del estado sanitario y nutricional de los 
intemos del hogar y con qué frecuencia. 

7. Aportar copia de los informes resultantes de esos controles 

8. Considerando que la condición de salud de algunos de los residentes ha generado preocupación y 
alarma en la comunidad, trascendiendo a los medios de comunicación nacional, informar que medidas 
dispuso ese Ministerio en su calidad de tutela del derecho a la salud 

9. En caso de que no se hayan dispuesto dichas medidas, informar los fundamentos. 


Atentamente 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Dese cuenta de otros pedi- 


dos de informes. 


(Se da de los siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
senador Luis Lacalle Pou, de conformidad con lo estable- 
cido en el artículo 118 de la Constitución de la república, 


solicita se cursen los siguientes pedidos de informes: 


CÁMARA DE SENADORES 11-C.S. 


+ con destino al Ministerio de Relaciones Exteriores, 
relacionado con la aprobación de una resolución de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas; 


+ con destino al Ministerio de Turismo, relacionado 
con un proyecto de desarrollo urbanístico-turístico en el 
departamento de Maldonado; 


* con destino al Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente, relacionado con un 
proyecto de desarrollo urbanístico-turístico en el departa- 
mento de Maldonado. 

—OPORTUNAMENTE FUERON TRAMITADOS». 
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(Textos de los pedidos de informes). 


Montevideo, 18 de junio de 2018 


Señora Presidente de la Cámara de Senadores 
Lucia Topolansky 


Presente. 
Al amparo de las facultades que me confiere el artículo 118 de la Constitución 


de la República solicito se curse el siguiente pedido de informes al Ministerio de Relaciones 
Exteriores (MRREE): 


PEDIDO DE INFORMES 


Días atrás la Asamblea Genera! de la ONU aprobó una resolución que condena la respuesta de 
Israel a las recientes protestas en Gaza y demanda que se estudie dar protección internacional 
a la población palestina. 


Minutos antes de aprobar la resolución, la Asamblea General rechazó por un estrecho margen 
una enmienda estadounidense que condenaba a "Hamas por lanzar repetidamente cohetes 
hacía Israel y por incitar a la violencia a lo largo de la valla fronteriza, poniendo a los civiles en 
riesgo. Exige que Hamas ponga fin a todas las actividades violentas y acciones provocadoras. 
Condena además el desvío de recursos en Gaza para construir infraestructuras militares, en 
particular túneles para infiltrarse en israel y equipo para lanzar cohetes hacia zonas civiles 
cuando con eso recursos podrían haberse atendido las necesidades esenciales de la población 
civil. Expresa grave preocupación por la destrucción del cruce de Kerem Shalom por agentes en 
Gaza, que ha obstaculizado gravemente los entregas de alimentos y combustible para el 
pueblo de Gaza”. Uruguay fue uno de los países que rechazó la enmienda. 


En virtud de lo expuesto solicito: 


Indique los motivos que llevaron a Uruguay a votar negativamente la enmienda propuesta por 
la delegación estadounidense. 


Sin otro particular, saluda a usted muy atentamente, 


3 de julio de 2018 


AAN 


«——tnistacata Por 


Senador 


3 de julio de 2018 


CÁMARA DE SENADORES 


Montevideo, 2 de julio de 2018 


Señora Presidente de la Cámara de Senadores 


Lucia Topolansky 
Presente.- 


Al amparo de las facultades que me confiere el artículo 118 de la Constitución de la 
República, solicito'se curse el siguiente pedido de informes al Ministerio de Turismo (MINTUR): 


PEDIDO DE INFORMES 


Ha llegado a mi conocimiento la existencia de un proyecto de desarrollo urbanístico / turístico 
en el Departamento de Maldonado, que constaría de un hotel con sus amenities, un centro de 
convenciones de 13.000 m2 (de cuatro pisos de altura) y un Condo Hotel de 10 bloques de tres 
pisos de altura cada uno con un total de 39.000 m2, es decir unos 328 apartamentos con 
capacidad de albergar más de 1000 personas. 


El mencionado proyecto se encuentra en tramitación del procedimiento administrativo de re- 
categorizar del suelo ante la Intendencia de Maldonado, ya habiéndose desarrollado la 
Audiencia Pública en el mes de Mayo. 


El brazo de la Laguna Garzón como se conoce el lugar propuesto para llevar adelante el 
emprendimiento, constituye una de las zonas más sensibles del área y por lo tanto se 
encuentra debidamente incluida dentro del Sistema Nacional de Áreas Protegidas. 


Una incorrecta planificación de la zona podría ocasionar un daño irreparable a la conservación 
del área protegida, la biodiversidad (el sitio se caracteriza por recibir especies migratorias), 
afectar a los humedales, y al paisaje, entre otros, además de constituir una posible violación a 
las normas que regulan la materia ambiental. 
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Incluso desde el punto de vista turístico, la concreción de un proyecto de semejantes 
características podría tener un impacto significativo, pero no necesariamente beneficioso, 
pues el atractivo que tiene la zona tanto para el turismo local como para el turismo 
internacional es el encanto natural de sus paisajes, playas y pueblos aledaños. 


En virtud de lo expuesto solicito: 


1) Indique si el MINTUR tiene conocimiento sobre la existencia del proyecto. En caso 
afirmativo se solicita saber si el MINTUR entiende conveniente la realización del 
proyecto. 

2) Indique si en caso de tener conocimiento se le ha presentado al MINTUR una maqueta 
del proyecto para saber la dimensión visual del mismo. 

3) Indique si existen informes del MINTUR para valorar los impactos positivos y negativos 
que implicaría llevar adelante el proyecto. En caso afirmativo se solicita adjuntar los 
informes. 

4) En caso de que el MINTUR valore como negativo el proyecto, indique qué pasos o 
medidas tiene previsto realizar. 

5) Indique si el MINTUR ha realizado publicidad de cualquier tipo mostrado imágenes 
promocionando la zona donde se llevara adelante el emprendimiento, como parte de 
la campaña “Uruguay Natural” 

6) ¿Entiende el MINTUR que el proyecto es compatible con “Uruguay Natural"? 

7) ¿Entiende el MINTUR que el proyecto es compatible con el turismo natura! que buscan 
las visitantes locales e internacionales que acuden a la zona? 

8) ¿Tiene cuantificado el MINTUR la cantidad de turistas extranjeros que visitan la zona 
por su atractivo natural? En caso afirmativo se solicita adjuntar las citas. 


Sin otro particular, saluda a usted muy atentamente, 


INS A 


SENADOR 
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Montevideo, 2 de julio de 2018 


Señora Presidente de la Cámara de Senadores 


Lucia Topolansky 
Presente.- 


Al amparo de las facultades que me confiere el artículo 118 de la Constitución de la 
República, solicito se curse el siguiente pedido de informes al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA): 


PEDIDO DE INFORMES 


Ha llegado a mi conocimiento la existencia de un proyecto de desarrollo urbanístico / turístico 
en el Departamento de Maldonado, que constaría de un hotel con sus amenities, un centro de 
convenciones de 13.000 m2 (de cuatro pisos de altura) y un Condo Hotel de 10 bloques de tres 
pisos de altura cada uno con un total de 39.000 m2, es decir unos 328 apartamentos con 
capacidad de albergar más de 1000 personas. 


El mencionado proyecto se encuentra en tramitación del procedimiento administrativo de re- 
categorizar del suelo ante la Intendencia de Maldonado, ya habiéndose desarrollado la 
Audiencia Pública en el mes de Mayo. 


El brazo de la Laguna Garzón como se conoce el lugar propuesto para llevar adelante el 
emprendimiento, constituye una de las zonas más sensibles del área y por lo tanto se 
encuentra debidamente incluida dentro del Sistema Nacional de Áreas Protegidas. 


Una incorrecta planificación de la zona podría ocasionar un daño irreparable a la conservación 
del área protegida, la biodiversidad (el sitio se caracteriza por recibir especies migratorias), 
afectar a los humedales, y al paisaje, entre otros, además de constituir una posible violación a 
las normas que regulan la materia ambiental. 
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Incluso desde el punto de vista turístico, la concreción de un proyecto de semejantes 
características podría tener un impacto significativo, pero no necesariamente beneficioso, 
pues el atractivo que tiene la zona tanto para el turismo local como para el turismo 


internacional es el encanto natural de sus paisajes, playas y pueblos aledaños. 


En virtud de lo expuesto solicito: 


1) 
2) 
3) 


4) 


5) 


6) 


7) 


8) 


Indique en qué estado de conocimiento se encuentra el MVOTMA en atención a- este 
proyecto, tanto desde el ámbito de la DINOT como desde la DINAMA, 

Indique qué etapas de aprobación se han cumplido a nivel de DINOT, y DINAMA., 
Indique qué etapas de aprobación restan por cumplirse a nivel del MVOTMA. 

Indique sí el Sistema Nacional de Áreas Protegidas ha emitido opinión sobre el 
proyecto, En caso afirmativo se solicita adjuntar el informe. 

Indique sí el MVOTMA cuenta con la opinión de la Dirección de Medio Ambiente de la 
Intendencia de Maldonado respecto al referido proyecto. En caso afirmativo se solicita 
adjuntar el informe. 

Indique si durante la etapa de manifiesto, el proyecto estuvo efectivamente “colgado” 
en el sitio web de DINAMA o DINOT, y en caso afirmativo entre qué fechas. 

Indique sí la DINOT se ha manifestado sobre el proyecto. En caso afirmativo se solicita 
adjuntar el informe. 

Indique sí se le ha solicitado al promotor una maqueta para saber la dimensión visual 
del proyecto. 


Sin otro particular, saluda a usted muy atentamente, 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Dese cuenta de otros pedi- 
dos de informes. 


(Se da de los siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El señor 
senador Pablo Mieres, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 118 de la Constitución de la república, solici- 
ta se cursen los siguientes pedidos de informes: 
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+ con destino al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería y, por su intermedio, a la Administración Nacio- 
nal de Telecomunicaciones, relacionado con el proceso de 
construcción del Antel Arena; 


+ con destino al Ministerio de Desarrollo Social, rela- 
cionado con el régimen de las cooperativas sociales y de 
trabajo. 

—OPORTUNAMENTE FUERON TRAMITADOS». 
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(Textos de los pedidos de informes). 


Montevideo, 28 de junio de 2018 


Sra. Presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 
Presente 


Al amparo de lo establecido por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio de Industria, Energía y Minería con destino a ANTEL, el 
siguiente pedido de informes referido al proceso de construcción de ANTEL ARENA: 


1. CONTRATOS DE ANTEL VINCULADOS CON LA CONSTRUCCIÓN DE ANTEL ARENA 
FIRMADOS CON LAS EMPRESAS TEYMA — BERKES — PRODIE Y MED: 


a) Procedimiento por el que ANTEL contrató con TEYMA, BERKES, PRODIE y MED. 


b) En caso de que haya sido por subasta, detalle del procedimiento en sus 
distintas fases, participantes, oferta y precios ofertados por cada oferente y precio 
final por el que se adjudicó. 


c) Resolución de adjudicación de cada uno de los contratos. 
d) Informes del Tribunal de Cuentas. 
e) Contrato celebrado con cada una de las empresas adjudicatarias y sus anexos. 


f) Adendas y/o contratos modificativos y/o ampliatorios del original. Texto de los 
mismos. 


£) Resoluciones del Directorio de ANTEL por los que se aprueban las adendas, 
modificaciones y/o ampliaciones. 


h) Cualquier otro tipo de contrato celebrado con dichas firmas, incluyendo 
acuerdos transaccionales, con respecto a la construcción de ANTEL ARENA. 
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i) Monto total abonado a cada una de las empresas desde la adjudicación de los 
trabajos hasta la fecha, incluyendo subcontratos de las mismas, detallando mes y 
concepto. 


2. CONCURSO DISEÑO Y CONTRATACION DEL ARO. MAZZANTI. 


a) Si el Ara. Giancarlo Mazzanti integró el Jurado del Concurso de Ideas de 
Arquitectura para el ANTEL ARENA y en qué calidad. 


b) De haberlo integrado, cómo se realizó su selección. 


c) Si hubo concurso, solicitamos que se agreguen las bases del mismo y el 
expediente correspondiente a la contratación. Si no lo hubo, explicitación de los 
motivos. 


d) Se agregue resolución de contratación del Arq. Mazzantl, informe de la ONSC y 
de la OPPC y autorización del Poder Ejecutivo (art. 38 TOCAF), así como informe del 
Tribunal de Cuentas. 


e) Sise abonaron honorarios al profesional por su actuación como integrante del 
Jurado y posteriormente como asesor en la ejecución del diseño del Parque de 
ANTEL ARENA, especificando la naturaleza de su vínculo con ANTEL y agregando 
copia del contrato respectivo, detalle de los honorarios o retribuciones abonadas 
mes a mes, copia de las facturas de pago de honorarios o recibos de salarios si se 
integró en una relación de función pública. 


f) Si luego de finalizada su actuación como jurado, el Arq. Mazzanti continuó 
vinculado a ANTEL y bajo qué modalidad. 


£) Si hubo concurso. En su caso, se agreguen las bases del mismo y el expediente 
correspondiente a la contratación. Si no lo hubo explicitación de los motivos. 


h) Se agregue resolución de contratación del Arq. Mazzanti, informe de la ONSC y 
de la OPPC y autorización del Poder Ejecutivo (art. 38 TOCAF), así como informe del 
Tribunal de Cuentas 


1) Se agregue el contrato celebrado con el referido profesional. 


J) En ambas oportunidades (para la integración del Jurado y la contratación 
posterior) se expliquen los motivos por los cuales debió procederse a la 
contratación de un profesional externo contando ANTEL con arquitectos en su 
nómina. 
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3. AEG FACILITIES. 


a] Si ANTEL celebró algún tipo de contrato o alianza estratégica con AEG 
FACILITIES (o alguna de sus empresas controlantes, controladas o vinculadas). 


b] ¿Cuál fue el procedimiento de selección (contratación) de AEG FACILITIES? 


c)] Se agregue el contrato, acuerdo y/o convenio que vincule a AEG FACILITIES con 
ANTEL. 


d) Se especifique cuál es el objeto de la contratación con AEG FACILITIES. 


e) Se detallen los montos abonados a AEG FACILITIES desde el inicio de la 
contratación a la fecha (sea por ANTEL o terceros relacionados a la actividad de 
ANTEL ARENA). 


f) Se aclare si se ha otorgado a AEG FACILITIES la comercialización de los locales 
que se construyen en ANTEL ARENA y bajo qué condiciones: si se paga comisión, 
quién es el enajenante o arrendador de los locales. 


8] Explicite los motivos por los que AEG FACILITIES tiene despacho (u oficina) en la 
sede de ANTEL en la Torre de las Comunicaciones, bajo qué fundamentos y si 
ANTEL percibe alguna suma de dinero por el uso de una oficina en su sede, 
agregando los contratos y procedimientos que respaldan esta circunstancia. 


4. ITCS.A. 


a) Explicite los motivos por los que algunos de los profesionales que trabajan en la 
obra de ANTEL ARENA son contratados por ITCS.A, 


b) Explicite los motivos y fundamentos por los que no son contratados por ANTEL 
directamente o pertenecen a su plantilla, tal como dispone el artículo 38 del 
TOCAF. 


c) Agregue resolución de designación de todos los profesionales que cumplen 
funciones en la obra ANTEL ARENA con vínculo con ANTEL y/o ITC S.A. 


d) Agregue los contratos celebrados con todos los profesionales que cumplen 
funciones en la obra ANTEL ARENA con ANTEL y/o ITC S.A. 


e) Agregue los contratos de los Arquitectos Tomás Sprechman y Ricardo 
Hofstadter con ANTEL y/o ITCS.A. 
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f) Agregue resolución de contratación de los referidos profesionales por ANTEL 
y/o ITCS.A. 


5. GLOBO DE SCORER. 


a) ¿Cuál fue el procedimiento por el que ANTEL adquirió un Globo Scorer para el 
ANTEL ARENA? 


b] Detalle el procedimiento seguido y las ofertas presentadas, acompañando las 
mismas. 


c) Agregue el contrato celebrado con la empresa adjudicataria. 
d) Detalle el monto presupuestado y adjudicado. 

e) Agregue resolución de adjudicación. 

6. SISTEMA DE AIRE ACONDICIONADO 


a) ¿Cuál fue el procedimiento por el que ANTEL adquirió el equipamiento de aire 
acondicionado para el ANTEL ARENA? 


b) Detalle el procedimiento seguido y ofertas presentadas, acompañando las 
mismas. 


c) Agregue el contrato celebrado con la empresa adjudicataria. 
d) Detalle el monto presupuestado y adjudicado. 


e) Agregue la resolución de adjudicación. 


Sin otro particular, la saluda cordialmente, 
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Montevideo, 28 de junio de 2018 


Sra. Presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 
Presente 


Al amparo de lo establecido por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicito se curse al Ministerio de Desarrollo Social referido al régimen de las 
cooperativas sociales y de trabajo: 


10. 


Informe el número de cooperativas sociales y cooperativas de trabajo 
registradas ante ese Ministerio, con indicación de fecha, número de registro y 
denominación de la Cooperativa. 

Informe qué y cuántas cooperativas sociales se han convertido en cooperativas 
de trabajo. 

Informe si el Ministerio de Desarrollo Social ejerce sobre las cooperativas 
sociales y de trabajo el control indicado por la Ley No. 18,407 (artículo 211 y 
concordantes). 

Informe si todas las cooperativas sociales y de trabajo activas (en vigencia) se 
encuentran en situación regular tanto en lo que hace al visado de estados 
contables como al cumplimiento de las disposiciones legales, reglamentarias y 
estatutarias (art. 212 Ley 18.407). 

Informe si en alguna oportunidad ese Ministerio ha aplicado sanciones 
administrativas a alguna cooperativa social y/o de trabajo y, en su caso, señale 
cuáles han sido objeto de sanción. 

Informe si ese Ministerio ha solicitado en alguna oportunidad la intervención 
judicial de la administración de una cooperativa social y/o de trabajo. 

Informe si la Cooperativa Social denominada El Nacional se encuentra 
debidamente registrada ante ese Ministerio. 

Informe si ha recibido denuncias de cooperativistas respecto de irregularidades 
en la cooperativa y, en su caso, señale qué medidas se han tomado. 

Informe el análisis y las conclusiones a las que arribó ese Ministerio a partir de 
las denundas recibidas. 

En caso de haberse tomado medidas, informe si las mismas han resultado 
exitosas y si se han corregido los hechos denunciados. 
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11. Informe si en la Cooperativa Social El Nacional se da cumplimiento a las 
obligaciones que le impone la Ley No. 18.407 y su Decreto Reglamentarlo de 15 
de junio de 2018. 

12. Remita los estados contables de la cooperativa de los años 2014 a 2017. 

13. Informe los convenios de trabajo vigentes con entre dicha Cooperativa y el 
Ministerio (adjunte los convenios de trabajo con el Estado). 

14. Informe la nómina de los socios actuales de la Cooperativa Social El Nacional, 
así como los socios que han sido excluidos desde su registro, con indicación de 
fecha y motivo. 

15. Informe si la Cooperativa Social El Nacional tiene bienes y, en su caso, indique 
los mismos. 

16. Informe si el Ministerio de Desarrollo Social ha solicitado la intervención judicial 
de la administración de la cooperativa y, en su caso, por qué motivo, fecha y 
resultado de la misma. 


Pablo Mieres 
Senador 
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5) EXPOSICIÓN ESCRITA Se va a votar si se remite al señor ministro de Defensa 
Nacional, al comandante en jefe del Ejército nacional y 
al comandante de la División de Ejército II, la exposición 
a escrita presentada por el señor senador Camy. 

SENORA PRESIDENTE.- Corresponde poner a vota- 
ción la remisión de la exposición escrita de la que se dio (Se vota). 


cuenta durante la lectura de los asuntos entrados. 21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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(Texto de la exposición escrita). 


Montevideo, 21 de junio de 2018 


Sra. Presidente de la Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


Presente.- 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 172 del reglamento de la Cámara 
de Senadores, solicito se curse trámite a la siguiente Exposición Escrita: 


Quiero expresar ante el Senado de la República, con sentido de reconocimiento, el saludo 
a la conmemoración del 80* Aniversario de la División de Ejército Il, que tiene su asiento en 
la ciudad de San José de Mayo desde el año 1938, 


El origen de la división territorial del Ejército se remonta a mitad del siglo XIX. El 8 de octubre 
de 1851, luego de finalizada la Guerra Grande, con el Pacto de la Unión entre el Brigadier 
General Manuel Oribe y el Gobierno de Montevideo y por disposición del entonces 
Presidente del Senado en ejercicio de la Presidencia de la República, Don Joaquín Suárez, 
se crean cuatro Comandancias Generales Militares acorde a la naturaleza del territorio 
nacional, siendo una de ellas la que comprendía los departamentos de San José, Durazno, 
Soriano y Colonia. 


El 28 de junio de 1938 se consolida la división territorial del país en cuatro Regiones 
Militares exactamente iguales a las que conocemos en la actualidad, considerándose ésta 
fecha como la de creación de las Divisiones de Ejército. 


Es a partir de ese año que la Región Militar N*2 tiene su asiento en la Ciudad de San José 
de Mayo, ocupando inicialmente la actual sede del Banco de Previsión Social ubicada en la 
calle Treinta y Tres Orientales, ocupando luego distintas sedes hasta el traslado definitivo 
a su actual sede ubicada en la calle General Artigas de la referida ciudad. 


En la década del setenta pasa a denominarse División de Ejército [l, y su organización 
incluye los departamentos de Colonia, Durazno, Flores, Florida, San José y Soriano. 
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Está compuesta tácticamente por una Brigada de Infantería integrada por tres Batallones 
de Infantería, siendo dos Mecanizados y uno Motorizado. Una Brigada de Infantería, uno 
Blindado y uno Mecanizado y por un Regimiento de Caballería Blindado. 


Un grupo de Artillería Autopropulsado y un Batallón de Ingenieros de Combate. 


La disposición táctica de sus Unidades constitutivas, favorece el cumplimiento de las tareas 
esenciales y accesorias de la Defensa Nacional, así como las funciones de reclutamiento 
del Personal militar y eventualmente de movilización de las Reservas. 


Hoy pretendo sumar al reconocimiento a la División de Ejército Il como una gran Unidad 
Táctica Operativa conformada con la capacidad para realizar actos militares que le permitan 
cumplir con tareas esenciales de la Defensa Militar Externa, el reconocimiento expreso al 
buen suceso con que ha logrado realizar tareas subsidiarias. 


En este marco, destacar las Misiones Operativas de Paz, donde 16 señores Oficiales y 192 
Personal Subalterno fueron desplegados en la República Democrática del Congo en los 
últimos dos años para cumplir con las altas exigencias que demanda las Naciones Unidas, 
y donde los Soldados han sido reconocidos internacionalmente por su desempeño en 
misiones humanitarias donde no se excluye la intervención armada para salvaguardar la 
vida de la población civil. 


Destacar la custodia perimetral de cárceles anualmente, donde se han desplegado a dicha 
tarea un total de 78 oficiales y 1632 Personal Subalterno al Instituto Nacional de 
Rehabilitación N* 3 “Libertad”, y un total de 36 Oficiales y 996 Personal Subalterno a la 
custodia perimetral del Instituto Nacional de Rehabilitación N* 4 "Santiago Vázquez”. 


Destacar la intensa y comprometida labor en beneficio de la población en momentos de 
enfrentar las inundaciones ocurridas en los últimos tiempos, fundamentalmente en los 
departamentos más afectados: Soriano, San José y Durazno. 


Concretamente reconocer la participación activa a través de los CECOED en el combate a 
los focos Igneos producidos en los departamentos de San José y Colonia en el presente 
año; los repartos de agua potable con medios de Ingenieros de la División de Ejército Il en 
coordinación con los diferentes CECOED, principalmente en Florida y Durazno también en 
el presente año; los relevantes en los departamentos de Colonia, Flores, Durazno, San 
José, Florida y Soriano en apoyo al PLAN LIRA que envió la propagación y proliferación de 
la larva del mosquito Aedes Aegitpty; la permanente colaboración con el cuidado y la 
preservación del medio ambiente en los seis departamentos, en la acción en parques, 
espacios verdes y espacios recreativos posterior a las inundaciones; la activa colaboración 
con las Intendencias de Florida y San Jo0sé en los Vertederos Municipales; el cumplimiento 
de una gran acción social en cinco de los departamentos ubicados en el ámbito de la 
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División de Ejército Il, para aquellos ciudadanos afectados por distintas incapacidades, a 
través de los Centros de Equinoterapia que brindan solidaridad y atención profesional a una 
actividad de trascendente impacto social. 


Pretendemos unir la irrenunciable Misión del Ejército Nacional, custodio de las armas de la 
Patria, en la Defensa Nacional, y el sentimiento de solidaridad expresado en Dolores en el 
mes de Abril de 2016, cuando el desastre climático no afectó la capacidad de respuesta de 
los efectivos de la División de Ejército !l, "siendo la primer Fuerza en arribar al lugar y 
proporcionar las garantías de seguridad y ayuda a una población desconcertada por lo 
ocurrido”. 

De esta manera expresamos nuestro reconocimiento a la División de Ejército Il en la 
conmemoración de su 80* Aniversario. 


Solicitamos que nuestras palabras pasen al conocimiento del Sr. Ministro de Defensa 
Nacional, del Comandante en Jefe del Ejército Nacional y al Comandante de la División de 
Ejército 11. 
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Saluda atentamente.- 


27-C.S. 


28-C.S. 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se comunica que en virtud 
de la licencia concedida al señor senador Álvaro Delgado 
por los días 3, 4 y 5 de julio, queda convocado el señor 
Alejandro Draper, a quien se invita a pasar al hemiciclo a 
los efectos de que preste la promesa de estilo. 


(Ingresa a sala el señor Alejandro Draper). 
Se invita al Senado y a la barra a ponerse de pie. 


Señor Alejandro Draper: ¿Promete usted por su honor 
desempeñar debidamente el cargo de senador y obrar en 
todo conforme a la Constitución de la república? 


SEÑOR DRAPER. - Sí, prometo. 


SEÑORA PRESIDENTE.- ¿Promete usted guardar 
secreto en todos los casos en que sea ordenado por la cá- 
mara o por la Asamblea General? 


SEÑOR DRAPER. - Sí, prometo. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Queda usted investido del 
cargo de senador. 


Felicitaciones. 


(Aplausos en la sala y en la barra). 


7)  INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


(Se da de las siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- A la 
sesión extraordinaria del día 21 de junio faltaron con aviso 
los señores senadores Coutinho y Eguiluz. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y Se- 
guridad Social del día 14 de junio faltó con aviso la señora 
senadora Tourné. 


A la sesión de la Comisión de Defensa Nacional del 
día 25 de junio faltaron con aviso los señores senadores 
Coutinho y De León. 


A la sesión de la Comisión de Hacienda del día 14 de 
junio faltó con aviso el señor senador Mujica. 
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A la sesión de la Comisión de Medio Ambiente del día 
20 de junio faltó con aviso la señora senadora Aviaga. 


A la sesión de la Comisión de Vivienda y Ordenamien- 
to Territorial del día 26 de junio faltaron con aviso los se- 
ñores senadores Aviaga y Cardoso. 


A la sesión de la Comisión Especial de Deporte del día 
26 de junio faltó con aviso la señora senadora Tourné. 


A la sesión de la Comisión especial: partidos políticos. 
Financiación y publicidad electoral del día 27 de junio 
faltaron con aviso los señores senadores Camy y Coutinho. 


8) SOLICITUDES DE LICENCIAS E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 21 de junio de 2018 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 

Presente 

De mi mayor consideración: 

De acuerdo a lo establecido en la Ley n.* 17827, de fe- 
cha 14 de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo se sirva 
concederme el uso de licencia por el tiempo comprendido 
entre el 3 y el 10 de julio de 2018, por motivos personales. 

Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 


José Carlos Cardoso. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


Queda convocado el señor Jorge Saravia, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 27 de junio de 2018 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 
Presente 


De mi mayor consideración: 

Con motivo de haber sido invitado a participar, como 
coordinador del FPH Uruguay, del VI Encuentro de plani- 
ficación de actividades del Frente Parlamentario contra 
el hambre de América Latina y el Caribe, que se realizará 
los días 12 y 13 de julio del presente año, en la ciudad de 
Antigua, Guatemala, solicito licencia conforme a lo esta- 


blecido en el literal D) del artículo 1.* de la Ley n.* 17827- 
del 11 al 13 de julio de 2018. 


A tales efectos adjunto la invitación correspondiente. 
Saludo a usted atentamente. 
José Carlos Cardoso. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—22 en 23. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Jorge Saravia, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 27 de junio de 2018 


Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 

De mi consideración: 

De acuerdo a la Ley n.” 17827, solicito a usted me con- 
ceda licencia a partir del día 3 y hasta el 17 de julio inclu- 
sive, por motivos personales. 

Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 


Carol Aviaga. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 
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(Se vota). 
—22 en 24. Afirmativa. 


Se comunica que el señor José Luis Falero ha presen- 
tado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora Carmen Asiaín, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 2 de julio de 2018 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Doña Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.” de la Ley n.” 17827, de 
14 de setiembre de 2004, por motivos personales, los días 
3 y 4 del mes corriente. 


Sin otro particular, saludo a la señora presidente muy 
atentamente. 


José Amorín. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor Tabaré Viera, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 2 de julio de 2018 


Señora presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración. 


Por la presente solicito licencia los días 3, 4, 5 
y 6 de julio, al amparo del literal A) del artículo 1.* 
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de la Ley n.” 17827 (adjunto el certificado médico 
correspondiente). 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 
Constanza Moreira. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—24 en 25. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Rafael Paternain, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 2 de julio de 2018 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, del 
14 de setiembre de 2004, por razones personales, el día 
martes 3 de julio de 2018. 


Sin otro particular, saludo a la señora presidente muy 
atentamente. 
Leonardo de León. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Julio Calzada, Beatriz 
Ramírez, Felipe Carballo y Cristina Lústemberg han pre- 
sentado nota de desistimiento, informando que por esta 
vez no aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo 
que queda convocado el señor Saúl Aristimuño, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


9) 1.” DE MAYO DE 1983. RECONOCIMIENTO 


SEÑORA PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la me- 
dia hora previa. 
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Tiene la palabra el señor senador Pintado. 
SEÑOR PINTADO. Gracias, señora presidenta. 


Cuando a lo largo de nuestra historia, ya sea en lo 
político, económico o social, e incluso en lo deportivo, 
ocurrieron hechos que rompieron o al menos intentaron 
borrar los trazos que conforman nuestra identidad liber- 
taria, democrática, igualitaria y solidaria, la sociedad uru- 
guaya sufrió mucho. Pero, por suerte, no se quedó en el 
sufrimiento porque, de una forma u otra, siempre tuvo el 
coraje —cada uno dio lo mejor de sí y lo puso al servicio del 
colectivo— para vencer la adversidad. Este es un rasgo que 
nos identifica en todos los planos. 


Hoy, a partir de algunos acontecimientos deportivos 
relevantes, hay una muestra clara de cómo somos capaces 
de hacer lo que decía el general Seregni: repensar la ad- 
versidad trabajando juntos, y juntar mil miedos para hacer 
un gran coraje. 


Eso fue lo que le ocurrió a la que algunos llamaron «la 
generación perdida» y, otros, «la generación del silencio», 
que en los años tristes de la Dictadura se puso al hombro 
sin proponerse encabezar, pero lo hizo— la lucha por la 
recuperación democrática. No lo hizo sola, pero se las in- 
genió para aprovechar cualquier rendija de libertad o espa- 
cio que se pudiera agrandar para que el esfuerzo colectivo 
fuera abriendo más y más las puertas de la libertad. 


Esto es comprobable en todos los campos: en el tra- 
bajo, en el estudio, en las cooperativas, en la cultura y, 
posteriormente, en la política. Hubo destacadas personali- 
dades que integraron esa generación de 1983 que, con gran 
dinamismo, creatividad y movilización, aportaron muchí- 
simo a la lucha democrática. Sin esa lucha de la sociedad 
encabezada por esta generación, hoy no estaríamos aquí 
los que estamos ejerciendo una representación ciudadana. 
Es más, muchos de quienes integramos esa generación, 
desde la recuperación democrática hemos ocupado asien- 
tos o hemos representado a la ciudadanía aquí, en el Poder 
Legislativo, o en los Gobiernos sucesivos. 


El año 1983 fue determinante —tanto como el plebisci- 
to de 1980 y las elecciones internas de 1982— y relevante 
por la masividad de las movilizaciones y porque un pueblo 
volcado a la calle respaldaba, con su movilización, las dis- 
tintas negociaciones que estaban teniendo lugar en bene- 
ficio de la libertad y de la democracia. El puntapié inicial 
fue el 1. de Mayo de 1983, cuando los trabajadores orga- 
nizados realizaron un acto frente al Palacio Legislativo. 
Después vino la semana del estudiante, la represión del 
9 de noviembre y el Río de Libertad en el Obelisco, pero 
reitero que frente al Palacio Legislativo los trabajadores 
organizados fueron los primeros y los que fueron a más, 
porque se animaron a plantear una consigna de libertad, 
trabajo y salario, y amnistía, de la que muchos no se ani- 
maban a hablar. 
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Frente a este edificio fuimos testigos del silencio más 
atronador que hemos vivido, porque el silencio se escucha 
cuando sus protagonistas son cientos de miles. 


Por esta razón, en el día de ayer la bancada del Frente 
Amplio resolvió proponer a la Asamblea General que todo 
el Parlamento tribute un reconocimiento a esa generación 
y aesos trabajadores organizados que fueron capaces de 
realizar ese multitudinario acto, determinante en lo que 
fue la recuperación de la libertad y de la democracia. 


Señora presidenta: solicito que la versión taquigráfica 
de mis palabras sea enviada a la Presidencia de la Asam- 
blea General, al PIT-CNT, a Fucvam, a la FEUU y al Po- 
der Ejecutivo. 


Era cuanto teníamos para manifestar. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite so- 
licitado por el señor senador. 


(Se vota). 
—25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha finalizado la media hora previa, pues nos hace saber 
el señor senador Otheguy que no hará uso de la palabra. 


10) BATALLÓN URUGUAY IV EN LA REPÚBLICA 
DEMOCRÁTICA DEL CONGO 


SEÑORA PRESIDENTE.- El Senado ingresa al orden 
del día con la consideración del asunto que figura en pri- 
mer término: «Exposición de los señores senadores Javier 
García y Patricia Ayala a fin de informar acerca de la visita 
al Batallón Uruguay IV, desplegado en la República De- 
mocrática del Congo, en el marco de la misión de paz de la 
Organización de las Naciones Unidas». 


Tiene la palabra el señor senador García. 
SEÑOR GARCÍA.- Buenos días. 
Muchas gracias, señora presidenta. 


La República Democrática del Congo tiene de todo. Es 
un país inmenso —tan grande como toda Europa occiden- 
tal-, bellísimo —la naturaleza lo ha dotado de una riqueza 
impresionante— y con una población millonaria desde el 
punto de vista de la cantidad de sus habitantes. Tiene una 
sola desgracia: es muy rico. Tanto lo es, que sobre el Con- 
go se ha desatado una enorme cacería de riqueza. Y eso no 
es de ahora. Ese hermoso país ha sufrido todos los males 
que una nación puede padecer: el colonialismo, la expolia- 
ción de sus recursos humanos, la esclavitud, las inestabi- 
lidades políticas que van de la mano —muchas veces o casi 
siempre— de estas riquezas que relatamos, y la ferocidad 
que poderosos de distintos lados han desatado sobre él 
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para quedarse con su oro, sus minerales, sus diamantes, el 
coltán, el petróleo o el gas. No le falta absolutamente nada 
de lo que hace a la riqueza material, pero le falta todo de lo 
que tiene que ver con aquella riqueza que menos luce, que 
menos brilla, pero que es la más importante para los seres 
humanos: la de poder proveer de dignidad la vida de cada 
uno de los ciudadanos. Tan así es, que sobre este hermoso 
país es mucho más importante esa riqueza material que 
cada uno de sus habitantes. 


Soportó —y soporta— también las inestabilidades po- 
líticas propias de muchos países del continente africano. 
Para finales de este año están programadas las próximas 
elecciones por las que se elegirá al futuro presidente. Al 
respecto, conocimos allí lo que significan las dudas y las 
interrogantes sobre si este proceso podrá ser llevado ade- 
lante, pues ya ha sido postergado en otras circunstancias. 


Desde el año 2001 han participado en las misiones en 
el Congo —a más de 9000 kilómetros de donde estamos 
ahora— más de veinticinco mil uruguayos a pedido de 
Naciones Unidas y con la autorización de nuestro Poder 
Ejecutivo y de este Parlamento. Es un número similar al 
que tienen hoy las Fuerzas Armadas en su totalidad. Parti- 
ciparon en las diferentes versiones de la misión de paz de 
la ONU, en la actual Monuc. 


Hace un mes aproximadamente, invitados por el co- 
mandante en jefe del Ejército, general Manini Ríos, visita- 
mos el lugar con la señora senadora Ayala —ella estuvo con 
nosotros unos días y retornó para ocupar la presidencia de 
la república—, como integrantes de la Comisión de Defensa 
Nacional del Senado, y estuvieron también los diputados 
Novales y Rodríguez, miembros de la comisión homóloga 
de la Cámara de Representantes. Nos acompañó asimismo 
una delegación de periodistas, así como una de oficiales 
del Ejército y de la Fuerza Aérea Uruguaya, comandados 
por el general Fajardo, jefe de la División de Ejército IV 
de nuestro país. Participamos en ese proceso de relevo del 
contingente uruguayo donde, como decía, en el entorno 
de novecientos compatriotas estaban trabajando allí desde 
hacía un año y otro tanto llegaba para comenzar su misión 
en el Congo. 


Dado que me llegó la comunicación después de co- 
menzar mi exposición, quiero aprovechar para agradecer 
muchísimo la presencia en la barra del señor ministro de 
Defensa Nacional, doctor Menéndez; del señor subsecre- 
tario; del comandante en jefe del Ejército; del comandante 
en jefe de la Armada; del jefe de la Casa Militar de Pre- 
sidencia de la República, general Feola; del general Mon- 
taner; de todos los miembros del cuerpo diplomático; de 
la representación del Programa de Naciones Unidas en 
Uruguay; de la Embajada de Brasil, y de los integrantes de 
la delegación del Ejército y de la Armada —a quienes, por 
el color de su boina, se los puede identificar como exre- 
presentantes nuestros en el contingente uruguayo en el 
Congo-, y del presidente de OSE, Milton Machado, quien 
también tiene una importante participación proveyendo de 
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técnicos que atienden nuestras unidades potabilizadoras 
de agua en la República Democrática del Congo. 


Decía, señora presidenta, que este contingente urugua- 
yo está compuesto actualmente por novecientos treinta y 
cinco uruguayos —pero supimos tener una compañía más 
de ingenieros que hace pocos meses volvió a Uruguay y 
otro contingente muy importante de la Armada nacional 
que también estuvo durante mucho tiempo en el Congo 
prestando su colaboración y trabajo en los lagos— que tie- 
nen una misión fundamental y clave. Créame, señora pre- 
sidenta, que cuando informábamos sobre ella en el Senado 
o, en el pasado, en la Cámara de Representantes, lo hacía- 
mos de manera puramente teórica, porque por lo menos 
yo no la comprendí bien —acá no tengo más remedio que 
hablar en primera persona— hasta que estuve allí. 


La misión es una: proteger al pueblo congoleño. Pon- 
gámosle el nombre técnico que se quiera en términos di- 
plomáticos, pero la misión es proteger la vida y la integri- 
dad de los congoleños. Y puedo asegurar que no hay nadie 
que comprenda mejor la misión que cumplen nuestros sol- 
dados que el pueblo congoleño. 


El pueblo del Congo es joven en términos nuestros, 
pero no en los de ese país, porque desgraciadamente mue- 
re a temprana edad. Los uruguayos tenemos una esperan- 
za de vida que supera los setenta y cinco años y que según 
dicen rondará, dentro de no mucho tiempo, los noventa. 
En el Congo la esperanza de vida apenas se arrima a los 
cincuenta años, con mucha suerte. Uno ve gente joven que 
va a morir joven en términos de lo que significa una vida 
prolongada hasta la llegada de algún evento biológico que 
la termine, porque en el Congo la vida termina antes de 
lo que la biología impone, puesto que está sometida a que 
más de cien grupos armados con armas muy poderosas, 
que obviamente no son de origen congolés, disparen con- 
tra ellos matando a mujeres, niños y hombres. Muchas 
veces, antes de matarlos —en esas aldeas de viviendas de 
barro, con techos de paja, redondas, que uno conocía por 
la televisión, situadas en montañas muy altas y que hacen 
que uno se pregunte cómo se hace para vivir allí—, se des- 
ata sobre ellos una furia tremenda y se viola a mujeres y 
a niños. Nuestro Ejército, los muchachos que están en la 
barra de este Senado y sus colegas son los que ponen su 
cuerpo y su vida para que eso no suceda. 


Puedo asegurarles que cuando tantas veces informa- 
ba sobre esto en el Senado —está en la barra, reitero, el 
ministro Menéndez, que informaba conmigo estos temas 
cuando éramos diputados, y seguramente a él le pasó lo 
mismo que a mí, porque estuvo en el Congo—, no com- 
prendía cabalmente el límite al que se vive y lo que hace 
esta gente. Y esa es su misión fundamental: proteger la 
vida y la integridad del pueblo congolés. 


Aparte, señora presidenta, la participación en las mi- 
siones de paz debe ser de las políticas internacionales más 
importantes —si no la más importante— que tiene el país 
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desde hace muchos años; lo hablábamos con diplomáticos 
y militares de otros países, allá en el Congo, quienes per- 
cibían lo mismo que acabamos de decir: que la presencia 
de un país en una misión de paz significa, desde el punto 
de vista de su política internacional, una extensión de su 
soberanía, una capacidad de vincularse y de relacionarse 
que abre puertas que ningún diplomático en el mundo pue- 
de abrir. Las cosas que se logran desde el punto de vista 
nacional y geopolítico cuando se está en una misión de 
paz, no se alcanzan desde otras esferas de la diplomacia. 


Hace poco abandonamos nuestro mandato en el Con- 
sejo de Seguridad de las Naciones Unidas, donde estuvi- 
mos, no por nuestro poderío militar o por la grandiosidad 
territorial, sino por ser el país que tuvo la participación 
más destacada en las misiones de paz de las Naciones Uni- 
das. Esa fue la clave de nuestra participación, opiniones al 
margen de si es bueno o si es malo, aunque creo que fue 
bueno. No hubo otro argumento para nuestra participación 
en el Consejo de Seguridad que el prestigio y el «poder» 
entre comillas— internacional que tiene Uruguay, dado 
por la participación en las misiones de paz, que se extiende 
—al respecto hay una leve discusión sobre la que aprendí en 
el Congo con algún oficial de nuestro Ejército— desde 1935 
a la fecha. No es que estemos participando recién ahora; 
desde el Chaco Boreal hasta hoy Uruguay ha participado 
de diferentes formas, por ejemplo, como observadores, y 
en los últimos veinte años con contingentes muy amplios. 
Tenemos una larguísima tradición de integración y de res- 
paldo a las políticas de Naciones Unidas; eso en el mundo 
se valora, y Uruguay es muy valorado en la comunidad 
internacional por esta realidad. 


Como decíamos, señora presidenta, África es un con- 
tinente con enormes necesidades, pero también con enor- 
mes posibilidades. Junto con la señora senadora Ayala y el 
resto de los uruguayos que fuimos a conocer esa realidad, 
estuvimos con diversas autoridades, básicamente milita- 
res, de Naciones Unidas. No puedo —tampoco corresponde 
que lo haga— decir de qué hablamos porque se trató de con- 
versaciones no públicas, por llamarlas de alguna manera 
=si lo hiciera estaría violando esa reserva—, pero puedo 
garantizarles que las cosas que nos trasmitieron las princi- 
pales autoridades militares de las Naciones Unidas sobre 
nuestro contingente, nuestros oficiales y nuestro personal, 
son de un enorme valor político y militar. Desearía poder 
trasmitirlo, pero no voy a hacerlo en honor a la reserva que 
tienen estas conversaciones que tuvieron lugar en reunio- 
nes privadas. No obstante, puedo garantizar que valdría la 
pena conocerlas porque se habló de la profesionalidad y de 
los límites a los que llega esa consideración. Solo voy a ha- 
cer una referencia, que sí puedo relatar. Como mencioné, 
estábamos en pleno relevo de nuestro contingente, en esa 
república tan vasta, tan grande, donde las distancias no se 
miden en kilómetros —porque la infraestructura práctica- 
mente no existe—, sino de acuerdo con el tiempo que lleva 
cubrirlas. Hay carreteras por las que se marcha a paso de 
hombre y hacer cien o ciento cincuenta kilómetros puede 
llevar veinte horas de camión, como las que hicieron los 
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periodistas compatriotas que fueron. También hay que ir 
con patrullas porque existen milicias que interceptan y 
matan, no solo a los contingentes de la ONU; los camio- 
nes que llevan mercadería de una ciudad a otra necesaria- 
mente tienen que ir custodiados por fuerzas armadas para 
evitar el vandalismo y el asesinato por parte de bandas 
militares. Mientras estábamos con ese contingente una 
autoridad militar del Congo nos contó que la noche ante- 
rior había recibido una llamada porque se había producido 
un conflicto militar a unas diez o quince horas de donde 
estábamos, donde no tiene autoridad ni participa el contin- 
gente uruguayo, que es la reserva del force commander, el 
primer jefe militar de las Naciones Unidas. Las jerarquías 
de esos otros dos contingentes llamaron al comandante 
militar para pedirle que enviara al contingente uruguayo 
dado que era el único que podía arreglar ese problema. El 
comandante respondió que no iba a ir, entre otras cosas 
porque estaba en pleno proceso de recambio y tenía menos 
personal, pero además porque no correspondía. De todos 
modos, el pedido fue que acudiera nuestro contingente 
porque solo ellos podían solucionar aquel problema. 


Uno se pregunta, señora presidenta —y les puedo ase- 
gurar que solo estando allí se puede sopesar la verdadera 
magnitud del valor profesional que tiene nuestro contin- 
gente—, cómo se hace para que un contingente integrado 
por personas que provienen de los sectores más humildes 
de Uruguay, de los que tienen más carencias —no digo que 
sean tantas como las del pueblo congolés, pero mire que 
no anda lejos porque la necesidad, cuando golpea, solo el 
que la siente la puede relatar—, pueda olvidarlas, dejarlas 
de lado, y ofrecer lo que no tiene desde el punto de vista 
material pero que le sobra desde el punto de vista huma- 
no. Por norma, cuando se participa en estas misiones, los 
contingentes de otros países —y esto es así- cumplen lo que 
dice el contrato que se firma con Naciones Unidas. Pero 
las personas que nos acompañan hoy desde las barras, que 
representan a miles y miles, se destacan porque ofrecen 
aquello que no está en el contrato. Hay que escuchar las 
cosas que cuentan los chiquilines, los gurises que están 
en la puerta del batallón —seguramente la señora senado- 
ra Ayala está recordando algún episodio—, que no hablan 
español, sino «uruguayo». En ese momento algunos ves- 
tían camisetas deportivas que no son las de mi agrado —la 
señora senadora Passada sabe a qué me refiero—, pero lo 
cierto es que esos chiquilines llegan a sentirse parte de 
nuestro país. Y eso no lo logramos nosotros desde el Sena- 
do, sino los soldados que están allá. 


Nos encontramos con unos chiquilines en un barrio 
de Goma. Nosotros estuvimos en Goma, después en But- 
embo, donde hay otra base uruguaya; con nuestra fuerza 
aérea en Bukavu, en el aeropuerto Kavumu, y pasamos 
por Kinshasa, que es donde se está hoy; puede ser que me 
olvide de algún lugar, pero fue allí, básicamente, donde es- 
tuvimos. Nos encontramos con un chiquilín congolés que 
relataba su periplo y preguntaba por sus amigos —hablan 
de sus amigos— uruguayos, concretamente por un coronel 
que había estado hacía diez años. Él sabía que en ese con- 
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tingente estaba el hermano de aquel coronel y preguntaba 
por él: «Me dijeron que está fulano de tal acá, que es her- 
mano de mi amigo, que estuvo hace diez años». Ese chi- 
quilín recorrió todo el Congo a la vez que el contingente 
uruguayo tomaba una misión en alguna de las ciudades. 


Como decía, ver a ese contingente, que al profesiona- 
lismo le agrega ese humanismo, para mí tiene una sola 
conclusión: no hay nada más solidario que la pobreza, 
no hay nada más solidario que la necesidad. Solo aquel 
que siente la necesidad es capaz de otorgar lo que no tie- 
ne cuando ve a alguien que tiene tanta o más necesidad 
que él. Hay soldados nuestros que les compran las mo- 
chilas a los chiquilines y hasta les pagan la escuela, que 
no es gratuita. Les compran las camisetas o los equipos 
deportivos. Uno de los chiquilines me decía: «Ahora soy 
uruguayo porque el soldado fulano me pagó la escuela». 
Es obvio que los soldados uruguayos que van allí tienen 
un beneficio económico; sería una tontería no decir esto. 
Aquí tendrían que trabajar de cinco a seis años para llegar 
a lo que allí logran en un año. Hay un soldado del norte 
de nuestro país que está custodiando la pista de Goma y 
ya ha ido a diez misiones de paz. Yo le pregunté por qué, 
porque hay que estar tanto tiempo fuera del país, y me 
respondió que estaba allí porque su hija quería estudiar 
medicina y la forma que encontró para que ella cumpliera 
con su vocación fue esa. Otro soldado me dijo que con tres 
misiones se hacía su casa, justamente una de las cosas más 
importantes a las que aspira un ser humano: el techo pro- 
pio. Para lograr eso muchos tienen la posibilidad de traba- 
jar aquí y otros deben irse varias veces a 9000 kilómetros 
de distancia. Pero podrían tener exactamente el mismo 
beneficio si cumplieran estrictamente lo que la letra del 
contrato estipula; no hace falta que agreguen nada más ni 
que ayuden a nadie más. Alcanza con que cumplan lo que 
dice el contrato. Sin embargo, hacen todo eso y agregan lo 
que está fuera de su mandato. 


En la primera reunión que tuvimos, un soldado —que 
quizás esté aquí presente— nos decía que ellos eran solda- 
dos y no pintores. Para mí eso tuvo un significado tremen- 
do porque muchas veces asociamos las Fuerzas Armadas 
con la tarea subsidiaria: con la pintura de la escuela, con 
la ayuda en el puente, a la intendencia, al inundado o a 
levantar la basura, y no nos damos cuenta de que el sol- 
dado puede hacer eso, pero antes que eso es soldado, es 
profesional. 


En el Congo, en la ciudad de Goma atienden —circulan 
algunos videos al respecto— un par de orfanatos. ¡Hay que 
ver lo que son los orfanatos! Uno se llama Amour y el otro 
Tulizeni, que en el dialecto suajili quiere decir «tranquilí- 
cense». Se trata de un orfanato para niños desnutridos, en 
situación extremadamente precaria, y para niños y niñas 
abusados sexualmente. Como dije, los soldados atienden 
también el orfanato, aunque su tarea es otra: ya no con ese 
gesto gentil que tienen las mujeres y hombres de nuestras 
Fuerzas Armadas, sino con un gesto duro, nuestros solda- 
dos atraviesan la selva con un arma en la mano y protegen 
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la aldea para que no maten y violen a congoleños. Son sol- 
dados, y debemos asumir —no digo «aprender» porque el 
término no corresponde— que esa es la profesión; pueden 
hacer otras cosas y, de hecho, las hacen y muy bien, pero 
antes que nada son profesionales. Esa profesión es lo que 
justifica todo lo demás que hacen. Reitero que las tareas 
incluyen desde la protección hasta construir un puente en 
la selva para que pueda llegar la salud o se pueda hacer una 
evacuación aérea —no la presenciamos porque se realizó 
unos meses antes de nuestra llegada—, como hizo nuestra 
Fuerza Aérea en Bukavu. 


Estos soldados, con esta realidad, al estar un año en 
el Congo conviven con más de cien grupos de milicianos. 
Esto me impactó muchísimo. Cuando estuvimos allí de- 
jaba el mando el coronel Berger y lo tomaba el coronel 
Frachelle y me pareció increíble que hablaran con total 
naturalidad —mencionándolos con nombre propio— de los 
cien grupos milicianos. Decían: «Aquí está tal grupo y allí 
está tal otro». El conocimiento político interno y de las 
realidades regionales de África que adquieren es increíble. 
Uno se pregunta por qué el Uruguay desperdicia toda la 
información política que reúnen estos profesionales, que 
les hace conocer un país millonario en gente, con una im- 
portancia geopolítica clave. ¿Por qué nuestro país no reco- 
pila toda esa información? Creo, señora presidenta, que la 
Cancillería uruguaya debería tener un departamento que 
permitiera que estos profesionales volcaran toda la infor- 
mación que reúnen durante un año. 


Desde la ONU se nos pide otra compañía —aproxima- 
damente 150 hombres— para reforzar nuestra presencia 
allí y creo que deberíamos avalar esa solicitud cuando se 
formalice. Me consta que nuestro Gobierno la está eva- 
luando. Es imperioso que así sea, entre otras cosas porque 
creo que hay que relanzar nuestro liderazgo en materia de 
misiones de paz, que ha mermado porque han disminuido 
las misiones pero, además, porque me parece que se ha, no 
digo bajado los brazos, pero sí atenuado, desde el punto de 
la decisión política, nuestra presencia en misiones de paz. 
Considero que es clave relanzar ese liderazgo. 


Como decía, en el Congo hay más de mil embajadores 
pues la tarea que hacen nuestros soldados es la de embaja- 
dores del Uruguay. Enviamos un embajador a decenas de 
países, pero allí mandamos a mil. Por eso creo que el país 
como tal debe aprovechar esa experiencia y ese conoci- 
miento acumulados. Como se dice habitualmente, nadie es 
profeta en su tierra, y creo que muchas veces con nuestras 
Fuerzas Armadas sucede eso: las valoran más afuera de 
lo que lo hacemos en el país. Créame, señora presidenta, 
que seguramente es hora de que aquí las valoremos de la 
misma manera que en los principales países del mundo. 
Por ejemplo, el principal asesor militar de Naciones Uni- 
das es uruguayo, el general Loitey, y por algo lo es. En 
definitiva, sería bueno que esa misma consideración que 
tiene el mundo sobre nuestras Fuerzas Armadas también 
la tengamos en nuestro país. Estamos en el siglo Xx y ello 
nos obliga a tener esa mirada hacia adelante y a proteger 
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más a nuestros soldados, en todo sentido. Todos sabemos 
de lo que estoy hablando y no voy a entrar en temas que 
no corresponden en esta intervención. Creo que proteger 
a nuestros soldados es proteger una enorme capacidad hu- 
mana y el prestigio profesional que ellos tienen. 


Tenemos unas Fuerzas Armadas prácticamente desar- 
madas, con un retraso tecnológico muy importante y ob- 
viamente con un poder de fuego muy limitado, pues tienen 
otra misión, pero tampoco tengo duda alguna de que se- 
guramente, desde el punto de vista profesional y humano, 
tenemos las mejores Fuerzas Armadas del continente. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Continuando con la expo- 
sición, tiene la palabra la señora Ayala. 


SEÑORA AYALA.- Saludo a todos los presentes: al 
señor ministro de Defensa Nacional, al señor subsecre- 
tario de Defensa Nacional, a los integrantes del Ejército, 
al cuerpo diplomático, al presidente de OSE, al diputado 
Carlos Rodríguez y a su secretaria. Agradezco también a 
Camila y al funcionario de informática, quienes me van a 
dar el soporte para proyectar algunas fotos y videos. 


Me interesa mucho la situación de vida de los urugua- 
yos en el Congo. Y cuando me refiero a los uruguayos es- 
toy hablando de los integrantes del Ejército, del Ministerio 
de Defensa Nacional presentes allá. Me interesa mucho 
por qué y para qué estamos allá y, por supuesto, me inte- 
resa sobremanera también la situación de vida de la pobla- 
ción del Congo. 


El Congo tiene más de dos millones de kilómetros 
cuadrados, más o menos 82 millones de habitantes y 
una densidad de población de un 34 % o 35 %. Vastos 
yacimientos conforman una amplia riqueza de recursos 
naturales; uno de ellos —además de diamantes, cobre, 
cobalto, oro— es el coltán, que ya mencionó el senador 
García y que es utilizado para la fabricación de celulares 
y otros equipos que estamos habituados a utilizar. Tienen 
alrededor del 80 % de las reservas mundiales de ese 
mineral, y un kilo cuesta aproximadamente dos vidas en 
el Congo. Repito: un kilo de coltán equivale a dos vidas en 
el Congo. Esto se debe —como bien señaló el señor senador 
García— a la presencia de grupos armados y, por supuesto, 
al trasfondo y al interés económico que están detrás, 
porque si no, esto no estaría sucediendo allí. 


No me voy a referir tanto a otros datos ya que el señor 
senador García dio algunos. Sí me gustaría contarles mi 
experiencia de vida allí y desde acá, desde el vamos, cuan- 
do la comisión recibió la invitación, la cual agradezco. No 
tuve dudas en ir porque desde un primer momento quería 
ver cómo un país con tanta riqueza como el Congo ocupa 
uno de los primeros lugares de pobreza en el mundo y sus 
habitantes viven en condiciones tan precarias. También 
quería tener información más allá de la habitual y tuve 
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que transitar por el Hospital Militar para darme aproxi- 
madamente diez vacunas. Algunas personas me decían: 
«Estás loca si vas a ir al Congo», mientras que otras —que 
ya estuvieron— me acercaron algunos informes detallados. 


Luego de una espera en el aeropuerto, del atraso del 
vuelo, del cambio de día, finalmente salimos hacia el Con- 
go. Desde el inicio el coronel Martínez —que está aquí pre- 
sente— nos brindó toda la información que necesitábamos 
y nos acompañó en cada paso que debíamos dar, hasta que 
subimos al avión. Una vez sentados, nos deseó buen viaje. 
Muchas gracias. 


Luego de más de dieciocho horas de viaje y algunas es- 
calas antes de arribar a Kigali, la capital de Ruanda, hasta 
la frontera con el Congo transitamos por tierra por un país 
moderno, ordenado, limpio, con carreteras en excelentes 
condiciones y alumbradas en toda su extensión. Llegamos 
a la frontera en la mañana del 24 de mayo y solo con el 
simple hecho de cruzarla —como si cruzáramos una calle, 
de una vereda a la otra— el cambio fue abismal. Por su- 
puesto que lo sentimos automáticamente con los saltos que 
dábamos en el vehículo en que íbamos, más allá del cam- 
bio visual, que me impactó sobremanera. Allí las carrete- 
ras y las vías están en muy mal estado, las condiciones de 
las casas cambian, la gente es diferente en su aspecto; es 
todo diferente. 


De ahí fuimos directamente a la base. Si no me equivo- 
co, Uruguay está en esa base desde hace aproximadamen- 
te diez años y en ese período han construido lo que van a 
poder ver en algunas fotos que traje. 


Una vez que se abrieron los portones y entramos, vi- 
mos una fuente recientemente construida, un amplio patio 
de armas donde a un lado y a otro, bajo techo, están los 
camiones, y a la derecha hay diferentes construcciones 
donde el personal tiene la posibilidad de brindar atención 
en salud. 


A los pocos minutos de haber llegado se presenta 
Alexandra, quien se encargó de que no me faltara nada. 
Vaya un agradecimiento a ella por su generosa compañía, 
por decirlo de alguna manera. En general, la atención que 
nos brindaron fue muy buena y les agradecemos por ha- 
bernos recibido. 


La base en general, desde mi punto de vista, tiene bue- 
na estructura, las construcciones son de material liviano, 
pero brindan las comodidades básicas necesarias para el 
personal del ministerio allí presente. Hay talleres y los ge- 
neradores de energía permiten contar con electricidad du- 
rante todo el día. La conectividad es cara; el ministerio se 
encarga de pagarla, pero para mí es cara. Se hace un pro- 
ceso para potabilizar el agua allí y en los demás lugares 
donde tenemos presencia, mediante el apoyo de OSÉ con 
las UPA y con sus funcionarios, que van también por un 
año, al igual que los del Ejército. Hace poco tiempo se creó 
una biblioteca, un cibercafé, una sala de entretenimientos 
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y hay hermosos espacios exteriores. A pesar de que dije 
que la conectividad es cara, hoy en día resulta absoluta- 
mente necesaria para que quien está allá pueda mantener 
ese contacto permanente con su familia. Hoy sería impen- 
sable que no pudiéramos comunicarnos estando allá. 


Desde los diferentes lugares de la base se visualiza el 
volcán, pero no pudimos ver su luz por la nubosidad de 
esos días. 


El coronel Berger y quienes están al mando nos brin- 
daron muy buena información del estado de situación, y 
el resumen general, tal como lo percibí, es bueno y sin 
mayores necesidades. 


También estuvimos reunidos con el nuevo force com- 
mander, el general brasileño Elías Rodríguez, quien nos 
planteó lo que decía el señor senador García acerca de que 
solicitaría un nuevo contingente uruguayo. Además, tam- 
bién solicitó que Uruguay vuelva a brindarles la posibili- 
dad de tener un chofer y servicio de seguridad uruguayos. 
Por supuesto que Uruguay estuvo cumpliendo con esto 
anteriormente y ahora vuelve a hacerlo. Esto se basa en la 
confianza depositada en nuestro país y en el Ejército. 


El mandato de nuestra presencia en ese país está dado 
por resoluciones que se renuevan año a año y el Ejército 
allí tiene prioridades. Algunas de ellas son la protección 
a los civiles —tal como señaló el señor senador García—, el 
apoyo a la comunidad, cuatro orfanatos en Goma, uno en 
Butembo, una escuela, apoyo al proceso electoral —que 
se viene postergando y que esperamos que la coyuntura 
social y política de este año permita que se cumplan las 
elecciones en ese país—, la protección a Naciones Unidas 
y también el estudio de la estrategia de reducción y de 
salida. 


Algo puntual que me parece muy bueno es que en 2006 
Uruguay incorpora a Ana Lucas, una de las primeras mu- 
jeres en ocupar un lugar de relevancia como encargada de 
una unidad. Por mi condición de mujer, me parece que está 
muy bien que las mujeres estén presentes allí. Uruguay 
aún no está cumpliendo con el porcentaje de presencia 
femenina que Naciones Unidos solicita en el lugar, pero 
estamos tratando de arrimarnos a ese número. 


La situación en general es tensa, inestable e impredeci- 
ble, y eso se da por un conjunto de factores, por ejemplo, la 
presencia de grupos armados y las diferencias entre gru- 
pos étnicos que generan ese clima. 


Debido a la violación de derechos humanos hay aproxi- 
madamente 4:000.000 de desplazados en el país, 800.000 
refugiados de la República Democrática del Congo en 
otros países y 600.000 de otros países en el Congo. 


Uruguay IV es la fuerza de reserva y en cualquier mo- 
mento se puede desplegar a cualquier parte de la república 
a través del mandato de la Monusco. 
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Me preguntaba cómo se generan los contactos y cómo 
se entera el Ejército de los movimientos a prevenir o a 
interrumpir. En realidad se conformó un grupo llamado 
Etnia Alert, compuesto por civiles y militares que reciben 
información de fuentes locales, que además de los contac- 
tos con la Policía del Congo, cuando visitan las diferentes 
aldeas, si hay riesgo de ataque les avisan, se verifica, se 
confirma la presencia de grupos armados y rápidamente 
se acciona el despliegue. 


Otra señal que se percibe, debido a la experiencia por 
haber transitado en ese lugar, es el movimiento en la calle. 
Cuando hay presencia de grupos armados cambia rotun- 
damente el movimiento; se apacigua, la gente se va a sus 
casas y la calle empieza a quedar desierta. 


Por supuesto que no puedo dejar de mencionar el siste- 
ma de información ambulante que son los niños. ¡Es im- 
presionante! Ellos saben todo, saben de dónde venimos y 
hacia dónde vamos. A los cinco minutos de andar por la 
calle, uno de ellos se arrima y me dice: «¡Patricia, Patri- 
cia!»; inmediatamente me pregunté «¿Cómo sabe mi nom- 
bre?», pero ellos se las arreglan para saber todo. 


Uruguay cuenta con unidades en Goma —creo que es la 
más grande, aunque me podrán corregir—, en Butembo, en 
Kinshasa, en Bukavu. Precisamente, en Bukavu nuestra 
Fuerza Aérea gestiona la base aérea de ese lugar, pero no 
pude visitarla porque regresé antes. En Goma, en el exte- 
rior de la base —como decía el señor senador Garcia—, los 
niños merodean permanentemente; aunque ahora se inten- 
ta que no estén encima del muro, asimismo alguna cabeci- 
ta siempre asoma. Lo cierto es que te siguen, te rodean, te 
piden, te preguntan y te cuentan cosas en un buen español, 
o en un buen uruguayo, como dijo el señor senador García. 
Ellos no solo aprenden el idioma español; aprenden toda 
lengua que para ellos sea necesaria. 


Por otro lado, debo decir que me asombró mucho la 
cantidad de gente que hay en las calles. Es un hormiguero 
humano y no se sabe si vienen o van; se mezclan las mo- 
tos, las bicicletas y las tolekas —probablemente se vea al- 
guna en el video—, que son como monopatines de madera 
que utilizan para cargar. En definitiva, los autos y la gente 
se mezclan en la calle en ese tránsito. Como todos los que 
estuvimos allí, quedé muy impresionada por la cantidad 
de gente que se ve a determinadas horas. También es cier- 
to que utilizan las motos como taxis y por ello pregun- 
tamos de dónde eran. Nos dijeron que las motos son de 
procedencia China —país que está realizando inversiones 
allí- y les cuestan aproximadamente mil dólares. Según 
lo que nos contaron, quien tiene un trabajo estable puede 
comprar una sin mayor problema. 


Alrededor de un quinto de la población trabaja en el 
sector minero, pero también es cierto que una gran fuente 
laboral es el comercio. La mayor parte de la mercadería 
proviene de Uganda, la moneda es el franco congolés y el 
promedio de salario en el comercio es de treinta dólares 
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mensuales. Los mejores salarios se cobran en la Policía y 
en el Ejército y andan en un promedio de cincuenta dólares 
por mes. 


Cuando hablamos de salud y de educación —temas que 
van asociados con lo anterior—, que son pagas, cabe des- 
tacar, por ejemplo, que la educación mensual cuesta entre 
cinco y diez dólares por niño. Imaginen que las familias 
tienen, en promedio, entre cinco y seis hijos, así que no les 
da el sueldo —de treinta a cincuenta dólares— para pagar la 
educación de todos; por eso muchas veces deben elegir a 
qué hijo van a mandar a la escuela. ¡Vaya discriminación 
que les toca hacer a esos padres para que alguno de sus hi- 
jos pueda estudiar! Digo esto porque después de haber vi- 
sitado ese lugar y de haber hablado con gente del Ejército 
que está allá, vale la pena destacar cómo se valora nuestro 
país. Cuando estamos en otro lado lo valoramos mucho 
porque, por ejemplo, acá no tenemos que elegir a qué gurí 
vamos a mandar a la escuela porque pueden ir todos. 


Con respecto a la salud, pueden acceder a ella siempre 
que paguen previamente el tratamiento. En algunas ins- 
tituciones de origen religioso los atienden sin que tengan 
que abonar antes, pero no pueden salir de allí sin haber pa- 
gado el tratamiento. Por lo tanto, muchas veces terminan 
en una especie de reclusión hasta que pueden pagar. 


El segundo día fuimos a Butembo, otra de las bases, 
y nos llevaron en helicóptero; lo piloteaban tres militares 
y uno de ellos era artiguense. ¡Me encontré con muchos 
artiguenses allá! Eso fue una alegría para mí, sobre todo 
porque a uno de ellos lo conozco desde que era gurí por- 
que forma parte del grupo de amistades de uno de mis hi- 
jos. Quiero destacar la belleza del paisaje que, vista desde 
el helicóptero, es realmente impresionante. Es fantástico 
ver cómo plantan desde el punto más alto hasta el valle. 
Me pregunto cómo lo hacen desde esas alturas hasta tan 
abajo y cómo hacen para construir esas casas allá arriba. 
Muchas cosas nos pasan por la cabeza y por el corazón. 


Las mujeres se encargan de la agricultura, de plantar, 
de criar, de ir con los gurises, y de cargar la leña, el carbón 
y el agua, aunque caminan kilómetros para conseguirla. 
¡No tienen agua ni luz! A pesar de que el carbón está pro- 
hibido en ese país, cuando viajamos en el helicóptero fue 
inevitable ver las columnas de humo que indican dónde se 
fabrica el carbón. 


Ellos trabajan muy bien la madera; lo cierto es que se 
ven muy buenos muebles a la venta y todos se hacen allí. 
Un detalle que me llamó la atención es que dejan la made- 
ra, los tablones prontos a la vera del camino y nadie toca 
nada; allí permanecen hasta que la persona que los cortó 
y los hizo los viene a buscar. De la misma forma, nadie 
pasa al cantero del vecino para sacar nada de lo que está 
plantado. 


En Butembo, la base está a cargo del coronel Batista, 
quien nos brindó amplia información de lo realizado allí. 
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Hace aproximadamente un año que están en esa base y las 
instalaciones están realmente en muy buenas condiciones; 
se hicieron baños y se acondicionó la cocina. Allí encon- 
tré a otra artiguense —Daiana—, que está encargada de la 
enfermería. 


Por la tarde salimos a hacer una recorrida de varios 
kilómetros y llegamos a una aldea. Por supuesto que antes 
de acercarnos ya vimos gente armada, pero igual bajamos 
y pudimos estar en contacto con los lugareños. Mientras 
los militares que nos acompañaban conversaban con los 
integrantes del Ejército congolés, me arrimé a unas cho- 
zas a hablar con algunas mujeres, y aunque el idioma no 
nos ayudó mucho fue buena la comunicación. De todas 
formas, hubo cierta vergilenza por parte de ellas cuando 
les pedimos sacarnos unas fotos. Algunas hacían harina, 
otras habían extendido un paño para poder vender su co- 
secha y había muchos niños, muchísimos niños por todos 
lados. Sin embargo, no vi más de tres embarazadas en 
todo el tiempo que estuve; por ello me pregunto cómo hay 
tantos niños y tan pocas embarazadas. 


Después retornamos a la base por el camino Magoya 
y esperamos que llegara la caravana que traía a los perio- 
distas. Ellos llegaron cansados, pero también nos contaron 
sus peripecias, que iban desde la curiosidad por ver tantos 
monos hasta el asombro de ver a una persona muerta en 
el camino. 


Me queda muy poco tiempo, así que voy a recortar un 
poco mi relato. Recorrimos Butembo y al retornar al ae- 
ropuerto vimos a muchos niños subidos al alambrado que 
gritaban y saltaban. Estuvimos allí conversando un poco 
con ellos y los saludamos. 


También fuimos a Goma y allí a una feria en el parque 
Virunga, donde se mezclaban los olores y los colores de 
manera impresionante. Nos preguntamos, una vez más, 
cómo en un país tan rico en recursos naturales la mayoría 
de su gente vive en la precariedad total. Las familias que 
acceden a la energía eléctrica son muy pocas y durante 
escasas horas al día. 


Como ya se ha mencionado, muchos de los soldados 
que están allá pagan la mensualidad y compran uniformes 
y útiles para que algunos de los gurises puedan asistir a la 
escuela. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


Solo voy a destacar dos o tres aspectos que me movi- 
lizaron sobremanera. 


Por un lado, la situación de las mujeres: cómo trabajan, 
cómo cargan y cómo, a su corta edad —estoy segura de que 
no eran mayores que yo y todavía no me considero con 
mucha edad-— ya están totalmente encorvadas debido a ese 
sacrificio, a esa vida y a la carga permanente que deben 
llevar. 
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Un segundo aspecto que llamó mucho mi atención es 
que ninguna mujer puede firmar nada sin el permiso de 
su marido. 


También quiero mencionar a los niños de los orfanatos, 
que quedan huérfanos como producto de la alta mortali- 
dad de las mujeres al dar a luz y por las masacres que de- 
jan como resultado la muerte de sus padres en las aldeas. 
Los más pequeños son llevados a los orfanatos y los demás 
son reclutados para trabajar después en las minas para sa- 
tisfacer intereses de otros. 


La mayoría de las niñas que están en esos lugares, de 
entre doce y quince años, fueron víctimas de violación. 
Se estima que en el Congo, por día, hay 1150 violaciones. 


Allí estuve con Noelia. Uruguay brinda apoyo a los 
orfanatos —en particular al Amour, adonde todos los días 
lleva agua y comida— porque de no ser así, esos niños no 
comerían. Además, reciben clases porque hay una maestra 
que se las brinda honorariamente; y tienen atención médi- 
ca porque hay un médico —que también fue huérfano— que 
les brinda esa atención. Los que se encargan de los niños 
en ese orfanato también vivieron esa situación de orfan- 
dad. 


No cuentan con agua, no cuentan con luz, no hay ba- 
ños instalados; sin embargo, el orden y la limpieza los ca- 
racteriza a ellos, a los ranchos y a las casas. 


Una vez por semana, tanto en el Congo como en Ruan- 
da, salen todos a la calle a limpiar, desde el presidente has- 
ta todos los habitantes. 


Dejé para la última parte de mi exposición, la referen- 
cia a algunas cosas que sí he realizado desde que llegué al 
Uruguay nuevamente y que no quería dejar de manifestar. 


En primer lugar, me referiré a la solicitud de una nueva 
unidad en ese lugar. Debo comentar que ya el ministerio 
recibió informalmente la solicitud de información sobre 
si estaríamos en condiciones de enviar un nuevo contin- 
gente. Sé que desde el ministerio al DPKO ya se contestó 
que sí, que estamos en condiciones de enviar una nueva 
compañía con sus medios, probablemente en setiembre de 
este año. 


Por otro lado, en estos días he mantenido reuniones 
con UTE, Antel y otras instituciones para estudiar la po- 
sibilidad de brindar apoyo a las bases uruguayas presen- 
tes allí y, en particular, al orfanato, para ver la posibilidad 
de que cuente con electricidad a través de energía foto- 
voltaica. 


Las consultas con Antel refieren a la posibilidad de dar 
una mano y un apoyo con respecto a la conectividad en ese 
lugar, para ver si el costo puede ser un poco más económi- 
co que el actual. 
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Por otra parte, a través de mi secretaría estamos viendo 
un listado de libros que el Poder Legislativo tiene para do- 
nar y que se podrían enviar a la biblioteca que hace poco se 
conformó en Goma. En ese sentido, el Ejército nos podría 
arrimar información acerca de su interés sobre este tema. 


Nuestro país ha brindado apoyo solidario a muchos 
países en el tema de la energía y demás, y sé que también 
hará lo posible en este caso. 


Otra idea que estamos estudiando, que capaz es un 
poco loca —por supuesto que la estamos conversando con 
UTE-, es la posibilidad de un plan piloto para que alguna 
aldea pueda contar con energía fotovoltaica. Estoy segu- 
ra de que eso cambiará la vida a los niños y mujeres de 
ese lugar. 


No me cabe duda de que los soldados allí desplega- 
dos, más allá de demostrar sus condiciones técnicas y su 
formación, dan muestras de su don de gentes a la urugua- 
ya. Por tanto, no tengo dudas de la importancia de nuestra 
presencia como país y como Fuerzas Armadas. Creo que 
el hecho de brindar, por lo menos, un poco de tranquilidad 
a los civiles de ese país, ya es de gran valor. Vale mucho 
nuestra presencia en ese lugar. Su gente, con alegría y con 
mucho respeto, realmente nos recibe con una sonrisa en 
la cara. 


Si me permite, señora presidenta, solicito que la ver- 
sión taquigráfica de nuestras palabras —si así también lo 
quiere el señor senador García— sea enviada, no solo al 
Ministerio de Defensa Nacional, sino también al Ministe- 
rio de Relaciones Exteriores, a Naciones Unidas, a OSE, 
a UTE y a Antel. 


Si no es mucho el atrevimiento —y si me permite, se- 
ñora presidenta—, quisiera usurpar un minuto más de la 
atención de los señores senadores para terminar esta ex- 
posición con el audio de una canción que fue cantada por 
los chiquilines en uno de los orfanatos. Ellos le cantan a 
Dios —o como los señores senadores quieran llamarle— 
para que les ayude a aliviar sus penitas, por la condición 
en que viven. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Adelante, señora senadora. 
(Se emite audio). 

(Aplausos en la sala y en la barra). 

Se va a votar el trámite solicitado. 

(Se vota). 

27 en 28. Afirmativa. 


SEÑORA ASIAÍN.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 
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SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA ASIAÍN.- Señora presidenta: solicito que la 
versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por la 
señora senadora Ayala y por el señor senador García tam- 
bién sea enviada al Ejército nacional, a la Fuerza Aérea 
Uruguaya y a la Armada nacional. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite so- 
licitado. 


(Se vota). 


28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 02 de julio de 2018 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De nuestra mayor consideración: 


Por la presente solicito a usted licencia por motivos 
personales, para los días 3, 4, 5, 9, 10, 11 y 12 de julio del 
corriente. 


Sin otro particular, saludamos con la más alta estima. 


Atentamente. 
Verónica Alonso. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—21 en 26. Afirmativa. 


Se comunica que para los días 3 al 5 de julio, los se- 
ñores Daniel Peña, Daniel López Villalba, Daniela Pena, 
Hebert da Rosa, Jorge Gandini y Ana Lía Peñeyrúa han 
presentado nota de desistimiento informando que por esta 
vez no aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por 
lo que queda convocado el señor Omar Lafluf, y que para 
los días 9 al 12 de julio, queda convocado el señor Daniel 
Peña, a quienes ya se ha tomado la promesa de estilo. 
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12) CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del orden del día: 
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«Proyecto de ley por el que se establecen modificaciones 
a la Ley n” 19293, de 19 de diciembre de 2014, Código 
del Proceso Penal. (Carp. n.* 1092/2018 - rep. n.* 666/18 y 
anexo 1)». 


40-C.S. 


(Antecedentes). 
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Carp. n.* 1092/2018 - rep. n.* 666/18 
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COMISIÓN DE 


CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN 


Proyecto de ley 


Artículo 1*.- Sustitúyese el artículo 49 de la Ley N*” 19,293, de 19 de diciembre 


de 2014 (Código del Proceso Penal), en la redacción dada por el artículo 1? de 
la Ley N* 19,474, de 30 de diciembre de 2016, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 49. (Función de la Policía Nacional, de la Prefectura Nacional 
Naval y de la Policía Aérea Nacional en el Proceso Penal).- 


49.1 La Policía Nacional, la Prefectura Nacional Naval, la Policía Área 
Nacional y toda otra que cumpla funciones de policía judicial, en sus 
respectivos ámbitos de competencia, serán auxiliares del Ministerio Público 
en las tareas de investigación y deberán llevar a cabo las diligencias 
necesarias para cumplir los fines previstos en este Código, de conformidad 
con las disposiciones legales vigentes. 


49.2 Asimismo, les corresponderá ejecutar las medidas de coerción que 
decreten los tribunales. 


49.3 Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, el Ministerio Público 
podrá impartir instrucciones a la autoridad encargada de los 
establecimientos penales en la investigación de hechos cometidos en el 
interior de los mismos, actuando de conformidad con las previsiones de este 
Código”. 


Artículo 2*.- Sustitúyese el artículo 50 de la Ley N” 19.293, de 19 de diciembre 


de 2014 (Código del Proceso Penal), por el siguiente: 


“ARTÍCULO 50 (Dirección del Ministerio Público). 


50.1 A los solos efectos de la investigación criminal y en su rol de auxiliares 
del Ministerio Público, los funcionarios mencionados en el artículo anterior, 
ejecutarán sus tareas bajo la dirección y responsabilidad de los fiscales y de 
acuerdo con las instrucciones que estos les impartan, sin perjuicio de su 
dependencia natural de las jerarquías respectivas. 


50.2 También deberán cumplir las órdenes que les impartan los jueces para 
la tramitación del procedimiento. 


50.3 No podrán calificar la procedencia, la conveniencia ni la oportunidad de 
las órdenes que reciban de jueces y fiscales, pero cuando la ley exija la 
autorización judicial para la realización de una diligencia, podrán requerir que 
se les exhiba antes de practicarla”. 
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Artículo 3” - Sustitúyese el artículo 53 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre 
de 2014 (Código del Proceso Penal), por el siguiente: 


"ARTÍCULO 53. (Actuaciones de la autoridad administrativa sin orden 
previa).- Corresponderá a los funcionarios con funciones de policía realizar 
las siguientes actuaciones, sin necesidad de recibir previamente 
instrucciones particulares de los fiscales: 


a) Cumplir con las fases del accionar policial: observación, prevención, 
disuasión y excepcionalmente la represión, según los términos 
establecidos en la Ley N” 18.315, de 5 de julio de 2008 (Ley de 
Procedimiento Policial) 


b) Prestar auxilio a la víctima. 


c) Practicar la detención en los casos de flagrancia o fuga, conforme a la 
ley. 


d) Resguardar el lugar donde se cometió el hecho. Para ello, impedirán el 
acceso a toda persona ajena a la investigación y procederán a la 
clausura si se trata de local cerrado, o a su aislamiento si se trata de 
lugar abierto. Asimismo, evitarán que se alteren o borren de cualquier 
forma los rastros o vestigios del hecho o se remuevan los instrumentos 
usados para llevario a cabo, mientras no intervenga personal experto 
de la autoridad con funciones de policía que el Ministerio Público 
designe. Deberá también recoger, identificar y conservar bajo sello los 
objetos, documentos o instrumentos de cualquier clase que se presuma 
hayan servido para la comisión del hecho investigado, sus efectos o los 
que pudieren ser utilizados como medios de prueba, para ser remitidos 
a quien corresponda, dejando constancia de la individualización 
completa de los funcionarios intervinientes; 


e) Identificar a los testigos y consignar las declaraciones que estos 
prestaren de acuerdo a lo dispuesto en la ley. 


f) Recibir las denuncias del público. 


g) Efectuar las actuaciones que dispusiere la Ley N* 18.315, de 5 de julio 
de 2008 (Ley de Procedimiento Policial) y otras normas legales y 
reglamentarias”. 


Artículo 4*.- Sustitúyese el artículo 54 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre 
de 2014 (Código del Proceso Penal), por el siguiente: 


"ARTÍCULO 54. (Información al Ministerio Público).- Recibida una denuncia 
o conocido por cualquier medio el acaecimiento de un hecho con apariencia 
delictiva, la autoridad administrativa, de acuerdo a la gravedad del hecho, 
informará inmediatamente y por el medio más expeditivo al Ministerio 
Público. Sin perjuicio de ello, procederá a realizar las diligencias que 
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correspondan a la investigación del hecho, respecto de las cuales se 
cumplirá la obligación de información inmediata a la autoridad competente”. 


Artículo 5”.- Sustitúyese el artículo 59 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre 
de 2014 (Código del Proceso Penal), por el siguiente: 


“ARTÍCULO 59 (Registro personal, de vestimenta, equipaje y vehículo). 
Respecto de quien se hallare legalmente detenido o de quien existan indicios 
de que haya cometido o intentado cometer delito, se podrá practicar el 
registro de su persona, de su vestimenta, del equipaje y demás efectos que 
lleve consigo y del vehículo en el que viaje. Para practicar el registro personal 
se comisionará, siempre que fuere posible, a personas de su mismo sexo”. 


Artículo 6”.- Sustitúyese el artículo 61 de la Ley N” 19.293, de 19 de diciembre 
de 2014 (Código del Proceso Penal), por el siguiente: 


“ARTÍCULO 61. (Declaraciones del imputado ante la policía). Cuando el 
imputado manifiesta ante la policía su disposición a declarar, se tomarán las 
medidas necesarias para que declare inmediatamente ante el fiscal. Si esto 
no fuera posible se podrán consignar las declaraciones que voluntariamente 
quiera prestar, previa autorización del fiscal y bajo su responsabilidad. En 
todo caso, la declaración del imputado se hará en presencia de su defensor”. 


Artículo 7*.- Agréguese al artículo 221 de la Ley N” 19.293, de 19 de diciembre 
de 2014 (Código del Proceso Penal), el siguiente inciso: 


"221.3. En caso de suspensión de las actuaciones por solicitud de 
declaración de inconstitucionalidad por vía de excepción o de oficio, se 
mantendrán vigentes las medidas cautelares previstas en este articulo y en 
el artículo 224 de la presente ley, que se ordenen en ocasión de disponer la 
remisión a la Suprema Corte de Justicia y las que se hubieran establecido 
con anterioridad”. 


Artículo 8”.- Sustitúyese el artículo 223 de la Ley N* 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014 (Código del Proceso Penal), por el siguiente: 


"ARTÍCULO 223 (Procedencia de la prisión preventiva). Toda persona tiene 
derecho a la libertad personal, a la seguridad individual y a que se presuma 
su inocencia hasta que la sentencia de condena pase en autoridad de cosa 
juzgada. La resolución del tribunal acogiendo la solicitud de prisión 
preventiva del Ministerio Público se regirá por lo establecido en el artículo 
siguiente”. 
Artículo 9”.- Sustitúyese el artículo 224 de la Ley N” 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014 (Código del Proceso Penal), en la redacción dada por el 
artículo 2? de la Ley N* 19.436, de 23 de setiembre de 2016, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 224.- (Requisitos para disponer la prisión preventiva). 
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224.1 Iniciado el proceso y a petición del Ministerio Público, el tribunal podrá 
decretar la prisión preventiva del imputado si hubiera semiplena prueba de 
la existencia del hecho y de la participación del imputado y elementos de 
convicción suficientes para presumir que intentará fugarse, ocultarse o 
entorpecer de cualquier manera la investigación o que la medida es 
necesaria para la seguridad de la víctima o de la sociedad (artículo 15 de la 
Constitución de la República). 


2242 El riesgo de fuga, el ocultamiento, el entorpecimiento de la 
investigación, así como el riesgo para la seguridad de la víctima y de la 
sociedad se presumirá cuando el imputado posea la calidad de reiterante o 
reincidente y el Ministerio Público imputare alguna de las siguientes 
tipificaciones delictuales: 
a) Violación (artículo 272 del Código Penal). 
b) Abuso sexual, cuando la violencia se presume de acuerdo a las 
situaciones previstas por los numerales 1 a 4 del artículo 272 - BIS 
del Código Penal. 


c) Abuso sexual especialmente agravado (artículo 272 - TER del 
Código Penal). 


d) Atentado violento al pudor, cuando el sujeto pasivo del delito fuese 
un menor de doce años (artículo 273 del Código Penal). 


e) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 


f) Rapiña con privación de libertad. Copamiento (artículo 344 BIS del 
Código Penal). 


g) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 
h) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 


i), Homicidio y sus agravantes (artículos 310 BIS, 311 y 312 del Código 
Penal). 


j) Los crímenes y delitos contenidos en la Ley N* 18.026, de 25 de 
setiembre de 2006. 


k) Los delitos previstos en el Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre 
de 1974, y sus modificativas, que tuvieren penas mínimas de 
penitenciaria. 


I) Los delitos previstos en la Ley N* 19.574, de 20 de diciembre de 
2017, que tuvieren pena mínima de penitenciaria. 


224.3 En los casos previstos en el inciso 224.2, el Ministerio Público deberá 
solicitar la prisión preventiva". 


43-C.S. 


44-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Artículo 10.- Sustitúyese el artículo 273 de la Ley N* 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014 (Código del Proceso Penal), en la redacción dada por el 
artículo 3% de la Ley N* 19.436, de 23 de setiembre de 2016, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 273 (Procedimiento).- El proceso abreviado se regirá por lo 
establecido en el proceso ordinario, con las siguientes modificaciones: 


273.1 Desde la formalización y hasta el vencimiento del plazo para deducir 
acusación o solicitar sobreseimiento, el fiscal podrá acordar con el 
imputado la aplicación del proceso abreviado. 


273,2 La aceptación de los hechos y de los antecedentes de la 
investigación por el imputado, será considerada por el Ministerio Público al 
momento de solicitar la pena, pudiendo disminuir la solicitud hasta en una 
tercera parte de aquella aplicable al caso concreto. 


273.3 El juez, en audiencia, verificará el cumplimiento de los requisitos del 
artículo 272 de este Código, así como que el imputado hubiere prestado su 
conformidad con conocimiento de sus derechos, libre y voluntariamente. Si 
entendiera que el acuerdo no cumple con los requisitos legales, declarará 
su inadmisibilidad. En este caso, la pena requerida en el proceso abreviado 
no será vinculante para el Ministerio Público y la aceptación de los hechos 
y de los antecedentes de la investigación por parte del imputado se tendrá 
por no formulada. 


273.4 En la misma audiencia, el juez dictará sentencia, luego de oír a la 
víctima si esta estuviera presente en la audiencia, la que en caso de ser 
condenatoria, no podrá imponer una pena mayor a la solicitada por el 
Ministerio Público. 


273.5 En estos procesos, el imputado deberá cumplir de manera efectiva y 
en todos sus términos con el acuerdo alcanzado con la Fiscalía. 


273.6 La solicitud de pena disminuida por parte del Ministerio Público 
referida en el inciso 273,2, no podrá ser inferior al mínimo previsto por el 
delito correspondiente, en los casos de violación (artículo 272 del Código 
Penal), abuso sexual (artículo 272 - BIS del Código Penal), abuso sexual 
especialmente agravado (artículo 272 - TER del Código Penal), atentado 
violento al pudor (artículo 273 del Código Penal), abuso sexual sin contacto 
corporal (artículo 273 — BIS del Código Penal) y homicidio con dolo directo 
(artículo 310 del Código Penal). 


273.7 En caso de que la víctima no hubiera estado presente en la audiencia 
en la que se dictó sentencia, esta será notificada del acuerdo alcanzado 
entre la Fiscalía y el imputado, en el plazo de diez días”. 


Artículo 11.- Incorpórase a la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 2014 
(Código del Proceso Penal), el siguiente artículo: 
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"ARTÍCULO 301 bis (Inaplicabilidad del beneficio de la libertad anticipada 
por la comisión de ciertos delitos). El beneficio de la libertad anticipada no 
será de aplicación para quien cometiere los siguientes delitos: 

a) Violación (artículo 272 del Código Penal). 

b) Abuso sexual (artículo 272 - BIS del Código Penal). 


c) Abuso sexual especialmente agravado (articulo 272 - TER del 
Código Penal). 


d) Atentado violento al pudor (artículo 273 del Código Penal). 


e) Abuso sexual sin contacto corporal (artículo 273 — BIS del Código 
Penal). 


f) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 
9) Homicidio agravado (artículos 310 Bis, 311 y 312 del Código Penal). 


h) Los crímenes y delitos contenidos en la Ley N* 18.026, de 25 de 
setiembre de 2006. 


i) Aquellos delitos, por los que al condenado se le hubiere aplicado 
medidas de seguridad eliminativas (artículo 92 del Código Penal)”. 


Artículo 12.- Incorpórase a la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 2014 
(Código del Proceso Penal), el siguiente artículo: 


"ARTÍCULO 301 ter (Inaplicabilidad del beneficio de la libertad anticipada 
por la reiteración, reincidencia de ciertos delitos).- El beneficio de la libertad 
anticipada no será de aplicación en caso de reiteración, reincidencia, 
indistintamente, en los siguientes delitos y bajo las circunstancias previstas 
a continuación: 


a) Lesiones graves, únicamente cuando la lesión ponga en peligro 
la vida de la persona ofendida (numeral 1? del artículo 317 del 
Código Penal). 

b) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código Penal). 


c) Hurto, cuando concurran sus circunstancias agravantes (artículo 
341 del Código Penal). 


d) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 


e) Rapiña con privación de libertad. Copamiento (artículo 344 bis 
del Código Penal). 


f) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 
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9) Homicidio (artículo 310 del Código Penal). 


h) Los delitos previstos en el Decreto-Ley N” 14.294, de 31 de 
octubre de 1974, y sus modificativas. 


i) Los delitos previstos en la Ley N* 19.574, de 20 de diciembre de 
2017”. 


.- Sustitúyese el artículo 341 de la Ley N* 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014 (Código del Proceso Penal), por el siguiente: 


"ARTÍCULO 341 (Representación del Estado requirente). 


341.1 En la solicitud de extradición o posteriormente, el Estado requirente 
podrá designar apoderado abogado entre los letrados inscriptos en la 
matrícula nacional. Previo al ejercicio de su cargo, este deberá aceptarlo y 
constituirá domicilio dentro del radio del tribunal, 


341.2 El letrado designado actuará en el proceso de extradición como parte 
formal, en interés del Estado requirente y con todos los derechos y 
atribuciones de tal calidad, para el ejercicio de una adecuada 
representación y control de los actos procesales”. 


Artículo 14.- Sustitúyese el literal c) del artículo 144 de la Ley N* 19.293, de 
19 de diciembre de 2014 (Código del Proceso Penal), en la redacción dada por 
el artículo 15 de la Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, por el siguiente: 


*c) los jueces no podrán realizar actividad probatoria ni incorporar de oficio 
evidencia alguna, con excepción de lo previsto en los incisos 271.8 y 
271.9". 


Artículo 15.- Agréganse al artículo 271 de la Ley N* 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014 (Código del Proceso Penal) los siguientes incisos: 


"271.8 El tribunal podrá disponer, durante el plazo para dictar sentencia, 
diligencias para mejor proveer. 


Las partes podrán solicitar, a modo de contraprueba, diligencias 
complementarias de las dispuestas por el tribunal, el cual resolverá 
sin otro trámite y sin perjuicio del recurso de apelación diferida, si se violan 
las garantías del derecho de defensa, 


El tribunal de segunda instancia, si considera que mediante dicha 
prueba se ha alterado gravemente el principio de igualdad de las partes en 
el proceso, podrá disponer las medidas complementarias que entienda 
adecuadas para asegurar el respeto del derecho de defensa en juicio. 


Las diligencias para mejor proveer solo pueden tener como objeto 
hechos alegados y controvertidos por las partes. 
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271.9 En todo caso, el tribunal no podrá dictar sentencia fuera del plazo 
previsto en el inciso 271.7, aun cuando no se haya diligenciado la prueba 
requerida para mejor proveer o la solicitada por las partes a título de 
complemento de aquélla”. 


Artículo 16.- Agrégase al artículo 514 de la Ley N* 15.982, de 18 de octubre 
de 1988 (Código General del Proceso), el siguiente inciso: 


“Se mantendrán vigentes las medidas cautelares que se ordenen en 


ocasión de disponer la remisión y las que se hubieran establecido con 
anterioridad". 


Sala de la Comisión, el día veintiséis de junio de dos mil dieciocho. 


CHARLES CARRERA 
Miembro informante 


PATRICIA AYALA CARLOS BARÁIBAR 

PEDRO BORDABERRY CARLOS CAMY 

PABLO MIERES RAFAEL PATERNAIN 
con salvedades 


DANIELA PAYSSÉ JULIO SILVEIRA 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 

MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 

MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 

MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO 

MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE 
MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 


Montevideo, 15 MAY 2018 

Señora Presidente de la Asamblea General 

Lucía Topolanski 

El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a ese cuerpo, el adjunto proyecto de 
ley referente a modificaciones al Código del Proceso Penal y a la Ley N* Ley N” 19.436 
de 23 de setiembre de 2016, 

Previo a la puesta en práctica del nuevo Código del Proceso Penal, existió la 
necesidad de que se hiciera un seguimiento al nuevo sistema acusatorio que iba a 
comenzar su implementación. En este sentido, desde el Poder Ejecutivo, se entiende 
conveniente hacer ajustes que permitan una mejor coordinación y trabajo conjunto 
entre policías, fiscales y tribunales. 


Los primeros cinco artículos del proyecto, proponen dotar a la policía de una 
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mayor flexibilidad a la hora de trabajar, brindándole un fuerte respaldo legal, que le 
permita hacerlo de manera más eficiente. Durante el proceso de implementación del 
Código, se han generado distintas interpretaciones en cuanto al accionar policial que 
debe cumplir en su rol de auxiliar de la justicia. En este sentido, dicha función no puede 
implicar la carencia de cierto grado de autonomía a la hora de porceder a cumplir con 
ciertas competencias. 

A través del Artículo 6 del Proyecto, se modifican los requisitos para disponer la 
prisión preventiva. En este caso, se la excluye para cierto tipo de delitos en caso de 
reincidencia, reiteración o habitualidad. A su vez, el Artículo 7, busca armonizar el 
criterio de la preceptividad para la prisión preventiva, en caso de pena de penitenciaría. 

A través de los artículos 8 y 9, se proponen una serie de modificaciones al Pro- 
ceso Abreviado. En este sentido, se sustituye la frase “cuya tipificación por el Ministerio 
Público de lugar a la aplicación de una pena mínima no superior a seis años de peni- 
tenciaria” por “cuando la pena mínima prevista en el tipo penal no supere los seis años 
de penitenciaria”. Apuntando de esta manera a la tipificación legal del delito en sí mis- 
mo y no a la tipificación del Ministerio Público. 

Por otro lado, se excluye de este proceso la aplicación de la libertad anticipada y 
las libertades vigiladas. Finalmente, en el marco del Proceso Abreviado se propone un 
criterio mínimo para la determinación de las penas por ciertos delitos que atentan 
contra la vida y la integridad sexual, 

A través del artículo 10, se elimina el Título de la "SUSPENSION CONDICIONAL 
DE LA PENA", porque ya no existe este instituto. 

Los artículos 11 y 12 del proyecto, proponen la inaplicabilidad del beneficio de la 
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libertad anticipada por la comisión de ciertos delitos de extrema gravedad y por la 
reiteración, reincidencia o habitualidad de otros delitos. Si bien, entendemos que esta 
última solución se encontraba vigente a través de la Ley N* 19.436, proponemos 
ampliarlo para otras figuras delictivas creadas con posterioridad, como por ejemplo el 
"abuso sexual”. Por otro lado, se salda una discusión jurídica en cuanto a si la ley 


mencionada había sido derogada, luego de la puesta en práctica del CPP, 


El Poder Ejecutivo saluda a ese cuerpo con la mayor consideración. 
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PROYECTO DE LEY 

Artículo 1”.- Sustitúyese el artículo 49 del Código del Proceso Penal, por el 
siguiente: 

"ARTÍCULO 49 (Función de la Policía Nacional, de la Prefectura Nacional Naval 
y de la Policía Aérea Nacional en el Proceso Penal)- 

49.1 La Policía Nacional, la Prefectura Nacional Naval, la Policía Área Nacional, 
y toda otra que cumpla funciones de policía judicial, en sus respectivos ámbitos de 
competencia, serán auxiliares del Ministerio Público en las tareas de investigación y 
deberán llevar a cabo las diligencias necesarias para cumplir los fines previstos en este 
Código, de conformidad con las disposiciones legales vigentes. 

49.2 Asimismo, les corresponderá ejecutar las medidas de coerción que 
decreten los tribunales. 

49.3 Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, el Ministerio Público 
podrá impartir instrucciones a la autoridad encargada de los establecimientos penales 
en la investigación de hechos cometidos en el interior de los mismos, actuando de 


conformidad con las previsiones de este Código." 


Artículo 2”.- Sustitúyese el artículo 53 del Código del Proceso Penal, por el 
siguiente: 

“ARTÍCULO 53 (Actuaciones de la autoridad administrativa sin orden previa). 

Corresponderá a los funcionarios con funciones de policia realizar las siguientes 


actuaciones, sin necesidad de recibir previamente instrucciones particulares de los 
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fiscales: 

a) prestar auxilio a la víctima; 

b) practicar la detención en los casos de flagrancia o fuga, conforme a la ley; 

c) resguardar el lugar donde se cometió el hecho. Para ello, impedirán el acceso 
a toda persona ajena a la investigación y procederán a la clausura si se trata de local 
cerrado, o a su aislamiento si se trata de lugar abierto. Asimismo, evitarán que se 
alteren o borren de cualquier forma los rastros o vestigios del hecho o se remuevan los 
instrumentos usados para llevarlo a cabo, mientras no intervenga personal experto de 
la autoridad con funciones de policía que el Ministerio Público designe. Deberá también 
recoger, identificar y conservar bajo sello lo objetos, documentos o instrumentos de 
cualquier clase que se presuma hayan servido para la comisión del hecho investigado, 
sus efectos o los que pudieren ser utilizados como medios de prueba, para ser 
remitidos a quien corresponda, dejando constancia de la individualización completa de 
los funcionarios intervinientes; 

d) identificar a los testigos y consignar las declaraciones que estos presten; 

e) recibir las denuncias del público; 

f) efectuar las actuaciones que dispusiere la ley de procedimiento policial y otras 
normas legales y reglamentarias.” 

Artículo 3”.- Sustitúyese el artículo 54 del Código del Proceso Penal, por el 
siguiente: 

“ARTÍCULO 54 (Información al Ministerio Público) Recibida una denuncia o 
conocido por cualquier medio el acaecimiento de un hecho con apariencia delictiva, la 


autoridad administrativa, de acuerdo a la gravedad del hecho, informará 
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inmediatamente y por el medio más expeditivo al Ministerio Público. Sin perjuicio de 
ello, procederá a realizar las diligencias que correspondan a la investigación del 
hecho, respecto de las cuales se cumplirá la obligación de información a la autoridad 


competente.” 


Artículo 4”.- Sustitúyese el artículo 59 del Código del Proceso Penal, por el 
siguiente: 

"ARTÍCULO 59 (Registro personal, de vestimenta, equipaje y vehículo). Se 
podrá practicar el registro personal de quien se hallare legalmente detenido, de su 
vestimenta, del equipaje y demás efectos que lleve consigo y del vehículo en el que 
viaje. 

También se practicará el registro personal a aquellas personas de las que 
existan indicios de que hayan cometido delito, intentado cometerlo o que se dispongan 
a cometerlo. 

Para practicar el registro personal, se comisionará, siempre que fuere posible, a 
personas del mismo sexo del detenido. 

Se requerirá autorización especifica del fiscal competente, para practicar el 


registro en caso que se pueda causar daño a la propiedad del detenido. 


Artículo 5*.- Sustitúyese el artículo 61 del Código del Proceso Penal, por el 
siguiente: 
"ARTÍCULO 61 (Declaraciones del imputado ante la policía). Cuando el imputado 


manifieste ante la policía su disposición a declarar, se tomarán las medidas necesarias 
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para que declare ante el fiscal Si esto no fuera posible, se podrá consignar las 
declaraciones que voluntariamente quiera prestar, previa autorización del fiscal y bajo 


su responsabilidad.” 


Artículo 6”.- Sustitúyese el artículo 223 del Código del Proceso Penal, por el 
siguiente: 

“ARTÍCULO 223 (Procedencia de la prisión preventiva). 

223.1 Toda persona tiene derecho a la libertad personal y a la seguridad 
individual. En principio, la prisión preventiva no será de aplicación preceptiva, salvo en 
las hipótesis previstas por este articulo, 

223,2 En los casos de reiteración, reincidencia o habitualidad, indistintamente, 
de los siguientes delitos, la prisión preventiva del imputado será de aplicación 
preceptiva, mientras dure el proceso y hasta que la sentencia quede ejecutoriada: 

a) Violación (artículo 272 del Código Penal). 

b) Abuso sexual (artículo 272 - BIS del Código Penal). 

c) Abuso sexual especialmente agravado (artículo 272 - TER del Código Pena). 

d) Atentado violento al pudor (articulo 273 del Código Penal). 

e) Abuso sexual sin contacto corporal (articulo 273 — BIS del Código Penal). 

f) Lesiones graves, únicamente cuando la lesión ponga en peligro la vida de la 
persona ofendida (numeral 1? del articulo 317 del Código Penal). 

g) Lesiones gravisimas (artículo 318 del Código Penal). 

h) Hurto, cuando concurran sus circunstancias agravantes (artículo 341 del 


Código Penal). 
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¡) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 

j) Rapiña con privación de libertad. Copamiento (artículo 344 bis del Código 
Penal). 

k) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 

[) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 

m) Homicidio y sus agravantes (artículos 310, 311 y 312 del Código Penal). 

n) Los crimenes y delitos contenidos en la Ley N* 18.026, de 25 de setiembre de 
2006. 

ñ) Los delitos previstos en el Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, 
y sus modificativas. 

0) Aquellos condenados a quienes se les hubiere aplicado medidas de seguridad 


eliminativas (Artículo 92 del Código Penal). 


Artículo 7*.- Sustitúyese el artículo 224 del Código del Proceso Penal, por el 
siguiente: 

ARTÍCULO 224 (Requisitos para disponer la prisión preventiva).- Sin perjuicio de 
lo establecido en el Artículo anterior, iniciado el proceso y a petición del Ministerio 
Público, el tribunal podrá decretar la prisión preventiva del imputado si hubiera 
semiplena prueba de la existencia del hecho y de la participación del imputado y 
elementos de convicción suficientes para presumir que intentará fugarse, ocultarse o 
entorpecer de cualquier manera la investigación o que la medida es necesaria para la 
seguridad de la víctima o de la sociedad (artículo 15 de la Constitución de la 


República). 


55-C.S. 


56-C.S. CÁMARA DE SENADORES 3 de julio de 2018 


Artículo 8*.- Sustitúyese el artículo 272 del Código del Proceso Penal, en la 
redacción dada por el artículo 3 de la Ley N” 19.436 de 23 de setiembre de 2016, por el 
siguiente: 

"ARTÍCULO 272 (Procedencia). Se aplicara el proceso abreviado para el 
juzgamiento de hechos cuando la pena mínima prevista en el tipo penal no supere los 
seis años de penitenciaria o una pena de otra naturaleza, cualquiera sea su entidad. 

Será necesario que el imputado, en conocimiento de los hechos que se le 
atribuyen y de los antecedentes de la investigación, los acepte expresamente y 
manifieste su conformidad con la aplicación de este proceso. La existencia de varios 
imputados no impedirá la aplicación de estas reglas a algunos de ellos. 

En ese caso, el acuerdo celebrado con un imputado no podrá ser utilizado como 


prueba en contra de los restantes.” 


Artículo 9”.- Sustitúyese el artículo 273 del Código del Proceso Penal, en la 
redacción dada por el artículo 3 de la Ley N* 19.436 de 23 de setiembre de 2016, por el 
siguiente: 

“ARTÍCULO 273 (Procedimiento).- El proceso abreviado se regirá por lo 
establecido en el proceso ordinario, con las siguientes modificaciones: 

273.1 Desde la formalización y hasta el vencimiento del plazo para deducir 
acusación o solicitar sobreseimiento, el fiscal podrá acordar con el imputado la 
aplicación del proceso abreviado. 


273.2 La aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación por 
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el imputado, será considerada por el Ministerio Público al momento de solicitar la pena, 
pudiendo disminuir la solicitud hasta en una tercera parte de aquella aplicable al caso 
concreto. 

273.3 El juez, en audiencia, verificará el cumplimiento de los requisitos del 
artículo 272 de este Código así como que el imputado hubiere prestado su conformidad 
con conocimiento de sus derechos, libre y voluntariamente. Si entendiera que el 
acuerdo no cumple con los requisitos legales, declarará su inadmisibilidad. En este 
caso, la pena requerida en el proceso abreviado no será vinculante para el Ministerio 
Público y la aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación por 
parte del imputado se tendrá por no formulada. 

273.4 En la misma audiencia, el juez dictará sentencia, la que en caso de ser 
condenatoria, no podrá imponer una pena mayor a la solicitada por el Ministerio 
Público. 

273.5 En estos procesos, no será aplicable lo dispuesto en el LIBRO lll, Título 11, 
Capítulo Ill de este Código (DE LA LIBERTAD ANTICIPADA), tampoco les será 
aplicable lo previsto el articulo 2 a 12 de la ley N* 19.446 28 de octubre de 2016. 

273.6 La solicitud de pena disminuida por parte del Ministerio Público referida en 
el artículo 273,2, no podrá ser inferior al mínimo previsto por el delito correspondiente, 
en los casos de violación (artículo 272 del Código Penal), abuso sexual (articulo 272 - 
BIS del Código Penal), abuso sexual especialmente agravado (artículo 272 - TER del 
Código Penal), atentado violento al pudor (artículo 273 del Código Penal), abuso sexual 
sin contacto corporal (artículo 273 — BIS del Código Penal) y Homicidio (artículo 310 del 


Código Penal). 
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Artículo 10”.- Suprimase del Código del Proceso Penal, el "CAPÍTULO IV - 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA”. 


Artículo 11*.- Incorpórase al Código del Proceso Penal, la siguiente disposición: 

"ARTÍCULO 302 (Inaplicabilidad del beneficio de la libertad anticipada por la 
comisión de ciertos delitos) El beneficio de la libertad anticipada no será de aplicación 
para quien cometiere los siguientes delitos: 

a) Violación (artículo 272 del Código Penal). 

b) Abuso sexual (artículo 272 - BIS del Código Penal). 

c) Abuso sexual especialmente agravado (artículo 272 - TER del Código Penal). 

d) Atentado violento al pudor (artículo 273 del Código Penal). 

e) Abuso sexual sin contacto corporal (artículo 273 — BIS del Código Penal). 

f) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 

g) Homicidio agravado (210 BIS, 311 y 312 del Código Penal). 

h) Los crímenes y delitos contenidos en la Ley N* 18.026, de 25 de setiembre de 
2006. 

i) Aquellos condenados a quienes se les hubiere aplicado medidas de seguridad 


eliminativas (Artículo 92 del Código Penal). 


Artículo 12”.- Incorpórase al Código del Proceso Pengl, la siguiente disposición: 
"ARTÍCULO 303 (Inaplicabilidad del beneficio de la libertad anticipada por la 


reiteración, reincidencia o habitualidad de ciertos delitos).- El beneficio de la libertad 
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anticipada no será de aplicación en caso de reiteración, reincidencia o habitualidad, 
indistintamente, en los siguientes delitos y bajo las circunstancias previstas a 
continuación: 

a) Lesiones graves, únicamente cuando la lesión ponga en peligro la vida de la 
persona ofendida (numeral 1? del artículo 317 del Código Penal). 

b) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código Penal). 

c) Hurto, cuando concurran sus circunstancias agravantes (artículo 341 del 
Código Penal). 

d) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 

e) Rapiña con privación de libertad. Copamiento (artículo 344 bis del Código 
Penal). 

f) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 

9) Homicidio (artículo 310 del Código Penal). 

h) Los delitos previstos en el Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, 


y sus modificativas. 
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Disposiciones citadas 


CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 


SECCION Il 
DERECHOS, DEBERES Y GARANTIAS 
CAPITULO | 


Artículo 15.- Nadie puede ser preso sino infraganti delito o habiendo semiplena 
prueba de él, por orden escrita de Juez competente. 
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CÓDIGO PENAL 


Ley N* 9.155, 
de 4 de diciembre de 1933 


LIBRO !l 


TITULO VI 
DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD 
CAPITULO | 
DE SU REGIMEN 


Artículo 92. (Régimen).- 


Las medidas de seguridad son de cuatro clases: curativas, educativas, eliminativas y 
preventivas. 


Las primeras se aplican a los enfermos, a los alcoholistas, a los intoxicados por el 
uso de estupefacientes, declarados irresponsables, (artículo 33) y a los ebrios 
habituales. 


Las segundas a los menores de 18 años (artículo 34) y a los sordomudos 
(artículo 35). 


Las terceras, a los delincuentes habituales (incisos segundo y tercero del artículo 
48), y a los violadores u homicidas que, por la excepcional gravedad del hecho, 
derivada de la naturaleza de los móviles, de la forma de ejecución, de los 
antecedentes y demás circunstancias afines, denuncien una gran peligrosidad. 


Las últimas a los autores de delito imposible (artículo 5 inciso 3), y de delitos 
putativos y provocados por la autoridad (artículo 8). 
Fuente: Ley N* 16.349, de 10 de abril de 1993, artículo 2”. 


TITULO X 
DE LOS DELITOS CONTRA LAS BUENAS COSTUMBRES Y EL 
ORDEN DE LA FAMILIA 


CAPITULO IV 
DE LA VIOLENCIA CARNAL, CORRUPCION DE MENORES, ULTRAJE 
PUBLICO AL PUDOR 


Artículo 272. (Violación).- Comete violación el que compele a una persona del mismo 
o de distinto sexo, con violencias o amenazas, a sufrir la conjunción carnal, aunque el 
acto no llegara a consumarse. 


La violencia se presume cuando la conjunción carnal se efectúa: 


1. Con persona del mismo o diferente sexo, menor de quince años. No obstante, se 
admitirá prueba en contrario cuando la víctima tuviere doce años cumplidos. 
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2. Con persona que, por causas congénitas o adquiridas, permanentes o transitorias, 
se halla, en el momento de la ejecución del acto, privada de discernimiento o 
voluntad. 


3. Con persona arrestada o detenida, siempre que el culpable resulte ser el 
encargado de su guarda o custodia. 


4. Con fraude, sustituyéndose el culpable a otra persona. 


Este delito se castiga, según los casos, con penitenciaria de dos a doce años. 


Fuente: Ley N” 16.707, de 12 de julio de 1995, artículo 9. 


(Abuso sexual).- El que por medio de la intimidación, presión psicológica, abuso de 
poder, amenaza, fuerza o cualquier otra circunstancia coercitiva realice un acto de 
naturaleza sexual contra una persona, del mismo o distinto sexo, será castigado con 
pena de ocho meses de prisión a seis, años de penitenciaria. La misma pena se 
aplicará cuando en iguales circunstancias se obligue a una persona a realizar un acto 
de naturaleza sexual en contra de un tercero. 


La violencia se presume cuando el acto de naturaleza sexual se efectúa: 


1. Con una persona menor de quince años. Esta presunción no regirá si se tratare 
de relaciones consensuadas entre personas mayores de doce años y no exista 
entre ambas una diferencia mayor a diez años. 


2. Con descendiente o persona bajo su cuidado o autoridad menor de dieciocho 
años de edad. 


3. Con persona que, por causas congénitas o adquiridas, permanentes o 
transitorias, se halla, en el momento de la ejecución del acto, privada de 
discernimiento o voluntad. 


4. Con persona arrestada o detenida, siempre que el imputado resulte ser el 
encargado de su guarda o custodia. 


En los casos previstos en los numerales 1 a 4 precedentes, la pena mínima se 
elevará a dos años de penitenciaria. 


Fuente: Ley N* 19.580, de 22 de diciembre de 2017, artículo 86. 
Artículo 272-TER.- 


(Abuso sexual especialmente agravado).- Se considerará abuso sexual 
especialmente agravado cuando se invade cualquier parte del cuerpo de la victima o 
del autor, a través de la penetración por insignificante que fuera, vía anal o vaginal, 
con un órgano sexual, otra parte del cuerpo o un objeto, así como la penetración vía 
oral con un órgano sexual, castigándose con una pena de dos a doce años de 
penitenciaria. La pena a aplicar en caso de tentativa nunca será inferior a dos años de 
penitenciaria. 


Fuente: Ley N* 19.580, de 22 de diciembre de 2017, articulo 87. 


Artículo 273. (Atentado violento al pudor) 
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Comete atentado violento al pudor, el que por los medios establecidos en el artículo 
anterior, o aprovechándose de las circunstancias en él enunciadas, realizara sobre 
persona del mismo o diferente sexo, actos obscenos, diversos de la conjunción camal, 
u obtuviera que ésta realizare dichos actos sobre sí mismo o sobre la persona del 
culpable o de un tercero. 


Este delito se castigará con la pena de ocho meses de prisión a seis años de 
penitenciaria. 


Si el sujeto pasivo del delito fuese un menor de doce años, la pena a aplicarse será 
de dos a seis años de penitenciaria. 


Fuente: Ley N? 17.243, de 29 de junio de 2000, artículo 68. 


Artículo 273-BIS (Abuso sexual sin contacto corporal).- El que ejecutare o hiciera 
ejecutar a otra persona actos de exhibición sexual ante una persona menor de 
dieciocho años de edad, será castigado con seis meses de prisión a tres años de 
penitenciaria. 


La misma pena se aplicará en caso que se hiciere practicar dichos actos a una 
persona menor de dieciocho años de edad o prevaleciéndose de la incapacidad física 
o intelectual de una victima mayor de esa edad. 


Fuente: Ley N* 19.580, de 22 de diciembre de 2017, artículo 83. 


TITULO XII - DE LOS DELITOS CONTRA LA PERSONALIDAD FISICA Y MORAL 
DEL HOMBRE 


CAPITULO 1 


Artículo 310. (Homicidio).- El que, con intención de matar, diere muerte a alguna 
persona, será castigado con veinte meses de prisión a doce años de penitenciaria. 


Artículo 310-BIS. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, se 
considerará agravante especial del delito, la calidad ostensible de funcionario policial 
de la víctima, siempre que el delito fuere cometido a raíz o en ocasión del ejercicio de 
sus funciones, o en razón de su calidad de tal. En este caso, el máximo de la pena se 
elevará en un tercio respecto de la prevista en el artículo anterior. 


Fuente: Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, articulo 17, 


lo 311. (Circunstancias agravantes especiales).- El hecho previsto en el 
artículo anterior será castigado con diez a veinticuatro años de penitenciaria, en los 
siguientes casos: 


1% Cuando se cometiere en la persona del ascendiente o del descendiente 
legítimo o natural, del hermano legítimo o natural, del padre o del hijo adoptivo, 
del cónyuge, del concubino o concubina; y también cuando se cometiere en la 
persona del excónyuge, del exconcubino o exconcubina o de alguien con quien 
el agente tuviere o hubiere tenido una relación de afectividad e intimidad de 
indole sexual, si el vínculo anterior o actual fue la causa del delito y no se 
configurare una circunstancia agravante muy especial. 


Fuente: Ley N* 19.538 de, 9 de octubre de 2017, articulo 1%. 
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Con premeditación. 
Por medio de veneno. 


Si el sujeto fuera responsable de un homicidio anterior ejecutado con 
circunstancias atenuantes. 


Si se hubiera cometido en presencia de personas menores de edad. 


Fuente: Ley N* 19.538, de 9 de octubre de 2017, artículo 2”. 


Artículo 312 (Circunstancias agravantes muy especiales).- Se aplicará la pena de 
penitenciaria de quince a treinta años, cuando el homicidio fuera cometido: 


1. 
2. 
3. 


Con impulso de brutal ferocidad, o con grave sevicia. 
Por precio o promesa remuneratoria. 


Por medio de incendio, inundación, sumersión, u otros de los delitos previstos 
en el inciso 3* del artículo 47. 


Para preparar, facilitar o consumar otro delito, aún cuando éste no se haya 
realizado. 


Inmediatamente después de haber cometido otro delito, para asegurar el 
resultado, o por no haber podido conseguir el fin propuesto, o para ocultar el 
delito, para suprimir los indicios o la prueba, para procurarse la impunidad o 
procurársela a alguno de los delincuentes. 


La habitualidad, el concurso y la reincidencia, en estos dos últimos casos, 
cuando el homicidio anterior se hubiera ejecutado sin las circunstancias 
previstas en el numeral 4* del artículo precedente. 


Como acto de discriminación por la orientación sexual, identidad de género, 
raza u origen étnico, religión o discapacidad. 
(Femicidio) Contra una mujer por motivos de odio, desprecio o menosprecio, 
por su condición de tal. 

Sin perjuicio de otras manifestaciones, se considerará que son indicios que 


hacen presumir la existencia del móvil de odio, desprecio o menosprecio, 
cuando: 


a) A la muerte le hubiera precedido algún incidente de violencia física, 
psicológica, sexual, económica o de otro tipo, cometido por el autor contra 
la mujer, independientemente de que el hecho haya sido denunciado o no 
por la víctima. 


b) La víctima se hubiera negado a establecer o reanudar con el autor una 
relación de pareja, enamoramiento, afectividad o intimidad. 


c) Previo a la muerte de la mujer el autor hubiera cometido contra ella 
cualquier conducta que atente contra su libertad sexual. 


En todos los casos, las presunciones admitirán prueba en contrario. 
Fuente: Ley N* 19.538, de 9 de octubre de 2017, articulo 3”. 
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TITULO XII 
DE LOS DELITOS CONTRA LA PERSONALIDAD FISICA Y 
MORAL DEL HOMBRE 


CAPITULO !l 
Artículo 317 (Lesiones graves) La lesión personal prevista en el artículo anterior es 
grave, y se aplicará la pena de veinte meses de prisión a seis años de penitenciaria, si 
del hecho se deriva: 

1. Una enfermedad que ponga en peligro la vida de la persona ofendida, o una 
incapacidad para atender las ocupaciones ordinarias, por un término superior a 
veinte días. 

2. La debilitación permanente de un sentido o de un órgano. 

3. La anticipación del parto de la mujer ofendida. 


Artículo 318 (Lesiones gravísimas) La lesión personal es gravísima y se aplicará la 
pena de veinte meses de prisión a ocho años de penitenciaria, si del hecho se deriva: 


1. Una enfermedad cierta o probablemente incurable. 

2. La pérdida de un sentido. 

3. La pérdida de un miembro o una mutilación que le torne inservible o la pérdida de 
un órgano, o de la capacidad de generar, o una grave y permanente dificultad de 
la palabra. 

4. Una deformación permanente del rostro. 


5. El aborto de la mujer ofendida. 


TITULO XII! 
DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD 
CAPITULO 1 
DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD MUEBLE, CON VIOLENCIA 
EN LAS COSAS 
Artículo 341. (Circunstancias agravantes).- La pena será de doce meses de prisión a 


ocho años de penitenciaria cuando concurran las siguientes agravantes: 


1. Si para cometer el delito el sujeto hubiera penetrado o se mantuviere en un 
edificio o en algún otro lugar destinado a habitación. 

2. Si el sujeto llevara consigo armas o narcóticos, aún cuando no hiciera uso de 
ellos. 

3. Sila sustracción se efectuara sobre persona en estado de inferioridad psíquica o 
física; o con destreza; o por sorpresa, mediante despojo de las cosas que la 
víctima llevara consigo. 

4. Siel hecho se cometiera con intervención de dos o más personas, o por sólo 
una, simulando la calidad de funcionario público o con la participación de un 
dependiente del damnificado. 
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5. Si el delito se cometiera sobre objetos o dinero de los viajeros, cualquiera fuese 
el medio de transporte, durante la conducción, así como en los depósitos y 
estaciones, albergues y cualquier otro lugar donde se suministran alimentos o 
bebidas. 

6. Si el delito se cometiera sobre cosas existentes en establecimientos públicos o 
que se hallaren bajo secuestro o expuestas al público, por la necesidad o 
costumbre o destinadas al servicio público, o de utilidad, defensa, reverencia o 
beneficencia públicas. 

7. Cuando la victima fuere un encargado de numerario o valores. 


Fuente: Ley N* 17.931, de 19 de diciembre de 2005, articulo 1”. 
LIBRO Il 


TITULO XIII 
DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD 


CAPITULO !l 
DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD MUEBLE, CON VIOLENCIA 
EN LAS PERSONAS 


Artículo 344. (Rapiña).- El que, con violencias o amenazas, se apoderare de cosa 
mueble, sustrayéndola a su tenedor, para aprovecharse o hacer que otro se 
aproveche de ella, será castigado con cuatro a dieciséis años de penitenciaria. 


La misma pena se aplicará al que, después de consumada la sustracción, empleará 
violencias o amenazas para asegurarse o asegurar a un tercero, la posesión de la 
cosa sustraída, o para procurarse o procurarle a un tercero la impunidad. 


La pena será elevada en un tercio cuando concurra alguna de las circunstancias 
previstas en el artículo 341 en cuanto fueren aplicables. 


Fuente: Ley N” 14.068, de 10 de julio de 2005, 
artículo 15. 


-BIS. (Rapiña con privación de libertad. Copamiento).- El que, con 
violencias o amenazas, se apoderare de cosa mueble, sustrayéndosela a su tenedor, 
para aprovecharse o hacer que otro se aproveche de ella, con privación de la libertad 
de su o sus víctimas, cualquiera fuere el lugar en que ésta se consumare, será 
castigado con ocho a veinticuatro años de penitenciaria. 


Fuente: Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, articulo 20. 


Artículo 345. (Extorsión).- El que con violencias o amenazas, obligare a alguno a 
hacer, tolerar o dejar de hacer algo contra su propio derecho, para procurarse a sí 
mismo o para procurar a otro un provecho injusto, en daño del agredido o de un 
tercero, será castigado con cuatro a diez años de penitenciaria. 


. (Secuestro).- El que privare de su libertad a una persona para obtener 
de ella, o de un tercero, como precio de su liberación, un provecho injusto en beneficio 
propio o ajeno, consiguiere o no su objeto, será castigado con seis a doce años de 
penitenciaria. 
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CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO 


Ley N* 15.982, 
de 18 de octubre de 1988 


LIBRO |l 
DESARROLLO DE LOS PROCESOS 


TÍTULO IX 
PROCESO DE INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY 
Artículo 514. Suspensión de los procedimientos.- 
Acogido por el tribunal el planteo de la inconstitucionalidad por vía de excepción o 


defensa o planteada de oficio, se suspenderán los procedimientos y se elevarán las 
actuaciones a la Suprema Corte de Justicia, 
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CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 


Ley N* 19.293, 
de 19 de diciembre de 2014 


LIBRO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


TÍTULO II 
DE LOS PROCESOS PROCESALES 


CAPÍTULO |! 
EL MINISTERIO PÚBLICO 


SECCIÓN Il 
DE LA POLICÍA NACIONAL, LA PREFECTURA NACIONAL NAVAL Y LA POLICÍA 
AÉREA NACIONAL (*) 


Artículo 49. (Función de la Policia Nacional, de la Prefectura Nacional Naval y de la 
Policía Aérea Nacional en el proceso penal).- 


49.1 La Policía Nacional, la Prefectura Nacional Naval y la Policía Aérea Nacional, 
en sus respectivos ámbitos de competencia, serán auxiliares del Ministerio Público en 
las tareas de investigación y deberán llevar a cabo las diligencias necesarias para 
cumplir los fines previstos en este Código, de conformidad con las instrucciones que 
les impartan los fiscales. 


49.2 Asimismo, les corresponderá ejecutar las medidas de coerción que decreten 
los tribunales. 


49.3 Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, el Ministerio Público podrá 
impartir instrucciones a la autoridad encargada de los establecimientos penales en la 
investigación de hechos cometidos en el interior de los mismos, actuando de 
conformidad con las previsiones de este Código. 


Fuente: Ley N? 19,474, de 30 de diciembre de 2016, artículo 1. 
Artículo 50. (Dirección del Ministerio Público). 


50.1 Los funcionarios mencionados en el artículo anterior, ejecutarán sus tareas 
bajo la dirección y responsabilidad de los fiscales y de acuerdo con las instrucciones 
que estos les impartan a los efectos de la investigación, sin perjuicio de su 
dependencia natural de las jerarquías respectivas. 

50.2 También deberán cumplir las órdenes que les impartan los jueces para la 
tramitación del procedimiento. 


50.3 No podrán calificar la procedencia, la conveniencia ni la oportunidad de las 
órdenes que reciban de jueces y fiscales, pero cuando la ley exija la autorización 
judicial para la realización de una diligencia, podrán requerir que se les exhiba antes 
de practicarla. 
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Artículo 53. (Actuaciones de la autoridad administrativa sin orden previa).- 
Corresponderá a los funcionarios con funciones de policía realizar las siguientes 
actuaciones, sin necesidad de recibir previamente instrucciones particulares de los 
fiscales: 


a) prestar auxilio a la víctima; 
b) practicar la detención en los casos de flagrancia o fuga, conforme a la ley: 


c) resguardar el lugar donde se cometió el hecho. Para ello, impedirán el acceso a 
toda persona ajena a la investigación y procederán a la clausura si se trata de 
local cerrado, o a su aislamiento si se trata de lugar abierto. Asimismo, evitarán 
que se alteren o borren de cualquier forma los rastros o vestigios del hecho o se 
remuevan los instrumentos usados para llevarlo a cabo, mientras no intervenga 
personal experto de la autoridad con funciones de policía que el Ministerio 
Público designe. 


Deberá también recoger, identificar y conservar bajo sello los objetos, 
documentos o instrumentos de cualquier clase que se presuma hayan servido 
para la comisión del hecho investigado, sus efectos o los que pudieren ser 
utilizados como medios de prueba, para ser remitidos a quien corresponda, 
dejando constancia de la individualización completa de los funcionarios 
intervinientes; 


d) identificar a los testigos y consignar las declaraciones que estos presten 
voluntariamente en el lugar del hecho, tratándose de los casos a que se alude en 
los literales b) y c) precedentes; 


e) recibir las denuncias del público; 
f) efectuar las demás actuaciones que dispusieren otras normas legales. 


Artículo 54. (Información al Ministerio Público).- Recibida una denuncia o conocido 
por cualquier medio el acaecimiento de un hecho con apariencia delictiva, la autoridad 
administrativa informará inmediatamente y por el medio más expeditivo al Ministerio 
Público. Sin perjuicio de ello, procederá cuando corresponda a realizar las actuaciones 
previstas en el artículo precedente, respecto de las cuales se cumplirá la obligación de 
información inmediata a la autoridad competente. 


Artículo 59. (Registro personal, de vestimenta, equipaje y vehículo).- Se podrá 
practicar el registro personal de quien se hallare legalmente detenido, de su 
vestimenta, del equipaje y demás efectos que lleve consigo y del vehículo en el que 
viaje. 


Para practicar el registro personal, se comisionará, siempre que fuere posible, a 
personas del mismo sexo del detenido. 


Se requerirá autorización específica del fiscal competente, para practicar el registro 
de tal manera que pueda causar daño a la propiedad del detenido. 


Artículo 61. (Declaraciones del imputado ante la policía). La autoridad 
administrativa solo podrá interrogar autónomamente al imputado a los efectos de 
constatar su identidad. Si el imputado manifiesta su disposición a declarar, se tomarán 
las medidas necesarias para que declare inmediatamente ante el fiscal. Si esto no 
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fuera posible, se podrá consignar las declaraciones que voluntariamente quiera 
prestar, previa autorización del fiscal y bajo su responsabilidad. 


TÍTULO VI 
DE LA PRUEBA 


CAPÍTULO | 
REGLAS GENERALES 


Artículo 144. (Reglas probatorias).- Podrán probarse los hechos y circunstancias de 
interés para el caso, por cualquier medio de prueba, salvo que se encuentren 
expresamente prohibidos por la Constitución de la República o la ley. 

La recolección de evidencias se sujetará a las siguientes reglas: 


a) la recolección de evidencias probatorias estará a cargo del Ministerio Público, 
que actuará bajo los principios de objetividad y buena fe; 


b 


o 


el imputado y su defensa podrán recolectar sus propias evidencias probatorias 
y recurrirán al Ministerio Público solo si fuese necesaria su intervención; 


c) los jueces no podrán realizar actividad probatoria ni incorporar de oficio 
evidencia alguna; 


d 


e 


las pares podrán acordar tener por admitidos ciertos hechos, en cuyo caso 
corresponderá al juez en la audiencia de control de acusación declararlo como 
acreditado, dejando debida constancia en el auto de apertura a juicio. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, artículo 15. 


TÍTULO VII 
DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 


CAPÍTULO | 
REGLA GENERAL 


Artículo 216. (Principio). Es atribución del tribunal adoptar las medidas cautelares 
reguladas en este Título cuando ello le fuere requerido en forma. 


CAPÍTULO 11 
PRIVACIÓN O LIMITACIÓN DE LA LIBERTAD FÍSICA DEL IMPUTADO 


SECCIÓN Il 
DE LAS MEDIDAS DE COERCIÓN 


Artículo 221. (Medidas limitativas o privativas de la libertad ambulatoria). 


221.1 El fiscal podrá solicitar al juez en cualquier estado del proceso y con el fin de 
asegurar la comparecencia del imputado, su integridad o la de la víctima, o evitar el 
entorpecimiento de la investigación, la imposición de cualquiera de las medidas que se 
indican a continuación: 
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E 


el deber de fijar domicilio y no modificarlo sin dar inmediato conocimiento al 
tribunal; 


b 


—. 


la obligación de someterse al cuidado o vigilancia de una persona o institución 
determinada, en las condiciones que se le fijen; 


c 


— 


la obligación de presentarse periódicamente ante el juez o ante la autoridad 
que él designe; 


d 


_— 


la prohibición de salir sin autorización previa del ámbito territorial que se 
determine; 


—. 


la retención de documentos de viaje; 


f) la prohibición de concurrir a determinados sitios, de visitar o alternar en 
determinados lugares o de comunicarse con determinadas personas, siempre 
que no se afecte el derecho de defensa; 


—. 


el retiro inmediato del domicilio, cuando se trate de hechos de violencia 
doméstica y la víctima conviva con el imputado; 


h 


— 


la prestación por sí o por un tercero de una caución de contenido económico 
adecuada y proporcional a la gravedad del delito que se está investigando y a 
la condición económica del imputado; 


i) el arresto en su propio domicilio o en el de otra persona, sin vigilancia o con la 
que el juez disponga; 


j) la vigilancia del imputado, mediante algún dispositivo electrónico de rastreo o 
de su ubicación fisica; 


k 


pa 


la prohibición de abandonar el domicilio o residencia por determinados días u 
horarios, en forma que no perjudique el cumplimiento de sus obligaciones 
ordinarias; 


1) cualquier otra medida altemativa a la prisión preventiva, en las condiciones 
previstas en la ley; 


m) la prisión preventiva, en el caso en que las medidas limitativas anteriormente 
descriptas no fueren suficientes para asegurar los fines indicados 
precedentemente. 


221.2 Las medidas de coerción enunciadas en este artículo pueden ser 
complementadas con medidas cautelares respecto de bienes del imputado o de 
terceros, dictadas por el juez a solicitud de parte. 


SECCIÓN ll 
DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 


Artículo 223. (Procedencia de la prisión preventiva).- Toda persona tiene derecho a 
la libertad personal y a la seguridad individual. En ningún caso la prisión preventiva 
será de aplicación preceptiva. 


Artículo 224. (Requisitos para disponer la prisión preventiva).- 
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Iniciado el proceso y a petición del Ministerio Público, el tribunal podrá decretar la 
prisión preventiva del imputado si hubiera semiplena prueba de la existencia del hecho 
y de la participación del imputado y elementos de convicción suficientes para presumir 
que intentará fugarse, ocultarse o entorpecer de cualquier manera la investigación o 
que la medida es necesaria para la seguridad de la víctima o de la sociedad (artículo 
15 de la Constitución de la República). 


Fuente: Ley N” 19.436, de 23 de setiembre de 2016, artículo 2”. 


LIBRO Il 
PROCESO DE CONOCIMIENTO 


TÍTULO 1 
DEL PROCESO ORDINARIO EN MATERIA DE CRIMENES Y DELITOS 


CAPÍTULO !l 
AUDIENCIAS 


Artículo 271. (Producción de prueba, alegatos y sentencia).- 


271.1 Después de las presentaciones iniciales se recibirá la prueba ofrecida por las 
partes y la víctima si correspondiere. Comenzando por la prueba de la acusación, de la 
víctima en su caso y finalizando con la prueba de la defensa. 


La prueba deberá producirse en la audiencia de juicio, no resultando válida la 
incorporación como prueba de actuaciones realizadas durante la investigación, salvo 
las que se hayan cumplido con las reglas de prueba anticipada o que exista un 
acuerdo de partes. 


271.2 Antes de declarar, los testigos, peritos e intérpretes no podrán comunicarse 
entre sí, ni podrán observar o escuchar lo que ocurre en la audiencia. Los peritos 
podrán declarar consultando sus informes para explicar las operaciones periciales 
realizadas. Los testigos, peritos e imputados declararán bajo las reglas del examen 
directo y contra examen previstas en el presente Código. 


271.3 Las partes podrán objetar las preguntas inadmisibles. El tribunal tratará el 
planteo de inmediato, con mínima sustanciación si fuese necesario, evitando que las 
objeciones se utilicen para alterar la continuidad de! testimonio. 


271.4 Cuando sea necesario para demostrar o superar contradicciones o fuere 
indispensable para ayudar a recordar al testigo o perito, se podrá leer la parte 
pertinente de una declaración sin tenerla incorporada como prueba. 


271.5 Los documentos, informes, objetos secuestrados, grabaciones y elementos 
de prueba audiovisual solo podrán ingresar al debate previa acreditación de la parte 
que lo propuso. 


271.6 Terminada la recepción de pruebas, el tribunal concederá sucesivamente la 
palabra al fiscal, al abogado de la víctima si hubiera comparecido y al defensor para 
que, en ese orden, expresen sus alegatos finales. Todas las partes tendrán derecho a 
réplica. 


Los alegatos serán orales, solo se admitirá la lectura de notas o citas. 
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Finalmente se preguntará al imputado si tiene algo más que manifestar y luego de 
ello, se declarará cerrado el debate. 


271.7 El tribunal deberá dictar la sentencia al término de la audiencia y en esa 
oportunidad expedir el fallo con sus fundamentos. 


Excepcionalmente, cuando la complejidad del asunto no permitiere pronunciar la 
decisión inmediatamente, el tribunal podrá prorrogar la audiencia por un plazo no 
mayor a quince días para dictar la sentencia con sus fundamentos. 


Fuente: Ley N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, articulo 26. 


TÍTULO Il 
DEL PROCESO ABREVIADO 


Artículo 272 (Procedencia).- Se aplicará el proceso abreviado para el juzgamiento 
de hechos cuya tipificación por el Ministerio Público de lugar a la aplicación de una 
pena mínima no superior a seis años de penitenciaria o de una pena de otra 
naturaleza, cualquiera fuere su entidad. 


Será necesario que el imputado, en conocimiento de los hechos que se le atribuyen 
y de los antecedentes de la investigación, los acepte expresamente y manifieste su 
conformidad con la aplicación de este proceso. La existencia de varios imputados no 
impedirá la aplicación de estas reglas a algunos de ellos. 


En ese caso, el acuerdo celebrado con un imputado no podrá ser utilizado como 
prueba en contra de los restantes. 


Fuente: Ley N* 19,435 de 23 de setiembre de 2016, artículo 3" 


Artículo 273. (Procedimiento).- El proceso abreviado se regirá por lo establecido en 
el proceso ordinario, con las siguientes modificaciones: 


273.1 Desde la formalización y hasta el vencimiento del plazo para deducir 
acusación o solicitar sobreseimiento, el fiscal podrá acordar con el imputado la 
aplicación del proceso abreviado. 


273.2 La aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación por el 
imputado, será considerada por el Ministerio Público al momento de solicitar la pena, 
pudiendo disminuir la solicitud hasta en una tercera parte de aquella aplicable al caso 
concreto. 


273.3 El juez, en audiencia, verificará el cumplimiento de los requisitos del artículo 
272 de este Código asi como que el imputado hubiere prestado su conformidad con 
conocimiento de sus derechos, libre y voluntariamente. Si entendiera que el acuerdo 
no cumple con los requisitos legales, declarará su inadmisibilidad. En este caso, la 
pena requerida en el proceso abreviado no será vinculante para el Ministerio Público y 
la aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación por parte del 
imputado se tendrá por no formulada 


273.4 En la misma audiencia, el juez dictará sentencia, la que en caso de ser 
condenatoria, no podrá imponer una pena mayor a la solicitada por el Ministerio 
Público 

Fuente: Ley N* 19.436 de 23 de setiembre de 2016, articulo 3”. 
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LIBRO Ill 
DEL PROCESO DE EJECUCIÓN 


TÍTULO Il 
DE LAS PENAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD 


CAPÍTULO 11 
DE LA LIBERTAD ANTICIPADA 


Artículo 298. (Presupuestos).- 


298.1 La libertad anticipada es un beneficio que podrá otorgarse a los penados que 
se hallaren privados de libertad al quedar ejecutoriada la sentencia de condena, 
cuando teniendo en cuenta su conducta, personalidad, forma y condiciones de vida, se 
pueda formular un pronóstico favorable de reinserción social. En tal caso, la pena se 
cumplirá en libertad en la forma y condiciones previstas por este Código. 


298.2 El liberado queda sujeto a vigilancia de la autoridad en los términos de lo 
dispuesto en el Código Penal, por el saldo de pena que resulte de la liquidación 
respectiva. 


298.3 Este beneficio podrá otorgarse a pedido de parte y de acuerdo con las 
siguientes condiciones: 


a) si la pena recaída fue de prisión, o de multa, que por defecto de cumplimiento se 
transformó en prisión, podrá solicitarse cualquiera fuere el tiempo de reclusión 
sufrido; 


b) si la condena fue de penitenciaria, cuando el penado haya cumplido la mitad de 
la pena impuesta; 


c) si se establecieran medidas de seguridad eliminativas aditivas a una pena de 
penitenciaria, el beneficio podrá otorgarse cuando el penado haya cumplido las 
dos terceras partes de la pena, disponiéndose el cese de dichas medidas. 


Artículo 299. (Trámite).- 


299.1 La petición será formulada en forma escrita por el penado o su defensor ante 
el juez competente, quien dispondrá la agregación de los siguientes recaudos: 


a)la planilla de antecedentes actualizada del Instituto Técnico Forense y 
reliquidación de la pena por redención de la misma por trabajo o estudio, si 
correspondiere; 


b) el informe de conducta carcelaria proporcionado por el director o responsable del 
establecimiento, quien deberá remitirlo a la sede judicial dentro del plazo de 
cinco días contados desde que haya recibido la solicitud, juntamente con los 
informes técnicos que se dispongan referidos a las aptitudes de resocialización 
del penado. 


299.2 El juez resolverá previa vista del Ministerio Público, mediante resolución 
fundada. 


299.3 Concedida la libertad anticipada, se efectuará la liquidación del saldo de pena 
a cumplir bajo vigilancia de la autoridad. A su término, el juez solicitará nueva planilla 
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de antecedentes al Instituto Técnico Forense. Si el penado no hubiere sido condenado 
por la comisión de nuevo delito, se declarará extinguida la pena previa vista al 
Ministerio Público, efectuándose las comunicaciones pertinentes. 


Arículo 300. (Impugnación).- 


300.1 La sentencia que concede la libertad anticipada podrá ser impugnada 
mediante los recursos de reposición y apelación en subsidio con efecto suspensivo, 
para ante el Tribunal de Apelaciones que corresponda 


300.2 En caso denegatorio, no podrá solicitarse nuevamente el beneficio hasta que 
hayan transcurrido seis meses de ejecutoriada la resolución respectiva. 


Artículo 301. (Libertad anticipada en caso de unificación de penas pendientes).- 


301.1 En los casos en que un encausado tenga pendiente el dictado de sentencia 
de unificación de penas y se encontrare recluido cumpliendo una sentencia de 
condena ejecutoriada, podrá impetrar el beneficio de la libertad anticipada, 
independientemente del estado de las otras causas. 


301.2 El juez procederá conforme a lo dispuesto en los artículos precedentes, 
debiendo solicitar informes sobre las causas en trámite a efectos de estimar 
provisoriamente, la posible pena de unificación a recaer. Tal estimación no implicará 
prejuzgamiento. 


301.3 En caso de concederse la libertad anticipada, ella comprenderá todas las 
causas pendientes de unificación y se procederá a efectuar una liquidación provisoria 
del término de vigilancia, teniendo en cuenta la estimación de la pena unificada. 


301.4 La sentencia que concede el beneficio se comunicará a los jueces de las 
demás causas a sus efectos. 


CAPÍTULO IV 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA 


Artículo 302. Derogado por el artículo 9* de la Ley N* 19.544, de 20 de octubre de 
2017. 


Texto Derogado: 


Artículo 302.- (Presupuestos).- Al dictar sentencia de condena, el Juez Letrado de Primera 
Instancia en lo Penal podrá otorgar en el mismo acto el beneficio de la suspensión condicional 
de la ejecución de la pena, siempre que concurran los siguientes requisitos: 


a) que se trate de un primario absoluto o legal; 


b) que la pena impuesta sea de prisión o de pentenciaría hasta tres años. 
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Artículo 303. Derogado por el artículo 9% de la Ley N* 19.544, de 20 de octubre de 
2017. 


Texto Derogado- 
Articulo 303. - (Efectos).- 


303.1 El condenado que obtenga el beneficio de la suspensión condicional de la ejecución de la 
pena, permanecerá bajo vigilancia de la autoridad por el plazo de dos años. Dicho plazo se 
contará desde la fecha en que la sentencia de condena quedó ejecutoriada. 


303.2 Cumplido el referido plazo, el juez soicitará la agregación de la planilla de antecedentes 
actualizada. 


303.3 Si de ella resultare que el penado no hubiere sido condenado por nuevo delito durante el 
término de vigilancia y previa vista al Ministerio Público, se tendrá por axtinguico el delito y por no 
pronunciada la sentencia, ordenándose la cancelación de la inscripción en el registro respectivo. 


LIBRO Iv 
PROCESOS ESPECIALES 


TÍTULO | 
DEL RÉGIMEN Y PROCEDIMIENTO DE LA EXTRADICIÓN 


CAPÍTULO IV 
PROCEDIMIENTO 


Artículo 303 (Representación del Estado requirente). 


341.1 En la solicitud de extradición o posteriormente hasta la audiencia de debate, el 
Estado requirente deberá designar apoderado abogado entre los letrados inscriptos en 
la matrícula nacional. Previo al ejercicio de su cargo, este deberá aceptarlo y 
constituirá domicilio dentro del radio del tribunal. 


341.2 El letrado designado actuará en el proceso de extradición como parte formal, en 
interés del Estado requirente y con todos los derechos y atribuciones de tal calidad, 
para el ejercicio de una adecuada representación y control de los actos procesales. 
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Decreto - Ley N” 14.294, 
de 31 de octubre de 1974 


LEY DE ESTUPEFACIENTES 


CAPÍTULO IV 


Artículo _30.- El que, sin autorización legal, produjere de cualquier manera las 
materias primas o las sustancias, según los casos, capaces de producir dependencia 
psíquica o física, contenidas en las listas a que refiere el artículo 1* de la presente ley, 
precursores químicos y otros productos químicos, contenidos en las Tablas 1 y 2 de la 
presente ley, así como los que determine el Poder Ejecutivo según la facultad 
contenida en el articulo 15 de la presente ley, será castigado con pena de dos a diez 
años de penitenciaria. 


Si la sustancia referida en el inciso anterior fuera cannabis de efecto psicoactivo, 
la pena será de veinte meses de prisión a diez años de penitenciaria, en los términos 
establecidos por la Ley N* 19.172, de 20 de diciembre de 2013. 


Quedará exento de responsabilidad el que produjere marihuana mediante la 
plantación, el cultivo y la cosecha de plantas de cannabis de efecto psicoactivo en los 
términos de lo dispuesto en el artículo 3” de la presente ley. El destino a que refiere el 
literal E) del artículo 3* de la presente ley será valorado, en su caso, por el juez 
competente y con arreglo a las reglas de la sana crítica, en caso de que se superaren 
las cantidades allí referidas. 

Fuente: Ley N* 19.513, de 14 de julio de 2017, artículo 12. 


- El que sin autorización legal, importare, exportare, introdujere en 
tránsito, distribuyere, transportare, tuviere en su poder no para su consumo, fuere 
depositario, almacenare, poseyere, ofreciere en venta o negociare de cualquier modo 
alguna de las materias primas, sustancias, precursores químicos y otros productos 
químicos mencionados en el artículo 30 de la presente ley y de acuerdo con lo 
dispuesto en este, será castigado con pena de veinte meses de prisión a diez años de 
penitenciaria. 


Quedará exento de responsabilidad el que transportare, tuviere en su poder, fuere 
depositario, almacenare o poseyere una cantidad destinada a su consumo personal, lo 
que será valorado por el juez conforme a las reglas de la sana crítica. 


Sin perjuicio de ello, se entenderá como cantidad destinada al consumo personal 
hasta 40 gramos de marihuana. Asimismo, tampoco se verá alcanzado por lo 
dispuesto en el primer inciso del presente artículo el que en su hogar tuviere en su 
poder, fuere depositario, almacenare o poseyere la cosecha de hasta seis plantas de 
cannabis de efecto psicoactivo obtenidas de acuerdo con lo dispuesto en el literal E) 
del artículo 3” de la presente ley, o se tratare de la cosecha correspondiente a los 
integrantes de un club de membresía conforme con lo previsto por el literal F) del 
artículo 3” de la presente ley y la reglamentación respectiva. 


La pena será de dos a diez años de penitenciaria cuando las acciones descriptas 
en el inciso primero sean cometidas por un grupo delictivo organizado. 
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Se entiende por grupo delictivo organizado un conjunto estructurado de tres o 
más personas que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el 
propósito de cometer dichos delitos, con miras a obtener, directa o indirectamente, un 
beneficio económico u otro beneficio de orden material (artículo 414 de la Ley N” 
18.362, de 6 de octubre de 2008). 

Fuente: Ley N* 19.513, de 14 de julio de 2017, artículo 13. 


Artículo 32.- El que organizare o financiare alguna de las actividades delictivas 
descriptas en la presente ley, aun cuando estas no se cumplieran en el territorio 
nacional, será castigado con pena de dos a dieciocho años de penitenciaria. 


Fuente: Ley N* 19.513, de 14 de julio de 2017, artículo 14. 


Artículo 33.- El que, desde el territorio nacional, realizare actos tendientes a la 
introducción ¡legal a países extranjeros de las sustancias mencionadas en la presente 
ley, será castigado con pena de veinte meses de prisión a ocho años de penitenciaria. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 3?, 


Artículo 34.- El que sin autorización legal, a título oneroso o gratuito, suministrare, 
aplicare o entregare las sustancias mencionadas en la presente ley, o promoviere, 
indujere o facilitare su consumo, será castigado con pena de veinte meses de prisión a 
ocho años de penitenciaria. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo 3”. 


Artículo 35.- El que violare las disposiciones de la presente ley en materia de 
importación, exportación, producción, elaboración, comercialización o suministro de las 
sustancias y preparados contenidos en las Listas Il de la Convención Unica de Nueva 
York de 1961, así como las comprendidas en las Listas Il, 1Il y IV del Convenio de 
Viena, será castigado con pena de doce meses de prisión a cuatro años de 
penitenciaria. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, articulo 3?. 


Artículo 35 BIS.- Cuando las actividades delictivas descritas en los artículos 30 a 34 
tengan por objeto material todas aquellas formas de cocaína en su estado de base 
libre o fumable, incluida la pasta base de cocaína, la pena a aplicar tendrá un mínimo 
de tres años de penitenciaria. 


Cuando las actividades delictivas descritas en el artículo 35 tengan por objeto 
material todas aquellas formas de cocaina en su estado de base libre o fumable, 
incluida la pasta base de cocaína, la pena a aplicar tendrá un mínimo de dos años de 
penitenciaria. 


En las hipótesis previstas en los incisos anteriores, el Juez de la causa, previa vista 
fiscal, podrá disponer excepcionalmente la aplicación de las medidas sustitutivas 
previstas por la Ley N* 17.726, de 26 de diciembre de 2003, siempre y cuando se 
cumplan, en forma acumulativa, las siguientes condiciones: 


A) Que el imputado no tenga antecedentes penales por haber cometido delitos a 
título de dolo. 


B) Que a criterio del Juez la sustancia incautada represente desde el punto de 
vista cuantitativo, una cantidad menor. 
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C) Que el imputado no le haya vendido dicha sustancia a menores de edad. 


Al dictar la sentencia de condena, previa realización de las evaluaciones 
correspondientes, tomando en cuenta el proceso de rehabilitación del imputado, el 
Juez de la causa podrá disponer la continuación de las medidas mencionadas en el 
inciso anterior, hasta el cumplimiento de la pena, cometiéndose al Ministerio de 
Desarrollo Social, al Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados y a la Oficina de 
Supervisión de Libertad Asistida, el seguimiento del imputado y su familia 


Fuente: Ley N* 19.007, de 16 de noviembre de 2012, articulo 4?. 


Artículo 36.- Se aplicará pena de cuatro a quince años de penitenciaria, en los casos 
siguientes: 


1%) Cuando la entrega, la venta, la facilitación o el suministro de las sustancias a 
que se refiere el artículo 1? se efectuaren a una persona menor de veintiún 
años o privada de discernimiento o voluntad. 

Si a consecuencia del delito, el menor de edad o la persona privada de 
discernimiento o voluntad sufrieren una grave enfermedad. 


2%) Si sobreviniere la muerte, se aplicará pena de cinco a veinte años de 
penitenciaría. 


3%) Cuando la sustancia fuese suministrada o aplicada sin consentimiento de la 
víctima. 


4%) Cuando el delito se cometiere mediante ejercicio abusivo o fraudulento de 
una profesión sanitaria, o de cualquier otra profesión sujeta a autorización o 
vigilancia en razón de salud pública. 


5%) Cuando el delito se cometiere en las inmediaciones o en el interior de un 
establecimiento de enseñanza o sanitaria de hospitales, cárceles, sedes de 
asociaciones deportivas, culturales o sociales o de un recinto o lugar donde 
se realicen espectáculos o reuniones de carácter público, cualquiera sea su 
finalidad. 


Artículo 37.- El delito tentado se castigará con la misma pena que corresponda al 
delito consumado. 


El acto preparatorio será castigado con la tercera parte de la pena que 
correspondería por el delito consumado, pero el Juez podrá elevarla hasta la mitad, 
tomando en cuenta la gravedad del hecho cometido y la personalidad del agente. 


Artículo 38.- Si el infractor ejerciera una profesión o arte que haya servido de medio 
para cometer el delito o lo haya facilitado será condenado también a la pena de 
inhabilitación especial por un término que estará comprendido entre el de la condena 
principal y diez años. 


CAPÍTULO IX 
Artículo _59.- Cuando la comisión de cualquiera de los delitos previstos por la 


presente ley se hubiere consumado mediante la participación en el o en los delitos de 
una asociación o de un grupo delictivo organizado o mediante el recurso a la violencia 
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o el empleo de armas o con utilización de menores de edad o incapaces, la pena será 
aumentada hasta la mitad. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, artículo S?. 


Artículo 60.- Son circunstancias agravantes especiales de los delitos previstos en la 
presente ley: 


1) 


2) 


3) 


4) 


5) 


Que alguna de la o las víctimas de los delitos tipificados en la presente ley 
fuere menor de dieciocho años, fuere incapaz o estuviere privada de 
discernimiento o voluntad. 


Cuando la sustancia fuere suministrada o aplicada sin el consentimiento de la 
víctima. 


Cuando el delito se cometiere mediante el ejercicio abusivo, fraudulento o 
ilegal de una profesión sanitaria. 


Cuando el delito se cometiere en el interior o a la entrada de un 
establecimiento de enseñanza o sanitario, o de hospitales, cárceles, sedes e 
instalaciones de instituciones deportivas, culturales o sociales o de un recinto 
o lugar donde se realicen espectáculos o reuniones de carácter público 
cualquiera sea su finalidad. 


Cuando del hecho resultaren lesiones o la muerte de la víctima. 


Fuente: Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, articulo 5? 
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Ley N* 18.026, 
de 25 de setiembre de 2006 


PARTE | 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1% (Crimenes y delitos).- Sustitúyese el artículo 2% del Código Penal por el 
siguiente: 


"ARTÍCULO 2. (División de los delitos).- Los delitos, atendida su gravedad, se 
dividen en crímenes, delitos y faltas. Los crimenes son los ilícitos de competencia 
de la Corte Penal Internacional de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5 
del Estatuto de Roma y además todos los que por su extrema gravedad se rijan por 
leyes especiales, por este Código y las normas de derecho internacional en cuanto 
le sean aplicables. Los delitos son todos los demás que no revistan la gravedad 
indicada en el párrafo anterior. Las faltas se rigen por lo dispuesto en el libro 11 del 
presente Código". 


Artículo 2”. (Derecho y deber de juzgar crímenes internacionales).- La República 
Oriental del Uruguay tiene el derecho y el deber de juzgar los hechos tipificados como 
delito según el derecho internacional. Especialmente tiene el derecho y el deber de 
juzgar, de conformidad con las disposiciones contenidas en esta ley, los crimenes 
reconocidos en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional aprobado por 
la Ley N* 17.510, de 27 de junio de 2002. 


Artículo 3*. (Principios de derecho penal).- Serán aplicables a los crímenes y delitos 
tipificados por esta ley los principios generales de derecho penal consagrados en el 
derecho nacional y en los tratados y convenciones de los que Uruguay es parte y, en 
particular, cuando correspondiere, los enunciados en el Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional y los especialmente establecidos en esta ley. 


Artículo 4*. (Ámbito de aplicación — Condiciones de extradición).- 


4.1. Los crimenes y delitos que se tipifican por esta ley se aplicarán en relación con: 


A) Los crímenes y delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territorio 
de la República o en espacios sometidos a su jurisdicción. 


B) Los crímenes y delitos cometidos en el extranjero por nacionales uruguayos, sean 
o no funcionarios públicos, civiles o militares, siempre que el imputado no haya 
sido absuelto o condenado en el extranjero o, en este último caso, no haya 
cumplido la pena. 


4.2. Cuando se encontrare en territorio de la República o en lugares sometidos a su 
jurisdicción, una persona sospechada de haber cometido un crimen de los tipificados 
en los Títulos | a IV de la Parte 1! de la presente ley, el Estado uruguayo está obligado 
a tomar las medidas necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de dicho crimen o 
delito, si no recibiera solicitud de entrega a la Corte Penal Internacional o pedidos de 
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extradición, debiendo proceder a su enjuiciamiento como si el crimen o delito se 
hubiese cometido en territorio de la República, independientemente del lugar de su 
comisión, la nacionalidad del sospechado o de las víctimas. La sospecha referida en la 
primera parte de este párrafo debe estar basada en la existencia de la semiplena 
prueba. 


4.3. Verificada la situación prevista en el párrafo precedente: si se trata de un crimen 
o delito cuyo juzgamiento no sea jurisdicción de la Corte Penal Intemacional, se 
procederá de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5. 


4.4. La jurisdicción nacional no se ejercerá cuando: 


A) Tratándose de crimenes o delitos cuyo juzgamiento sea jurisdicción de la Corte 
Penal Internacional: 


1) Se solicite la entrega por la Corte Penal Internacional. 


2) Se solicite la extradición por parte del Estado competente al amparo de 
tratados o convenciones internacionales vigentes para la República. 


3) Se solicite la extradición por parte del Estado competente no existiendo 
tratados o convenciones vigentes con la República, en cuyo caso y sin 
perjuicio de los demás requerimientos legales, para conceder la extradición, 
el Estado requirente debió haber ratificado el Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional, se procederá de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 5*. 


B) Si se reciben en forma concurrente soliciudes de entrega a la Corte Penal 
Internacional y de extradición por terceros Estados, se procederá de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 60. 


C) Se trate de crimenes o delitos que no se encuentran bajo la jurisdicción de la 
Corte Penal Internacional, cuando se conceda la extradición por parte del Estado 
competente. 


4.5. Los crimenes y delitos tipificados en esta ley no se considerarán delitos 
políticos, ni delitos comunes conexos con delitos políticos o cuya represión obedezca a 
fines políticos. 


Artículo 5*. (Actuación bajo jurisdicción nacional).- 


5.1. Cuando se constate la situación prevista en el artículo 4.2., encontrándose en 
territorio de la República o en lugares sometidos a su jurisdicción, una persona sobre 
la que mediare semiplena prueba de haber cometido un crimen o delito que no fuese 
jurisdicción de la Corte Penal Internacional, conocerá el Juez competente quien, si las 
circunstancias lo justifican y con noticia al Ministerio Público, dispondrá orden de 
prisión preventiva que se notificará inmediatamente al Estado en cuyo territorio se 
sospecha que la persona ha cometido los crimenes o delitos, al Estado de su 
nacionalidad que se encuentre más próximo y, si fuese apátrida, al Estado en que 
habitualmente resida. Las comunicaciones serán realizadas por el Poder Ejecutivo por 
vía diplomática y contendrán información sobre el procedimiento que dispone la 
presente ley. 


3 de julio de 2018 


3 de julio de 2018 


CÁMARA DE SENADORES 


5.2. Dentro de las veinticuatro horas de producido el arresto, el Juez tomará 
audiencia al detenido en presencia del Ministerio Público, en la cual: 


A) Le intimará la designación de defensor de su elección, bajo apercibimiento de 
tenérsele por designado al de oficio de turno. 


B) Nombrará un intérprete y le facilitará las traducciones que sean necesarias para 
su defensa. 


C) Le informará que existen motivos para creer que ha cometido un crimen o delito 
tipificado en la presente ley y que se le presume inocente mientras no se pruebe 
su culpabilidad. 


D) Procederá a tomarle declaración en presencia del defensor. 


5.3. Lo actuado en audiencia será comunicado al Poder Ejecutivo quien lo notificará 
al Estado en cuyo territorio se presume que la persona ha cometido los crimenes o 
delitos, y al Estado de su nacionalidad que se encuentre más próximo y, si fuese 
apátrida, al Estado en que habitualmente resida. La persona detenida tendrá 
facilidades para comunicarse inmediatamente con el representante correspondiente 
del Estado de su nacionalidad que se encuentre más próximo o, si se trata de un 
apátrida, con el representante del Estado en que habitualmente resida. 


54. Si dentro del plazo de veinte días desde la fecha de notificación a los Estados 
prevista en el párrafo 1 de este artículo no se hubiese recibido ningún pedido de 
extradición, dentro de los diez días corridos siguientes se dispondrá la libertad del 
indagado o, si hubiese mérito, se iniciará el procedimiento penal. 


Artículo 6*. (Improcedencia de asilo y refugio).- No corresponderá conceder asilo ni 
refugio cuando existan motivos fundados para considerar que la persona ha cometido 
un crimen o delito de los tipificados en la presente ley, aun cuando reuniera las demás 
condiciones para ser asilado o solicitar refugio. 


Artículo 7*. (Imprescriptibilidad).- Los crimenes y penas tipificados en los Títulos | a 
11! de la Parte Il de la presente ley son imprescriptibles. 


Artículo 8% (Improcedencia de amnistía y similares)- Los crimenes y penas 
tipificados en los Títulos | a II! de la Parte ll de la presente ley, no podrán declararse 
extinguidos por indulto, amnistía, gracia, ni por ningún otro instituto de clemencia, 
soberana o similar, que en los hechos impida el juzgamiento de los sospechosos o el 
efectivo cumplimiento de la pena por los condenados. 


Artículo 9”. (Obediencia debida y otros eximentes).- No podrá invocarse la orden de 
un superior, ni la existencia de circunstancias excepcionales (como, por ejemplo, 
amenaza o estado de guerra, inestabilidad política o cualquier otra emergencia pública 
real o presunta) como justificación de los crímenes tipificados en los Títulos | a 11! de la 
Parte || de la presente ley. 


Por consiguiente, ni haber actuado bajo órdenes superiores, ni la invocación de 
circunstancias excepcionales, eximirán de responsabilidad penal a quienes cometan, 
en cualquiera de sus modalidades, los crimenes o delitos referidos. 
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Artículo 10. (Responsabilidad jerárquica).- El superior jerárquico, funcionario civil o 
militar, cualquiera sea su cargo oficial o de gobierno, será penalmente responsable por 
los crimenes establecidos en los Títulos | a !ll de la Parte ll de la presente ley que 
fuesen cometidos por quienes estén bajo su autoridad, mando o control efectivo, 
cuando en razón de su investidura, cargo o función, hubiere sabido que estaban 
participando de cualquier manera en la comisión de los crimenes o delitos referidos y 
no hubiere adoptado, estando posibilitado para ello, todas las medidas razonables y 
necesarias a su alcance para impedir, denunciar o reprimir la comisión de dichos 
crímenes o delitos. 


Artículo 11. (Exclusión de jurisdicción especial).- Los crimenes y delitos tipificados en 
la presente ley no podrán considerarse como cometidos en el ejercicio de funciones 
militares, no serán considerados delitos militares y quedará excluida la jurisdicción 
militar para su juzgamiento. 


Artículo 12. (Inhabilitación absoluta).- 


12.1. A los ciudadanos uruguayos condenados por los crimenes previstos en 
los Títulos | a Ill de la Parte Il de la presente ley, se les impondrá pena accesoria de 
inhabilitación absoluta para ocupar cargos, oficios públicos y derechos políticos, por el 
tiempo de la condena. 


122. Si el condenado fuese un profesional o idóneo en oficios de la medicina 
condenado por crimenes previstos en los Títulos | a 1Il de la Parte || de la presente ley, 
se le impondrá, además, inhabilitación especial para el ejercicio de su profesión u 
oficio por el tiempo de la condena. 


12.3. Si la condena fuese dispuesta por la Corte Penal Internacional, regirán las 
inhabilitaciones previstas en los numerales precedentes. 


Artículo 13. (Intervención de la víctima).- 


13.1. En los casos de los crimenes previstos en los Títulos | a 11! de la Parte 1! de la 
presente ley, el denunciante, la víctima o sus familiares podrán acceder a la totalidad 
de las actuaciones, proponer pruebas, poner a su disposición las que tengan en su 
poder y participar de todas las diligencias judiciales. A dichos efectos, constituirán 
domicilio y serán notificadas de todas las resoluciones que se adopten. 


Asimismo, si se hubiese dispuesto el archivo de los antecedentes o si luego de 
transcurridos sesenta días desde la formulación de la denuncia aún continúa la etapa 
de instrucción o indagación preliminar, el denunciante, la víctima o sus familiares 
podrán formular ante el Juez competente petición fundada de reexamen del caso o 
solicitud de información sobre el estado del trámite. 


13.2. Si la petición de reexamen del caso se presenta por haberse dispuesto el 
archivo de los antecedentes, se dará intervención al Fiscal subrogante quien 
reexaminará las actuaciones en un plazo de veinte días. 


13.3. La resolución judicial será comunicada al peticionante, al Fiscal y al Fiscal de 
Corte. 


13.4. Durante el proceso, a solicitud del Fiscal o de oficio, el Juez adoptará cualquier 
medida que considere adecuada y necesaria para proteger la seguridad, el bienestar 
fisico y psicológico, la dignidad y la vida privada de las víctimas y los testigos. A tal fin, 
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tendrá en cuenta todos los factores pertinentes, incluidos la edad, el género, la salud, 
así como las características del delito, en particular cuando éste entrañe violencia 
sexual, violencia en razón del género o violencia contra niñas, niños y adolescentes. 


En casos de violencia sexual no se requerirá la corroboración del testimonio de la 
víctima, no se admitirá ninguna evidencia relacionada con la conducta sexual anterior 
de la víctima o testigos, ni se aceptará utilizar como defensa el argumento del 
consentimiento. 


Como excepción, y a fin de proteger a las víctimas, los testigos o el indagado, el 
Juez podrá disponer por resolución fundada la presentación de pruebas por medios 
electrónicos u otros medios técnicos especiales tendientes a prevenir la victimización 
secundaria. En particular, se aplicarán estas medidas en el caso de víctimas de 
agresión sexual y menores de edad, sean víctimas o testigos. Será de aplicación en lo 
pertinente lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley N* 17.514, de 2 de julio de 2002. 


Se procurarán todos los medios posibles para que el Fiscal cuente con asesores 
jurídicos especialistas en determinados temas, entre ellos violencia sexual, violencia 
por razones de género y violencia contra los niños. Asimismo, se procurará que el 
tribunal cuente con personal especializado para atender a las víctimas de traumas, 
incluidos los relacionados con la violencia sexual y de género. 


Artículo 14. (Reparación de las víctimas).- 


14.1. El Estado será responsable de la reparación de las víctimas de los crimenes 
tipificados en los Títulos | a II! de la Parte !l de la presente ley que se cometan en 
territorio de la República o que se cometan en el extranjero por agentes del Estado o 
por quienes sin serlo hubiesen contado con la autorización, apoyo o aquiescencia de 
agentes del Estado. 


14.2. La reparación de la víctima deberá ser integral comprensiva de indemnización, 
restitución y rehabilitación y se extenderá también a sus familiares, grupo o comunidad 
a la cual pertenezca. Se entenderá por "familiares", el conjunto de personas unidas por 
un lazo de matrimonio o parentesco, así como por el hecho de cohabitar o mantener 
una forma de vida en común. 


Artículo 15. (Circunstancias agravantes) - Agravan especialmente los crimenes y 
delitos previstos en la presente ley, cuando no sean elementos constitutivos de los 
mismos y sin perjuicio de otras circunstancias agravantes que sean de aplicación, 
cuando el crimen o delito se cometa respecto de niños, adolescentes, mujeres 
embarazadas, personas con limitaciones en su salud física o mental a causa de su 
edad o enfermedad o de cualquier otra causa; o grupos familiares. Se entenderá por 
"grupos familiares" el conjunto de personas unidas por un lazo de matrimonio o 
parentesco, así como por el hecho de cohabitar o mantener una forma de vida en 
común. 
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CRÍMENES Y PENAS 
TÍTULO | 
CRIMEN DE GENOCIDIO 
Artículo 16. (Genocidio).- El que con la intención de destruir total o parcialmente a un 
grupo nacional, étnico, racial, religioso, político, sindical, o a un grupo con identidad 
propia fundada en razones de género, orientación sexual, culturales, sociales, edad, 


discapacidad o salud, perpetrare alguno de los actos mencionados a continuación, 
será castigado con quince a treinta años de penitenciaria: 


A) Homicidio intencional de una o más personas del grupo. 


B) Tortura, desaparición forzada, privación de libertad, agresión sexual, embarazo 
forzoso, sometimiento a tratos inhumanos o degradantes o lesiones graves contra 
la integridad física o mental de una o más personas del grupo. 


C) Sometimiento intencional de una o más personas del grupo, a privaciones de 
recursos indispensables para su supervivencia; a una perturbación grave de 
salud: a la expulsión sistemática de sus hogares o a condiciones de existencia 
que puedan impedir su género de vida o acarrear su destrucción fisica, total o 
parcial o del grupo. 


D) Medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo. 


E) Traslado por la fuerza o bajo amenazas de uno o más miembros del grupo a otro 
grupo, o el desplazamiento del grupo del lugar donde está asentado. 


. (Instigación al genocidio).- El que instigare públicamente a cometer 
crimen de genocidio, será castigado con dos a cuatro años de penitenciaria. 


TÍTULO Il 
CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD 
CAPÍTULO 1 
CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD - ESTATUTO DE ROMA 
Artículo 18. (Crimen internacional de lesa humanidad).- El que cometiera cualquiera 
de los crímenes de lesa humanidad previstos en el artículo 7 del Estatuto de Roma de 


la Corte Penal Internacional aprobado por Ley N* 17.510, de 27 de junio de 2002, será 
castigado con quince a treinta años de penitenciaría. 


CAPÍTULO 2 
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CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD - ACTOS AISLADOS 


Artículo 19. (Extensión de principios generales).- Se consideran crímenes de lesa 
humanidad los delitos que se tipifican en el presente Capítulo 2 y será de aplicación lo 
dispuesto en la Parte | de esta ley. A los efectos de lo dispuesto en los artículos 
siguientes, se entenderá por "agente del Estado" a una persona que actúa en ejercicio 
de una función pública, revista o no la calidad de funcionario público. 


Artículo 20. (Homicidio político).- El que siendo agente del Estado, o sin serlo 
contando con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes del Estado, 
diere muerte a alguna persona en virtud de sus actividades u opiniones políticas, 
sindicales, religiosas, culturales, de género, reales o presuntas; o en razón de su real o 
presunta pertenencia a una colectividad política, sindical, religiosa o a un grupo con 
identidad propia fundada en motivos de sexo o a un sector social, será castigado con 
quince a treinta años de penitenciaria. 


Artículo 21. (Desaparición forzada de personas).- 


21.1. El que de cualquier manera y por cualquier motivo, siendo agente del Estado o 
sin serlo contando con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado, procediere a privar de libertad a una persona, seguido de la negativa a 
informar sobre la privación de libertad o el paradero o la suerte de la persona privada 
de libertad; o que omita y se niegue a brindar información sobre el hecho de la 
privación de libertad de una persona desaparecida, su paradero o suerte, será 
castigado con dos a veinticinco años de penitenciaria. 


21.2. El delito de desaparición forzada será considerado como delito permanente, 
mientras no se establezca el destino o paradero de la victima. 


21.3. El juez podrá considerar como atenuantes del delito de desaparición forzada 
de personas las siguientes circunstancias: a) Que la víctima sea puesta en libertad 
indemne en un plazo menor a diez días; b) que se informe o actúe para posibilitar o 
facilitar la aparición con vida del desaparecido. 


Artículo 22. (Tortura). - 


22.1. El que de cualquier manera y por cualquier motivo, siendo agente del Estado o 
sin serlo contando con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes 
del Estado impusiere cualquier forma de tortura a una persona privada de libertad o 
bajo su custodia o control o a una persona que comparezca ante la autoridad en 
calidad de testigo, perito o similar, será castigado con veinte meses de prisión a ocho 
años de penitenciaria. 


22.2. Se entenderá por "tortura": 


A) Todo acto por el cual se inflija dolores o sufrimientos graves, físicos, mentales o 
morales. 


B) El sometimiento a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 


C) Todo acto tendiente a anular la personalidad o disminuir la capacidad física o 
mental aunque no cause dolor ni angustia física o cualquier acto de los previstos 
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en el artículo 291 del Código Penal realizado con fines indagatorios, de castigo o 
intimidación. 


22.3. No se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven 
Únicamente de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o fortuita de ellas 


Artículo 23. (Privación grave de la libertad).- El que cometiera el delito previsto en el 
artículo 281 del Código Penal siendo agente del Estado o que sin serlo hubiera 
contado con la autorización, apoyo o aquiescencia de uno o más agentes del Estado, 
será castigado con seis a doce años de penitenciaria. 


. (Agresión sexual contra persona privada de libertad)- El que siendo 
agente del Estado o sin serio contando con la autorización, apoyo o aquiescencia de 
uno o más agentes del Estado, cometiere cualquier acto de agresión sexual contra una 
persona privada de libertad o bajo su custodia o control o contra una persona que 
comparezca ante la autoridad en calidad de denunciante, testigo, perito o similar, será 
castigado con dos a quince años de penitenciaria. 


Artículo 25. (Asociación para cometer genocidio, crimenes de lesa humanidad o 
crimenes de guerra).- Los que se asociaren para cometer uno o más crímenes de los 
tipificados en la presente ley, serán castigados por el simple hecho de la asociación, 
con la pena de ocho meses de prisión a seis años de penitenciaria. 

TÍTULO 11 
CRÍMENES DE GUERRA 

Artículo 26. (Crimen de guerra).- 

26.1. El que en un conflicto armado de carácter internacional o interno, conforme los 
términos en que dichos conflictos son definidos por el derecho internacional, cometa 
cualquiera de los crímenes de guerra que se tipifican a continuación, en forma aislada 
o a gran escala, o como parte de un plan o política, será castigado con dos a treinta 
años de penitenciaría. 

26.2. A los efectos de los crimenes de guerra que se tipifican en el presente, se 
considerarán personas y bienes protegidos, a quienes el derecho internacional ampara 
como tales en el marco de los conflictos armados internacionales o internos. 

26.3. Serán crimenes de guerra: 

1. El homicidio intencional. 

2. La tortura o los tratos inhumanos, incluidos los experimentos biológicos. 


3. El hecho de causar deliberadamente grandes sufrimientos o atentar gravemente 
contra la integridad física o la salud. 


4. La destrucción y la apropiación de bienes no justificadas por necesidades militares 
o del conflicto armado, y efectuadas a gran escala, ilícita y arbitrariamente. 
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5. El hecho de forzar a un prisionero de guerra o a un combatiente adversario 
detenido o a cualquier persona protegida a servir en las fuerzas de una potencia 
enemiga o del adversario, 


6. El hecho de privar deliberadamente a un prisionero de guerra o a un combatiente 
adversario detenido o a otra persona protegida de su derecho a ser juzgado legítima e 
imparcialmente; o someterlo a condenas o ejecuciones sin previo juicio ante un 
Tribunal regularmente constituido con todas las garantías judiciales generalmente 
reconocidas como indispensables. 


7. La deportación o el traslado, confinamiento o detención ilegales. 
8. La toma de rehenes. 


9. Dirigir intencionalmente ataques contra la población civil en cuanto tal o contra 
personas civiles o protegidas que no participen directamente en las hostilidades. 


10. Dirigir intencionalmente ataques contra bienes civiles o bienes protegidos, es 
decir, bienes que no son objetivos militares. 


11. Dirigir intencionalmente ataques contra personal instalaciones, material, 
unidades o vehículos participantes en una misión de mantenimiento de la paz o de 
asistencia humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, siempre 
que tengan derecho a la protección otorgada a civiles o bienes civiles o a personas o 
bienes protegidos, con arreglo al derecho internacional de los conflictos armados. 


12. Lanzar un ataque intencionalmente o cuando sea de prever que causará 
pérdidas de vidas, lesiones a civiles o personas protegidas o daños a bienes de 
carácter civil o protegidos o daños extensos, duraderos y graves al medio ambiente 
natural que serian manifiestamente excesivos en relación con la ventaja militar 
concreta y directa de conjunto que se prevea. 


13. Atacar o bombardear, por cualquier medio, ciudades, aldeas, viviendas o 
edificios que no estén defendidos y que no sean objetivos militares. 


14. Causar la muerte o lesiones a un enemigo o combatiente adversario que haya 
depuesto las armas o que, al no tener medios para defenderse, se haya rendido a 
discreción, o que se encuentra en poder de la parte adversaria por cualquier motivo. 


15. Utilizar de modo indebido la bandera blanca, la bandera nacional o las insignias 
militares o el uniforme del enemigo o de las Naciones Unidas, así como los emblemas 
distintivos de los Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales y causar así la 
muerte o lesiones graves. 


16. El traslado, directa o indirectamente, por la potencia ocupante de parte de su 
población civil al territorio que ocupa o la deportación o el traslado de la totalidad o 
parte de la población del territorio ocupado, dentro o fuera de ese territorio; u ordenar 
cualquier otro desplazamiento de la población civil por razones relacionadas con el 
conflicto armado, a menos que asi lo exija la seguridad de los civiles o de personas 
protegidas de que se trate, por razones militares imperativas. 


17. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios dedicados a la religión, la 
instrucción, las artes, las ciencias o la beneficencia, los monumentos históricos, los 
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hospitales y los lugares en que se agrupa a enfermos y heridos, siempre que no sean 
objetivos militares. 


18. Someter a personas que estén en poder de otra pane en el conflicto, a 
mutilaciones físicas o a experimentos médicos o científicos de cualquier tipo que no 
estén justificados en razón de un tratamiento médico, dental u hospitalario, ni se lleven 
a cabo en su interés, y que causen la muerte o pongan gravemente en peligro su 
salud. 


19. Matar o herir a traición a personas pertenecientes a la nación, al ejército enemigo 
o a los combatientes adversarios. 


20. Declarar que no se dará cuartel. 


21. Destruir, confiscar o apoderarse de bienes del enemigo o del combatiente 
adversario, a menos que las necesidades del conflicto armado lo hagan imperativo. 


22. Declarar abolidos, suspendidos o inadmisibles ante un tribunal los derechos y 
acciones de los nacionales de la parte enemiga o del combatiente adversario. 


23. Obligar a los nacionales de la parte enemiga a participar en operaciones bélicas 
dirigidas contra su propio país, aunque hubieran estado al servicio del beligerante 
antes del inicio de la guerra. 


24. Saquear una ciudad o una plaza, incluso cuando es tomada por asalto. 
25. Emplear veneno o armas envenenadas. 


26. Emplear gases asfixiantes, tóxicos o similares o cualquier líquido, material o 
dispositivo análogos. 


27. Emplear balas que se ensanchan o aplasten fácilmente en el cuerpo humano, 
como balas de camisa dura que no recubra totalmente la parte interior o que tenga 
incisiones 


28. Emplear armas, proyectiles, materiales y métodos de guerra que, por su propia 
naturaleza, causen daños superfluos o sufrimientos innecesarios o surtan efectos 
indiscriminados en violación del derecho humanitario internacional de los conflictos 
armados. 


29. Cometer atentados y ultrajes contra la dignidad personal, especialmente los 
tratos humillantes y degradantes; y las prácticas de apartheid y demás basadas en la 
discriminación racial, de género o por la pertenencia a un grupo con identidad propia. 


30. Cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo 
forzado, esterilización forzada comprendidos en el artículo 24 y referidos al artículo 7, 
literal g) del Estatuto de Roma y, cualquier otra forma de violencia sexual que 
constituya una infracción grave de los Convenios de Ginebra. 


31. Utilizar la presencia de una persona civil u otra persona protegida para poner 
ciertos puntos, zonas o fuerzas militares o combatientes a cubierto de operaciones 
militares o de combate armado. 
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32. Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, material, unidades y medios de 
transporte sanitarios, y contra personal que utilice los emblemas distintivos de los 
Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales de conformidad con el derecho 
internacional. 


33. Hacer padecer intencionalmente hambre o sed a la población civil como método 
de hacer la guerra o de combate, privándola de los objetos indispensables para su 
supervivencia, incluido el hecho de obstaculizar intencionalmente los suministros de 
socorro, la acción humanitaria o el acceso a las víctimas, de conformidad con los 
Convenios de Ginebra y las normas del derecho internacional humanitario. 


34. Reclutar o alistar a niños menores de 18 años en las fuerzas armadas nacionales 
o grupos combatientes o utilizarlos para participar activamente en las hostilidades. 


35. Demorar en forma injustificada en repatriar o liberar a los prisioneros de guerra o 
a los combatientes enemigos detenidos o a la población civil internada una vez 
finalizadas las hostilidades. 


36. Atacar, destruir o inutilizar por cualquier medio, los bienes indispensables para la 
supervivencia o subsistencia de la población civil (víveres, ganado, reserva de agua 
potable, etc.). 


37. Infligir castigos colectivos o realizar actos o amenazas que tengan por objeto 
aterrorizar a la población civil. 


38. Lanzar un ataque empleando armas y métodos de combate que no permitan 
hacer distinción entre objetivos militares y no militares o entre combatientes y 
personas protegidas, como, por ejemplo, el bombardeo por zona en ciudades, los 
bombardeos masivos, el recurrir a un método o medio de lanzamiento que no pueda 
ser dirigido contra un objetivo militar determinado, el emplear armas o métodos de 
combate del que se pueda prever que cause fortuitamente lesiones o muerte a 
personas protegidas o daños a bienes protegidos. 


39. Dirigir intencionalmente ataques contra: a) bienes culturales protegidos por el 
derecho internacional o utilizar dichos bienes culturales o sus alrededores inmediatos 
en apoyo de acciones militares o cometer hurtos, daños u otros actos de vandalismo 
contra los mismos; b) patrimonio cultural de gran importancia para la humanidad, 
comprendido el patrimonio cultural vinculado a un sitio de patrimonio natural, esté o no 
incluido en las listas mantenidas por la UNESCO o de otra organización internacional. 


40. Lanzar un ataque contra obras o instalaciones que contengan fuerzas peligrosas 
a sabiendas de que ese ataque causará muertos o heridos entre la población civil o 
daños a bienes de carácter civil (presas hidroeléctricas, diques, centrales nucleares, 
etc.). 


41. Lanzar un ataque contra zonas desmilitarizadas. 


42. Emplear armas cuyo efecto principal sea lesionar mediante fragmentos que no 
puedan localizarse por rayos X en el cuerpo humano. 


43. Emplear minas antipersonales entendiendo por tales toda munición colocada 
debajo, sobre o cerca de la superficie del terreno u otro lugar, concebida para 
explosionar por la presencia, la proximidad o en contacto de una persona y que 
pudiera incapacitar, lesionar o matar a más de una persona. 
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44. Emplear minas, armas trampas y otros artefactos similares, contra la población 
civil o personas protegidas o bienes protegidos o en contravención de las 
disposiciones del derecho internacional, 


45. Emplear trampas y armas incendiarias, entendiendo por tales toda arma, 
munición o trampa concebida primordialmente para incendiar objetos o causar 
quemaduras a las personas mediante la acción de las llamas, del calor o de una 
combinación de ambos, producidos por reacciones químicas. 


46. Emplear armas químicas, biológicas (bacteriológicas o toxínicas) u otras armas 
de destrucción masivas, cualquiera fuese su naturaleza. 


47. Emplear armas láser con aptitud para causar cegueras permanentes. 


48. Utilizar técnicas de modificación ambiental con fines militares, de combate u 
otros fines hostiles que tengan efectos vastos, duraderos o graves, entendiéndose por 
"técnicas de modificación ambiental" todas las técnicas que tienen por objeto alterar, 
mediante la manipulación deliberada de los procesos naturales, la dinámica, la 
composición o estructura de la Tierra, incluida su biótica, su litósfera, su hidróstera y 
su atmósfera o el espacio ultraterrestre. 


49. Omitir en forma intencional: a) señalizar, vallar y vigilar, durante la vigencia de un 
conflicto armado o luego de finalizado éste, las zonas en las que se hallen restos 
explosivos de guerra con el fin de impedir el ingreso de población civil en dichas 
zonas, b) la limpieza, remoción o destrucción de los restos explosivos de guerra, 
inmediatamente de finalizado un conflicto armado, cuando sea posible la señalación o 
ubicación de dichos restos explosivos de guerra. Se entenderá por "restos explosivos 
de guerra" los definidos como tales por el derecho internacional. 


50. A los efectos de las conductas descriptas en los numerales precedentes, se 
entenderá por objetivos militares en lo que respecta a bienes, aquellos que por su 
naturaleza, ubicación, finalidad o utilización, contribuyan eficazmente a la acción militar 
y cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca, en las 
circunstancias del momento, una clara ventaja militar, con exclusión de los bienes 
protegidos y de bienes destinados a fines civiles. Se tendrá presente que en caso de 
duda de si un objeto que normalmente se destina a fines civiles, se utiliza con el fin de 
contribuir efectivamente a una acción militar, se presumirá que se utiliza para fines 
civiles. No se considerarán como un solo objetivo militar, diversos objetivos militares 
claramente separados e individualizados que se encuentren en una ciudad, pueblo, 
aldea u otra zona en que haya una concentración análoga de personas o bienes 
protegidos. 


TÍTULO IV 
DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 
POR LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 
Artículo 27. (Delitos contra la administración de justicia).- El que cometiera 
cualquiera de los delitos previstos en el artículo 70 del Estatuto de Roma de la Corte 


Penal Internacional aprobado porLey N* 17.510, de 27 de junio de 2002, será 
castigado con dos a diez años de penitenciaria. 
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TÍTULO V 
DELITOS ESPECIALES 


Artículo 28. Derogado por: Ley N* 18.494, de 5 de junio de 2009, artículo 14. 


Texto derogado: (Lavado de activos y financiación de los crimenes de genocidio, de lesa 
humanidad y de guerra).- Sustituyese el artículo 8* de la Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, 
por el siguiente: 


"ARTÍCULO 8”.- Los delitos tipificados en los articulos 54 a 57 del Decreto-Ley N* 14,294, de 31 
de octubre de 1974, «incorporados por el artículo 5” de la Ley N” 17.016, de 22 de octubre de 
1998- se configurarán también cuando su objeto material sean los bienes, productos o 
instrumentos provenientes ce delitos tipificados por nuestra legislación vnculados a las siguientes 
actividades: crimen de genocidio, crimenes de guerra, crimenes de lesa humanidad, terrorismo, 
contrabando superior a US$ 20.000 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América); tráfico 
ilicito de armas, explosivos, municiones o material destinado a su producción: tráfico ilicito de 
órganos, tejidos y medicamentos; tráfico ilícito de personas; extorsión; secuestro; proxenetismo: 
tráfico ¡lícito de sustancias nucleares; tráfico ilícito de obras de arte, animales o materiales tóxicos; 
estafa, cuando es cometda por personas fisicas o representantes o empleados de las personas 
jurídicas sujetas al control del Banco Central del Uruguay en el ejercicio de sus funciones; y todos 
los delitos comprendidos en lalLey N”17.060, de 23 de diciembre de 1298. 


En los casos previstos en el presente artículo serán aplicables las disposiciones contenidas en 
los artículos 55 a 67 y 71 a 80 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, incorporados 
por el artículo5* de  laLley  N*17016, de 22 de  octubie de 1998. 


Las disposiciones del presente articulo regirán aun cuando el hecho antecedente origen de los 
bienes, productos o instrumentos, hubiera sido cometido en el extranjero, en tanto el mismo 
hubiera estado penado en el lugar de su comisión y en la República Orienta! del Uruguay”. 


Artículo 29. (Apología de hechos pasados).- El que hiciere, públicamente, la apología 
de hechos anteriores a la entrada en vigencia de la presente ley, que hubieran 
calificado como crimenes o delitos de haber estado vigente la misma, será castigado 
con tres a veinticuatro meses de prisión. 


TÍTULO VI 
PREVENCIÓN - PROGRAMAS DE CAPACITACIÓN 


Artículo 30. (Difusión y programas de formación).- El Estado se obliga a informar y 
difundir, de la forma más amplia posible, las normas de derecho interno e internacional 
que regulan los crímenes y delitos que se tipifican. Se implementarán programas de 
formación y capacitación continua en la materia destinados a los funcionarios públicos, 
especialmente, a todos los niveles del personal docente, judicial, policial, militar y de 
relaciones exteriores. Se diseñarán programas especiales de formación continua y 
completa en derecho internacional humanitario destinados especialmente al personal 
militar. 
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PARTE lll 
COOPERACIÓN Y RELACIÓN CON LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 
TÍTULO | 
DISPOSICIONES GENERALES SOBRE COOPERACIÓN 


Artículo 31. (Cooperación plena).- 


31.1. La República Oriental del Uruguay cooperará plenamente con la Corte Penal 
Internacional y cumplirá con las solicitudes de cooperación y asistencia que se le 
formulen, de conformidad con lo previsto en el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional aprobado por Ley N* 17.510, de 27 de junio de 2002, y el ordenamiento 
jurídico interno de la República. A los efectos de los artículos siguientes, toda 
referencia al "Estatuto de Roma" se entenderá realizada al Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional aprobado por Ley N* 17.510, de 27 de junio de 2002. 


31.2. No podrá invocarse la inexistencia de procedimientos en el orden interno para 
denegar el cumplimiento de solicitudes de cooperación emanadas de la Corte Penal 
Internacional. 


31.3. No podrá discutirse acerca de la existencia de los hechos que la Corte Penal 
Internacional impute a una persona, ni sobre la culpabilidad del requerido. 


Artículo 32. (Órganos competentes).- 


32.1. El Poder Ejecutivo tendrá a su cargo la representación ante la Corte Penal 
Internacional, actuando a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, y será 
competente para entender en todos los asuntos que determina la presente ley. 


32.2. El Poder Judicial tendrá competencia a través de la Suprema Corte de Justicia 
y de los órganos jurisdiccionales que correspondan, según lo dispuesto por la presente 
ley para los asuntos que deban someterse a su jurisdicción. 


32.3. Las solicitudes de cooperación y asistencia recibidas de la Corte Penal 
Internacional se remitirán a la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional del 
Ministerio de Educación y Cultura, quien actuará como autoridad central. 


32.4. El Poder Ejecutivo designará quien lo represente en las instancias ante la 
Suprema Corte de Justicia. Sin perjuicio, cuando la Suprema Corte de Justicia deba 
efectuar comunicaciones o notificaciones al Poder Ejecutivo en procesos de asistencia 
o cooperación, lo hará a la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional del 
Ministerio de Educación y Cultura y al órgano del Poder Ejecutivo que hubiese 
comparecido en el proceso de asistencia o cooperación de que se trate. 


Artículo 33. (Comunicaciones con la Corte Penal Internacional).- 


33.1. Las comunicaciones desde y hacia la Corte Penal Internacional se realizarán 
por vía diplomática y estarán eximidas del requisito de legalización. 
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33.2. Las comunicaciones y documentos recibidos de la Corte Penal Intemacional o 
que se envían a ésta, lo serán en idioma español o en su caso, deberán ser 
acompañadas de la respectiva traducción al idioma español. 


Artículo 34. (Solicitud de cooperación a la Corte Penal Internacional).- El Poder 
Ejecutivo y el Poder Judicial podrán solicitar a la Corte Penal Internacional o a 
cualquiera de sus órganos, las solicitudes de cooperación que consideren necesarias 
para una investigación o proceso penal que se siga en nuestro país, conforme a lo 
previsto en el artículo 93 párrafo 10 del Estatuto de Roma. 


Artículo 35. (Obligación de reserva y medidas de protección).- 


35.1. Las solicitudes de cooperación de la Corte Penal Internacional, los documentos 
que las fundamenten, las actuaciones que se realicen en función de dichas solicitudes 
de cooperación, incluidos los procedimientos ante la Suprema Corte de Justicia u otros 
órganos jurisdiccionales previstos en la presente ley y toda la información que se 
transmita, procese, comunique o custodie respecto a dichas solicitudes, actuaciones o 
procedimientos, tendrán carácter reservado, salvo que se disponga su dispensa por 
resolución judicial a pedido del Poder Ejecutivo. 


35.2. Sin perjuicio, se adoptarán especialmente medidas efectivas que aseguren la 
protección de la seguridad y bienestar fisico y sicológico de los indagados, detenidos, 
víctimas, posibles testigos y sus familiares, debiendo estar a las especiales 
recomendaciones o medidas que al respecto hubiese expresamente solicitado o 
adoptado la Corte Penal Internacional, siempre que las mismas no estén prohibidas en 
el orden jurídico interno y sean de posible cumplimiento de acuerdo con los medios 
que se dispongan. 


Artículo 36. (Sesiones de la Corte Penal Internacional en el Uruguay).- Cuando se 
trate de la investigación o enjuiciamiento de crimenes cometidos en el Uruguay o 
cuando se encuentren en nuestro país las personas indagadas, testigos o víctimas de 
crímenes que fueron cometidos en otra jurisdicción, se autoriza sin restricciones, 
previa noticia a la Suprema Corte de Justicia, que la Corte Penal Internacional sesione 
en el Uruguay o establezca una oficina especial, facilitando que así lo haga también 
cuando ésta entienda que redundaría en interés de la justicia, 


Artículo 37. (Privilegios e inmunidades).- El personal de la Corte Penal Internacional 
gozará en el territorio del Estado de los privilegios e inmunidades que sean necesarios 
para cumplir con sus funciones, en los términos del artículo 48 del Estatuto de Roma. 


Artículo 38. (Autorización transitoria de víctimas o testigos).- En acuerdo con la Corte 
Penal Internacional y con noticia de la Suprema Cone de Justicia, el Poder Ejecutivo 
podrá autorizar la residencia transitoria en Uruguay de víctimas traumatizadas o 
amenazadas, testigos u otras personas que estén en peligro a causa del testimonio 
dado por otros testigos, siempre y cuando el costo de su manutención y protección sea 
de cargo de la Corte Penal Internacional. 
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TÍTULO ll 
PROCEDIMIENTOS GENERALES, OPOSICIONES E IMPUGNACIONES 


Artículo 39. (Intervención preceptiva de la Suprema Corte de Justicia).- La Suprema 
Corte de Justicia intervendrá preceptivamente, de la forma prevista en la presente ley, 
en las solicitudes de asistencia y cooperación que se reciban de la Corte Penal 
Internacional o de cualquiera de sus órganos. 


En todos los casos funcionará de conformidad con el Capítulo V, Sección Il de la Ley 
N? 15.750, de 24 de junio de 1985, atento a lo previsto en el artículo 88 del Estatuto de 
Roma. 


Artículo 40. (Asuntos de competencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia) - 
Será competencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de otras que 
se determinan, resolver si se constatan o no las causales previstas en el Estatuto de 
Roma para: 


A) Solicitar al Fiscal de la Corte Penal Internacional que se inhiba en su competencia 
a favor del Estado uruguayo (artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de Roma). 


B) Impugnar la competencia de la Corte Penal Internacional o impugnar la 
admisibilidad de la causa (artículos 17 y 19 del Estatuto de Roma). 


C) No dar curso a una solicitud de asistencia o cooperación recibida de la Corte 
Penal Internacional o de sus órganos por las causas previstas en el Estatuto de 
Roma si: 


1) Se tratare de divulgación de información o documentos que pudiera afectar 
intereses de la seguridad nacional (artículo 72 del Estatuto de Roma). 


2) Se contraviniera un principio jurídico fundamental de aplicación general 
(artículo 93 párrafo 3 del Estatuto de Roma). 


3) El cumplimiento inmediato de la solicitud de asistencia pudiera interferir con 
una investigación o enjuiciamiento distinto de aquel al que refiere la solicitud 
(artículo 94 párrafo 1 del Estatuto de Roma). 


4) Se configurare otra causa prevista en el Estatuto de Roma 


Artículo 41. (Resolución previa de la Suprema Corte de Justicia para formular 
oposiciones, impugnaciones o denegar solicitudes de Cooperación).- 


41.1. Se requerirá resolución previa y favorable de la Suprema Corte de Justicia, 
para proceder frente a la Corte Penal Internacional de acuerdo con cualquiera de las 
situaciones previstas en el artículo anterior. 


41.2. La resolución podrá ser adoptada de oficio durante el trámite de cooperación 
(con excepción de la causal prevista en el artículo 40líteral c) numeral 1) o a pedido del 
Poder Ejecutivo, en cuyo caso se seguirá el procedimiento establecido en 
el artículo 43. 
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41.3. La Suprema Corte de Justicia solo podrá examinar y resolver el supuesto 
contemplado en el artículo 40 literal c) numeral 1), cuando exista expresa y previa 
solicitud del Poder Ejecutivo en tal sentido, 


41.4. Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia adoptadas en los 
procedimientos previstos en la presente ley sólo serán susceptibles de recurso de 
reposición (artículos 245 a 247 del Código General del Proceso). 


Artículo 42. (Procedimiento general ante la Suprema Corte de Justicia).- 


42.1. Recibida de la Corte Penal Internacional o de cualquiera de sus órganos 
habilitados al efecto una solicitud de asistencia o cooperación, la misma será remitida 
a la Suprema Corte de Justicia dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes. 


42.2. El control de los requisitos formales de una solicitud de cooperación o 
asistencia corresponderá al Poder Ejecutivo y a la Suprema Corte de Justicia. La 
resolución definitiva sobre los mismos será privativa de la Suprema Corte de Justicia. 


42.3. El Ministerio de Relaciones Exteriores o la Dirección de Cooperación Jurídica 
Internacional del Ministerio de Educación y Cultura, al recibir la solicitud de asistencia 
o cooperación, podrán observar el incumplimiento de requisitos formales previstos por 
el Estatuto de Roma para la solicitud de cooperación o asistencia, en cuyo caso y sin 
perjuicio de remitir las actuaciones junto con las observaciones a la Suprema Corte de 
Justicia, realizarán las consultas con la Corte Penal Internacional o sus órganos para 
procurar subsanar los vicios formales. 


42.4. Recibida la solicitud por la Suprema Corte de Justicia, ésta examinará de 
inmediato o en los plazos establecidos en la presente ley para el tipo de solicitud o 
asistencia de que se trate: 


A) Si la orden de solicitud de cooperación o asistencia cumple con los requisitos 
formales previstos por el Estatuto de Roma y en su caso, si son procedentes las 
observaciones que al respecto hubiese formulado el Poder Ejecutivo. 


B) Si se verifica cualquiera de los supuestos previstos en el artículo 40, a excepción 
del establecido en el literal C) numeral 1), para cuyo análisis requerirá expresa 
petición del Poder Ejecutivo de acuerdo con lo previsto en el artículo 41.3. 


42.5. Si la Suprema Corte de Justicia entiende que la solicitud de cooperación o 
asistencia no reúne los requisitos formales, siendo procedentes las observaciones que 
al respecto hublese formulado el Poder Ejecutivo o sin haber mediado dichas 
observaciones igualmente constata que la solicitud adolece de vicios formales, lo 
comunicará al Poder Ejecutivo y suspenderá el procedimiento hasta aguardar el 
resultado de las consultas que se formulen con la Corte Penal Internacional o sus 
órganos. 


42.6. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que no son procedentes las 
observaciones del Poder Ejecutivo sobre los requisitos formales de la solicitud, se 
estará a su resolución y el Poder Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal 
Internacional o a sus órganos, si ya hubiese formulado consultas al respecto 


42 7. Si la solicitud de cooperación o asistencia reúne los requisitos formales, no se 
constata ninguna de las situaciones previstas en el artículo 40 que puedan ser 
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resueltas de oficio y no ha mediado comparecencia del Poder Ejecutivo al amparo de 
la facultad prevista en el artículo 43.1, la Suprema Corte de Justicia dispondrá lo 
pertinente para el cumplimiento de la solicitud de asistencia o cooperación, 


42.8. Si la Suprema Corte de Justicia entiende que se verifica alguna de las causales 
previstas en el artículo 40 que pueden ser resueltas de oficio, adoptará resolución 
expresa previa vista al Fiscal de Corte y lo comunicará al Poder Ejecutivo, quien en 
cumplimiento de dicha resolución procederá frente a la Corte Penal Internacional o a 
sus órganos, de conformidad con lo previsto en el Estatuto de Roma y en la presente 
ley, de acuerdo con el caso de que se trate. 


42.9. La Suprema Corte de Justicia podrá requerir todos los informes que entienda 
pertinente a cualquier órgano del Estado. 


42.10. El Poder Ejecutivo, sin perjuicio de la facultad de comparecer de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 43.1, podrá en cualquier estado del trámite formular las 
observaciones o recomendaciones convenientes a su interés. 


Artículo 43. (Procedimiento ante la Suprema Corte de Justicia ante solicitud del 
Poder Ejecutivo).- 


43.1, Cuando convenga al interés del Poder Ejecutivo proceder frente a la Corte 
Penal Internacional o a cualquiera de sus órganos de acuerdo con las situaciones 
previstas en el artículo 40 literales A) a C), podrá solicitar, en cualquier momento, que 
la Suprema Corte de Justicia adopte resolución al respecto. A estos efectos, el Poder 
Ejecutivo solicitará auciencia ante la Suprema Corte de Justicia, que se celebrará 
dentro de las veinticuatro horas siguientes y en la cual comparecerá verbalmente o por 
escrito, presentando toda la información y documentación en que fundamente su 
petición. De lo actuado en la audiencia se labrará acta. 


43.2. La Suprema Corte de Justicia mantendrá en suspenso el trámite de 
cooperación o asistencia que estuviese en curso, si lo hubiere, hasta que adopte 
resolución, pudiendo mantener, sustituir o suspender las medidas que ya hubiese 
dispuesto. Asimismo, podrá requerir, en la audiencia o posteriormente, previo a dictar 
resolución, toda la información complementaria que considere necesaria o solicitarla 
directamente al órgano que corresponda. De lo actuado en la audiencia se labrará acta 
resumida. 


43.3. La Suprema Corte de Justicia, dentro de los quince días siguientes a la 
audiencia y previa vista al Fiscal de Corte, resolverá si surge suficientemente 
acreditada conforme a las disposiciones del Estatuto de Roma, la causal invocada por 
el Poder Ejecutivo o cualquier otra de las causales contenidas en 
el artículo 40 respecto de las cuales estuviese habilitada para resolver de oficio. 


43.4. La resolución y sus fundamentos se comunicarán en audiencia especialmente 
convocada al efecto y se dará por notificada en la misma. Si la resolución deniega la 
solicitud del Poder Ejecutivo, éste tendrá derecho a reiterarla invocando la existencia 
de hechos nuevos. 


Artículo 44. (Impugnación de admisibilidad o competencia) - 
44 1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que se verifican las causales para 


solicitar al Fiscal de la Corte Penal Internacional que se inhiba en su competencia a 
favor del Estado uruguayo (artículo 18 párrafo 2 del Estatuto de Roma) o para 
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impugnar la competencia de la Corte Penal Internacional o la admisibilidad de la causa 
(artículos 17 y 19 del Estatuto de Roma), el Poder Ejecutivo procederá de acuerdo con 
la resolución de la Suprema Corte de Justicia y a lo previsto en el Estatuto de 
Roma para el caso de que se trate, estando habilitado a deducir ante la Corte Penal 
Internacional o sus órganos, las oposiciones, impugnaciones, apelaciones o recursos 
que correspondan. 


44.2. El Poder Ejecutivo suministrará a la Corte Penal Internacional o a sus órganos, 
toda la información relativa al estado de las actuaciones que se llevan a cabo en la 
República. 


44.3. El Poder Ejecutivo informará periódicamente a la Suprema Corte de Justicia, 
en los plazos y forma en que ésta solicite, sobre el estado de los procedimientos ante 
la Corte Penal Internacional o sus órganos. 


44.4. Mientras esté en trámite ante la Corte Penal Internacional una impugnación de 
admisibilidad o competencia, si se recibiera de la Corte Penal Internacional o de 
alguno de sus órganos, solicitudes de información, cooperación o de asistencia para la 
investigación u obtención de pruebas que la Corte Penal Internacional estime 
importantes o presuma que existe un riesgo cierto de que las mismas no estarán 
disponibles ulteriormente (artículo 18 párrafo 6 del Estatuto de Roma) o se tratare de 
declaraciones de testigos o diligenciamiento de pruebas que estuviesen en trámite 
desde antes de la impugnación (artículo 19 párrafo 8 literal b) del Estatuto de Roma) o 
de medidas tendientes a impedir que una persona respecto de la cual se hubiera 
pedido su detención eluda la acción de la justicia (artículo 19 párrafo 8 literal c) 
del Estatuto de Roma), la Suprema Corte de Justicia dará curso a su diligenciamiento, 
en cuanto dichas solicitudes de cooperación resulten ajustadas a derecho. 


44.5. Si la Corte Penal Internacional resuelve en definitiva que la causa es admisible 
o que es competente, se aceptará dicha competencia o admisibilidad y se procederá a 
dar trámite a los requerimientos de cooperación y asistencia. 


Artículo 45. (Afectación de intereses de seguridad nacional).- 


45.1. Si habiendo mediado solicitud expresa del Poder Ejecutivo y tramitado el 
procedimiento previsto en el artículo 43, la Suprema Corte de Justicia resuelve estar 
ante un caso en que la divulgación de información o de documentos pudiera afectar 
los intereses de la seguridad nacional, podrá autorizar, a solicitud del Poder Ejecutivo, 
las medidas razonables y pertinentes que se sugerirá adoptar por medio de la 
cooperación con la Corte Penal Intemacional para salvaguardar los intereses 
afectados. 


45.2. El Poder Ejecutivo comunicará de inmediato a la Corte Penal Internacional la 
oposición del Estado a la divulgación de la información o de los documentos, 
procurando acordar con la Corte Penal Internacional o sus órganos, las medidas 
razonables sugeridas para el caso. 


45.3. Si la Corte Penal Internacional adoptara dichas medidas, se aceptarán y 
cumplirán las mismas cesando la oposición deducida. Si, por el contrario, la Corte 
Penal Internacional no dispone las medidas sugeridas, el Estado mantendrá la 
oposición, comunicándolo de inmediato a la Corte Penal Internacional y a la Suprema 
Corte de Justicia. 
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45.4. La adopción o propuesta de adopción por parte de la Corte Penal Internacional 
de cualquier otra nueva medida razonable alternativa, tendiente a contemplar los 
intereses que motivaron la oposición del Estado, diferente o complementaria de las 
sugeridas por la Suprema Corte de Justicia, podrá ser aceptada por el Poder Ejecutivo 
en cuanto éste entienda que quedan salvaguardados los intereses de la seguridad 
nacional, en cuyo caso cesará la oposición deducida. 


45.5. Si la resolución de la Suprema Corte de Justicia entiende que de ningún modo 
se afecta la seguridad nacional, el Poder Ejecutivo no estará habilitado para oponerse 
a la divulgación de información o documentos invocando intereses de seguridad 
nacional y, si correspondiere por tratarse del supuesto previsto en el artículo 73 
del Estatuto de Roma, recabará el consentimiento del autor del documento o de la 
información. 


. (Contravención de un principio jurídico fundamental o violación de 
obligaciones internacionales del Estado).- 


46.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que se contraviene un principio 
jurídico fundamental de aplicación general (artículo 93 párrafo 3 del Estatuto de Roma) 
o que se viola una obligación preexistente del Estado en virtud de Tratados 
Internacionales o la inmunidad de un Estado o de un bien de un Estado o la inmunidad 
diplomática de una persona (artículos 97 literal C) y 98 del Estatuto de Roma), se 
suspenderá el trámite de cooperación o asistencia y el Poder Ejecutivo lo comunicará 
y realizará las consultas pertinentes con la Corte Penal Internacional o sus órganos, 
quien resolverá de conformidad con el Estatuto de Roma. 


46.2. La Suprema Corte de Justicia podrá sugerir las condiciones especiales a las 
cuales podría adecuarse la solicitud de cooperación o asistencia para que su 
cumplimiento resulte conforme a derecho. 


El Poder Ejecutivo comunicará dichas condiciones en las consultas que realice a la 
Corte Penal Internacional o a sus órganos. Si se acordara con la Corte Penal 
Internacional el cumplimiento de la solicitud en las condiciones especiales que hubiera 
establecido la Suprema Corte de Justicia, el Poder Ejecutivo lo comunicará a ésta, 
quien dispondrá lo pertinente para dar curso a la solicitud de cooperación de acuerdo 
con las condiciones establecidas. 


Artículo 47. (Aplazamiento de la solicitud de asistencia por existir una investigación o 
enjuiciamiento en curso).- 


47.1. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que el cumplimiento inmediato de la 
solicitud de asistencia puede interferir con una investigación o enjuiciamiento distinto 
de aquel al que refiere la solicitud (artículo 94 párrafo 1 del Estatuto de Roma), deberá 
estimar el plazo razonable para concluir la investigación o la finalización del 
enjuiciamiento en curso y decidir si la medida de cooperación o asistencia solicitada 
por la Corte Penal Internacional o sus órganos, puede igualmente cumplirse sujeta a 
condiciones especiales de forma tal que no interfiera con la investigación o 
enjuiciamiento en curso. 


47.2. El Poder Ejecutivo comunicará inmediatamente la resolución a la Corte Penal 
Internacional y coordinará las condiciones especiales en las cuales se cumpliria la 
solicitud de asistencia o cooperación sin interferir con la investigación o enjuiciamiento 
en curso o, en su caso, acordará con la Corte Penal Internacional el aplazamiento en 
el cumplimiento de la medida, por un término que no será inferior al establecido por la 
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Suprema Corte de Justicia. Todo sin perjuicio de lo previsto en el artículo 94 párrafo 2 
del Estatuto de Roma. 


47.3. Si se acordara con la Corte Penal Internacional el cumplimiento de la solicitud 
bajo las condiciones especiales que hubiera establecido la Suprema Corte de Justicia, 
el Poder Ejecutivo lo comunicará a ésta, quien dispondrá lo pertinente para dar trámite 
a la solicitud de cooperación de acuerdo con las condiciones establecidas. 


TÍTULO III 
MEDIDAS DE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA 
CAPÍTULO 1 
DETENCIÓN Y ENTREGA DE PERSONAS 
Artículo 48. (Solicitud de detención y entrega).- 


48.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional o los órganos habilitados al 
efecto, una solicitud de detención y entrega de una persona que ya estuviese bajo 
prisión preventiva, la Suprema Corte de Justicia resolverá expresamente sobre la 
admisibilidad de la solicitud dentro del plazo de diez días de su recepción, previa vista 
de cuarenta y ocho horas al Fiscal de Corte, de conformidad con el procedimiento 
previsto en el artículo 42. 


48.2. Si la solicitud reúne los requisitos formales o sus defectos han sido 
subsanados y no se constata ninguna de las situaciones previstas en el artículo 40 o 
las mismas han sido resueltas, correspondiendo el cumplimiento de la medida, la 
Suprema Corte de Justicia librará inmediatamente la orden de detención de la persona 
requerida. 


48.3. Dentro de las veinticuatro horas de producido el arresto o de haberse resuelto 
procedente la medida si la persona ya se encontrase privada de libertad, la Suprema 
Corte de Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, realizará una audiencia en la que: 


A) Intimará al detenido la designación de defensor de su elección, bajo 
apercibimiento de tenérsele por designado al de oficio de turno. 


B) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresara en idioma español. 


C) Informará al detenido sobre los motivos de la detención y los detalles de la 
solicitud de entrega. 


D) Informará al detenido que se le presume inocente mientras no se pruebe su 
culpabilidad ante la Corte Penal Internacional y que no está obligado a declarar 
contra sí mismo ni a declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello 
vaya a tenerse en cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


E) Informará al detenido del procedimiento de entrega a la Corte Penal Internacional 
previsto en la presente ley y en el Estatuto de Roma. 


F) Dejará constancia de sus manifestaciones respecto del contenido de la solicitud 
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de entrega, las que deberán ser efectuadas en presencia del defensor. 


G) Interrogará al detenido, previa consulta con su defensor, si desea prestar 
conformidad a la entrega, informándole que de así hacerlo se pondrá fin al trámite 
judicial. El detenido podrá reservarse la respuesta para más adelante. 


48.4. Dentro de las cuarenta y ocho horas de celebrada la audiencia o luego de 
resueltas las excepciones de cosa juzgada o litispendencia si las mismas se hubiesen 
interpuesto (artículo 53), se pasarán los autos al Fiscal de Corte, quien, dentro de los 
cinco días siguientes, se pronunciará sobre la solicitud de entrega. Devuelto el 
expediente, dentro de los diez días siguientes la Suprema Corte de Justicia dictará 
sentencia sobre la entrega, que contendrá decisión acerca de los puntos contenidos 
en el artículo 59 párrafo 2 del Estatuto de Roma. 


48.5. Si la Suprema Corte de Justicia comprueba que el proceso no se llevó a cabo 
conforme a derecho o que no se respetaron los derechos de la persona, sin perjuicio 
de disponer de oficio las investigaciones o denuncias que correspondan, lo 
comunicará al Poder Ejecutivo para que éste efectúe las consultas pertinentes con la 
Corte Penal Internacional. La decisión sobre la entrega se aplazará hasta conocer el 
resultado de las consultas con la Corte Penal Internacional. 


48.6. Si la Suprema Corte de Justicia dispusiera la entrega, lo notificará al detenido y 
al Poder Ejecutivo, quien comunicará dicha decisión a la Corte Penal Intemacional y 
celebrará consultas con ésta a fin de acordar la fecha y condiciones de la entrega, la 
que se efectuará lo antes posible. Cuando se efectúe la entrega, se informará a la 
Corte Penal Internacional el tiempo exacto durante el cual la persona estuvo privada 
de libertad. 


48.7. La Corte Penal Internacional comunicará al Poder Ejecutivo y éste a la 
Suprema Corte de Justicia, la sentencia que hubiera recaído en el enjuiciamiento de 
toda persona que fuera detenida y entregada a la Corte Penal Internacional por la 
República. 


Artículo 49. (Detención de persona sospechosa).- 


49.1. Cuando se constate la situación prevista en el artículo 4.2, encontrándose en 
territorio de la República o en lugares sometidos a su jurisdicción una persona 
sospechosa de haber cometido un crimen o delito tipificado en el Estatuto de Roma: 


A) Se notificará inmediatamente a la Corte Penal internacional, al Estado en cuyo 
territorio se sospecha que la persona ha cometido el crimen o delito, al Estado de 
su nacionalidad que se encuentre más próximo y, si fuese apátrida, al Estado en 
que habitualmente resida. 


B) Se dará cuenta inmediata a la Suprema Corte de Justicia quien dispondrá, si las 
circunstancias lo justifican, orden de prisión preventiva. 


49.2. Dentro de las veinticuatro horas de producido el arresto, la Suprema Corte de 
Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, realizará una audiencia en la que: 


A) Intimará al detenido la designación de defensor de su elección, bajo 
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apercibimiento de tenérsele por designado al de oficio de turno. 
B) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresara en idioma español. 


C) Informará que existen motivos para creer que ha cometido un crimen de 
competencia de la Corte Penal Internacional y que se procederá a tomarle 
declaración. 


D) Informará al detenido que se le presume inocente mientras no se pruebe su 
culpabilidad y que no está obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 
culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en cuenta a los 
efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


E) Informará al detenido sobre el procedimiento que se tramita y lo establecido en 
el Estatuto de Roma. 


F) Procederá a tomarle declaración en presencia del defensor. 


49.3. Finalizada la audiencia, la Suprema Corte de Justicia podrá disponer que la 
persona continúe bajo prisión preventiva o adoptar otras medidas sustitutivas. Lo 
actuado en audiencia será comunicado al Poder Ejecutivo, quien lo notificará a la 
Corte Penal Internacional o a sus órganos, al Estado en cuyo territorio se sospecha 
que la persona ha cometido los crimenes o delitos y al Estado de su nacionalidad que 
se encuentre más próximo y, si fuese apátrida, al Estado en que habitualmente resida. 
La persona detenida tendrá facilidades para comunicarse inmediatamente con el 
representante correspondiente del Estado de su nacionalidad que se encuentre más 
próximo o, si se trata de un apátrida, con el representante del Estado en que 
habitualmente resida. 


49.4. Si dentro de un plazo de veinte días corridos desde la fecha de comunicación 
prevista en el párrafo 1 literal A), no se recibiera de la Corte Penal internacional una 
solicitud de entrega u otra solicitud de asistencia, ni se recibieran pedidos de 
extradición de otros Estados, la Suprema Corte de Justicia, con noticia del Fiscal de 
Corte, remitirá las actuaciones al Juzgado Letrado competente, quien dentro de los 
diez días corridos siguientes dispondrá la libertad del indagado o, si existiera mérito, la 
iniciación del procedimiento penal. 


49.5. Si la Cone Penal Internacional o sus órganos hubieran solicitado la entrega u 
otra medida de asistencia, se procederá de acuerdo con lo previsto en el artículo 42. Si 
se recibieran solicitudes de extradición de terceros Estados, se estará a lo dispuesto 
en los artículos 4.4 y 60 en cuanto sean aplicables. 


Artículo 50. (Solicitud de detención provisional).- 


50.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional o los órganos habilitados al 
efecto, una solicitud de detención provisional formulada por la Corte Penal 
Internacional de conformidad con el artículo 92 del Estatuto de Roma, la Suprema 
Corte de Justicia, con noticia al Fiscal de Corte y actuando de acuerdo con lo previsto 
en los artículos 48.1 y 48.2 de la presente ley, librará inmediatamente la orden de 
arresto solicitada. 
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50.2. Si la solicitud de detención preventiva se realiza por vía de la Organización 
Internacional de Policía Criminal (INTERPOL) u otra organización regional 
competente, ella deberá ser puesta en conocimiento de la Suprema Corte de Justicia 
para que se proceda de acuerdo con el párrafo precedente. 


50.3. Dentro de las veinticuatro horas de producido el arresto, la Suprema Corte de 
Justicia, con noticia del Fiscal de Corte, realizará una audiencia en la que: 


A) Intimará al detenido la designación de defensor de su elección, bajo 
apercibimiento de tenérsele por designado al de oficio de turno 


B) Nombrará un intérprete, si el detenido no se expresara en idioma español. 
C) Informará al detenido sobre los motivos de la detención, 


D) Informará al detenido que se le presume inocente mientras no se pruebe su 
culpabilidad ante la Corte Penal Internacional y que no está obligado a declarar 
contra sí mismo ni a declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello 
vaya a tenerse en cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


E) Informará al detenido del procedimiento de detención provisional y entrega a la 
Corte Penal Intemacional previsto en la presente ley y en el Estatuto de Roma. 


F) Dejará constancia de sus manifestaciones respecto de la orden de preventiva, las 
que deberán ser efectuadas en presencia del defensor. 


50.4. Si la solicitud de entrega y los documentos que la justifican no es recibida por 
el Poder Ejecutivo en el plazo de sesenta días contados desde la fecha de la 
detención provisional, se dispondrá la libertad de la persona detenida, sin perjuicio de 
lo dispuesto por el artículo 92 párrafo 4 del Estatuto de Roma. 


Artículo 51. (Excarcelamiento por error en la persona requerida).- 


51.1. La Suprema Corte de Justicia dispondrá la libertad de la persona detenida en 
cumplimiento de una solicitud de detención y entrega o de prisión preventiva, si se 
comprueba que el detenido mo es la persona reclamada, lo que será notificado 
inmediatamente al Poder Ejecutivo, quien lo comunicará y realizará las consultas 
pertinentes con la Corte Penal Internacional. 


51.2. La excarcelación se podrá disponer bajo caución u otras medidas sustitutivas a 
la prisión preventiva hasta tanto se reciba el resultado de las consultas que se 
celebren con la Corte Penal Internacional. 


51.3. La Suprema Corte de Justicia ordenará que se procure localizar a la persona 
requerida y comprobar si la misma se encuentra en territorio del Estado. El resultado 
de dichas investigaciones será informado por el Poder Ejecutivo a la Corte Penal 
Internacional. 


Artículo 52. (Secuestro de cosas).- 
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52.1. La solicitud de detención y entrega y, en su caso, de prisión preventiva, podrá 
extenderse al secuestro de objetos o de documentos que estén en poder de la 
persona requerida y sean instrumentos probatorios del delito, instrumentos del delito o 
efectos provenientes de él. 


52.2. La entrega de estos objetos a la Corte Penal Internacional será ordenada por la 
resolución que conceda la entrega de la persona, sin perjuicio de los derechos de los 
terceros de buena fe. 


Artículo 53. (Impugnación de la solicitud de entrega por cosa juzgada o 
litispendencia).- 


53.1. La persona cuya entrega se solicita por la Corte Penal Internacional, tendrá 
derecho a impugnar la solicitud de entrega oponiendo ante la Suprema Corte de 
Justicia, únicamente, las excepciones de cosa juzgada o de litispendencia ante un 
tribunal nacional. 


53.2. Las excepciones podrán interponerse en cualquier momento del trámite, hasta 
las cuarenta y ocho horas siguientes de celebrada la audiencia prevista en 
el artículo 48.3. 


53.3. Deducida la oposición, la Suprema Corte de Justicia suspenderá el trámite de 
entrega y con noticia al Fiscal de Corte, comunicará de inmediato la impugnación al 
Poder Ejecutivo, quien celebrará consultas con la Corte Penal Internacional para 
determinar, conforme al artículo 89 párrafo 2 del Estatuto de Roma, si ha habido una 
decisión sobre la admisibilidad de la causa. 


53.4. Si la causa ha sido admitida, continuará el procedimiento de entrega. Si está 
pendiente la decisión sobre admisibilidad, se aplazará el trámite de la entrega hasta 
que la Corte Penal Internacional adopte una decisión definitiva. Las resoluciones 
respectivas serán notificadas al impugnante. 


Artículo 54. (Solicitud de libertad provisional).- 


54.1. El detenido tendrá derecho a pedir la libertad provisional. En caso de que así lo 
solicite, la Suprema Corte de Justicia dará vista al Fiscal de Corte y lo notificará de 
inmediato al Poder Ejecutivo, quien comunicará a la Corte Penal Internacional sobre la 
solicitud presentada. 


54.2. La Suprema Corte de Justicia resolverá sobre el pedido de libertad provisional 
considerando la gravedad de los presuntos crimenes, la existencia o no de 
circunstancias urgentes y excepcionales que justifiquen la libertad provisional y la 
existencia de garantías que aseguren el cumplimiento de la obligación de entregar la 
persona requerida a la Corte Penal Internacional A estos efectos, tendrá en 
consideración las recomendaciones que formule la Corte Penal Internacional, incluidas 
las relativas a las medidas para impedir la evasión de la persona. 


54.3. La Suprema Corte de Justicia adoptará resolución sobre el pedido de libertad 
provisional, previa opinión del Fiscal de Corte, en el plazo de los diez días siguientes al 
día en que recibiera las recomendaciones de la Corte Penal Internacional y, para el 
caso en que accediera a conceder la excarcelación, adoptará todas las medidas 
sustitutivas a la prisión preventiva indispensables para asegurar la entrega de la 
persona a la Corte Penal Internacional y remitirá a ésta los informes periódicos que 
requiera, 
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Artículo 55. (Consentimiento de la persona detenida).- 


55.1. En cualquier estado del trámite de una solicitud de detención y entrega o de 
prisión preventiva, la persona detenida podrá dar, en presencia de su defensor, su 
consentimiento libre y expreso para ser entregada a la Corte Penal Internacional. 


55.2. La Suprema Corte de Justicia resolverá sin más trámite y notificará a la 
persona detenida y al Poder Ejecutivo, quien comunicará la decisión a la Corte Penal 
Internacional y celebrará consultas con ésta a fin de acordar la fecha y condiciones de 
la entrega. 


Artículo 56. (Plazo máximo de detención de persona requerida).- La persona 
requerida por la Corte Penal Internacional no podrá estar privada de libertad por un 
término superior a los ciento veinte días. 


Artículo 57. (Solicitud de entrega temporal).- 


57.1. Cuando la persona requerida por la Corte Penal Internacional esté detenida en 
territorio uruguayo, siendo enjuiciada o cumpliendo condena por un delito diferente por 
el cual pide su entrega la Corte Penal Internacional, ésta podrá solicitar el traslado 
provisional o temporal a su sede, con el fin de proceder a su identificación, declaración 
testimonial u otro tipo de asistencia, 


57.2. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional una solicitud en tal sentido, la 
Suprema Corte de Justicia procederá de conformidad con lo previsto en el artículo 42 y 
con noticia del Fiscal de Corte, del Poder Ejecutivo, del defensor de la persona 
requerida, del Juez y del Fiscal del proceso que se tramita en territorio uruguayo, 
realizará una audiencia en la cual informará al detenido sobre la solicitud de entrega 
temporal y lo interrogará, en presencia de su defensor, si brinda o no el consentimiento 
para el traslado provisional a la Corte Penal Internacional. 


57.3. Si la persona brinda su consentimiento, la Suprema Corte de Justicia, previa 
vista al Fiscal de Corte, al Poder Ejecutivo, al Juez y al Fiscal del proceso que se 
tramita en territorio uruguayo, resolverá en un plazo de diez días sobre las condiciones 
a que estará sujeto el traslado temporal, notificándolo a los órganos mencionados y al 
detenido. 


57.4. El Poder Ejecutivo comunicará y acordará en consulta con la Corte Penal 
Internacional, las condiciones para el traslado temporal que hubiese resuelto la 
Suprema Corte de Justicia. 


57.5. Si la persona no brinda su consentimiento, no se procederá al traslado 
temporal. La Suprema Corte de Justicia lo informará al Poder Ejecutivo, quien lo 
comunicará inmediatamente a la Corte Penal Internacional. 


Artículo 58. (Solicitud de orden de comparecencia).- 


58.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional una orden de comparecencia de 
una persona en los términos del artículo 58 párrafo 7 del Estatuto de Roma, como 
alternativa a una solicitud de detención, la Suprema Corte de Justicia procederá de 
conformidad con lo previsto en el artículo 42 de esta ley y con noticia al Fiscal de 
Corte: 
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A) Adoptará de inmediato todas las medidas necesarias alternativas a la prisión 
preventiva para asegurar la ejecución de la orden de comparecencia a la Corte 
Penal Internacional, como, por ejemplo: imponer la obligación de no abandonar el 
país realizando las comunicaciones pertinentes; la obligación de permanecer 
dentro de determinados límites territoriales; la obligación de presentarse 
periódicamente a una Seccional Policial o cualquier otra medida que se estime 
adecuada, sin perjuicio de las que recomiende la Corte Penal Internacional. No se 
adoptará ninguna medida alternativa a la prisión preventiva, cuando la orden de 
comparecencia a la Corte Penal Internacional disponga expresamente que éstas 
no serán necesarias. 


B) Citará a la persona a una audiencia que se celebrará dentro de las cuarenta y 
ocho horas siguientes, indicando que deberá comparecer acompañada de 
defensor de su elección bajo apercibimiento de tenerlo por designado al defensor 
de oficio de turno. La citación se efectuará de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 66.2. y 66.3. 


C) Si la persona citada a la audiencia no compareciera o no hubiera podido ser 
ubicada, se librará orden de arresto con noticia al Fiscal de Corte. El Poder 
Ejecutivo lo comunicará de inmediato a la Corte Penal Internacional. Arrestada la 
persona, se procederá a tomarle audiencia dentro de las veinticuatro horas 
siguientes. 


58.2. En la audiencia, la Suprema Corte de Justicia procederá a: 
A) Designarle defensor de oficio si no estuviese presente su defensor. 
B) Nombrar un intérprete, si la persona no se expresara en idioma español. 


C) Notificarle personalmente la orden de comparecencia a la Corte Penal 
Internacional y las medidas dispuestas si las hubiere. 


D) Informar que se le presume inocente mientras no se pruebe su culpabilidad ante la 
Corte Penal Internacional y que no está obligada a declarar contra sí misma ni a 
declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en 
cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


E) Informar del procedimiento de comparecencia a la Corte Penal internacional 
previsto en la presente ley y en el Estatuto de Roma. 


F) Se dejará constancia de sus manifestaciones respecto de la orden de 
comparecencia, las que deberán ser efectuadas en presencia del defensor. 


58.3. La Suprema Corte de Justicia informará al Poder Ejecutivo sobre el 
cumplimiento de la notificación de la orden de comparecencia y las medidas 
adoptadas si las hubiere. El Poder Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal 
Internacional, quien podrá realizar las recomendaciones y observaciones que entienda 
del caso, las cuales serán especialmente tenidas en cuenta por la Suprema Corte de 
Justicia. 


Artículo 59. (Solicitud de dispensa del principio de especialidad).- 
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59.1. Si la Corte Penal Internacional solicita la dispensa del principio de especialidad 
previsto en el artículo 101 párrafo 1 del Estatuto de Roma, por haber confirmado 
contra una persona que hubiese sido entregada por el Estado a la Corte Penal 
Internacional, la existencia de nuevos cargos por crímenes bajo su jurisdicción en 
función de hechos diferentes de los que fundamentaron la solicitud de entrega y 
anteriores a ésta, la Suprema Corte de Justicia resolverá de acuerdo con el 
procedimiento previsto en al artículo 42, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 
siguiente. 


59.2. Si en relación con los hechos por los cuales se formulan nuevos cargos y se 
fundamenta la dispensa, existieran investigaciones o actuaciones judiciales en curso 
en la jurisdicción nacional u otras que pudieran ser interferidas, la Suprema Corte de 
Justicia informará de las mismas a la Corte Penal Internacional, poniéndolas a su 
disposición y remitiendo los antecedentes que se solicitaren, pero no podrá negar la 
dispensa al amparo de lo previsto en el artículo 40 literal c) numeral 3) (artículo 94 
del Estatuto de Roma). La resolución se notificará al Poder Ejecutivo, quien la 
comunicará a la Corte Penal Internacional 


Artículo 60. (Solicitudes concurrentes).- 


60.1. Si se reciben solicitudes concurrentes de entrega a la Corte Penal Internacional 
y de extradición por terceros Estados, se notificará inmediatamente a la Corte Penal 
Internacional y al Estado requirente, remitiendo las actuaciones a la Suprema Corte de 
Justicia, quien resolverá, en el plazo de quince días con noticia del Fiscal de Corte y 
del Poder Ejecutivo, cuál de las solicitudes tiene prioridad tomando en consideración lo 
dispuesto en el artículo 90 del Estatuto de Roma. La resolución se notificará al Poder 
Ejecutivo, quien la comunicará a la Corte Penal Internacional! y al Estado requirente. 


60.2. Si estuviese pendiente la resolución sobre admisibilidad de la causa ante la 
Corte Penal Internacional, el trámite se suspenderá hasta conocer la resolución de la 
Corte Penal Internacional sobre admisibilidad de la causa. 


60.3. Si la Suprema Corte de Justicia resuelve que tiene prioridad la extradición, con 
noticia del Fiscal de Corte y del Poder Ejecutivo, derivará las actuaciones al Juzgado 
competente para sustanciar el trámite de extradición. Si sustanciado el proceso de 
extradición la misma se hubiese denegado, la decisión se comunicará a la Corte Penal 
Internacional, quedando el requerido a disposición de la Suprema Corte de Justicia y a 
la espera de la ratificación de la requisitoria por un plazo máximo de sesenta días 
(artículo 50.4.). 


Artículo 61. (Imposibilidad de localizar a la persona requerida).- Si la persona 
requerida no pudiese ser localizada pese a los intentos realizados o si en la 
investigación se hubiera determinado que la persona no es la indicada en la solicitud 
de la Conte Penal Internacional, la Suprema Corte de Justicia lo informará al Poder 
Ejecutivo, quien efectuará las consultas pertinentes con la Corte Penal Internacional. 


Artículo 62. (Autorización en tránsito de persona detenida).- 


62.1. El Poder Ejecutivo, con noticia a la Suprema Corte de Justicia, autorizará el 
tránsito por el territorio uruguayo de cualquier persona que se encuentre detenida a 
disposición de la Corte Penal Internacional, para ser transportada de un país a otro, 
cuando reciba de la Corte Penal Internacional una solicitud de autorización de tránsito 
de conformidad con lo previsto en el artículo 89 párrafo 3 del Estatuto de Roma. 
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62.2. Durante el tránsito se adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar 
los derechos de la persona transportada, a quien, si no se expresara en idioma 
español, se le asignará un intérprete, 


62.3. No será necesaria la solicitud de autorización y se permitirá el tránsito por el 
territorio uruguayo, cuando la persona sea transportada por vía aérea y no se prevea 
que deba aterrizar. Para el caso en que se produzca un aterrizaje imprevisto, la 
persona será detenida y se informará de inmediato de esta situación a la Suprema 
Corte de Justicia y a la Corte Penal Internacional, solicitándole a esta última la 
remisión de la solicitud de autorización de tránsito correspondiente, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 89 párrafo 3 del Estatuto de Roma. 


62.4. La persona transportada permanecerá detenida hasta tanto se reciba la 
solicitud de autorización de tránsito. 


62.5. Si la solicitud de autorización de tránsito no se recibiera antes de las noventa y 
seis horas, la persona será puesta en libertad, lo cual se informará a la Suprema Corte 
de Justicia y a la Corte Penal Internacional. Ello no obstará a que se produzca un 
pedido de detención y entrega o un pedido de prisión preventiva ulterior. 


62.6. Si la solicitud de autorización de tránsito fuera recibida dentro de las noventa y 
seis horas, se prolongará la detención de la persona hasta tanto continúe su transporte 
sin demora de la forma dispuesta por la Corte Penal Internacional. 


CAPÍTULO 2 
OTRAS MEDIDAS DE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA 
Artículo 63. (Otras solicitudes de cooperación).- 


63.1. Si se recibiera de la Corte Penal Internacional cualquier otro tipo de solicitud de 
asistencia o cooperación al amparo de lo previsto en el artículo 93 párrafo 1 
del Estatuto de Roma, la Suprema Corte de Justicia procederá de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 42 de la presente ley. 


63.2. El diligenciamiento de las medidas requeridas se ajustará a los procedimientos 
del ordenamiento jurídico interno. 


Artículo 64. (Divulgación e información de documentos confidenciales 
proporcionados por terceros o en poder de otros Estados).- 


64.1. Si la medida de asistencia o cooperación solicitada por la Corte Penal 
Internacional implicara la divulgación de informaciones o documentos que le fueron 
divulgados al Uruguay por otro Estado, una organización intergubernamental o una 
organización internacional a título confidencial, se deberá recabar el consentimiento 
expreso del autor. Se considerará confidencial todo documento o información que 
hubiese sido calificado expresamente como tal por su autor al momento de entregarlo. 


64.2. Si a pesar del consentimiento del autor o previo a recabar el mismo, el Poder 
Ejecutivo entendiera que la divulgación afectaría intereses de la seguridad nacional, 
podrá proceder de acuerdo con lo previsto en el artículo 45. 
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64.3. El consentimiento al autor del documento se solicitará por el Poder Ejecutivo, y 
para el caso en que no se fuese otorgado en un plazo razonable, con noticia a la 
Suprema Corte de Justicia, se comunicará este hecho a la Corte Penal Internacional 
de conformidad con lo previsto en el artículo 73 del Estatuto de Roma. 


64.4. Si se plantearan dudas sobre el carácter de confidencialidad, será competencia 
exclusiva de la Suprema Corte de Justicia resolverlo conforme al procedimiento 
establecido en el artículo 42. 


Artículo 65. (Entrega de documentación o información confidencial para reunir 
nuevas pruebas).- El Poder Ejecutivo estará habilitado, con noticia a la Suprema Corte 
de Justicia, a entregar al Fiscal de la Corte Penal Internacional, documentos o 
información confidencial, con la condición de que mantengan su carácter confidencial y 
que únicamente puedan ser utilizados para reunir nuevas pruebas, de conformidad 
con lo previsto por el artículo 93 párrafo 8 literal b) del Estatuto de Roma. 


Artículo 66. (Citaciones a testigos o peritos).- 


66.1. Cuando se recibiera un pedido de citación para que una persona comparezca a 
la Corte Penal Internacional en carácter de testigo o perito, se dispondrán todas las 
medidas de protección y salvaguarda al amparo de lo previsto en el artículo 35. 


66.2. Las notificaciones o citaciones deberán ser recibidas en forma personal por su 
destinatario, hecho del que se dejará constancia en el acto de la notificación, hubiera o 
no el destinatario procedido a acusar recibo de la misma. 


66.3. Las notificaciones serán efectuadas por cualquier medio idóneo que habilite la 
Suprema Corte de Justicia, quien, asimismo, podrá cometer su diligenciamiento al 
órgano jurisdiccional que determine, en función del lugar donde se domicilie la persona 
que deba ser citada o notificada. 


66.4. Si la persona que deba ser notificada o citada no se expresara en idioma 
español, se le proporcionará un traductor en cuya presencia se practicará la diligencia. 


66.5. Se informará al destinatario de la notificación, en cuanto fuese citado como 
testigo o se presuma su calidad de víctima, de la existencia de la Dependencia 
Víctimas y Testigos de la Corte Penal Internacional y de los derechos que le asisten de 
conformidad con lo dispuesto en el Estatuto de Roma y las Reglas de Procedimiento y 
Prueba de la Corte Penal Internacional. Se garantizará y procurará la comunicación 
directa y confidencial de la persona, con la Dependencia Víctimas y Testigos de la 
Corte Penal Internacional. 


Artículo 67. (Solicitud para interrogar a persona sospechosa).- 


67.1. Cuando se recibiera un pedido de tomar declaración a una persona que se 
sospecha cometió un delito de la competencia de la Corte Penal Internacional, sin que 
hubiese mediado orden de comparecencia, detención o entrega, la Suprema Corte de 
Justicia procederá de conformidad con lo previsto en el artículo 58.1. convocando a 
audiencia. 


67.2. En la audiencia, la Suprema Corte de Justicia procederá a: 
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A) Designarle defensor de oficio si no estuviese presente su defensor. 


B) Nombrar un intérprete y facilitarle las traducciones que sean necesarias para su 
defensa. 


C) Informar a la persona de que existen motivos para creer que ha cometido un 
crimen de competencia de la Corte Penal Internacional y que se procederá a 
tomarle declaración. 


D) Informar que se le presume inocente mientras no se pruebe su culpabilidad ante la 
Corte Penal Internacional y que no está obligada a declarar contra sí misma ni a 
declararse culpable, pudiendo guardar silencio sin que ello vaya a tenerse en 
cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia. 


E) Interrogar a la persona en presencia de su defensor conforme lo hubiera dispuesto 
la Corte Penal Intemacional o sus órganos. 


67.3. Finalizada la audiencia, la persona quedará en libertad, sin perjuicio de las 
medidas alternativas a la prisión preventiva que podrá adoptar la Suprema Corte de 
Justicia hasta por un plazo máximo de veinte días, estándose a lo que disponga la 
Corte Penal Internacional. 


67.4. La Suprema Corte de Justicia informará al Poder Ejecutivo sobre el 
cumplimiento del interrogatorio y las medidas adoptadas si las hubiere. El Poder 
Ejecutivo lo comunicará a la Corte Penal Internacional, quien podrá realizar las 
recomendaciones y observaciones que entienda del caso, las cuales serán 
especialmente tenidas en cuenta por la Suprema Corte de Justicia. 


Artículo 68. (Declaraciones testimoniales o interrogatorios en territorio del Estado). - 


68.1. Las declaraciones de testigos que por solicitud de la Corte Penal Internacional 
deban ser recabadas en territorio del Estado, se sujetarán a lo que hubiese dispuesto 
para el caso la Corte Penal Internacional y serán recibidas en audiencia ante la 
Suprema Corte de Justicia o ante el órgano jurisdiccional que ésta disponga. 


68.2. Los testigos tendrán derecho a declarar en presencia de su abogado, lo que se 
hará saber en la citación correspondiente. La Suprema Corte de Justicia autorizará a 
estar presentes y participar en el interrogatorio de testigos o de personas sospechosas 
(artículo 67) a la Fiscalía de la Corte Penal Internacional y al abogado defensor. 


68.3. Los dichos del testigo o de cualquier persona interrogada en audiencia serán 
consignados en acta escrita, la cual deberá recoger en forma textual la declaración 
efectuada. Sin penuicio, la audiencia será integramente grabada en audio y video, 
quedando su custodia a resguardo de la Suprema Corte de Justicia y a disposición de 
la Corte Penal Internacional. 


68.4. Si la persona no hablara español se le asignará un traductor público y el acta 
consignará la traducción del intérprete, sin perjuicio del registro grabado de la 
declaración en su idioma original. 


Artículo 69. (Autorización al Fiscal para realizar diligencias en territorio uruguayo) - 
La Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de proceder conforme a lo previsto en 
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el artículo 42, autorizará al Fiscal de la Corte Penal Internacional a ejecutar 
directamente en territorio uruguayo y sin la presencia de autoridades competentes, 
una solicitud de asistencia que no requiera medidas coercitivas en los supuestos 
contemplados en el artículo 99 párrafo 4 del Estatuto de Roma. 


Artículo 70. (Presentación de testigos voluntarios).- 


70.1. Cualquier persona tendrá derecho a presentarse ante las oficinas de la 
Suprema Corte de Justicia y solicitar audiencia confidencial invocando la presente 
norma, si conviniera a su interés comparecer voluntariamente a la Corte Penal 
Internacional ofreciéndose en calidad de testigo en relación con hechos que estén 
siendo enjuiciados por ésta o investigados por la Fiscalia de la Corte Penal 
Internacional. 


70.2. La Suprema Corte de Justicia dispondrá lo pertinente para atender a la 
persona por funcionario idóneo y de forma que se garantice reserva sobre sus dichos, 
identidad y domicilio, sin perjuicio de estar facultada a adoptar las medidas de 
salvaguarda que estime pertinentes al amparo de lo previsto en el artículo 35.2. 


70.3. Se le informará a la persona de la existencia de la Dependencia Víctimas y 
Testigos de la Corte Penal Internacional y de los derechos que le asisten de 
conformidad con lo dispuesto en el Estatuto de Roma y a las Reglas de Procedimiento 
y Prueba de la Corte Penal Internacional. Se garantizará y procurará la comunicación 
directa y confidencial de la persona con la Dependencia Victimas y Testigos de la 
Corte Penal Internacional. 


70.4. Se interrogará a la persona si está dispuesta a comparecer voluntariamente 
ante la Sede de la Corte Penal Internacional y si tiene medios para hacerlo por su 
propia cuenta. 


70.5. Si por las circunstancias que la persona invoca, ésta quisiera adelantar su 
declaración y formularla en forma urgente ante la Suprema Corte de Justicia, se le 
informará que no se garantiza que sus dichos vayan a tener valor probatorio conforme 
al Estatuto de Roma, sin perjuicio de asegurarle que serán puestos en conocimiento 
de la Corte Penal Internacional o de sus órganos. La Suprema Corte de Justicia 
recibirá la declaración de conformidad con lo dispuesto en los artículos 68.3 y 68.4. 


70.6. La Suprema Corte de Justicia informará sobre la comparecencia voluntaria de 
la persona al Poder Ejecutivo, quien lo comunicará inmediatamente a la Corte Penal 
Internacional. Si la persona hubiese manifestado querer brindar testimonio o 
comparecer ante la Sede de la Corte Penal Internacional y no tuviese medios para 
trasladarse, se informará esta circunstancia a la Corte Penal Internacional y se 
procurará, en consulta con ésta, que se le tome declaración en territorio del Estado o 
se faciliten los medios para su traslado. 


CAPÍTULO 3 
COOPERACIÓN EN EJECUCIÓN DE SENTENCIAS 


Artículo 71. (Ejecución de penas de prisión adoptadas por la Corte Penal 
Internacional).- 


71.1. El Estado uruguayo acepta, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 103 
párrafo 1 literal a) del Estatuto de Roma, tomar a su cargo la ejecución de una pena 
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definitiva de privación de libertad de una persona condenada por la Corte Penal 
Internacional, siempre y cuando: 


A) Se trate de un ciudadano uruguayo. 


B) El tiempo de condena no exceda al máximo previsto de tiempo de condena por el 
orden jurídico nacional. 


71.2. La ejecución de las penas privativas de libertad será competencia del Poder 
Ejecutivo y se regirá por lo establecido en los artículos 103 a 111 del Estatuto de 
Roma y por las disposiciones del orden jurídico nacional en lo pertinente. 


Artículo 72. (Ejecución de otras penas adoptadas por la Corte Penal Internacional).- 


72.1. Si la Corte Penal Internacional dictara una sentencia o resolución, definitiva o 
cautelar, por la que se dispusiera una multa, decomiso o reparación, que debiera 
ejecutarse en territorio uruguayo, se dará cumplimiento a la misma sin modificar su 
alcance y sin procedimiento de exequátur. 


72.2. La Suprema Corte de Justicia dispondrá que la ejecución se tramite ante el 
órgano jurisdiccional competente que correspondiera. 


72.3. En ningún caso se afectarán los derechos de los terceros de buena fe. 
TÍTULO IV 
PROPOSICIÓN DE CANDIDATOS 


Artículo 73. (Ejercicio del derecho a proponer candidatos).- El Estado uruguayo 
podrá ejercer el derecho que le confiere el Estatuto de Romaa proponer candidatos, 
cuando la Asamblea de los Estados Partes fuese convocada para la elección de 
magistrados de la Corte Penal Internacional o de la Fiscalía de la Corte Penal 
Internacional. 


Artículo 74. (Requisitos para ser candidato) El candidato a la elección de 
magistrados de la Corte Penal Internacional o de la Fiscalía, deberá reunir las 
condiciones previstas en el artículo 235 de la Constitución de la República y en el 
artículo 36 párrafo 3 del Estatuto de Roma. 


Artículo 75. (Designación de candidatos).- 


75.1. Se designará un solo candidato para el cargo vacante de que se trate por la 
Asamblea General especialmente convocada al efecto, por mayoría simple de votos. 
Si resultara que más de un candidato propuesto superase la mayoría de votos exigida, 
se nominará como candidato aquel que hubiese obtenido mayor número. 


75.2. Podrán proponer candidatos a la Asamblea General. el Poder Ejecutivo, el 
Poder Judicial, la Cámara de Senadores, la Cámara de Representantes, las 
Universidades, el Colegio de Abogados del Uruguay y cualquier organización no 
gubernamental con personería jurídica cuyo objeto fuese la promoción, defensa y 
estudio de los derechos humanos. 
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TÍTULO V 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA 


Artículo 76. (Comunicación a la Corte Penal Internacional).- El Poder Ejecutivo, 
dentro de los diez días de la entrada en vigencia de la presente ley, comunicará a la 
Corte Penal Internacional: 


A) La sanción de la presente ley. 


B) La aceptación por el Estado uruguayo, al amparo de lo previsto en el 
artículo 103.1 del Estatuto de Roma, de ejecutar penas privativas de libertad bajo 
las condiciones establecidas en el artículo 71 de la presente ley. 


Artículo 77. (Codificación de crimenes internacionales).- El Poder Ejecutivo 
dispondrá, dentro de los ciento ochenta días de entrada en vigencia de la presente ley, 
la formación de una comisión de juristas que tendrá como cometido la elaboración de 
un proyecto de "Código de Crímenes y Delitos Internacionales”. 
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Ley N' 18.315, 
de 5 de julio de 2008 


Ley de Procedimiento Policial 


TÍTULO | - PARTE GENERAL 
CAPÍTULO | - PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1% - (Del alcance de la presente ley).- Las disposiciones incorporadas a la 
presente ley se aplicarán al personal policial que cumple funciones ejecutivas, 
conforme al marco establecido por la Constitución de la República, los Tratados 
Internacionales sobre la materia ratificados por la República, la Ley Orgánica Policial y 
demás normas cuya vigencia efectiva está encomendada al contralor de la Policía 
Nacional. 


Artículo_2*. (Atribuciones).- El servicio policial ejercerá, en forma permanente e 
indivisible, las actividades de observación, información, prevención, disuasión y 
represión. 


El objetivo de las actividades referidas es impedir y, en su caso, reprimir, la comisión 
de delitos, faltas o infracciones, procediendo a la detención de los autores de las 
mismas para someterlos a la Justicia competente en los plazos y condiciones 
legalmente establecidos, acompañando las pruebas correspondientes. 


El servicio policial también cumplirá las órdenes de libertad emitidas por la Justicia 
competente, y remitirá a los establecimientos de detención a las personas que ésta 
disponga, con las condiciones de seguridad que, previo estudio técnico, determine la 
autoridad penitenciaria. 


Artículo 3%. (Fases de la actuación policial).- Las fases del accionar de la policía son 
la observación, la prevención, la disuasión y, excepcionalmente, la represión cuando 
sea necesario para garantizar los derechos individuales de todos los habitantes de la 
República consagrados en el marco jurídico constitucional y legal vigente. 


A los efectos de esta ley: 


A) Observación es la acción policial de vigilancia pasiva que tiene por finalidad 
detectar, analizar, procesar y utilizar información sobre situaciones que, 
eventualmente, puedan constituir actividades presuntamente ilícitas, incidir en la 
iniciación del proceso delictivo o alterar la seguridad ciudadana. 


B) Prevención policial es el conjunto de medidas técnico operativas para incidir en 
forma temprana sobre los factores que favorecen la violencia interpersonal y social y 
constituyen delitos, infracciones o faltas, disminuyendo los riesgos y posibilidades de 
ocurrencia de los mismos. 


C) Disuasión es la acción policial de vigilancia activa que ejerce la policía cuando 
ya se ha instalado una situación que afecta la seguridad ciudadana que puede derivar 
en acciones ilícitas que generen daños mayores. Previo al uso de la fuerza legítima, la 
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policía deberá agotar los medios disuasivos adecuados que estén a su alcance, como 
el diálogo y la negociación con las personas involucradas. 


D) Represión es la acción policial que implica el uso de la fuerza fisica y las armas 
de fuego o cualquier otro medio material de coacción, en forma racional, progresiva y 
proporcional, a los efectos de restablecer el estado de cosas anterior a la conducta 
ilícita que lo ha alterado. 


E) Consumada la fase represiva, el uso de la fuerza debe cesar de inmediato, una 
vez que el orden haya sido restablecido y los presuntos infractores del derecho 
protegido dejen de ofrecer resistencia. A partir de ese momento, se aplicarán las 
medidas de seguridad necesarias, sin perjuicio de brindar atención médica o de otro 
tipo, a quien la necesite. 


Artículo 4% (Principios de actuación policial).- 


1) En el cumplimiento de su deber, y como encargados de hacer cumplir la ley, el 
personal policial respetará y protegerá los derechos humanos de todas las personas. 


2) El personal policial tratará a todas las personas que requieran sus servicios de 
manera diligente, correcta y respetuosa, sin ningún tipo de discriminación por razones 
de edad, género, etnia, religión, posición económica o social, o de cualquier otra 
índole. 


3) En todo momento, el personal policial debe cumplir las obligaciones que le 
impone el Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, 
aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas (Resolución 34/169, de 17 
de diciembre de 1979). 


Artículo 5%. (Procedimientos con niños, niñas o adolescentes).- 


A) En procedimientos con adolescentes infractores o, niños o niñas que vulneren 
derechos de terceros, la policia aplicará en su totalidad las normas de actuación 
contenidas en la presente ley, con excepción de los procedimientos especiales que 
disponga el Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 7 de setiembre 
de 2004) y de lo que expresamente se establezca sobre la materia en la presente ley. 


B) En procedimientos con niños, niñas o adolescentes con derechos vulnerados 
se actuará conforme a lo dispuesto por el referido Código, en estrecha coordinación 
con el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU). 


C) El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU) dará cuenta de 
inmediato a la policía de las fugas de adolescentes infractores de la ley penal de los 
establecimientos a su cargo. 


Artículo 6%. (Comunicación inmediata al Juez competente).- En los casos señalados 
expresamente en esta ley, se entiende por comunicación inmediata aquella que 
contiene la información imprescindible para que el Juez pueda obtener una clara 
representación de lo actuado, contando con los elementos primarios necesarios para 
tomar la decisión que a su juicio corresponda. 


El plazo para la comunicación inmediata al Juez competente en estos casos, no 
podrá ser superior a las dos horas, contadas a partir del momento en que se produce 
la actuación policial. 
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CAPÍTULO !l - EL MANDO POLICIAL 


Artículo 7%. (Concepto de disciplina).- La disciplina es la relación jurídica que vincula 
el derecho de mandar y el deber de obedecer. Es la base imprescindible para el 
cumplimiento orgánico profesional de las atribuciones de la Policía Nacional. 


Artículo 8*. (Manifestación de la disciplina y límites a la obediencia debida).- La 
disciplina policial se manifiesta en la subordinación de grado a grado y por el respeto y 
la obediencia sin dilaciones a la orden legitima del superior. 


El personal policial tiene especialmente prohibido cumplir órdenes manifiestamente 
ilegales o que atenten contra los derechos humanos o el sistema republicano 
democrático de gobierno. En estos casos, la obediencia a una orden superior nunca 
será considerada como eximente o atenuante de responsabilidad. 


Artículo 9%. (Concepto de mando).- El mando es la facultad reglamentaria que tiene 
el superior sobre sus subordinados e implica la capacidad de tomar las decisiones 
adecuadas, desde el punto de vista técnico profesional, frente a cada circunstancia, 
con rapidez y seguridad. 


Artículo 10. (La autoridad del superior).- La autoridad del superior emana de la 
aceptación del deber y de su propio valor como profesional que aplica su autoridad en 
el marco y para el cumplimiento de la Constitución y de la ley. 


Artículo 11. (Concepto de subordinación).- La subordinación es la sujeción jurídica 
marcada por la dependencia orgánica funcional. Por ser la esencia de la disciplina, es 
la primera obligación y cualidad del personal policial. 


Artículo 12. (Obediencia al superior en grado).- Todo integrante del personal policial 
debe obediencia al superior en el marco del artículo 8* de esta ley. A igualdad de 
grado, existe subordinación del policia de menor antiguedad hacia el funcionario más 
antiguo en lo que concierne al servicio. 


Artículo 13. (Relaciones de superioridad y dependencia).- 


A) Jerarquía ordinaria o de grado: Será determinada por la autoridad competente, 
de acuerdo a lo establecido en la Escala Jerárquica Policial que se detalla en la Ley 
Orgánica Policial. 


B) Jerarquía accidental o de destino: Se constituye por la superioridad que, en 
ciertos casos, corresponde a un integrante del personal policial sobre sus iguales en 
grado ordinario. La misma se ejerce por razón del lugar en que se encuentre y de las 
funciones que desempeñe. 


C) Jerarquía extraordinaria o de servicio: Se confiere al integrante del personal 
policial que ejerce la dirección de lo concerniente al desempeño de una diligencia o al 
servicio que la motiva, invistiéndolo al efecto, de autoridad sobre sus iguales en grado 
ordinario o accidental 
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TÍTULO Il - PARTE ESPECIAL 


CAPÍTULO | - DEL USO DE LA FUERZA FÍSICA, LAS ARMAS U OTROS MEDIOS 
DE COACCIÓN 


Artículo 14. (Seguridad estrictamente necesaria).- El personal policial tendrá 
presente en todo momento que solamente se adoptarán las medidas de seguridad 
defensivas u ofensivas estrictamente necesarias para el cumplimiento de su función, 
de acuerdo a la normativa vigente. 


Artículo 15. (Torturas o tratos crueles, inhumanos o degradantes).- El personal 
policial tiene especialmente prohibido inflingir, instigar o tolerar torturas o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes sobre cualquier persona. En el marco del artículo 8% 
de la presente ley, en ningún caso podrá invocar la orden de un superior o 
circunstancias especiales, como amenazas a la seguridad interna o ¡inestabilidad 
política o social para justificar tales conductas, propias o de terceros. 


Artículo 16. (Atención a personas bajo custodia policial).- El personal policial 
asegurará la plena protección de la salud e integridad física de quienes estén 
eventualmente bajo su custodia. En particular, tomará medidas inmediatas para 
proporcionar atención médica y/o psicológica cuando sea necesario. 


Artículo 17. (Uso de la fuerza).- El personal policial solamente podrá usar la fuerza 
legítima cuando sea estrictamente necesario y en la medida que lo requiera el 
desempeño de sus tareas, conforme a lo preceptuado en esta ley. 


Artículo 18. (Principios que rigen el uso de la fuerza).- El uso de la fuerza, incluyendo 
los distintos tipos de armas, debe ser moderado, racional, progresivo y proporcional, 
considerando el riesgo a enfrentar y el objetivo legítimo que se persiga, 


. (Uso de medios no violentos).- La policia en el desempeño de sus 
funciones utilizará medios no violentos antes de recurrir al empleo de la fuerza física, 
medios de coacción o armas de fuego, los que se utilizarán solamente cuando los 
primeros resulten ineficaces o no garanticen el logro del resultado previsto mediante la 
acción policial. 


Artículo 20. (Oportunidad para el uso de la fuerza).- La policía hará uso de la fuerza 
legítima para cumplir con sus cometidos cuando: 


A) No sea posible proteger por otros medios los derechos de los habitantes 
establecidos en la Constitución de la República. 


B) Se ejerza contra el personal policial o terceras personas violencia por la vía de 
los hechos o amenazas por persona armada, poniéndose en peligro su integridad 
física. 


C) Se oponga resistencia al accionar policial en allanamientos, lanzamientos y 
otras diligencias dispuestas por las autoridades competentes 


D) No puedan inmovilizarse o detenerse de otra forma los vehículos u otros 
medios de transporte, cuyos conductores no obedecieren la orden de detenerse dada 
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por un policía uniformado o de particular debidamente identificado, o cuando se violare 
una barrera o valla previamente establecida por la policía. 


E) No se pueda defender de otro modo la posición que ocupa, las instalaciones 
que proteja o las personas a las que deba detener o conducir o que hayan sido 
confiadas a su custodia. 


F) Deba disolver reuniones o manifestaciones públicas que no sean pacíficas y 
cuando en las mismas participen personas armadas o que esgriman objetos de forma 
tal que puedan ser utilizados para agredir. 


En toda circunstancia, el empleo de armas de fuego se regirá estrictamente por lo 
dispuesto en los artículos 22 y 23 de la presente ley. 


Artículo 21. (Identificación y advertencia policial).- En las circunstancias establecidas 
en los articulos precedentes, el personal policial se identificará como tal y dará una 
clara advertencia de su intención de emplear la fuerza, con tiempo suficiente para que 
los involucrados depongan su actitud, salvo que exista inminente peligro para su vida o 
integridad física o para la de terceras personas. 


Artículo 22. (Límites para el empleo de las armas de fuego).- En el marco 
establecido por el artículo 20 de la presente ley, el uso de armas de fuego es una 
medida extrema. No deberán emplearse las mismas excepto cuando una persona 
ofrezca resistencia armada al accionar policial o ponga en peligro la integridad física o 
la vida del personal policial actuante o de terceros y no se la pueda reducir o detener 
utilizando medios no letales. 


. (Empleo de armas de fuego).- Cuando el empleo de armas de fuego sea 
inevitable, conforme con lo dispuesto por el artículo anterior, el personal policial, bajo 
su más seria responsabilidad: 


A) Actuará con moderación y en proporción a la gravedad de la agresión o la 
conducta ilícita que se trate de reprimir. 


B)  Reducirá al mínimo los daños y lesiones que pudieran causar al agresor. 


C) Garantizará que se preste de inmediato asistencia y servicio médico a las 
personas heridas o afectadas. 


D) Procurará que los familiares de las personas heridas o afectadas tomen 
conocimiento de lo sucedido en el plazo más breve posible. 


Artículo 24. (Deber de informar).- Toda vez que un policía dispare su arma de fuego 
deberá informar de inmediato y por escrito a su superior. 


Se exceptúan de la presente disposición los disparos que se realicen con fines de 
instrucción en establecimientos policiales autorizados y equipados a esos efectos. 


Artículo 25. (Comunicación al Juez).- El superior responsable del servicio deberá 
enterar en forma inmediata al Juez competente (artículo 6% de la presente ley) del 
resultado de la labor desarrollada por la policía según lo dispuesto en el presente 
Capítulo. 
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CAPÍTULO ll - DE LA COMUNICACIÓN A LA JUSTICIA 


Artículo _26. (Comunicaciones regulares a la Justicia).- Fuera de los casos 
expresamente establecidos en los que se aplica el mecanismo de comunicación 
inmediata dispuesto por el artículo 6* de la presente ley, las comunicaciones policiales 
regulares a la Justicia se realizarán según lo preceptuado por los artículos siguientes. 


Artículo 27. (Comunicación judicial. Procedimiento).- La comunicación con el Juez 
competente se hará a través del superior responsable del servicio, en principio en 
forma telefónica. Eventualmente, la comunicación se hará en forma personal, ya sea 
por la relevancia de la noticia, porque así lo ordene el Juez o por cualquier otra 
circunstancia que razonablemente así lo amerite. 


Artículo 28. (Forma de documentar la comunicación judicial).- En todas las 
dependencias policiales que tengan contacto con la Justicia, habrá un libro de 
comunicaciones judiciales debidamente foliado. Una vez completado el mismo, se 
dispondrá su archivo para eventuales consultas futuras. 


Artículo 29. (Contenido de la comunicación).- Cada comunicación deberá contar con 
la siguiente información: fecha y hora de la misma, nombre y turno del magistrado 
receptor, breve y específica reseña del hecho que se comunica y resolución judicial 
con el correspondiente número si éste es proporcionado. Similar procedimiento se 
realizará cuando la comunicación proceda de la sede judicial, la que será consignada 
a los registros que a esos efectos se lleven. 


TÍTULO lll - LA POLICÍA AUXILIAR DE LA JUSTICIA 
CAPÍTULO | - DOCTRINA DE PROCEDIMIENTO 


Artículo _30. (Ponderación de los efectos de la intervención policial).- En toda 
circunstancia, el personal policial debe actuar de forma tal que, racionalmente, evite 
generar un daño mayor al que pretende impedir. 


Artículo 31. (Alcances del concepto).- A los efectos de dar cumplimiento a lo 
estipulado en el artículo anterior, el personal policial está exento de responsabilidad 
cuando actúa en legítima defensa propia o de terceros; o en cumplimiento de la ley 
(artículos 26, 27 y 28 del Código Penal). 


CAPÍTULO ll - DE LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS, 
TESTIGOS Y PERSONAS QUE BRINDEN INFORMACIÓN CALIFICADA 


Artículo 32. (Derecho a recibir la adecuada protección).- Toda víctima, testigo o 
persona que brinde información calificada a la policía, tiene derecho a recibir la 
adecuada protección por parte de las instituciones competentes del Estado. 


Artículo 33. (Registro y archivo de información).- La policía deberá llevar un registro 
y archivo sobre la información a que se refiere el artículo anterior, procesándola y 
utilizándola para la prevención e investigación de hechos ilícitos. 


Artículo 34. (Información anónima).- La policía registrará también la información que 
tenga el carácter de anónima, lo que se deberá consignar como tal. 
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Artículo 35. (Carácter confidencial).- Toda información o denuncia de víctima, testigo 
o persona que brinde información calificada cuya identidad esté comprobada, se 
asentará en el archivo y tendrá carácter de confidencial y secreta, sólo pudiéndose 
revelar la misma por orden de la Justicia competente. 


Artículo 36. (Derecho a la información).- La víctima tiene derecho a ser informada 
por la policía de todo lo actuado en el caso que la afecta, en la medida que ello no 
afecte u obstruya la investigación, salvo orden expresa de la Justicia competente. 


Cuando el denunciado o el denunciante sea funcionario policial, las autoridades 
competentes habrán de extremar las medidas de supervisión para garantizar el 
adecuado manejo de la información y de todo el proceso de intervención policial. 


Artículo 37. (Responsabilidad del personal policial).- El personal policial será 
responsable de las medidas que se le ordenen para la protección de víctimas, testigos 
y personas que brinden información calificada. 


CAPÍTULO lll - DETENCIONES 


Artículo 38. (Concepto de detención).- Por detención se entiende privar de la libertad 
ambulatoria a una persona, haciéndose responsable de ella, conforme con lo 
establecido por el artículo 15 de la Constitución de la República y las leyes vigentes. 


Artículo 39. (Justificación de las medidas de seguridad policiales).- Las medidas de 
seguridad policiales son aquellas que impiden o limitan la libertad de movimientos de 
una persona detenida. En ningún caso estas medidas afectarán la integridad fisica o la 
dignidad de la persona detenida. 


Las medidas de seguridad se impondrán a una persona detenida exclusivamente por 
su propia seguridad, la del personal policial actuante o la de terceras personas, en 
forma racional, progresiva y proporcional. 


Artículo 40. (Seguridad del personal policial).- El personal policial debe llevar a cabo 
cualquier detención en forma eficiente y con el menor riesgo posible para su vida o 
integridad física o la de los efectivos que participen en el procedimiento, sin aplicar la 
fuerza en forma innecesaria u ostentosa 


Artículo 41. (Seguridad de terceros).- En todas las detenciones se debe tener en 
cuenta la seguridad de personas ajenas al hecho que se encuentren presentes. 


Artículo 42. (Seguridad de las personas detenidas).- La fuerza fisica, medios de 
coacción o armas de fuego deben utilizarse por la policia tras agotar todos los medios 
disuasivos posibles y deben cesar en forma inmediata una vez que la o las personas 
objeto del procedimiento de detención dejen de ofrecer resistencia, conforme con lo 
dispuesto por el Capítulo | del Título li de la presente ley. 


Sección |! - Identificación e identidad 


Artículo 43. (Solicitud de identificación).- En el marco de procedimientos que tienen 
por objeto la detención de personas requeridas por la Justicia competente o fugadas, 
la policía puede solicitar la identificación correspondiente a personas que 
razonablemente puedan coincidir con la requerida. A los efectos de confirmar la 
identidad manifestada por una persona, la policia podrá requerirle la exhibición de su 
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cédula de identidad, credencial cívica, libreta de conducir o cualquier otro tipo de 
documento idóneo para tal fin. 


En la hipótesis del inciso anterior, cuando una persona se niegue a identificarse 
(numeral 6* del artículo 360 del Código Penal), deberá ser conducida a la dependencia 
policial y se dará cuenta de inmediato al Juez competente en los términos establecidos 
en el artículo 6* de la presente ley. 


En caso que la persona declare su identidad pero se tengan dudas fundadas sobre 
la veracidad de su declaración, o presente documentos o testimonios sobre los que la 
policía tenga motivos suficientes o fundados para dudar de su validez, ni se pueda, en 
el lugar, establecer la identidad por otros métodos alternativos, podrá ser conducida a 
la dependencia policial correspondiente con la finalidad de confirmar su identidad, 
enterándose de ello, de inmediato, al Juez competente, conforme a lo dispuesto por el 
artículo 6* de la presente ley. 


Sección 1! - Registro personal 


Artículo 44. (Alcance de la medida).- La policia podrá realizar registros personales 
únicamente cuando de acuerdo a los criterios del numeral 1) del artículo 47 de la 
presente ley, exista flagrante actividad delictiva de la persona sometida a registro, o 
cuando, en el curso de un operativo policial debidamente dispuesto, existan motivos 
suficientes o fundados para dar cumplimiento a medidas de resguardo imprescindibles 
para garantizar la seguridad de cualquier persona involucrada en un procedimiento, 
incluida la del personal policial interviniente o de terceros. El registro personal debe 
respetar en todo lo posible las limitaciones previstas en el artículo 55 de la presente 
ley, incluida la de ser realizado por persona del mismo sexo que la persona registrada, 
exceptuándose de este requisito sólo los casos, cuando no haya personal policial de 
dicho sexo en el lugar y resulte indispensable proceder al registro. En los casos del 
primer inciso de este artículo y con el mismo objetivo, podrá registrar bultos, bolsos, 
valijas, portafolios o similares que la persona transporte. 


Artículo 45. (Registros de vehículos).- La policia podrá registrar cualquier tipo de 
vehículo de transporte de personas o de carga en procura de elementos que puedan 
poner en riesgo la seguridad propia, la de terceros o la de objetos relacionados con la 
comisión de hechos ilícitos. 


. (Incautación de efectos).- Cuando en los procedimientos referidos en los 
artículos anteriores se incaute cualquier tipo de objeto, se labrará acta, que será 
firmada por el personal policial actuante y las personas involucradas en el 
procedimiento, extendiéndose a estas últimas copia de la actuación correspondiente y 
enterando de inmediato al Juez competente, estándose a lo que éste resuelva. 


Sección Il - Detención sin orden judicial y conducción policial 


Artículo 47. (Detención sin orden judicial).- La policía deberá detener, aun sin orden 
judicial: 


1) A toda persona sorprendida in fraganti delito (artículo 111 del Código del 
Proceso Penal). Se entiende que hay delito flagrante: 


A) Cuando se sorprendiere a una persona en el mismo acto de cometerlo. 
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B) Cuando, inmediatamente después de la comisión de un delito, se sorprendiere 
a una persona huyendo, ocultándose, o en cualquier otra situación o estado que haga 
presumir su participación y, al mismo tiempo, fuere designada por la persona ofendida 
o damnificada o testigos presenciales hábiles, como partícipe en el hecho delictivo. 


C) Cuando, en tiempo inmediato a la comisión del delito, se encontrare a una 
persona con efectos u objetos procedentes del mismo, con las armas o instrumentos 
utilizados para cometerlo, o presentando rastros o señales que hagan presumir 
firmemente que acaba de participar en un delito. 


2)  Atoda persona que fugare estando legalmente detenida. 


Artículo 48. (Conducción de personas eventualmente responsables de un hecho 
delictivo).- 


1) La policía deberá conducir a dependencias policiales a cualquier persona si 
cuenta con motivos suficientes o fundados sobre su responsabilidad en un hecho con 
apariencia delictiva recientemente acaecido y exista riesgo de que pueda fugarse del 
lugar donde el mismo se ha cometido o incidir sobre eventuales elementos 
probatorios. En todo caso, se dará cuenta de inmediato al Juez competente, conforme 
con lo dispuesto por el artículo 6* de la presente ley. 


2) Fuera de la hipótesis de conducción incorporada al numeral anterior, en 
procedimientos de investigación de hechos ilícitos, la policia no podrá detener a 
ninguna persona ni testigos aun cuando se nieguen a concurrir voluntariamente a 
dependencias policiales sin la correspondiente orden del Juez competente. 


Artículo 49. (Derecho de la persona detenida o conducida a ser informada).- Toda 
persona conducida o detenida deberá ser informada de inmediato del motivo de su 
detención o conducción. 


En la dependencia policial se documentará por escrito de dicha información, 
labrando el acta correspondiente que será firmada por la persona detenida o 
conducida. En caso que la persona detenida o conducida no quiera o no pueda 
hacerlo, el acta mencionada será firmada por dos testigos. 


Toda persona detenida o conducida tiene derecho a comunicar inmediatamente su 
situación a sus familiares, allegados o a un abogado. 


Artículo 50. (Familiares del detenido).- Los familiares del detenido incomunicado 
deberán ser informados por la policia respecto al lugar y la hora de detención, el 
Juzgado que interviene en el caso y el motivo de la detención. Otro tipo de información 
requerida podrá proporcionarse, siempre y cuando lo autorice la Justicia competente, 
fuera de las hipótesis contenidas en los artículos 75 y 76 de la presente ley. 


CAPÍTULO IV - PROCEDIMIENTOS CON PERSONAS DETENIDAS O 
CONDUCIDAS EN DEPENDENCIA POLICIAL 


Sección | - Registro de personas detenidas y conducidas 
Artículo 51. (Constatación del estado de salud de la persona detenida o conducida).- 


En caso que una persona que registre ingreso como detenida o conducida en 
dependencias policiales se encuentre herida o en presunto estado de intoxicación por 
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alcohol u otro tipo de sustancia, la policia deberá solicitar apoyo médico para brindarle 
inmediata atención (artículo 16 de la presente ley). 


Artículo 52. (Libreta de personas detenidas y conducidas).- En las dependencias 
policiales se llevará una Libreta de Personas Detenidas y Conducidas, empastada y 
foliada, donde se harán constar todos los datos filiatorios de las mismas, hora de 
entrada, motivo de la detención o conducción, antecedentes, requisitorias y señas 
fisicas particulares que puedan ser útiles para su identificación. Posteriormente, si así 
correspondiere, se incluirán las resoluciones judiciales referentes a la situación de la 
persona detenida o conducida, hora de su puesta en libertad y autoridad judicial que la 
ordena o motivo de su procesamiento por dicha autoridad o cualquier otra derivación 
ordenada. 


Artículo 53. (Registro de valores).- A toda persona que registra entrada como 
conducida o detenida en una dependencia policial, se le debe solicitar que entregue 
sus pertenencias personales y todo aquello con lo cual se puede causar daño físico o 
causarlo a terceros, como cintos, cordones de zapato, alhajas, corbata, entre otros 
objetos similares. 


Artículo 54. (Registro personal).- Una vez cumplida con la actividad reseñada en el 
artículo anterior, la policía puede realizarle un registro personal a la persona detenida 
o conducida para contribuir a preservar la medida de seguridad establecida en dicho 
artículo. El procedimiento deberá realizarse exclusivamente en la dependencia policial. 


Artículo 55. (Limitaciones al registro de personas detenidas o conducidas).- El 
registro personal deberá practicarse con el mayor cuidado y respeto hacia la dignidad 
de la persona y realizarse exclusivamente por personal policial del mismo sexo de la 
persona. 


La policía no puede desnudar a una persona detenida o conducida ni revisar sus 
partes íntimas, salvo cuando se trate de una situación excepcional en que esté en 
riesgo la vida o la integridad fisica de la misma, enterando de inmediato al Juez 
competente, de acuerdo con lo establecido por el artículo 6* de la presente ley. 


Fuera de dichas hipótesis, el procedimiento deberá realizarse exclusivamente por 
personal médico previa orden judicial y siempre que resulte estrictamente necesario y 
no exista medida alternativa alguna. 


Artículo 56. (Documentación de los valores y orden de entrada y registro).- Cada 
dependencia policial llevará una libreta como registro de valores, empastada y foliada. 
Se le extenderá copia de la constancia de los valores entregados a la persona 
detenida o conducida, donde constarán: sus nombres y apellidos completos, relación 
de valores y de efectos personales y su firma junto a la del personal policial actuante. 


Artículo 57. (Alojamiento de personas detenidas o conducidas).- El superior a cargo 
del servicio dispondrá del alojamiento adecuado para cada persona detenida o 
conducida, valorando su decisión según criterios técnico profesionales fundados, 
evitando la permanencia conjunta. 


El personal policial no debe permitir el contacto entre personas detenidas o 
conducidas mayores y menores de edad, como tampoco entre personas detenidas o 
conducidas de diferentes sexos. 
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Artículo 58. (Dependencias policiales especializadas en familia, mujer, niñez y 
adolescencia).- Las dependencias policiales especializadas adoptarán similares 
medidas de seguridad a las mencionadas en los artículos anteriores, sin perjuicio de lo 
que pueda disponer la Justicia competente. 


Artículo 59. (Limitaciones en el manejo de personas detenidas o conducidas).- El 
superior a cargo del servicio no permitirá el contacto de ningún tipo con personas 
detenidas o conducidas por parte de personal policial que no esté debidamente 
autorizado o supervisado. 


Artículo 60. (Trato con la persona detenida o conducida).- Está prohibido al personal 
policial utilizar palabras agraviantes, humillantes o que provoquen la reacción de la 
persona detenida o conducida. 


Artículo 61. (Actitudes prohibidas con personas detenidas o conducidas).- Está 
prohibido al personal policial utilizar forma alguna de coacción física ilegítima o 
maltrato psicológico con las personas detenidas o conducidas. 


Artículo 62. (Orden de libertad).- Ninguna persona detenida por orden del Juez 
competente o con conocimiento de él, podrá ser puesta en libertad sin mediar orden 
judicial, la que deberá constar en la libreta de entrada, en la que figurará la fecha, hora 
de salida y el magistrado de turno que la ordena. 


En caso de personas conducidas a dependencias policiales, se estará a lo que 
disponga el Juez competente, conforme al procedimiento establecido en el artículo 6* 
de la presente ley. 


Sección Il - Procedimientos de averiguación en dependencias policiales 


Artículo 63. (Interrogatorio en dependencia policial).- Se puede interrogar en 
dependencia policial a personas detenidas y conducidas, testigos, víctimas y 
denunciantes, para consignar el resultado en el parte policial que se eleva a la Justicia 
competente. 


El resultado del interrogatorio policial no tiene valor probatorio, sino que es indicativo 
de la actividad probatoria. 


Artículo 64. (Intervención de la defensa en dependencia policial).- La intervención de 
la defensa en dependencia policial se regirá por lo dispuesto en el Código del Proceso 
Penal. 


En todo caso, la defensa deberá ser informada sobre la hora y motivo de la 
detención y sobre la hora de comunicación de la misma al Juez competente. 


Cuando se trate de procedimientos que involucren a adolescentes presuntamente 
infractores de la ley penal, se estará a lo dispuesto por el literal F) del artículo 74 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004). 


Artículo 65. (Labrado de actas).- En toda circunstancia, el interrogatorio policial 
deberá ser recogido bajo acta firmada 
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Artículo 65. (De los reconocimientos).- El Juez competente puede ordenar la 
realización de reconocimientos en dependencia policial. En ese caso, se seguirán las 
siguientes reglas: 


1) Cada testigo o víctima, por separado, describirá previamente a la persona 
presuntamente involucrada en el hecho que se investiga, debiendo reconocerla desde 
un lugar donde no pueda ser visto por ésta. 


2) La persona sometida a reconocimiento elegirá lugar en una fila de varias 
personas de aspecto semejante. 


3) El testigo o la víctima, dirá si en la fila está la persona presuntamente 
involucrada en el hecho que se investiga y la señalará, manifestando las diferencias 
que encuentre con su percepción anterior. 


4) El personal policial actuante consignará en el parte el procedimiento seguido en 
el reconocimiento, enterando a la Justicia del resultado del mismo. 


5) En todos los casos, el personal policial deberá evitar cualquier tipo de contacto 
físico y/o visual entre la persona sometida a reconocimiento y el testigo o víctima. 


Artículo 67. (Limitaciones al reconocimiento).-- No se podrán efectuar 
reconocimientos en la vía pública o fuera de la dependencia policial. 


Artículo 68. (Otras formas de reconocimiento).- Si no fuera posible efectuar el 
reconocimiento en forma personal, podrá solicitarse la colaboración de personal de 
Policía Técnica. 


Artículo 69. (Otros objetos de reconocimiento).- Para reconocer objetos vinculados al 
hecho ilícito investigado, como armas o ropa, entre otros, se procederá de la misma 
forma que la establecida en los artículos anteriores. 


Artículo 70. (Galería de fotos).- La policía podrá exhibir a los testigos, víctimas y/o 
denunciantes, una galería de fotos a los efectos de favorecer el reconocimiento de la 
persona presuntamente involucrada en el hecho que se investiga 


Artículo 71. (Solicitud de información por los medios de comunicación).- La policía 
podrá solicitar información al público, a través de los medios de comunicación, 
referente a personas extraviadas, fugadas o requeridas por la Justicia competente. 
Asimismo, podrá solicitar por los mismos medios cualquier otro tipo de información que 
pueda ser útil para esclarecer hechos que se investigan. 


El uso de la imagen de niños, niñas y adolescentes o victimas de delitos deberá ser 
autorizado por el Juez competente. 


Artículo 72. (Solicitud de cierre de fronteras, requisitorias y capturas).- Previa orden 
judicial, la policia podrá implementar el cierre de fronteras y las requisitorias y órdenes 
de capturas, departamentales y nacionales, de aquellas personas presuntamente 
autoras de delitos o fugadas. 


Artículo 73. (Información e inteligencia policial).- La policía podrá realizar actividades 
de información e inteligencia para la prevención y represión de hechos ilícitos, 


3 de julio de 2018 


3 de julio de 2018 


CÁMARA DE SENADORES 


actuando estrictamente en el marco de lo dispuesto por los artículos 1% a 4% de la 
presente ley. 


Í 74. (Archivo de antecedentes).- Exclusivamente a los efectos del 
cumplimiento de sus funciones de información e inteligencia, la policía podrá llevar un 
archivo de antecedentes de las personas que se encuentren vinculadas a actividades 
ilícitas, o que las practiquen o las hayan practicado en nuestro país o en el exterior, 
contando para ello con los mecanismos correspondientes de cooperación policial 
internacional. 


Sección !!l - La incomunicación 


Artículo 75. (Procedencia de la incomunicación).- Estrictamente como medida de 
urgencia, a los solos efectos de preservar la escena del hecho, la policía podrá 
disponer la incomunicación de la persona presuntamente responsable en el hecho 
investigado, como forma de evitar que se afecte la indagatoria o se incida sobre los 
elementos probatorios, enterando de inmediato al Juez competente, de acuerdo con el 
artículo 6 de la presente ley. 


Cuando se trate de procedimientos que involucren a adolescentes presuntamente 
infractores de la ley penal, se estará a lo dispuesto por los literales D) y G) del artículo 
74 del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 
2004). 


. (Concepto de la incomunicación).- La incomunicación de las personas 
presuntamente responsables en el hecho implica una medida de coerción personal por 
la que se les impide mantener contacto de cualquier tipo con terceros (incluidos sus 
familiares, otros testigos, abogados defensores, víctimas o allegados, entre otros), con 
la finalidad establecida en el artículo anterior. 


Artículo 77. (Régimen general).- Fuera de la hipótesis contenida en los artículos 75 y 
76 de la presente ley, serán de aplicación las normas pertinentes del Código del 
Proceso Penal. 


Sección IV - Detenidos en centros asistenciales 


Artículo 78. (Desempeño de la custodia).- El personal policial encargado de la 
custodia procurará armonizar su accionar con la actividad del centro asistencial, sin 
desmedro del estricto cumplimiento de las medidas de seguridad que le sean 
ordenadas respecto a la persona detenida que se encuentra custodiando. 


El personal policial asignado a la tarea no podrá abandonar la custodia bajo ninguna 
circunstancia, debiendo mantener contacto visual permanente con la persona 
detenida, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 84 de la presente ley. 


Artículo 79. (Equipo de custodia).- En el caso de que participen dos policías en la 
custodia, uno deberá permanecer constantemente en contacto con la persona 
detenida y otro se colocará fuera del recinto donde éste se encuentre. Los integrantes 
del equipo de custodia se mantendrán en permanente contacto radial y, 
eventualmente, lo harán con sus superiores. El relevo se hará en presencia de ambos, 
controlando debidamente los aspectos del servicio y su seguridad. 


Artículo 80. (Medidas de seguridad policiales).- Las medidas de seguridad respecto a 
una persona detenida en centro asistencial deberán disponerse por el superior a cargo 
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del operativo de conformidad con la autoridad del centro asistencial, sin perjuicio de lo 
establecido por el artículo 84 de la presente ley. 


El personal policial está obligado a brindar a la persona detenida un trato adecuado y 
respetuoso de su dignidad. 


En ningún caso se mantendrán esposadas a mujeres detenidas en el trabajo de 
parto ni en el momento del mismo. 


Artículo 81. (Precauciones del personal asignado a la custodia)- En ninguna 
circunstancia el personal policial asignado a la custodia deberá desarmarse ni dejar 
abandonado el correaje, a los efectos de evitar que su armamento quede al alcance 
del custodiado. 


Artículo 82. (Obligación de respetar la consigna).- El personal policial de servicio no 
deberá cumplir ninguna otra tarea que no sea la de custodia. No brindará a la persona 
detenida ninguna información, tratando al máximo de limitar la conversación con ésta. 


Artículo 83. (Discreción y reserva en el servicio).- El personal policial no deberá 
confraternizar con terceros ni brindar ningún tipo de información a médicos, visitas o 
personal del centro de asistencia sobre forma de traslado, horario, itinerario, operativo 
y demás, respecto a la persona detenida. 


Artículo 84. (Excepciones a las medidas de seguridad)- A pedido y bajo la 
responsabilidad de la autoridad del centro asistencial, y con la finalidad de cumplir con 
un acto médico, el personal policial asignado a la custodia deberá liberar al detenido 
de las medidas de seguridad, previa autorización del superior a cargo del servicio. En 
ese momento deberá extremar su vigilancia, advirtiendo, además, al personal médico 
sobre el posible grado de peligrosidad de la persona custodiada. 


En caso de discrepancia del superior se dará cuenta inmediata al Juez competente, 
quien resolverá. 


Artículo 85. (Coordinación de las medidas de seguridad).- En el caso de que el acto 
médico sea coordinado con antelación, el personal policial asignado a la custodia 
enterará a sus superiores de inmediato, a los efectos de que se implementen las 
medidas de seguridad que correspondan. 


Artículo 86. (Relación con personal técnico o médico).- El personal policial asignado 
a la custodia no aceptará órdenes del personal técnico o médico en la medida que 
éstas comprometan el cumplimiento de su misión, excepto en lo dispuesto por el 
artículo 84 de la presente ley. En todo caso, se relacionará con dicho personal en 
forma respetuosa, enterando de inmediato al superior a cargo del servicio de 
producirse algún conflicto o duda en cumplimiento de la tarea. 


Ante cualquier incidente que se plantee en estos casos, el superior a cargo del 
servicio dará cuenta de inmediato al Juez competente, quien resolverá en definitiva y 
bajo su más seria responsabilidad. 

Sección V - Traslado de personas detenidas 


Artículo 87. (Medidas de seguridad).- Toda persona detenida deberá ser trasladada 
con las medidas de seguridad ordenadas por el superior a cargo del servicio. 
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Artículo 88. (Incomunicación).- Cuando se trate del traslado de dos o más personas 
detenidas, las mismas serán mantenidas en régimen de incomunicación. A estos 
efectos se requerirá previa orden judicial, excepto en la hipótesis definida en el artículo 
75 de la presente ley. 


Artículo 89. (Otras medidas de seguridad).- Cuando el traslado se realice en 
cualquier tipo de vehículo, deberá previamente procederse al exhaustivo registro del 
mismo para verificar que no se encuentren objetos que puedan facilitar la fuga de la 
persona detenida. 


Artículo 90. (Limitaciones a las medidas de seguridad). En los traslados en 
vehículos las personas detenidas nunca serán esposadas a partes fijas de los mismos, 
a los efectos de preservar su integridad física en caso de que se produzca un 
accidente de tránsito. 


Artículo 91. (Traslado específico).- El vehículo para el traslado debe estar 
debidamente identificado como móvil policial, con excepción del utilizado para el 
traslado de personas detenidas que, por orden superior, requieran medidas 
excepcionales de seguridad. En todo caso, se deberá coordinar con la Justicia el 
procedimiento correspondiente. 


CAPÍTULO V - PROCEDIMIENTOS DE AVERIGUACIÓN DE DELITOS 
Sección | — Denuncia 


Artículo 92. (Concepto de denuncia). A los efectos de la presente ley, se entenderá 
por denuncia la mera toma de conocimiento por parte de la autoridad policial, a través 
de cualquier medio, de un hecho que determine su intervención, sin perjuicio de la 
actuación de oficio que procede en caso de in fraganti delito o toda vez que lo 
requieran las circunstancias del caso. 


En caso de denuncia anónima, previo a cualquier tipo de actuación, la policía deberá 
ponderar razonablemente todos los elementos de juicio a su disposición sobre los 
hechos denunciados, a los efectos de no causar ningún tipo de perjuicio a las 
personas indebidamente involucradas en los mismos. 


Artículo 93. (Carácter de denunciante).- Cualquier persona puede realizar una 
denuncia, incluso si es menor de dieciocho años de edad o no es la persona 
damnificada. 


Artículo 94, (Puesta en conocimiento).- Basta la simple mera puesta en conocimiento 
del hecho denunciado para que la policía deba actuar. 


Artículo 95. (Formalidad administrativa).- La formalidad administrativa de la denuncia 
puede ser previa, simultánea o posterior a la misma, pero nunca será un requisito 
imprescindible para la inmediata actuación policial. 


La policía debe actuar en forma inmediata y con la mayor diligencia para impedir o 
reprimir cualquier hecho ilícito y luego proceder a la documentación de la denuncia. La 
información necesaria e imprescindible para fundamentar la actuación primaria no 
debe impedir, bajo ninguna circunstancia, la actuación policial. 


Artículo 96. (Atención a la persona denunciante).- El personal policial no desestimará 
ninguna denuncia, aunque el hecho denunciado no pertenezca a su jurisdicción. En 
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todo caso deberá atender correcta y respetuosamente al denunciante, tomando 
conocimiento del hecho y enterando a su superior, a los efectos que éste disponga el 
trámite que corresponda. 


Artículo 97, (Denuncia escrita).- Si el compareciente presenta denuncia escrita, la 
policía debe recibirla con las formalidades del caso y, oportunamente, enterar al Juez 
competente. 


Artículo 98. (No exigencia de denuncia escrita).- El personal policial no puede exigir 
en ningún caso una denuncia escrita como requisito previo a su actuación. Ante 
alguna duda al respecto, el personal policial actuante enterará al superior a cargo del 
servicio, quien, en su caso, podrá enterar y/o consultar al Juez competente. 


Artículo 99. (Resolución de situaciones). De plantearse algún conflicto o 
cuestionamiento con o por parte del denunciante, el personal policial actuante enterará 
de inmediato al superior a cargo del servicio, quien adoptará las decisiones 
pertinentes, previa comunicación al Juez competente, estándose a lo que éste 
resuelva en definitiva. 


Artículo 100. (Abstención de comentarios).- El personal policial se abstendrá de 
hacer comentarios sobre aspectos de la denuncia, presuntos autores u otro tipo de 
información relativa a la misma. 


Artículo 101. (Prioridades de actuación).- El personal policial no dispensará ningún 
tipo de tratamiento discriminatorio ni dará prioridad a los procedimientos sobre la base 
de la condición social, económica o de cualquier otra índole de la persona 
denunciante. 


El personal policial atenderá en forma inmediata los hechos denunciados que, por su 
gravedad, impliquen tomar medidas urgentes para asistir a la víctima, impedir la 
continuación de la actividad delictiva, preservar elementos probatorios o perseguir a 
los presuntos autores del ilícito. 


Artículo 102. (Identificación del personal policial actuante).- El personal policial 
actuante, a requerimiento de la persona denunciante, debe proceder a identificarse, 
proporcionando su grado, nombre y apellido y número de funcionario, así como 
exhibiendo la identificación que lo acredita como tal cuando le sea solicitada. 


Artículo 103, (Constancia).- La policia debe extender a toda persona que realiza una 
denuncia una constancia escrita de la misma. 


Artículo 104. (De la reserva de la denuncia).- La policia mantendrá absoluta reserva 
del desarrollo de la investigación a que diere lugar la denuncia y de la identidad de la 
persona denunciante, víctimas, testigos y otras personas presuntamente involucradas 
en los hechos denunciados. 


En especial, la policía no debe concurrir al domicilio de la persona denunciante para 
realizar cualquier diligencia referida a los hechos denunciados. En caso que sea 
necesario convocar a la misma a la dependencia policial para ampliar o aclarar 
cualquier aspecto de la denuncia, la citación deberá realizarse por personal policial de 
particular o a través de comunicación telefónica si ello fuera posible, de forma tal que 
se garantice la máxima reserva para la seguridad de la persona denunciante y de su 
familia. 


3 de julio de 2018 


3 de julio de 2018 


CÁMARA DE SENADORES 


Artículo 105. (Denuncias que no determinen intervención policial).- En caso de 
denuncias que, prima facie, por su naturaleza no determinen la intervención policial, el 
policía actuante informará al superior a cargo del servicio. En caso de duda, se dará 
cuenta de inmediato al Juez competente, estándose a lo que éste disponga. 


Sin perjuicio de lo anterior, en todo caso, se brindará a la persona denunciante la 
información necesaria respecto al organismo público o institución privada donde puede 
dirigir la denuncia referida 


Artículo 106. (Falta de documento de identidad).- La falta de documento que permita 
identificar a la persona denunciante no impedirá el accionar de la policía respecto al 
hecho denunciado. 


Artículo 107, (Responsabilidad de la policía).- Por los dichos y testimonios del 
denunciante, incluso indocumentado, se realizará el procedimiento correspondiente. 
En caso que los hechos denunciados sean falsos, no se configurará ningún tipo de 
responsabilidad respecto del personal policial actuante. 


Artículo 108. (Identíficación de la persona denunciante indocumentada).- Cuando la 
persona denunciante esté indocumentada y no exista ningún otro medio de comprobar 
su identidad, deberá requerírsele, junto a su firma, la impresión dígito pulgar. 


Artículo 109. (Falta de documentación de los efectos involucrados en hechos 
denunciados).- No será impedimento para el accionar policial el hecho de que la 
persona denunciante carezca de la documentación de los bienes involucrados en los 
hechos denunciados. 


En estos casos, de producirse la recuperación de bienes involucrados en la 
denuncia, si la persona denunciante reconoce los mismos como de su propiedad, se 
enterará a la Justicia competente. 


De igual forma se procederá cuando exista toda la documentación necesaria de los 
bienes mencionados. 


Artículo 110. (Entrega bajo recibo).- Todas las devoluciones de bienes involucrados 
en los hechos denunciados que sean recuperados por la policía se harán a su 
propietario bajo recibo. 


Artículo 111. (Formalidades administrativas del recibo).- En los recibos deberá 
hacerse constar el detalle de los bienes que se devuelven, la autoridad judicial que 
dispuso la devolución y las firmas del superior responsable del servicio y de la persona 
denunciante. 


Los recibos se confeccionarán en cuatro copias: original para el denunciante, copia 
para la Justicia competente y las restantes para archivo en la dependencia policial. 


Sección |! - La escena del hecho 
Artículo 112. (Concepto de escena del hecho).- Se entiende por escena del hecho a 


los efectos de esta ley, el lugar fisico donde ha ocurrido un hecho que determine la 
intervención policial. 
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Artículo 113. (Preservación de la escena del hecho).- La policía debe disponer las 
medidas necesarias para la preservación de la escena del hecho, enterando de 
inmediato al Juez competente. 


Artículo 114. (Intervención de la defensa en la escena del hecho y en las pericias 
realizadas por la Policia Técnica).- La intervención de abogados defensores en la 
escena del hecho y en las pericias a cargo de la Policía Técnica puede ser ordenada 
exclusivamente por el Juez competente. 


Artículo 115. (Personal policial responsable de la preservación de la escena del 
hecho).- El personal policial que llegue primero a la escena del hecho será 
responsable de su preservación. De inmediato enterará a sus superiores y solicitará el 
apoyo necesario, debiendo tomar nota de sus primeras observaciones. 


Una vez constituido el Juez competente en la escena del hecho, éste dirigirá el 
cumplimiento de las diligencias respectivas. 


Artículo 116. (Primeras diligencias).- El personal policial deberá, antes que cualquier 
otra diligencia, prestar atención a la víctima en la escena del hecho. Si la misma se 
encuentra presumiblemente con vida, deberá procurarle los primeros auxilios. De tener 
que movilizar el cuerpo, anotará la posición en que se encontraba el mismo y otros 
detalles que ayudarán a reconstruir la escena posteriormente. 


Artículo 117. (Asistencia a la víctima y responsabilidad de la policía).- La policía no 
será responsable por la fuga del presunto autor del hecho que determine su 
intervención si debe asistir a la víctima en el caso de que no haya quien le preste 
auxilio o colaboración. 


Artículo 118. (Persecución del autor).- En caso de que la víctima cuente con auxilio 
de terceros o no lo necesite, sin descuidar la escena del hecho, la policía procederá a 
la detención del presunto autor del ilícito o a su persecución. 


Artículo 119. (Protección de los indicios).- El personal policial tomará los recaudos 
para impedir el deterioro de la escena del hecho, protegiendo los indicios de posibles 
alteraciones por factores climáticos o de otra naturaleza. Para ello, deberá aislar la 
escena en un radio mayor al de la misma, mientras se produce la llegada al lugar de 
sus superiores, Policía Técnica y demás autoridades competentes. 


Artículo 120. (Facultades para detener o conducir).- Los procedimientos de 
detención y/o conducción de personas en la escena del hecho se regirán por lo 
dispuesto en los artículos 47, 48 y 49 de la presente ley. 


. (Incomunicación en la escena del hecho).- De ser necesario, el 
personal policial procederá a la incomunicación, como medida de urgencia (artículo 75 
de la presente ley), de los presuntos responsables a quienes identificará debidamente, 
procurando, en lo posible, mantenerlo en el lugar hasta la llegada del superior a cargo 
del servicio o del Juez competente. 


Artículo 122. (Intervención de peritos criminalísticos policiales).- Los peritos 
criminalísticos de la Policia Nacional podrán estar presentes en las pericias que se 
ordenen por la Justicia competente para el esclarecimiento de los hechos 
investigados. 
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Sección 1!! - Allanamiento y registro domiciliario 


Artículo 123. (Principio general).- Entre la salida y la puesta del sol, solamente se 
podrá ingresar a una morada con orden escrita del Juez competente. En horas de la 
noche, se requiere el consentimiento de la persona aduita jefe o jefa de hogar (artículo 
11 de la Constitución de la República), sin perjuicio de la comunicación inmediata al 
Juez competente, de acuerdo con lo establecido por el artículo 6? de la presente ley. 


Artículo 124. (Facultades de la orden de allanamiento).- La policía deberá conducir a 
dependencias policiales a las personas flagrantemente responsables de hechos 
delictivos que se encuentren en la morada allanada aunque la orden de allanamiento, 
no incluya la orden de detención, dando cuenta de inmediato al Juez competente, 
conforme al artículo 6* de la presente ley. 


Artículo 125. (Allanamiento sin presencia de personas mayores de edad o en 
ausencia de moradores).- Si el Juez ordena el allanamiento en una vivienda y no se 
encuentran personas mayores de edad en la misma, o en caso de ausencia total de 
sus moradores, la diligencia se realizará por el personal superior a cargo del servicio, 
dándose cuenta previamente al Juez competente. En todo caso se dejará constancia 
en acta de lo actuado con la firma de dos testigos, disponiéndose de un cerrajero para 
las diligencias del caso cuya actuación quedará documentada en el acta. 


Artículo 126. (Limitaciones y medidas de seguridad).- En todos los casos, se velará 
por la seguridad de las personas involucradas y se procurará ocasionar el menor daño 
posible a bienes u objetos que se encuentren en la morada allanada. Del resultado de 
lo actuado se enterará al Juez competente. 


Artículo 127. (Incautación en un allanamiento).- La orden de allanamiento debe 
autorizar la incautación de cualquier objeto o artículo vinculado a los hechos 
investigados que se encuentre en la morada o como resultado del registro personal de 
quienes se encuentren en el lugar, o sobre los cuales la policía cuente con motivos 
suficientes o fundados respecto a su origen ilícito. 


Artículo 128. (Acta de actuación e incautación).- En ocasión del procedimiento 
policial al que se refiere el artículo anterior se deberá labrar acta de lo actuado e 
incautado. 

Artículo 129. (Formas de documentar el procedimiento).- La policía puede utilizar 
equipos de grabación, videos, cámaras fotográficas u otros, sin obviar la intervención 
de Policia Técnica y solicitar el apoyo de grupos especiales, de ser necesario. 


Artículo 130. (Responsabilidad del superior).- Sin perjuicio de lo ya expuesto, será 
responsabilidad del superior a cargo del servicio: 


A) Planificar y comandar los allanamientos. 


B) Dar órdenes precisas a sus subalternos, asignándoles cometidos específicos y 
señalándoles claramente los límites de su accionar. 


C) Sin descuidar la seguridad, no involucrar más personal que el necesario. 


D) Prever el armamento y otros medios de intervención convenientes. 
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E) Asegurar los medios de comunicación. 


F) Velar por la seguridad de las personas involucradas, el personal policial y los 
terceros circundantes. 


. (Limitaciones al uso de la fuerza).- El superior a cargo del servicio 
también deberá actuar de acuerdo a las siguientes disposiciones: 


A) No permitirá que se esgriman armas sin causa justificada, ni que se exagere el 
uso de la fuerza o que el personal subalterno tenga actitudes violentas oO 
inconvenientes. 


B) Extremará su control cuando hayan menores de edad en el lugar. 
C) Entodo momento el personal subalterno actuará mediante sus órdenes. 


Artículo 132. (Límites de tiempo. Vigencia).- Las limitaciones establecidas en el 
artículo 202 del Código del Proceso Penal no regirán cuando el registro o inspección 
se efectúa en lugares no destinados a una morada (artículo 203 del Código del 
Proceso Penal). 


Artículo 133. (Control y prevención).- Los lugares comerciales, de reunión o de 
recreo con acceso público, podrán ser inspeccionados sin orden judicial. Cumplida la 
diligencia, se informará de inmediato al Juez competente. 


Artículo 134. (Inspecciones oculares).- La policia está facultada a efectuar 
inspecciones oculares en los locales destinados a hospedaje, como pensiones, hoteles 
y afines, con el fin de comprobar los movimientos de población flotante y verificar la 
identidad de los pasajeros. El ingreso a las habitaciones de los huéspedes se regirá 
por lo dispuesto en la Sección !I| del Capítulo V de la presente ley. 


Sección IV - Prestación de garantías 


Artículo 135 (Concepto).- Por prestación de garantías se entiende el apoyo que 
presta la policía a requerimiento de autoridades públicas nacionales O 
departamentales para el cumplimiento de diligencias específicas. 


Del mismo modo, integra el concepto de prestación de garantías el apoyo que presta 
la policía a solicitud de cualquier persona física o jurídica con la anuencia del Juez 
competente. 


Artículo 136. (Orden del superior a cargo del servicio).- Si la prestación de garantías 
la realiza el personal subalterno, la cumplirá siempre a partir de la orden del superior a 
cargo del servicio, el que deberá proporcionarle directivas precisas y concretas para su 
cumplimiento, asignándole el apoyo que fuere necesario. 


Artículo 137. (Tipos de prestación de garantías).- El superior a cargo del servicio 
ordenará una prestación de garantías: 


A)  Deoficio, para evitar un daño superior al que se pretende evitar. 


B) A requerimiento de autoridades públicas nacionales o departamentales. 
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C) Por orden de la Justicia competente. 
D) A iniciativa de la policía y con autorización de la Justicia competente. 


E) Arequerimiento de una o más personas físicas o juridicas, siempre que medie 
autorización judicial. 


Artículo 138. (Responsabilidad de las operaciones).- En los casos que la prestación 
de garantías obedezca a las causales identificadas en los literales B), C), D) y E) del 
artículo 137 de la presente ley, una vez solicitada la misma el personal policial 
solamente cumplirá las órdenes operativas emitidas por el superior a cargo del 
servicio. 


El superior a cargo del servicio asumirá la responsabilidad exclusiva de la 
planificación y operación de las acciones que estime adecuadas disponer de acuerdo 
a las circunstancias del caso. 


Artículo 139. (Actuación de la policía).- El superior a cargo del servicio advertirá al 
personal actuante que no debe tomar posición a favor de una de las partes en 
conflicto, indicándole con claridad los límites de su accionar. 


Conforme al inciso anterior, el personal actuante debe ser imparcial. Ello implica 
actuar en forma objetiva, ajustado a las directivas que le fueran impartidas, no 
involucrándose en la problemática del procedimiento. 


Artículo 140. (Control del superior a cargo del servicio).- El superior a cargo del 
servicio controlará lo actuado dejando debida constancia en el parte policial y 
enterando a la Justicia competente. 


CAPÍTULO VI - PROCEDIMIENTOS DE PREVENCIÓN Y CONTROL EN 
VEHÍCULOS Y CONDUCTORES 


Sección | - Control de vehículos y conductores 


Artículo 141. (Facultades de la policía).- La policia puede realizar los controles, 
registros y detención de vehículos, en cumplimiento de sus funciones de prevención, 
como encargada de hacer cumplir la ley y como auxiliar de la Justicia. 


Artículo 142. (Espirometria).- Se puede investigar a cualquier persona que conduzca 
un vehículo ante la eventual presencia y concentración de alcohol u otras drogas en su 
organismo a través del procedimiento de espirometría. Al conductor que se rehusare a 
los exámenes antes referidos se le retendrá la licencia de conducir y se le advertirá 
que la negativa supone presunción de responsabilidad en la violación de las normas 
de reglamentación de tránsito. 


Artículo 143. (Casos de accidentes graves o fatales).- Cuando ocurran accidentes de 
tránsito con víctimas o fallecidos, se someterá preceptivamente a los conductores de 
los vehículos involucrados a los exámenes mencionados en el artículo anterior. 


Artículo 144. (De las pruebas corporales).- De ser necesarias pruebas corporales 
(sangre, orina, semen, cabello, piel, ADN u otras), las mismas deben ser ordenadas 
por el Juez competente y practicadas por los peritos que éste designe. 
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Artículo 145. (Aliento alcohólico).- Constatada la existencia de aliento alcohólico en 
el conductor de un vehículo, la policía puede impedirle reanudar la marcha y 
conducirlo a la dependencia policial para someterlo a la prueba de espirometria, 
enterando al Juez competente del resultado de la misma y estándose a lo que éste 
disponga. 


Artículo 146 (Controles de rutina).- La policia podrá llevar a cabo la prueba de 
espirometría en el lugar de la detención del conductor. En caso que el mismo no 
supere los límites permitidos según las normas vigentes, se autorizará al conductor 
intervenido a reanudar la marcha, debiéndose dejar constancia de lo actuado. 


Artículo 147. (Casos de presunta ebriedad del conductor).- En los casos que se 
presuma la ebriedad de un conductor, la policia podrá detenerlo y someterlo al 
procedimiento antes reseñado, enterando de inmediato al Juez competente, y 
estándose a lo que éste disponga. 


Sección |! - Persecución y detención de vehículos sospechosos 


Artículo 148. (Responsabilidad del superior responsable del servicio).- El superior 
responsable del servicio deberá instruir adecuadamente al personal subalterno 
respecto a que las acciones a que se refiere la presente sección se desarrollarán en el 
marco de lo dispuesto por el artículo 40 de la presente ley. 


Artículo 149. (Actitudes prohibidas del personal policial).- Conforme con lo dispuesto 
por el artículo anterior, el personal policial no debe asumir este tipo de procedimiento a 
partir de impulsos personales, fuera del marco de cumplimiento de las órdenes 
recibidas. En todo caso debe asumir su obligación de evitar daños mayores a los que 
pretende evitar y tener presente que siempre deberá rendir cuenta del resultado de su 
accionar. 


Artículo 150. (Uso del arma de fuego y de otros medios).- Sólo se podrá usar el arma 
de fuego, la fuerza física u otros medios de coacción, estrictamente de acuerdo con lo 
dispuesto por el Capítulo | del Título li de la presente ley. 


Artículo 151. (Responsabilidad del superior a cargo del procedimiento).- El superior a 
cargo del procedimiento deberá ordenar, dirigir y controlar el operativo, disponiendo 
del apoyo armado pertinente al personal que tomará contacto directo con los 
presuntos infractores. Será responsable por las consecuencias de lo actuado, por los 
excesos o errores. 


. (Advertencia policial).- La policía procurará, en todos los casos, advertir 
al conductor del vehículo que se pretende detener para que el mismo pueda tener 
adecuado conocimiento de la condición de policía del personal actuante. 


Artículo 153. (Precaución).- En el momento de disponerse a la persecución de un 
vehículo, es indispensable que la policía se asegure que el mismo está requerido o 
que existen datos fidedignos de que el mismo ha participado en un hecho delictivo. 


Artículo 154. (Mesa Central de Operaciones).- En todos los casos de persecución se 
informará inmediatamente a la Mesa Central de Operaciones, proporcionando la 
mayor cantidad de datos posibles. Al mismo tiempo, se procurará no perder de vista el 
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vehículo involucrado para, con el apoyo de otras unidades y efectivos, lograr la 
detención de la manera menos riesgosa posible. 


Artículo 155. (Límites de velocidad).- El personal policial que participa en el 
procedimiento no debe exceder los límites razonables de velocidad en la persecución 
de un vehiculo, si ello puede comprometer el dominio del vehículo policial. 


Artículo 156. (Responsabilidad en el procedimiento).- Si se pierde de vista el 
vehículo perseguido se informará de ello a la Mesa Central de Operaciones. El 
personal policial actuante no será responsable si dicho resultado es la consecuencia 
de un accionar que haya priorizado evitar un daño mayor al que se pretende evitar. 


Artículo 157. (Uso del sistema de emergencias).- Previa comunicación y autorización 
de la Mesa Central de Operaciones, se hará uso discrecional de los sistemas de 
emergencias, recordando siempre que ello no exime al personal policial actuante de 
responsabilidad en caso de accidentes o daños, conforme a la normativa de tránsito 
vigente, 


CAPÍTULO VII - ARMAMENTO REGLAMENTARIO, EQUIPOS U OTROS MEDIOS 


Artículo 158. (Concepto de equipo reglamentario).- Por equipo reglamentario, a los 
efectos de esta ley, se entiende todo aquel que está expresamente establecido y 
ordenado en un reglamento orgánico. 


Artículo 159. (Armas de fuego de uso reglamentario en la policía).- Las armas de 
fuego de uso reglamentario son exclusivamente aquellas que las autoridades 
competentes del Estado proveen al personal policial según su jerarquía y especialidad 
operativa. Pueden distinguirse en armas cortas o largas, automáticas o no. 


Artículo 160. (Armas de fuego prohibidas).- Está expresamente prohibido el uso de 
armas de fuego que no sean las que proveen las autoridades competentes del Estado, 
ni aquellas cuyo calibre y munición no esté debidamente reglamentado para el 
servicio, salvo expresa y fundada autorización por escrito del comando policial 
respectivo. 


Artículo 161. (Otras armas de uso reglamentario) - Está autorizado el uso del bastón 
policial o "tonfa", conforme a los reglamentos e instructivos que rigen su forma y uso. 


Artículo 162. (Otras armas prohibidas).- Queda prohibido terminantemente el uso de 
cualquier otro tipo de arma contundente, como ser: cachiporras de metal (de las 
llamadas extensibles), con bola de metal en su extremo, y otras. Tampoco se permite 
el uso de cualquier otra arma que no esté reglamentada o autorizada por el comando 
policial respectivo, aun en los casos que su venta sea libre al público. 


Queda prohibido asimismo el uso de cualquier otro tipo de arma para el servicio, 
como cuchillos, hachas o similares, salvo en aquellas unidades policiales especiales 
(bomberos, grupos tácticos) que, debido a su operativa, puedan ser autorizados a ello 
por el comando policial respectivo. 


Artículo 163. (Uso de gas químico u orgánico).- Se autoriza el uso de gas químico u 
orgánico en la medida que sea provisto al personal por las autoridades competentes 
del Estado y esté autorizado su uso por el comando policial respectivo. 
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Artículo 164. (Uso racional y responsable).- Del uso racional, necesario y 
proporcional del gas químico u orgánico será responsable el personal policial actuante, 
el que deberá recibir instrucción previa al respecto. 


Artículo 165. (Uso de equipamiento neutralizante no letal).- El personal policial está 
autorizado para la utilización del equipamiento neutralizante no letal denominado "stun 
guns" y "stun baton", con función de disuasión, defensa y protección. 


Dichos dispositivos podrán ser utilizados por el personal policial, previa capacitación, 
y en aquellos casos o situaciones en los que se requiera proceder a neutralizar a un 
individuo, ya sea por su peligrosidad o resistencia, a fin de evitar un daño propio o 
ajeno. 


Los distintos servicios, en particular los establecimientos carcelarios y centros de 
reclusión del país y las correspondientes unidades ejecutoras, instruirán al personal 
sobre la forma y condiciones de la utilización de los mismos, así como también 
dispondrán quiénes están autorizados a emplearlos. 


Artículo 166. (Uso de esposas como medio de contención y defensa).- Está 
autorizado el uso de esposas. Las mismas no se consideran un arma sino un medio de 
contención. 


En caso de ser necesario para evitar daños al personal policial o terceros, podrán 
utilizarse esposas en adolescentes detenidos por su participación en hechos 
tipificados como infracciones a la ley penal. 


Artículo 167. (Otros medios de protección).- Está autorizado el uso de cascos, 
escudos, chalecos y todo otro tipo de protección no agresiva para la seguridad de los 
policías actuantes. 


Artículo 168. (Uniformes, insignias, distintivos jerárquicos y otros).- Su uso se regirá 
por el reglamento de uniformes, de acuerdo a las jerarquías y especialidades 
policiales. 


Artículo 169. (Uso de otros uniformes).- Se autoriza el uso de uniformes "orgánicos”, 
"de tareas” o "internos” para unidades especiales o centros docentes policiales 


CAPÍTULO VIII - APLICACIÓN Y OBSERVANCIA DE LA PRESENTE LEY 


Artículo 170. (Responsabilidades por incumplimiento).- El incumplimiento de las 
normas establecidas en la presente ley tendrá como consecuencia la aplicación de las 
sanciones administrativas que correspondan, sin perjuicio de las responsabilidades 
penales y/o civiles que puedan determinarse por la Justicia. 


Específicamente, el incumplimiento de las normas de naturaleza prohibitiva 
constituye falta grave a los efectos disciplinarios. 


Artículo 171. (Capacitación e información).- El Ministerio del Interior tiene la 
obligación de capacitar e informar adecuadamente al personal policial para el 
cumplimiento de las responsabilidades que le impone la presente ley. 


Artículo 172. (Denuncias por mal funcionamiento del servicio policial).- El Poder 
Ejecutivo reglamentará el procedimiento de presentación, recepción e investigación de 
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denuncias ante la Fiscalía Letrada de Policía del Ministerio del Interior, en cualquier 
caso de mal funcionamiento del servicio policial por acción u omisión del personal 
actuante. 


CAPÍTULO IX - DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 


Artículo 173. (Derogaciones)- Se derogan todas las disposiciones legales y 
reglamentarias que se opongan a lo dispuesto en la presente ley. 
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Ley N' 19.436, 
de 28 de octubre de 2016 


Artículo 1*.- Incorpórase al artículo 266 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 


2014, Código del Proceso Penal, los siguientes numerales: 


"266.5 Si el imputado se encontrare en libertad, recibida la solicitud de 
formalización, el juez convocará a las partes y a la víctima a audiencia, la que 
deberá celebrarse en un plazo no mayor a veinte días”. 


"266.6 En la audiencia de formalización se escuchará a las partes y a la víctima si 
hubiere comparecido. En dicha audiencia el juez resolverá: 


a) la admisión de la solicitud fiscal de formalización de la investigación; 


b) el pedido de medidas cautelares que haya formulado el fiscal o la víctima de 
acuerdo con lo dispuesto en el literal e) del artículo 81.2 y en los artículos 216 y 
siguientes de este Código. 


La formalización de la investigación aparejará la sujeción del imputado al proceso y 
dará comienzo al sumario (artículo 16 de la Constitución de la República). Cuando 
se produzca en causa en la que pueda recaer pena de penitenciaria, tendrá el 
efecto previsto en el artículo 80 de la Constitución de la República”. 


Artículo 2*.- Sustitúyense los artículos 79.4, 97, 127, 160, 166, 224, 266.1, 268 a 270 


y 271.2 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 2014, Código del Proceso Penal, 
los que quedarán redactados de la siguiente forma: 


*79.4 A las víctimas carentes de recursos que así lo soliciten, se les proporcionará 
asistencia letrada mediante defensor público o a través de consultorios jurídicos de 
universidades públicas o privadas. 


El Poder Judicial podrá realizar convenios con las universidades públicas y privadas 
a tales efectos”. 


"ARTÍCULO 97. (Procedimiento de oficio).- En los delitos de violación, atentado 
violento al pudor, corrupción, estupro, rapto, traumatismo y lesiones ordinarias 
intencionales, se procederá de oficio en los siguientes casos cuando: 


a) el hecho haya sido acompañado por otro delito en que deba procederse de 
oficio; 


b) la persona agraviada careciere de capacidad para actuar por sí en juicio y no 
hubiere persona legitimada para instar, 
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c 


— 


el delito fuere cometido por los padres, tutores, curadores, guardadores o 
tenedores de hecho o de derecho o con abuso de las relaciones domésticas o 
de la cohabitación; 


d 


— 


la persona agraviada fuere menor de dieciocho años; 


e 


— 


el delito fuere cometido por quien tuviere respecto de la persona agraviada 
responsabilidad en la atención de su salud o educación, 


f) la persona agraviada estuviere respecto de quien cometió el delito en una 
relación de dependencia laboral; 


g) la persona agraviada estuviere internada en un establecimiento público”. 


"ARTÍCULO 127. (De la acusación).- La acusación se ajustará formalmente a las 
prescriptas para la sentencia, en lo pertinente. 


Deberá contener: 

a) la identificación del enjuiciado; 

b) la relación circunstanciada de los hechos; 
c) los medios de prueba a emplear; 

d) la calificación legal de tales hechos; 


e) la participación atribuida al enjuiciado o cada uno de ellos, en caso de 
corresponder; 


f) las circunstancias atenuantes y agravantes que existan en favor o en contra de 
ellos; 


g) el pedido de la pena a recaer y, en su caso, las medidas de seguridad que 
correspondieren. 


La acusación solo podrá referirse a hechos y personas incluidos en la 
formalización de la investigación, aunque se efectuare una distinta calificación 
jurídica”. 


"ARTÍCULO 160. (Testigos menores de dieciocho años de edad).- 


160.1 El interrogatorio de los testigos menores de dieciocho años, será conducido 
por el tribunal sobre la base de las preguntas presentadas por el fiscal y la defensa. 
Podrá recurrirse al asesoramiento de un psicólogo forense u otro profesional 
especializado. Por regla general no podrán ser interrogados directamente por las 
partes. 


160.2 A los efectos de contemplar sus derechos y brindar su testimonio en el 
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proceso, deberán adoptarse una o más de las siguientes medidas: 


a) pantallas de cristal para ocultar al testigo del imputado u otros elementos que 
constituyan barrera física con el mismo efecto; 


b) prestar testimonio desde una sala adyacente al tribunal a través de un circuito 
cerrado de televisión u otra tecnología con similar efecto; 


c) recepción en privado, excluyéndose al público y a los medios de prensa de la 
sala del tribunal; 


d 


_— 


examen del testigo a través de un intermediario designado por el tribunal, con la 
función de ayudarlo a comprender el interrogatorio. Esta medida será tenida 
especialmente en cuenta tratándose de menores de doce años de edad; 


e) presencia de un acompañante como apoyo emocional, mientras el testigo presta 
testimonio. Este puede ser cualquier adulto en quien él confíe, siempre que no 
sea parte, testigo u otro sujeto del proceso”. 


"ARTÍCULO 166. (Procedencia).- 


166.1 Podrá ordenarse el careo de personas que en sus declaraciones hubieren 
discrepado sobre hechos o circunstancias importantes El imputado también podrá 
solicitarlo, pero no podrá ser obligado a carearse. 


166.2 No procederá el careo entre el imputado y la victima, así como tampoco el 
careo entre el imputado y los testigos referidos en los artículos 161 a 163 de este 
Código”. 


"ARTÍCULO 224. (Requisitos para disponer la prisión preventiva).- Iniciado el 
proceso y a petición del Ministerio Público, el tribunal podrá decretar la prisión 
preventiva del imputado si hubiera semiplena prueba de la existencia del hecho y de 
la participación del imputado y elementos de convicción suficientes para presumir 
que intentará fugarse, ocultarse o entorpecer de cualquier manera la investigación o 
que la medida es necesaria para la seguridad de la víctima o de la sociedad 
(artículo 15 de la Constitución de la República)”. 


"266.1 Concluida la indagatoria preliminar, si de ella resulta que se ha cometido un 
delito y que están identificados sus presuntos autores, coautores o cómplices, el 
fiscal deberá formalizar la investigación solicitando al juez competente la 
convocatoria a audiencia de formalización”. 


"ARTÍCULO 268. (Acusación o sobreseimiento).- Desde la notificación del auto que 
admite la solicitud fiscal de formalización de la investigación, el Ministerio Público 
tendrá un plazo de treinta días, perentorio e improrrogable, para deducir acusación 
o solicitar el sobreseimiento. 


Si se solicitara el sobreseimiento será aplicable lo dispuesto en los artículos 129, 
130 y 132 de este Código”. 
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"ARTÍCULO 269. (Traslado de la acusación).- Deducida acusación por parte del 
Ministerio Público, se conferirá traslado al defensor. 


El defensor deberá evacuarlo en un plazo de treinta días, perentorio e 
improrrogable. 


Si hubiere varios enjuiciados con diversos defensores, el plazo para evacuar el 
traslado será común a todos ellos”. 


"ARTÍCULO 270. (Audiencia de juicio).- 


270.1 Recibida la contestación de la acusación o vencido el plazo para hacerlo, el 
tribunal admitirá los medios de prueba propuestos y dispondrá su diligenciamiento 
en los casos que correspondan, rechazando aquellos manifiestamente innecesarios, 
inadmisibles o inconducentes. 


270.2 La prueba ofrecida será recibida en audiencia, a la que serán citadas las 
partes y la víctima si hubiere comparecido a la audiencia de formalización. Dicha 
audiencia deberá celebrarse en un plazo no mayor a treinta días, desde recibida la 
contestación o vencido el plazo para hacerlo. En la misma el tribunal solo podrá 
formular preguntas aclaratorias o ampliatorias. 


Esta audiencia podrá prorrogarse de oficio o a petición de parte, si faltare diligenciar 
alguna prueba que deba ser cumplida fuera de la audiencia, siempre que el tribunal 
la considere indispensable, en cuyo caso arbitrará los medios necesarios para que 
esté diligenciada en la fecha fijada para la reanudación de la audiencia. 


270.3 El Ministerio Público podrá ampliar la acusación, por inclusión de hechos 
nuevos que no hubieren sido mencionados en aquella y que resulten relevantes 
para la calificación legal. 


En tal caso, se hará conocer al imputado los nuevos hechos que se le atribuyen y el 
juez dará vista a la defensa quien tiene derecho a pedir la suspensión de la 
audiencia para ofrecer nuevas pruebas, otorgándole un plazo de tres días. 


Cuando este derecho sea ejercido, el tnbunal podrá suspender la misma por un 
plazo de hasta quince días, según la complejidad de los nuevos hechos y la 
necesidad de la defensa. 


La corrección de simples errores materiales se podrá realizar durante la audiencia 
sin que sea considerada una ampliación. 


270.4 Concluida la recepción de pruebas, el juez mandará alegar por su orden al 
Ministerio Público y a la defensa. 


270.5 El tribunal deberá dictar la sentencia al término de la audiencia y en esa 
oportunidad expedir el fallo con sus fundamentos. 


Excepcionalmente, cuando la complejidad del asunto no permitiere pronunciar la 
decisión inmediatamente, el tribunal podrá prorrogar la audiencia por un plazo no 
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mayor a quince días para dictar la sentencia con sus fundamentos”, 


'2712 La sentencia interlocutoria dictada conforme a lo dispuesto en el 
artículo 266 6 de este Código, admite el recurso de apelación sin efecto suspensivo. 
Si se dispone el archivo de las actuaciones, la resolución será apelable con efecto 
suspensivo”. 


Artículo 3*.- Sustitúyese el Título Il del Libro ll de la Ley N* 19.293, de 19 de 


diciembre de 2014, Código del Proceso Penal, el que quedará redactado de la 
siguiente forma: 


“TÍTULO Il 


DEL PROCESO ABREVIADO 


ARTÍCULO 272. (Procedencia).- Se aplicará el proceso abreviado para el 
juzgamiento de hechos cuya tipificación por el Ministerio Público dé lugar a la 
aplicación de una pena mínima no superior a seis años de penitenciaria o de una 
pena de otra naturaleza, cualquiera fuere su entidad. 


Será necesario que el imputado, en conocimiento de los hechos que se le atribuyen 
y de los antecedentes de la investigación, los acepte expresamente y manifieste su 
conformidad con la aplicación de este proceso. La existencia de varios imputados 
no impedirá la aplicación de estas reglas a algunos de ellos. 


En ese caso, el acuerdo celebrado con un imputado no podrá ser utilizado como 
prueba en contra de los restantes. 


ARTÍCULO 273, (Procedimiento).- El proceso abreviado se regirá por lo establecido 
en el proceso ordinario, con las siguientes modificaciones: 


273.1 Desde la formalización y hasta el vencimiento del plazo para deducir 
acusación o solicitar sobreseimiento, el fiscal podrá acordar con el imputado la 
aplicación del proceso abreviado. 


273.2 La aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación por el 
imputado, será considerada por el Ministerio Público al momento de solicitar la 
pena, pudiendo disminuir la solicitud hasta en una tercera parte de aquella aplicable 
al caso concreto. 


273.3 El juez, en audiencia, verificará el cumplimiento de los requisitos del 
artículo 272 de este Código así como que el imputado hubiere prestado su 
conformidad con conocimiento de sus derechos, libre y voluntariamente. Si 
entendiera que el acuerdo no cumple con los requisitos legales, declarará su 
inadmisibilidad. En este caso, la pena requerida en el proceso abreviado no será 
vinculante para el Ministerio Público y la aceptación de los hechos y de los 
antecedentes de la investigación por parte del imputado se tendrá por no formulada. 
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273.4 En la misma audiencia, el juez dictará sentencia, la que en caso de ser 
condenatoria, no podrá imponer una pena mayor a la solicitada por el Ministerio 
Público”. 


Artículo 4% - Sustitúyense los artículos 274 y 275 del Título 1Il del Libro !l “Del 
Proceso en Materia de Faltas” de la Ley N” 19.293, de 19 de diciembre de 2014, 
Código del Proceso Penal, los que quedarán redactados de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 274. (Ámbito de aplicación).- Las faltas se rigen por lo dispuesto en el 
Libro 11l del Código Penal y sus modificaciones consagradas por la Ley N* 19.120, 
de 20 de agosto de 2013”. 


"ARTÍCULO 275. Será de aplicación al proceso en materia de faltas lo dispuesto en 
la Ley N* 19.120, de 20 de agosto de 2013”. 


Artículo 5% - Dispónese que las referencias efectuadas en la Ley N* 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014, Código del Proceso Penal, a la audiencia preliminar deberán 
entenderse realizadas a la audiencia de formalización o a la audiencia de juicio, según 
corresponda. 


Artículo 6*.- Incorpórase a la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 2014, Código del 
Proceso Penal, el Libro VI, el que quedará redactado de la siguiente forma: 


"LIBRO VI 
VÍAS ALTERNATIVAS DE RESOLUCIÓN DEL CONFLICTO 
TÍTULO | 
MEDIACIÓN EXTRAPROCESAL 
ARTÍCULO 382. (Mediación extraprocesal).- 
382.1 Cuando se trate de conductas con apariencia delictiva que no revistan 
gravedad, el Ministerio Público puede derivar el caso a formas extraprocesales de 


resolución de ese conflicto. 


382.2 El Poder Judicial tendrá competencia en la resolución del caso, a través de la 
mediación extraprocesal. 


382.3 Para dar inicio al proceso restaurativo se requiere de la conformidad 
manifiesta del presunto autor y de la presunta víctima, quienes deben ser preceptiva 
y oportunamente informados por el funcionario a cargo. 


382.4 En caso de llegar a un acuerdo de reparación el Poder Judicial controlará su 
cumplimiento. 


382.5 El Poder Judicial llevará un registro que especificará los acuerdos no 
alcanzados, los acuerdos alcanzados, los acuerdos alcanzados y cumplidos, así 
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como los acuerdos alcanzados e incumplidos. 


382.6 Las partes del proceso restaurativo están eximidas de concurrir con 
asistencia letrada. 


TÍTULO Il 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO 


ARTÍCULO 383. (Oportunidad).- Desde la formalización y hasta el vencimiento del 
plazo para deducir acusación o solicitar sobreseimiento, el fiscal, con el acuerdo del 
imputado, podrá solicitar al tribunal en forma fundada y bajo su responsabilidad 
funcional (artículos 24 y 25 de la Constitución de la República), la suspensión 
condicional del proceso a cambio de condiciones u obligaciones. La suspensión 
procederá cuando no exista interés público en la persecución y cuando la gravedad 
de la culpabilidad no se oponga a ello. 


ARTÍCULO 384, (Procedencia).- La suspensión condicional del proceso no 
procederá en los siguientes casos: 


a) cuando la pena mínima prevista en el tipo penal supere los tres años de 
penitenciaria; 


b) cuando el imputado se encuentre cumpliendo una condena; 

c) cuando el imputado tuviera otro proceso con suspensión condicional en trámite, 

ARTÍCULO 385. (Procedimiento).- Una vez convenida la suspensión condicional del 

proceso, el fiscal en audiencia informará de forma fundada al juez competente sobre 

las condiciones del acuerdo. En lo que refiere al acuerdo alcanzado, el juez 

controlará que el imputado haya prestado su consentimiento en forma libre, 

voluntaria y que haya sido debidamente instruido del alcance del instituto y de las 

obligaciones que asume. 

El juez podrá rechazar la suspensión propuesta cuando: 

a) concurra alguno de los impedimentos establecidos en el artículo anterior; 

b) cuando las condiciones u obligaciones acordadas atenten contra los derechos 
humanos o menoscaben la dignidad del imputado. 

Al decretar la suspensión condicional del proceso, el juez no podrá modificar las 


condiciones u obligaciones acordadas entre el Ministerio Público y el imputado. 


ARTÍCULO 386. (Condiciones y obligaciones).- Pueden acordarse de forma 
conjunta o subsidiaria, entre otras, las siguientes condiciones u obligaciones: 


a) residir en un lugar específico, 
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b) no acercarse a determinadas personas o lugares, o someterse a un régimen de 
vigilancia; 


c) llegar a un acuerdo de reparación material o simbólica con la víctima, a través 
de conciliación o mediación; 


d) realizar prestaciones en beneficio de la comunidad; 
e) someterse a tratamientos médicos o psicológicos; 


f) someterse a tratamientos de desintoxicación relativos al alcohol u otras drogas 
legales o ilegales; 


9) comprometerse a finalizar el ciclo de educación básica o incorporarse a un 
curso de capacitación, que debe ser cumplido efectivamente; 


h) prestar determinados servicios en favor del Estado u otra institución pública o 
privada; 


i) no poseer ni portar armas, 
j) no conducir vehículos por un tiempo determinado: 
k) cumplir efectivamente con las obligaciones alimentarias que correspondan; 


Il) colaborar de forma seria y comprometida en un eventual tratamiento psicológico 
para la recuperación de las víctimas como consecuencia del delito; 


m 


e 


otras de carácter análogo que resulten adecuadas en consideración al caso 
concreto. 


ARTÍCULO 387. (Plazo de cumplimiento de las condiciones)- El plazo de 
cumplimiento de las condiciones u obligaciones no podrá ser superior a dos años. 
Excepcionalmente podrá ampliarse por razones fundadas. 


ARTÍCULO 388. (Modificación del régimen).- Durante el período de suspensión, las 
partes podrán modificar las condiciones u obligaciones acordadas, dando noticia al 
juez competente. 


ARTÍCULO 389. (Carga del imputado).- El imputado tiene la carga de comunicar al 
fiscal cualquier inconveniente, causa de fuerza mayor o caso fortuito que dificulte o 
impida el cumplimiento del acuerdo. 


ARTÍCULO 390. (Órgano de contralor).- El Ministerio Público estará encargado del 
control, monitoreo y supervisión del cumplimiento de las condiciones u obligaciones 
establecidas en el acuerdo celebrado. 


ARTÍCULO 391. (Revocación).- Cuando el imputado incumpliere las condiciones u 
obligaciones convenidas sin efectivizar la comunicación prevista en el artículo 389 
de este Código, el juez, a petición fiscal y previo traslado al imputado (artículo 279.1 
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de este Código), podrá revocar la suspensión del proceso. 


La revocación determinará la continuación del proceso a partir del momento 
procesal en que fue suspendido. La resolución que se dictare será recurrible con 
efecto suspensivo. 


Si la resolución dictada en segunda instancia acogiera la solicitud de revocación, el 
proceso continuará a partir del momento procesal en que fue suspendido. Si por el 
contrario, desestimara la solicitud de revocación, el acuerdo se mantendrá en los 
términos originalmente convenidos. 


ARTÍCULO 392.- La suspensión condicional del proceso no obstaculiza la 
posibilidad de alcanzar acuerdos en procesos ulteriores, a excepción de lo previsto 
en el literal c) del artículo 384 de este Código. 


TÍTULO 111 
ACUERDOS REPARATORIOS 

ARTÍCULO 393. (Oportunidad).- El imputado y la víctima desde el momento de la 
formalización de la investigación y durante todo el proceso, podrán suscribir un 
acuerdo reparatorio material o simbólico, que será puesto a consideración del juez 
de la causa en audiencia, con intervención del Ministerio Público, cuando no exista 
interés público en la persecución y cuando la gravedad de la culpabilidad no se 
oponga a ello. 


ARTÍCULO 394. (Procedencia).- El acuerdo reparatorio procederá en los siguientes 
casos: 


a) delitos culposos; 


b 


a 


delitos castigados con pena de multa; 


c 


e 


delitos de lesiones personales y delitos de lesiones graves cuando provoquen 
una incapacidad para atender las ocupaciones ordinarias por un término 
superior a veinte días y no pongan en peligro la vida de la persona ofendida; 


d 


delitos de contenido patrimonial 


f) delitos perseguibles a instancia de parte, excepto delitos contra la libertad 
sexual; 


g) delitos contra el honor. 
ARTÍCULO 395. (Procedimiento).- El Ministerio Público debe instruir a las partes 
involucradas en el delito sobre la posibilidad de llegar a un acuerdo reparatorio, 


cuando en el caso concreto se dieran las condiciones para su procedencia. 


Las partes pueden llegar al acuerdo reparatorio material o simbólico a través de 
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mediación o conciliación. 


Una vez alcanzado el acuerdo el tribunal controlará en audiencia que la víctima y el 
indagado hayan prestado su consentimiento en forma libre y voluntaria y que hayan 
sido debidamente instruidos del alcance del instituto y de las obligaciones que ello 
implica. 


Si el juez entendiere que no se dan los requisitos anteriores o los supuestos del 
artículo anterior, podrá negar de oficio o a petición del Ministerio Público la 
homologación del acuerdo. Esta resolución será apelable con efecto suspensivo. 


Una vez cumplido el acuerdo o transcurridos seis meses desde el vencimiento del 
plazo acordado entre las partes, el tribunal declarará la extinción del delito. 


ARTÍCULO 396. (Revocación).- Si el imputado incumpliere las condiciones u 
obligaciones pactadas dentro del término fijado por los intervinientes, la víctima 
podrá solicitar al juez que revoque el acuerdo. En caso de revocación el 
procedimiento continuará a partir del momento procesal en que fue suspendido. La 
resolución será apelable con efecto suspensivo. 


Si la resolución dictada en segunda instancia acogiera la solicitud de revocación el 
procedimiento continuará a partir del momento procesal en que fue suspendido. 


En caso de que la solicitud de revocación sea desestimada, el acuerdo se mantiene 
en los términos convenidos. 


TÍTULO IV 


ASPECTOS GENERALES DE LAS VÍAS ALTERNATIVAS 
DE RESOLUCIÓN DEL CONFLICTO 


ARTÍCULO 397. (Efectos).- Una vez cumplidas las obligaciones o condiciones, 
asumidas para que proceda la suspensión condicional del proceso, quedará 
extinguida la acción penal. Cumplido el acuerdo reparatorio y declarado 
judicialmente dicho cumplimiento, quedará extinguido el delito, 


ARTÍCULO 398. (Prescripción).- La prescripción se interrumpe por la suspensión 
condicional del proceso o el acuerdo reparatorio aprobado por el juez, comenzando 
a correr nuevamente el plazo desde su revocación. 


ARTÍCULO 399. (Prohibición de traslado de prueba).- La información que se genere 
durante la proposición, discusión, aceptación, procedencia, rechazo o revocación de 
la suspensión condicional del proceso o de un acuerdo reparatorio, no podrá ser 
invocada, leída, ni incorporada como medio de prueba a juicio alguno. 


ARTÍCULO 400. (Conservación de la investigación).- En los asuntos objeto de 
suspensión condicional del proceso o acuerdos reparatorios, el Ministerio Público 
tomará las medidas necesarias para evitar la pérdida, destrucción o ineficacia de la 
investigación realizada, hasta la extinción de la acción penal o del delito. 
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ARTÍCULO 401, (Registro).- El Ministerio Público llevará los registros 
correspondientes de todas las formas alternativas que ponen fin al conflicto penal”. 


Artículo 7% - Sustitúyese el Título 11l "Derogaciones, Observancia del Código y 
Disposiciones Transitorias” de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 2014, Código 
del Proceso Penal, por el siguiente: 


"LIBRO Vil 


DEROGACIONES, OBSERVANCIA DEL CÓDIGO Y DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS 


ARTÍCULO 402.- Deróganse a partir de la vigencia de este Código, el Código del 
Proceso Penal (Decreto-Ley N* 15.032, de 7 de julio de 1980), sus modificaciones y 
todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente. 


ARTÍCULO 403, (Vigencia).- El presente Código entrará en vigencia el 16 de julio 
de 2017”. 
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Ley N' 19,446, 
de 28 de octubre de 2016 


Artículo 1% - El beneficio de libertad provisional, condicional o anticipada no será de 
aplicación en caso de reiteración, reincidencia o habitualidad, indistintamente, en los 
siguientes delitos y bajo las circunstancias previstas a continuación: 


A) Violación (artículo 272 del Código Penal). 


B) Lesiones graves, únicamente cuando la lesión ponga en peligro la vida de la 
persona ofendida (numeral 1” del artículo 317 del Código Penal). 


C) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código Penal). 


D) Hurto, cuando concurran sus circunstancias agravantes (artículo 341 del Código 
Penal). 


E) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 
F) Rapiña con privación de libertad. Copamiento (artículo 344 bis del Código Penal). 
G) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 
H) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 
1) Homicidio y sus agravantes (artículos 310, 311 y 312 del Código Penal). 


J) Los delitos previstos en el Decreto-Ley N* 14,294, de 31 de octubre de 1974, y 
sus modificativas. 


K) Los crimenes y delitos contenidos en la Ley N* 18.026, de 25 de setiembre de 
2006. 


CAPÍTULO I1 
DE LAS PENAS ALTERNATIVAS A LA PRIVACIÓN DE LIBERTAD 


Artículo 2*.- El cumplimiento de las penas privativas de libertad podrá sustituirse por 
alguna de las siguientes penas: 


A) Libertad vigilada. 


B) Libertad vigilada intensiva. 
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Artículo 3*.- La libertad vigilada consiste en someter al penado a un régimen de 
libertad a prueba, tendiente a su reinserción social, a través de una intervención 
individualizada, bajo la vigilancia y orientación permanentes de la Oficina de 
Seguimiento de la Libertad Asistida, dependiente del Ministerio del Interior. 


Artículo 4% - La libertad vigilada intensiva consiste en someter al penado al 
cumplimiento de un programa de actividades orientado a su reinserción social en el 
ámbito personal, comunitario y laboral a través de una intervención individualizada y 
bajo la aplicación de ciertas condiciones especiales. La vigilancia y orientación 
permanentes de lo establecido en este artículo estará a cargo de la Oficina de 
Seguimiento de la Libertad Asistida. 


*.- La libertad vigilada podrá disponerse siempre que la pena privativa de 
libertad sea de prisión o no supere los tres años de penitenciaria. 


Artículo 6%.- La libertad vigilada intensiva podrá disponerse si la pena privativa de 
libertad fuere superior a tres años y menor a cinco años. 


Artículo 7”.- No podrá disponerse la libertad vigilada ni la libertad vigilada intensiva 
en casos de reincidencia, reteración o habitualidad. 


Artículo 8% - Al imponer la pena de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, 
según correspondiere, al tribunal fijará el plazo de intervención que será igual al que 
correspondería cumplir si se aplicara efectivamente la pena que se sustituye. 


La Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida presentará en un plazo de 
cuarenta y cinco días, desde que se le notifica la sentencia condenatoria por el 
tribunal, el plan de intervención correspondiente. 


Dicho plan deberá ser individual, comprender la realización de actividades tendientes 
a la reinserción social y laboral del penado, indicando los objetivos perseguidos con 
las actividades programadas y los resultados esperados. 


Artículo 9% - Al decretar la pena sustitutiva de libertad vigilada o libertad vigilada 
intensiva, el tribunal impondrá al condenado, por lo menos, las siguientes condiciones: 


A) Residencia en un lugar determinado donde sea posible la supervisión por la 
Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida. 


B) Sujeción a la orientación y vigilancia permanentes de la referida Oficina. 


C) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria y comercio bajo las 
modalidades que se determinen en el plan de intervención. 


D) Presentación una vez por semana en la Seccional Policial correspondiente al 
domicilio fijado conforme a lo dispuesto en el literal A) de este artículo 


E) Si el penado presentara un consumo problemático de drogas o alcohol, se 
impondrá la obligación de asistir a programas de tratamiento de rehabilitación de 
dichas sustancias. 
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Artículo 10.- Para el caso de la libertad vigilada intensiva, el tribunal dispondrá 
además, una o más de las siguientes medidas: 


A) Prohibición de acudir a determinados lugares. 


B) Prohibición de acercamiento a la víctima, a sus familiares u otras personas que 
determine el tribunal o mantener algún tipo de comunicación con ellas. 


C) Obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que el tribunal determine por 
espacio de hasta ocho horas diarias continuas. 


D) Obligación de cumplir programas formativos laborales, culturales, de educación 
vial, sexual, de tratamiento de la violencia u otros similares. 


Artículo 11.- El tribunal podrá disponer que la persona penada sometida al régimen 
de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva deba portar un dispositivo de monitoreo 
electrónico. No obstante, será preceptiva la medida si se tratare de penado por 
violencia doméstica, violencia intrafamiliar o delitos sexuales. 


Si entendiere del caso podrá disponer que la víctima del delito porte dicho 
dispositivo, para cuya colocación requerirá su consentimiento. 


Artículo 12.- En caso de incumplimiento de alguna de las medidas impuestas, el 
tribunal podrá, valorando las circunstancias del caso, intensificar las condiciones de la 
pena sustitutiva, 


De persistir los incumplimientos a las condiciones o medidas impuestas el tribunal, 
previo informe de la Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida, podrá revocar la 
libertad vigilada o vigilada intensiva, privando de la libertad al individuo por el saldo 
restante de la pena. 


La violación grave del régimen de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva 
deberá dar lugar a su revocación inmediata. Se considerará violación grave la 
existencia de un procesamiento posterior. 
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Ley N' 19.574, 
de 20 de diciembre de 2017 


CAPÍTULO V 
DE LOS DELITOS DE LAVADO DE ACTIVOS 


Artículo 30. (Conversión y transferencia).- El que convierta o transfiera bienes, 
productos o instrumentos que procedan de cualquiera de las actividades delictivas 
establecidas en el artículo 34 de la presente ley será castigado con pena de dos a 
quince años de penitenciaría. 


Artículo 31. (Posesión y tenencia).- El que adquiera, posea, utilice, tenga en su 
poder o realice cualquier tipo de transacción sobre bienes, productos o instrumentos 
que procedan de cualquiera de las actividades delictivas establecidas en el artículo 34 
de la presente ley, o que sean el producto de tales actividades, será castigado con una 
pena de dos a quince años de penitenciaria. 


Artículo 32. (Ocultamiento).- El que oculte, suprima, altere los indicios o impida la 
determinación real de la naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o 
la propiedad reales de tales bienes, o productos u otros derechos relativos a los 
mismos que procedan de cualquiera de las actividades delictivas establecidas en el 
artículo 34 de la presente ley, será castigado con una pena de doce meses de prisión 
a sels años de penitenciaria. 


Artículo 33. (Asistencia).- El que asista al o a los agentes en las actividades 
delictivas establecidas en el artículo 34 de la presente ley, ya sea para asegurar el 
beneficio o el resultado de tal actividad, para obstaculizar las acciones de la justicia o 
para eludir las consecuencias jurídicas de sus acciones, o le prestare cualquier ayuda, 
asistencia o asesoramiento, con la misma finalidad, será castigado con una pena de 
doce meses de prisión a seis años de penitenciaria. 


No quedan comprendidos en la presente disposición la asistencia ni el 
asesoramiento prestado por profesionales a sus clientes para verificar su estatus legal 
o en el marco del ejercicio del derecho de defensa en asuntos judiciales, 
administrativos, arbitrales o de mediación. 


Artículo 34. (Actividades delictivas precedentes).- Son actividades delictivas 
precedentes del delito de lavado de activos en sus diversas modalidades previstas en 
los artículos 30 a 33 de la presente ley, los siguientes delitos: 


Los delitos previstos en el Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974 
en las redacciones dadas por la Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998 
y Ley N* 19.172, de 20 de diciembre de 2013 (narcotráfico y delitos 
conexos). 


1) 


Crimenes de genocidio, crimenes de guerra y de lesa humanidad tipificados 


2) por la Ley N* 18.026, de 25 de setiembre de 2006. 
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Terrorismo, 
Financiación del terrorismo. 


Contrabando cuyo monto real o estimado sea superior a 200.000 Ul 
(doscientas mil unidades indexadas). 


Tráfico ilícito de armas, explosivos, municiones o material destinado a su 
producción. 


Tráfico ilícito de órganos, tejidos y medicamentos. 

Tráfico ilícito y trata de personas. 

Extorsión. 

Secuestro. 

Proxenetismo. 

Tráfico ilícito de sustancias nucleares. 

Tráfico ilícito de obras de arte, animales o materiales tóxicos. 


Estafa cuyo monto real o estimado sea superior a 200.000 Ul (doscientas 
mil unidades indexadas). 


Apropiación indebida cuyo monto real o estimado sea superior a 200.000 Ul 
(doscientas mil unidades indexadas). 


Los delitos contra la Administración Pública incluidos en el Título IV del Libro 
ll del Código Penal y los establecidos en la Ley N” 17.060, de 23 de 
diciembre de 1998 (delitos de corrupción pública). 

Quiebra fraudulenta. 


insolvencia fraudulenta. 


El delito previsto en el artículo 5% de la Ley N” 14.095, de 17 de noviembre 
de 1972 (insolvencia societaria fraudulenta). 


Los delitos previstos en la Ley N* 17.011, de 25 de setiembre de 1998 y sus 
modificativas (delitos marcarios). 


Los delitos previstos en la Ley N* 17.616, de 10 de enero de 2003 y sus 
modificativas (delitos contra la propiedad intelectual). 
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Las conductas delictivas previstas en la Ley N* 17.815, de 6 de setiembre 
de 2004, en los artículos 77 a 81 de la Ley N* 18.250, de 6 de enero de 

22) 2008 y todas aquellas conductas ilícitas previstas en el Protocolo Facultativo 
de la Convención de los Derechos del Niño sobre venta, prostitución infantil 
y utilización en pornografía o que refieren a trata, tráfico o explotación 
sexual de personas. 


23) La falsificación y la alteración de moneda previstas en los artículos 227 y 
228 del Código Penal. 

24) Fraude concursal, según lo previsto en el artículo 248 de la Ley N* 18.387, 
de 23 de octubre de 2008 

Defraudación tributaria, según lo previsto en el artículo 110 del Código 

25) Tributario, cuando el monto de el o los tributos defraudados en cualquier 

ejercicio fiscal sea superior a: 


) 2.500.000 Ul (dos millones quinientos mil unidades indexadas) para los 
ejercicios iniciados a partir del 1? de enero de 2018. 


) 1.000.000 Ul (un millón de unidades indexadas) para los ejercicios 
iniciados a partir del 1? de enero de 2019. 


Dicho monto no será exigible en los casos de utilización total o parcial de 
facturas o cualquier otro documento, ideológica o materialmente falsos 
con la finalidad de disminuir el monto imponible u obtener devoluciones 
indebidas de impuestos. 


En las situaciones previstes en el presente numeral el delito de 
defraudación tributaria podrá perseguirse de oficio. 


Defraudación aduanera, según lo previsto en el artículo 262 del Código 
26) Aduanero, cuando el monto defraudado sea superior a 200.000 Ul 
(doscientas mil unidades indexadas). 


En este caso el delito de defraudación aduanera podrá perseguirse de oficio. 


Homicidio cometido de acuerdo a lo previsto por el artículo 312 numeral 2 del 
27) " 

Código Penal. 
Los delitos de lesiones graves y gravísimas previstos en los artículos 317 y 
28) 318 del Código Penal, cometidos de acuerdo a lo previsto en el artículo 312 

numeral 2 del Código Penal. 


Hurto, según lo previsto en el artículo 340 del Código Penal, cuando sea 
29) cometido por un grupo delictivo organizado y cuyo monto real o estimado sea 
superior a 100.000 Ul (cien mil unidades indexadas). 
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Rapiña, según lo previsto en el artículo 344 del Código Penal, cuando sea 
30) cometida por un grupo delictivo organizado y cuyo monto real o estimado sea 
superior 100.000 Ul (cien mil unidades indexadas). 


Copamiento, según lo previsto en el artículo 344 bis del Código Penal, cuando 
31) sea cometido por un grupo delictivo organizado y cuyo monto real o estimado 
sea superior a 100.000 Ul (cien mil unidades indexadas). 


Abigeato, según lo previsto en el artículo 258 del Código Rural, cuando sea 
32) cometido por un grupo delictivo organizado y cuyo monto real o estimado sea 
superior a 100.000 Ul (cien mil unidades indexadas). 


Se entiende por grupo delictivo organizado, un conjunto estructurado de tres o 
más personas que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente 
con el propósito de cometer dichos delitos, con miras a obtener, directa o 
indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden material. 


33) Asociación para delinquir, según lo previsto en el artículo 150 del Código Penal. 


A efectos del intercambio de información entre Estados, tanto por la vía de la 
cooperación jurídica penal como de la cooperación administrativa entre Unidades de 
Inteligencia Financiera, no regirán los umbrales establecidos en los numerales 


anteriores. 


Artículo 35. (Autolavado).- El que hubiere cometido alguna de las actividades 
delictivas precedentes señaladas en el artículo anterior también podrá ser considerado 
autor de los delitos establecidos en los artículos 30 a 33 de la presente ley y por tanto 
sujeto a investigación y juzgamiento, configuradas las circunstancias previstas en 


dichos artículos. 


Artículo 36. (Delito autónomo).- El delito de lavado de activos es un delito autónomo 
y como tal, no requerirá un auto de procesamiento previo de las actividades delictivas 
establecidas en el artículo 34 de la presente ley, alcanzando con la existencia de 
elementos de convicción suficientes para su configuración. 


Artículo 37. (Actividad delictiva cometida en el extranjero).- Las disposiciones de los 
artículos 30 a 33 de la presente ley regirán aun cuando la actividad delictiva 
antecedente origen de los bienes, productos o instrumentos hubiera sido cometida en 
el extranjero, en tanto la misma hubiera estado tipificada en las leyes del lugar de 
comisión y en las del ordenamiento jurídico uruguayo. 


Artículo 38. (Circunstancias agravantes).- Cuando la comisión de cualquiera de los 
delitos previstos en los artículos 30 a 33 de la presente ley se hubiere consumado 
mediante la participación en el o los delitos de un grupo delictivo organizado, de 
acuerdo a la definición establecida en el artículo 34 de la presente ley, o mediante el 
uso de la violencia o el empleo de armas o con utilización de menores de edad o 
incapaces, la pena será aumentada hasta la mitad. 


Artículo 39. (Circunstancias agravantes especiales).- La finalidad de obtener un 
provecho o lucro para sí o para un tercero de los delitos previstos en los artículos 32 y 
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33 de la presente ley será considerada una circunstancia agravante y, en tal caso, la 
pena podrá ser elevada en un tercio. 


Artículo 40. (Intencionalidad).- El dolo, en cualesquiera de los delitos previstos en los 
artículos 30 a 33 de la presente ley, se inferirá de las circunstancias del caso de 
acuerdo con los principios generales. 


Artículo 41. (Investigación económico-financiera paralela).- Siempre que se inicie 
una investigación por cualesquiera de las actividades delictivas precedentes señaladas 
en el artículo 34 de la presente ley, el tribunal penal competente, consideradas las 
circunstancias del caso, deberá realizar una investigación económico-financiera en 
forma paralela, esto es, una investigación simultánea sobre los asuntos económico- 
financieros relacionados a la actividad criminal investigada, con la finalidad de 
identificar el alcance de las redes criminales y rastrear activos del crimen, fondos 
terroristas u otros activos que sean objeto de decomiso, o pudieran serlo; y asimismo 
desarrollar evidencia que pueda ser utilizada en el proceso penal 


Artículo 42. (Reserva interna de la investigación).- En las investigaciones relativas a 
los delitos previstos en los artículos 30 a 33 o de las actividades delictivas establecidas 
en el artículo 34 de la presente ley no regirá el plazo de reserva de las actuaciones 
respecto al imputado, su defensor y demás intervinientes, regulado en el artículo 259.3 
de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 2014. 


CAPÍTULO VI 
DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 


Artículo 43. (Universalidad de la aplicación).- El tribunal penal competente adoptará 
por resolución fundada, de oficio o a solicitud de parte, en cualquier estado de la causa 
e incluso en el presumario, las medidas cautelares necesarias para asegurar la 
disponibilidad de los bienes sujetos a eventual decomiso como consecuencia de la 
comisión de cualesquiera de los delitos previstos en los artículos 30 a 33 o de las 
actividades delictivas precedentes establecidas en el artículo 34 de la presente ley. 


En caso de que las medidas cautelares sean adoptadas durante la etapa 
presumarial, estas caducarán de pleno derecho si, en un plazo de dos años contados 
desde que las mismas se hicieron efectivas, el Ministerio Público no solicita el 
enjuiciamiento. 


Artículo 44. (Procedencia).- Las medidas cautelares se adoptarán cuando el tribunal 
penal competente estime que son indispensables para la protección del derecho del 
Estado de disponer de estos bienes una vez decomisados y siempre que exista peligro 
de lesión o frustración del mismo por la demora del proceso. 


En ningún caso se exigirá contracautela, pero el Estado responderá por los daños y 
perjuicios causados por las medidas cautelares adoptadas si los bienes afectados no 
son finalmente decomisados. 


La Junta Nacional de Drogas podrá requerir al Ministerio Público que solicite la 
adopción de medidas cautelares sobre los bienes y productos del delito que le 
pudieran ser adjudicados por sentencia. 


Artículo 45. (Facultades del tribunal).- El tribunal penal competente podrá: 
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A) Apreciar la necesidad de la medida, pudiendo disponer otra si la entiende más 
eficiente. 


B) Establecer su alcance y término de duración. 


C) Disponer la modificación, sustitución o cese de la medida cautelar adoptada. 


Artículo 46, (Recursos).- Las medidas se adoptarán en forma reservada y ningún 
incidente o petición podrá detener su cumplimiento. 


Si el afectado no hubiese tomado conocimiento de las medidas adoptadas en forma 
completa y concreta con motivo de su ejecución, se le notificarán una vez cumplidas. 


En caso de que se desconozca el domicilio de la persona física o jurídica afectada, 
la notificación se efectuará por edictos que se publicarán en el Diario Oficial y en otro 
diario de circulación nacional, durante cinco días hábiles y continuos. 


La providencia que admita, deniegue o modifique una medida cautelar será 
recurrible mediante recursos de reposición y apelación, pero la interposición de los 
mismos no suspenderá su ejecución. 


Artículo 47. (Medidas específicas).- El tribunal penal competente podrá disponer las 
medidas que estime indispensables, entre otras, la prohibición de innovar, la 
anotación preventiva de la litis, los embargos y secuestros, la designación de veedor o 
auditor, la de interventor o cualquier otra que sea idónea para el cumplimiento de la 
finalidad cautelar. 


La resolución que disponga una intervención fijará su plazo y las facultades del 
interventor debiéndose procurar, en lo posible, la continuidad de la explotación 
intervenida. El tribunal fijará la retribución del interventor la cual, si fuere mensual, no 
podrá exceder de la que percibiere en su caso un gerente con funciones de 
administrador en la empresa intervenida, la que se abonará por el patrimonio 
intervenido y se imputará a la que se fije como honorario final. 


Artículo 48. (Medidas provisionales).- El tribunal penal competente adoptará, como 
medida provisional o anticipada, la enajenación mediante remate o cualquier otro 
medio que asegure la transparencia de la operación de los bienes que se hubieran 
embargado o, en general, se encontraren sometidos a cualquier medida cautelar, que 
corran riesgo de perecer, deteriorarse, depreciarse o desvalorizarse o cuya 
conservación irrogue perjuicios o gastos desproporcionados a su valor. 


Dentro del plazo de seis meses de trabado el embargo, el tribunal penal competente 
deberá determinar si los bienes embargados se encuentran en la situación señalada 
en el inciso anterior. 

En estos casos, una vez efectuada la enajenación, el tribunal penal competente 
depositará el producto en unidades indexadas u otra unidad de medida que permita 
asegurar la preservación del valor, a la orden del tribunal y bajo el rubro de autos. 

CAPÍTULO VII 


DEL DECOMISO 


159-C.S. 


160-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Artículo 49. (Concepto).- El decomiso es la privación con carácter definitivo de algún 
bien, producto, instrumento, fondo, activo, recurso o medio económico por decisión del 
tribunal penal competente a solicitud del Ministerio Público, como consecuencia 
jurídica accesoria de la actividad ilícita. La providencia ejecutoriada que lo disponga 
constituirá título de traslación del dominio y se inscribirá en los registros públicos 
correspondientes. 


Artículo 50. (Ámbito objetivo).- En la sentencia definitiva de condena por alguno de 
los delitos previstos en los artículos 30 a 33 de la presente ley o cualesquiera de las 
actividades delictivas precedentes establecidas en el artículo 34 de la presente ley, el 
tribunal penal competente dispondrá, a solicitud del Ministerio Público, el decomiso de: 


A) Los estupefacientes y sustancias psicotrópicas prohibidas que fueran incautadas 
en el proceso. 

B) Los bienes o instrumentos utilizados para cometer el delito o la actividad 
preparatoria punible. 


Cc 


Los bienes y productos que procedan del delito. 


Los bienes y productos que procedan de la aplicación de los provenientes del 
delito, comprendiendo: los bienes y productos en los que se hayan transformado o 
convertido los provenientes del delito y los bienes y productos con los que se 
hayan mezclado los provenientes del delito hasta llegar al valor estimado de 
estos. 


D 


— 


Los fondos, activos, recursos, medios económicos o ingresos u otros beneficios 


E) derivados de los bienes y productos provenientes del delito. 


Artículo 51. (Decomiso por equivalente).- Cuando tales bienes, productos, 
instrumentos, fondos, activos, recursos o medios económicos no pudieran ser 
decomisados, el tribunal penal competente dispondrá el decomiso de cualquier otro 
bien del condenado por un valor equivalente o, de no ser ello posible, dispondrá que 
aquel pague una multa de idéntico valor. 


Artículo 52. (Decomiso de pleno derecho).- Sin perjuicio de lo expresado, el tribunal 
penal competente, en cualquier etapa del proceso en la que el indagado o imputado no 
fuera habido, librará la orden de prisión respectiva, y transcurridos seis meses sin que 
haya variado la situación caducará todo derecho que el mismo pueda tener sobre los 
bienes, productos, instrumentos, fondos, activos, recursos o medios económicos que 
se hubiesen cautelarmente incautado, operando el decomiso de pleno derecho. 


En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la inmovilización 
de activos al amparo de lo edictado por el artículo 24 de la presente ley, si sus titulares 
no ofrecieran prueba de que los mismos tienen un origen diverso a los delitos previstos 
en los artículos 30 a 33 de esta ley o a las actividades delictivas precedentes 
establecidas en el artículo 34 de la presente ley en un plazo de seis meses, caducará 
todo derecho que pudieran tener sobre los fondos inmovilizados, operando el 
decomiso de pleno derecho. 
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En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la incautación de 
fondos o valores no declarados, al amparo de lo edictado por el artículo 29 de la 
presente ley, si sus titulares no ofrecieran prueba de que los mismos tienen un origen 
diverso a los delitos previstos en los artículos 30 a 33 de esta ley o a las actividades 
delictivas precedentes establecidas en el artículo 34 de la presente ley en un plazo de 
seis meses, caducará todo derecho que pudieran tener sobre los fondos inmovilizados, 
operando el decomiso de pleno derecho. 


En los casos en que se produjere el hallazgo de bienes, productos, instrumentos, 
fondos, activos, recursos o medios económicos provenientes de los delitos tipificados 
en los artículos 30 a 33 de la presente ley o de las actividades delictivas precedentes 
establecidas en el artículo 34 de la presente ley, si en el plazo de seis meses no 
compareciere ningún interesado, operará el decomiso de pleno derecho. 


También operará el decomiso de pleno derecho de los bienes que hubiesen sido 
objeto de medidas cautelares y cuya titularidad no correspondiera a ninguno de los 
imputados en la causa o del producto de su enajenación anticipada, si en un plazo de 
seis meses contados a partir de la notificación de la medida a las personas físicas o 
jurídicas afectadas no se hubiesen deducido las tercerías correspondientes. 


Artículo 53. (Ámbito subjetivo).- El decomiso puede alcanzar los bienes enumerados 
en los artículos anteriores de los que el condenado, por alguno de los delitos previstos 
en los artículos 30 a 33 o de las actividades delictivas precedentes establecidas en el 
artículo 34 de la presente ley, sea el beneficiario final y respecto de cuya ilegítima 
procedencia no haya aportado una justificación capaz de contradecir los indicios 
recogidos en la acusación, siempre que el valor de los mencionados bienes sea 
desproporcionado respecto de la actividad lícita que desarrolle y haya declarado. 
Podrán ser objeto de decomiso el dinero, bienes, fondos, activos, recursos, medios 
económicos y los demás efectos adquiridos en un momento anterior a aquél en que se 
ha desarrollado la actividad delictiva del reo, siempre que el tribunal penal competente 
disponga de elementos de hecho aptos para justificar una conexión razonable con la 
misma actividad delictiva. 


A los fines del decomiso se considerará al condenado por los delitos previstos en los 
artículos 30 a 33 o las actividades delictivas precedentes establecidas en el artículo 34 
de la presente ley, beneficiario final de los bienes, aun cuando figuren a nombre de 
terceros o de cualquier otro modo posea, a través de persona física o jurídica 
intermedia. 


La determinación y el alcance objetivo y subjetivo del decomiso serán resueltos por 
el tribunal penal competente. 


Artículo 54. (Fallecimiento del procesado).- En el caso de fallecimiento del procesado 
los bienes que hayan sido incautados serán decomisados cuando se pudiera 
comprobar la ¡licitud de su origen o del hecho material al que estuvieran vinculados, 
sin necesidad de condena penal. 


Artículo 55. (Terceros de buena fe).- Lo dispuesto en los artículos 43 a 54 de la 
presente ley regirá sin perjuicio de los derechos de los terceros de buena fe. 


Artículo 56, (Alegación de un interés legiítimo).- Todos los que alegaren tener un 
interés legítimo sobre los bienes, productos o instrumentos podrán comparecer ante el 
tribunal de la causa, el que los escuchará en audiencia de conformidad con los 
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principios del debido proceso legal, con noticia de la defensa en su caso y del 
Ministerio Público, los que podrán comparecer en ese acto. 


Artículo 57. (Devolución al tercero de buena fe).- El tribunal penal competente 
deberá disponer la devolución al tercerista de los bienes, productos o instrumentos 
correspondientes cuando a su juicio resulte acreditada su buena fe. 


Artículo 58. (Devolución de bienes).- Si el tribunal penal competente tuviere 
elementos de convicción suficiente de que los bienes, productos o instrumentos 
incautados correspondieran a un tercero que hubiere resultado perjudicado como 
consecuencia de la comisión de los delitos previstos en los artículos 30 a 33 de la 
presente ley o de las actividades delictivas precedentes establecidas en el artículo 34 
de la presente ley o correspondieran a la víctima de uno de estos delitos no se 
procederá al decomiso, debiendo devolverse los bienes a su titular. 


Artículo 59. (Titularidad y destino de los bienes decomisados).- Toda vez que se 
decomisen bienes, productos o instrumentos conforme con lo dispuesto en la presente 
ley, que no deban ser destruidos ni resulten perjudiciales para la población, el tribunal 
de la causa los pondrá a disposición de la Junta Nacional de Drogas, que tendrá la 
titularidad y disponibilidad de los mismos. 


Como regla general, tales bienes, productos o instrumentos serán enajenados 
mediante remate o cualquier otro medio que asegure la transparencia de la operación, 
a menos que por su naturaleza ello no resulte posible o se justifique en forma expresa 
la conveniencia u oportunidad de su conservación. 


El destino de los fondos y de los bienes que se hubiesen conservado se determinará 
por la Junta Nacional de Drogas, previo informe fundamentado de la Secretaría 
Nacional de Drogas y de la Secretaría Nacional para la Lucha contra el Lavado de 
Activos y el Financiamiento del Terrorismo, pudiendo: 


Asignar bienes que se hubiesen conservado para uso oficial, en los programas y 
proyectos vinculados a la prevención o represión en materia de drogas, lavado de 
activos o financiamiento del terrorismo. 


A 


= 


Transferir los bienes que se hubiesen conservado o el producido de su 
enajenación, a cualquier entidad pública que haya participado directa o 
indirectamente en su incautación o en la coordinación de programas de 
prevención o represión en materia de drogas, lavado de activos o financiamiento 
del terrorismo. 


= 


Transferir los bienes, productos o instrumentos que se hubiesen conservado, o el 
producto de su venta, a cualquier entidad pública o privada dedicada a la 
prevención del uso indebido de drogas, el tratamiento, la rehabilitación y la 
reinserción social de los afectados por el consumo. 


Cc 


— 


La Secretaría Nacional de Drogas solicitará al Ministerio de Economía y Finanzas el 
refuerzo de los créditos presupuestales asignados, en función de las recaudaciones 
reales producidas por estos conceptos. Los refuerzos solicitados podrán tener destino 
tanto para gastos de funcionamiento como de inversión. 
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Artículo 60. (Reparto de bienes decomisados).- Será prioritaria la cooperación con 
otros Estados para lograr el recupero de los bienes involucrados en los delitos de 
crimen organizado trasnacional. El país podrá suscribir acuerdos de reparto de bienes 
decomisados producto de dichos delitos. 


A los fines de la repartición de los bienes recuperados en cada caso se considerarán 
su naturaleza e importancia, así como la complejidad y la efectividad de la cooperación 
prestada por cada uno de los Estados participantes en la recuperación. 


CAPÍTULO VIII 
TÉCNICAS ESPECIALES DE INVESTIGACIÓN 


Artículo 61. (Entrega vigilada).- Con fines de investigación, a requerimiento del 
Ministerio Público, el tribunal penal competente podrá autorizar la circulación y entrega 
vigilada de dinero en efectivo, metales preciosos u otros instrumentos monetarios, 
sustancias tóxicas, estupefacientes, psicotrópicos, precursores u otra sustancia 
prohibida, o cualquier otro bien que pueda ser objeto de un delito que sea de 
competencia de los Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen 
Organizado, por resolución fundada, bajo la más estricta reserva y confidencialidad. 


Para adoptar estas medidas el tribunal deberá tener en cuenta en cada caso 
concreto su necesidad a los fines de la investigación, según la importancia del delito, 
las posibilidades de vigilancia y el objetivo de mejor y más eficaz cooperación 
internacional. 


Por entrega vigilada se entiende la técnica de permitir que remesas ilícitas o 
sospechosas de los bienes o sustancias detalladas en el inciso primero entren, 
transiten o salgan del territorio nacional, con el conocimiento y bajo la supervisión de 
las autoridades competentes, con el propósito de identificar a las personas y 
organizaciones involucradas en la comisión de los delitos referidos o con el de prestar 
auxilio a autoridades extranjeras con ese mismo fin. 


Las remesas ilícitas cuya entrega vigilada se haya acordado podrán ser 
interceptadas y autorizadas a proseguir intactas o habiéndose retirado o sustituido 
total o parcialmente las sustancias ilícitas que contengan. 


Artículo 62. (Vigilancias electrónicas).- En la investigación de cualesquiera de los 
delitos previstos en los artículos 30 a 33 de la presente ley y de las actividades 
delictivas precedentes establecidas en el artículo 34 de la presente ley, se podrán 
utilizar todos los medios tecnológicos disponibles a fin de facilitar su esclarecimiento. 


La ejecución de las vigilancias electrónicas será ordenada por el tribunal de la 
investigación a requerimiento del Ministerio Público. El desarrollo y la colección de la 
prueba deberán verificarse bajo la supervisión del tribunal penal competente. El 
tribunal penal competente será el encargado de la selección del material destinado a 
ser utilizado en la causa y la del que descartará por no referirse al objeto probatorio. 


El resultado de las pruebas deberá transcribirse en actas certificadas a fin de que 
puedan ser incorporadas al proceso y el tribunal está obligado a la conservación y 
custodia de los soportes electrónicos que las contienen, hasta el cumplimiento de la 
condena. 
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Una vez designada la defensa del intimado, las actuaciones procesales serán 
puestas a disposición de la misma para su control y análisis, debiéndose someter el 
material al indagado para el reconocimiento de voces e imágenes. 


Quedan expresamente excluidas del objeto de estas medidas las comunicaciones 
que mantenga el indagado con su defensor, en el ejercicio del derecho de defensa y 
las que versen sobre cuestiones que no tengan relación con el objeto de la 
investigación. 


La Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones podrá aplicar las sanciones 
enumeradas en el artículo 89 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, a 
aquellos operadores de servicios de telecomunicaciones que dificulten o impidan la 
ejecución de este tipo de vigilancias, dispuestas por la justicia competente. 


Artículo 63. (Del colaborador).- El Ministerio Público, en cualquier etapa del proceso 
penal, podrá acordar con una persona que haya incurrido en delitos que sean 
competencia de los Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen 
Organizado la reducción de la pena a recaer hasta la mitad del mínimo y del máximo o 
aun no formular requisitoria según la circunstancia del caso, si: 


Revelare la identidad de autores, coautores, cómplices o encubridores de los 
hechos investigados o de otros conexos, proporcionando datos suficientes que 
permitan el procesamiento de los sindicados o la resolución definitiva del caso o 
un significativo progreso de la investigación. 


A) 


Aportare información que permita incautar materias primas, estupefacientes, 
dinero, sustancias inflamables o explosivas, armas o cualquier otro objeto o 
elemento que pueda servir para la comisión de delitos, planificarlos e incluso 
recuperar objetos o bienes procedentes de los mismos. 


B) 


A los fines de la exención de pena se valorará especialmente la información que 
permita desbaratar una organización, grupo o banda dedicada a la actividad delictiva 
de referencia. 


La reducción o exención de pena no procederá respecto de la pena de inhabilitación. 


Será condición necesaria para la aplicación de la presente ley que el colaborador 
abandone la actividad delictiva o la asociación ilícita a la que pertenece. 


La declaración del colaborador deberá prestarse dentro de los ciento ochenta días 
en que manifestó su voluntad de acogerse al beneficio. En esa declaración el 
colaborador deberá revelar toda la información que posea para la reconstrucción de 
los hechos y la individualización y captura de los autores. 


Artículo 64. (Agentes encubiertos).- A solicitud del Ministerio Público y con la 
finalidad de investigar los delitos que ingresan en la órbita de su competencia, los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado 
podrán, mediante resolución fundada, autorizar a funcionarios públicos a actuar bajo 
identidad supuesta y a adquirir y transportar objetos, efectos e instrumentos de delito y 
diferir la incautación de los mismos. La identidad supuesta será otorgada por el 
Ministerio del Interior por el plazo de seis meses prorrogables por períodos de igual 
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duración, quedando legítimamente habilitados para actuar en todo lo relacionado con 
la investigación concreta y a participar en el tráfico jurídico y social bajo tal identidad. 


La resolución por la que se acuerde deberá consignar el nombre verdadero del 
agente y la identidad supuesta con la que actuará en el caso concreto. La resolución 
será reservada y deberá conservarse fuera de las actuaciones con la debida 
seguridad. 


La información que vaya obteniendo el agente encubierto deberá ser puesta a la 
mayor brevedad posible en conocimiento de quien autorizó la investigación. Asimismo, 
dicha información deberá aportarse al proceso en su integridad y se valorará por el 
tribunal penal competente. 


Los funcionarios públicos que hubieran actuado en una investigación con identidad 
falsa, de conformidad a lo previsto en el inciso precedente, podrán mantener dicha 
identidad cuando testifiquen en el proceso que pudiera derivarse de los hechos en que 
hubieran intervenido y siempre que se acuerde mediante resolución judicial motivada, 
siéndoles de aplicación lo previsto en los artículos 65 a 67 de la presente ley. Ningún 
funcionario público podrá ser obligado a actuar como agente encubierto. 


Cuando la actuación del agente encubierto pueda afectar derechos fundamentales 
como la intimidad, el domicilio o la inviolabilidad de las comunicaciones entre 
particulares, el agente encubierto deberá solicitar al tribunal penal competente la 
autorización que al respecto establezca la Constitución de la República y la ley, así 
como cumplir con las demás previsiones legales aplicables. El agente encubierto 
quedará exento de responsabilidad criminal por aquellas actuaciones que sean 
consecuencia necesaria del desarrollo de la investigación, siempre que guarden la 
debida proporcionalidad con la finalidad de la misma y no constituyan una provocación 
al delito. Para poder proceder penalmente contra el mismo por las actuaciones 
realizadas a los fines de la investigación, el tribunal competente para conocer en la 
causa, tan pronto como tenga conocimiento de la actuación de algún agente 
encubierto en la misma, requerirá informe relativo a tal circunstancia de quien hubiere 
autorizado la identidad supuesta, en atención al cual resolverá lo que a su criterio 
proceda. 


Artículo 65. (Protección de víctimas, testigos y colaboradores).- Los testigos, las 
víctimas cuando actúen como tales, los peritos y los colaboradores en los procesos de 
competencia de los Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen 
Organizado podrán ser sometidos a medidas de protección cuando existan sospechas 
fundadas de que corre grave riesgo su vida o integridad física tanto de ellos como de 
sus familiares. 


Las medidas de protección serán las siguientes: 
A) La protección física de esas personas a cargo de la autoridad policial. 


Utilización de mecanismos que impidan su identificación visual por parte de 
B) terceros ajenos al proceso cuando debe comparecer a cualquier diligencia de 
prueba. 


Que sea citado de manera reservada, conducido en vehículo oficial y que se 


C) establezca una zona de exclusión para recibir su declaración. 


165-C.S. 


166-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Prohibición de toma de fotografías o registración y divulgación de su imagen 


a tanto por particulares como por los medios de comunicación. 


== 


E) Posibilidad de recibir su testimonio por medios audiovisuales u otras tecnologías 
adecuadas. 

La reubicación, el uso de otro nombre y el otorgamiento de nuevos documentos 

de identidad debiendo la Dirección Nacional de Identificación Civil adoptar todos 

los resguardos necesarios para asegurar el carácter secreto de estas medidas. 


F 


— 


6) Prohibición total o parcial de revelar información acerca de su identidad o 
paradero. 
Asistencia económica en casos de reubicación la que será provista con cargo al 


H) artículo 464, numeral 3) de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 


Las medidas de protección descriptas en el inciso anterior serán adoptadas por el 
tribunal penal competente a solicitud del Ministerio Público o a petición de la víctima, 
testigo, perito o colaborador y serán extensibles a los familiares y demás personas 
cercanas que la resolución judicial determine. 


Podrán celebrarse acuerdos con otros Estados a los efectos de la reubicación de 
víctimas, testigos o colaboradores. 


Las resoluciones que se adopten en cumplimiento de los incisos anteriores tendrán 
carácter secreto y se estamparán en expediente separado que quedará en custodia 
del actuario del Juzgado. 


Artículo 66. (Revelación de medidas).- El funcionario público que, en razón o en 
ocasión de su cargo, revele las medidas de protección de naturaleza secreta, la 
ubicación de las personas reubicadas o la identidad en aquellos casos en que se haya 
autorizado el uso de una nueva será castigado con pena de dos a seis años de 
penitenciaria e inhabilitación absoluta de dos a diez años. 


Artículo 67. (Influencia en la actuación).- El que utilizare violencia o intimidación con 
la finalidad de influir directa o indirectamente en quien sea denunciante, parte o 
imputado, abogado, procurador, perito, intérprete o testigo para que modifique su 
actuación en el proceso o incumpla sus obligaciones con la Justicia, será castigado 
con la pena de doce meses de prisión a cuatro años de penitenciaria. Si el autor del 
hecho alcanzara su objetivo se aplicarán las reglas de la coparticipación criminal, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 60 numeral 2* del Código Penal. 


La realización de cualquier acto atentatorio contra la vida, integridad, libertad, 
libertad sexual o bienes, como represalia de aquel que haya utilizado la violencia o 
intimidación con la finalidad de influir directa o indirectamente del modo previsto en el 
inciso primero, se considerará agravante del delito respectivo y la pena del mismo se 
aumentará en un tercio en su mínimo y su máximo. 


CAPÍTULO IX 


DE LA COOPERACIÓN JURÍDICA PENAL INTERNACIONAL 
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Artículo 68. (Solicitudes provenientes de autoridades extranjeras).- Las solicitudes de 
cooperación jurídica penal internacional provenientes de autoridades extranjeras 
competentes de acuerdo a la ley del Estado requirente para la investigación o 
enjuiciamiento de los delitos previstos en los artículos 30 a 33 de la presente ley y de 
las actividades delictivas establecidas en el artículo 34 de la presente ley , que refieran 
al auxilio juridico de mero trámite, probatorio, cautelar o de inmovilización, 
confiscación, decomiso o transferencia de bienes, se recibirán y darán curso por la 
Dirección de Cooperación Jurídica Internacional y de Justicia del Ministerio de 
Educación y Cultura. Dicha Dirección, de conformidad con los tratados internacionales 
vigentes y normas de fuente nacional en la materia, remitirá directamente y sin 
demoras las respectivas solicitudes de cooperación jurídica penal internacional a las 
autoridades jurisdiccionales o administrativas con función jurisdiccional nacionales 
competentes, según los casos, para su diligenciamiento, de acuerdo al ordenamiento 
jurídico de la República. 


Artículo 69. (Requisitos formales de las solicitudes y documentación recibidas).- Las 
solicitudes de cooperación jurídica penal internacional y documentación anexa 
recibidas por la citada Dirección vía diplomática, consular o directamente, quedarán 
eximidas del requisito de legalización y deberán ser acompañadas, en su caso, de la 
respectiva traducción al idioma español. 


Artículo 70. (Diligenciamiento de la solicitud)- Los tribunales nacionales 
competentes para la prestación de la cooperación jurídica penal internacional 
solicitada la diligenciarán de oficio con intervención del Ministerio Público de acuerdo a 
las leyes de la República y verificarán: 


A) Que la solicitud sea presentada debidamente fundada. 


B) Que la misma identifique la autoridad extranjera competente requirente 
proporcionando nombre y dirección. 
Que, cuando corresponda, sea acompañada de traducción al idioma español de 


c) acuerdo a la legislación nacional en la materia. 


Artículo 71. (Doble incriminación).- En los casos de cooperación jurídica penal 
internacional, la misma se prestará por los tribunales nacionales, debiéndose examinar 
por el Juez, si la conducta que motiva la investigación, enjuiciamiento o procedimiento, 
en el Estado requirente, constituye o no delito, conforme al derecho nacional. 


Artículo 72. (Situaciones especiales).- En los casos de solicitudes de cooperación 
jurídica penal internacional relativas a registros, levantamiento del secreto bancario, 
embargo, secuestro y entrega de cualquier objeto, comprendidos, entre otros, 
documentos, antecedentes o efectos, el tribunal nacional actuante diligenciará la 
solicitud si determinara que la misma contiene toda la información que justifique la 
medida solicitada. Dicha medida se someterá a la ley procesal y sustantiva de la 
República. 


Artículo 73, (Rechazo de las solicitudes).- Las solicitudes de cooperación jurídica 
penal internacional podrán ser rechazadas por los tribunales nacionales encargados 
de su diligenciamiento, cuando concluyan que las mismas afectan en forma grave, 
concreta y manifiesta el orden público, así como la seguridad u otros intereses 
esenciales de la República. 
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ículo 74. (Prohibición de actuaciones).- Las autoridades o particulares 
pertenecientes a los Estados requirentes de cooperación no podrán llevar a cabo en el 
territorio de la República actuaciones que, conforme a la legislación nacional, sean de 
competencia de las autoridades del país. 


Artículo 75. (Datos insuficientes o confusos).- Cuando los datos necesarios para el 
cumplimiento de la solicitud de cooperación jurídica penal internacional sean 
insuficientes o confusos, el tribunal actuante podrá requerir la ampliación o aclaración 
de los mismos a la autoridad extranjera requirente vía Dirección de Cooperación 
Jurídica Internacional y de Justicia, la que trasmitirá de forma urgente la solicitud de 
ampliación o aclaración. En los casos en que la solicitud de cooperación penal 
internacional no se cumpla en todo o en parte, este hecho, así como las razones que 
motivaran su incumplimiento, serán comunicados de inmediato por el tribunal actuante 
a la autoridad extranjera requirente a través de la precitada Dirección del Ministerio de 
Educación y Cultura. 


Artículo 75. (Extradición).- Sin perjuicio de lo establecido por el literal A) del 
artículo 32 del Código del Proceso Penal, procederá la extradición de los delitos 
establecidos en los artículos 30 a 33 de la presente ley y las actividades delictivas 
precedentes señalados en el artículo 34 de la presente ley. 


Artículo 77. (Regulación de eventuales responsabilidades).- La legislación intema de 
la República será la encargada de regular eventuales responsabilidades por daños 
que pudieran emerger de actos de sus autoridades en ocasión de la prestación de 
cooperación penal internacional requerida por autoridades extranjeras. La República 
Oriental del Uruguay se reserva el derecho de repetir contra los Estados requirentes 
por eventuales indemnizaciones que pudieren emanar del diligenciamiento de solicitud 
de cooperación jurídica penal internacional. 


El pedido de cooperación jurídica penal internacional formulado por una autoridad 
extranjera importará el conocimiento y aceptación por dicha autoridad de los principios 
enunciados en los incisos precedentes, todo lo cual se hará saber a la requirente, por 
la mencionada Dirección de Cooperación del Ministerio de Educación y Cultura, una 
vez recepcionado por esta última el respectivo pedido de cooperación. 


Artículo 78. (Remisiones).- Las remisiones a la Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 
2004, en la redacción dada por la Ley N” 18.494, de 5 de junio de 2009 y sus 
modificativas en materia de control y prevención de lavado de activos, se entenderán 
hechas a la presente ley. 


Artículo 79. (Derogaciones).- Deróganse los artículos 54, 55, 56, 57, 62 y 63 del 
Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, en las redacciones dadas por las 
Leyes N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, N* 18.494, de 05 de junio de 2009 y 
N* 19.149, de 24 de octubre de 2013, los artículos 4%, 5%, 13 y 20 de la Ley N* 17.835, 
de 23 de setiembre de 2004, los artículos 1%, 2%, 3% 6%, 7%, 8%, 9* y 19 de la Ley N* 
17.835, de 23 de setiembre de 2004, en las redacciones dadas por las Leyes N” 
18.494, de 05 de junio de 2009, N* 18.914, de 22 de junio de 2012 y N* 19.355, de 19 
de diciembre de 2015, artículos 5%, 6%, 7%, 8% 9,9 10 y 11 de la Ley N* 18,494, de 05 de 
junio de 2009, los artículos 2% y 3” de la Ley N* 18.914, de 22 de junio de 2012, el 
artículo 49 de la Ley N* 19.149, de 24 de octubre de 2013 y todas las normas que se 
opongan a la presente ley. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Carrera. 


SEÑOR CARRERA.- Como decía la señora presiden- 
ta, el proyecto de ley a consideración del Cuerpo consiste 
en una serie de reformas parciales y modificaciones al Có- 
digo del Proceso Penal. 


En primer lugar, señora presidenta, me gustaría des- 
tacar el compromiso y la diligencia con la cual trabaja- 
mos en la Comisión de Constitución y Legislación de este 
Cuerpo. 


Se realizaron modificaciones al proyecto de ley origi- 
nal, así como también nuevos aportes, pero en líneas gene- 
rales —-me parece muy importante destacarlo y decirlo— se 
respetan los elementos inspiradores que en su momento 
fueron remitidos en el anteproyecto a consideración del 
Poder Ejecutivo. 


Asimismo, señora presidenta, quiero manifestar que 
considero que estamos realizando un gran aporte, con un 
conjunto de ajustes necesarios en el nuevo proceso penal. 


Al detallar el proyecto de ley en consideración, me 
gustaría tratar de dividirlo en cuatro dimensiones para que 
se puedan entender. 


La primera dimensión de estas modificaciones que 
queremos llevar adelante refiere a la relación entre la Po- 
licía y la Fiscalía General de la Nación. Podríamos deno- 
minar esto como una dimensión operativa. En estas mo- 
dificaciones se busca poner negro sobre blanco respecto a 
los cometidos y a las competencias de la policía y de los 
fiscales. 


Por ejemplo, en el artículo 1. que tenemos a estudio 
se busca dejar en claro que la Policía nacional, la Prefec- 
tura Nacional Naval, la Policía Aérea Nacional y otras 
que cumplen funciones de policía actúan como auxilia- 
res del ministerio público en todo lo relativo a las tareas 
de investigación que se deben llevar a cabo. Considero 
que es muy importante dejar claro que si bien estos po- 
licías tienen una función administrativa, también tienen 
otra que es actuar como auxiliares de la Justicia. Por lo 
tanto, en el artículo 1. se modifica el artículo 49.1, con 
esa lógica que señalaba. 


Por su parte, en el artículo 2.” se establece claramente 
que la dirección del ministerio público es a los solos efec- 
tos de la investigación criminal y que la policía actúa bajo 
el rol de auxiliar de dicho ministerio. Anteriormente, este 
artículo decía que el ministerio público podía establecer 
directivas generales, pero no quedaba clara esa distinción 
que debemos hacer cuando la policía actúa en función ad- 
ministrativa o como auxiliar de la Justicia. Por lo tanto, en 
el artículo 50.1 se agrega lo siguiente: «A los solos efectos 
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de la investigación criminal y en su rol de auxiliares del 
Ministerio Público», con la intención de dejar claro que los 
fiscales solo pueden dictar instrucciones en lo relacionado 
con la investigación criminal y que allí sí son directores 
de ese proceso. 


El artículo 3. modifica el artículo 53 del Código del 
Proceso Penal, que refiere a las actuaciones de la autoridad 
administrativa sin orden previa. Aquí me parece funda- 
mental hacer hincapié en la incorporación del literal a), 
que dispone que la policía debe cumplir con las fases del 
accionar policial, que son la observación, la prevención, 
la disuasión y, excepcionalmente, la represión, según los 
términos establecidos en la Ley n.* 18315, de Procedimien- 
to Policial. Entiendo que es importante destacarlo y me 
gustaría mencionarlo, porque en este proyecto de ley que 
tenemos en consideración se está haciendo una remisión a 
la Ley de Procedimiento Policial, que en su artículo 3.* ha- 
bla de las diferentes fases de la actuación policial. Una de 
ellas es la observación y refiere a todas las tareas que pue- 
de desarrollar la policía sin necesidad de una orden previa 
del ministerio público. La observación es la acción poli- 
cial de vigilancia pasiva que tiene por finalidad detectar, 
analizar, procesar y utilizar información sobre situaciones 
que eventualmente puedan constituir actividades presun- 
tamente ilícitas. La prevención policial es el conjunto de 
medidas técnico-operativas que permiten incidir en forma 
temprana sobre los factores que favorecen la violencia in- 
terpersonal y social y constituyen delitos. La disuasión es 
la acción policial de vigilancia activa que ejerce la policía 
cuando ya se ha instalado una situación que afecta la se- 
guridad ciudadana. La represión es la acción policial que 
implica el uso de la fuerza física, las armas de fuego o de 
cualquier otro medio material de forma racional, progresi- 
va y proporcional. Por último, una vez consumada la fase 
represiva, se dispone que el uso de la fuerza debe cesar de 
inmediato. 


Reitero: considero que es muy importante destacar 
esto, porque luego de la sanción de esta norma que esta- 
mos modificando existían dudas sobre la vigencia o no de 
la ley de procedimiento policial. Por lo tanto, me parece 
muy importante este nuevo literal a) del artículo 53, por- 
que remite a la ley mencionada, y deja claro que sigue vi- 
gente. Entonces, estos artículos son de suma importancia 
y representan un gran aporte de parte de la Comisión de 
Constitución y Legislación. 


A su vez, se mejora la redacción del literal e) del 
artículo 53, que dice: «Identificar a los testigos y consignar 
las declaraciones que estos prestaren de acuerdo a lo dis- 
puesto en la ley». También se introduce una modificación 
en el g) que dice: «Efectuar las actuaciones que dispusiere 
la Ley n”. 18315, de 5 de julio de 2008 (Ley de Procedi- 
miento Policial) y otras normas legales y reglamentarias». 
Quiero poner énfasis en esto porque había algunas dudas 
con respecto a los cometidos de cada una de estas institu- 
ciones, y por eso es importante poner negro sobre blanco. 
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También hay otros artículos que introducen mejoras y 
marcan cómo debe ser el accionar de la policía cuando se 
encuentre bajo la orden del ministerio público, durante la 
investigación. En ese sentido, en el artículo 4., a la re- 
dacción enviada por el Poder Ejecutivo del artículo 54 de 
la Ley n. 19293 se agrega la palabra «inmediata» y en el 
artículo 5.” se mejora un poco el artículo 59 con relación al 
registro personal, vestimenta, equipaje y vehículo. 


Con respecto al artículo 6.”, que refiere al artículo 61, 
anuncio que la intención es que se desglose y vuelva a la 
comisión, posibilidad que manejamos con sus integrantes. 
Creo que es importante poner negro sobre blanco con rela- 
ción a cuáles son los cometidos de cada una de las institu- 
ciones, dejando clara la distinción entre la función policial 
administrativa y la de auxiliar de la Justicia. 


La segunda dimensión, señora presidenta, apunta al 
dictado de instrucciones generales en materia de política 
criminal y, en este sentido, en los artículos 8 y 9, se propo- 
nen algunas modificaciones de los artículos 223 y 224 en 
cuanto a la aplicación de medidas cautelares de privación 
de libertad. Los artículos 8 y 9 deben ser leídos en su con- 
junto, puesto que el artículo 9 establece una presunción 
de riesgo de fuga, ocultamiento, entorpecimiento de la 
investigación y de riesgo para la seguridad de la víctima 
o de la sociedad cuando el imputado posea la calidad de 
reiterante o reincidente, para ciertos delitos de gravedad. 
Debe quedar claro que no nos estamos refiriendo a cual- 
quier delito, sino a aquellos de gravedad como, por ejem- 
plo, la violación, el abuso sexual, la rapiña, el copamiento, 
el secuestro, el homicidio en sus diferentes agravantes, los 
delitos previstos en el Decreto Ley n.” 14294 —ley de nar- 
cotráfico—, cuando tuvieran penas mínimas de penitencia- 
ría y los delitos previstos en la ley de lavado de activos, 
también cuando tengan pena de penitenciaría. Esta mo- 
dificación también es importante y va en la lógica de lo 
que solicitaba el Poder Ejecutivo en el sentido de que en 
ciertas situaciones de gravedad los operadores judiciales, 
en este caso el fiscal, respetando las lógicas del proceso 
acusatorio, tenga que solicitar la medida cautelar privativa 
de libertad. 


Dentro de esta lógica del dictado de instrucciones ge- 
nerales en materia de política criminal, en el artículo 10 
se hacen algunas modificaciones al proceso abreviado, 
que es nuevo. Allí diría que las modificaciones centrales 
están en los artículos 273.4 y 273.7, relativos a la partici- 
pación de la víctima. Creemos que es sumamente impor- 
tante que la víctima sea escuchada en el proceso, antes 
de homologar el acuerdo entre el fiscal y el imputado. 
Esto se dispone en el artículo 273.4 y, a su vez, el artículo 
273.7 refiere a que si la víctima no participó en ese pro- 
ceso se la notifique para que tenga conocimiento de lo 
sucedido, como forma de controlar este nuevo instituto 
de los procesos abreviados. 


La otra modificación que se está proponiendo es en el 
artículo 273.5, que refiere al cumplimiento efectivo de los 
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acuerdos. La lógica del proceso abreviado es por un tema 
de economía procesal; luego que el imputado reconoce ha- 
ber cometido el delito, se le abre la posibilidad de que el 
fiscal pueda ofrecerle una disminución de la pena en base 
aese reconocimiento. Lo que estamos proponiendo es que, 
luego de que ese acuerdo sea celebrado —por eso hablamos 
de cumplimiento efectivo del acuerdo—, el imputado deba 
cumplir de manera efectiva y en todos sus términos con el 
acuerdo alcanzado con la fiscalía. Quiere decir que luego 
de que se da esta situación, no entran en juego los benefi- 
cios de las libertades, tales como la libertad anticipada u 
otro tipo de libertades. 


A su vez, en el artículo 273.6 se propone que, para cier- 
to tipo de delitos, en el caso de que se aplique el proceso 
abreviado, se cumplan los mínimos previstos en la propia 
ley. Los delitos mencionados son: violación, abuso sexual 
—en sus diferentes modalidades—, atentado violento al pu- 
dor y el homicidio a título de dolo directo. 


Creemos que son aportes muy importantes que se ha- 
cen al proceso abreviado, que ha merecido muchísimas 
críticas por parte de la sociedad en su conjunto. 


Finalmente, en los artículos 11 y 12 se propone una 
serie de limitaciones al instituto de la libertad anticipada 
por la comisión de ciertos delitos de gravedad, así como 
por la reiteración o la reincidencia de otros. 


En este sentido, se pretende que a ciertos imputados 
que cometen delitos de gravedad o son reincidentes se les 
aplique el cumplimiento efectivo de la pena, es decir, que 
cumplan efectivamente la pena con la que fueron conde- 
nados. 


Luego hay una tercera dimensión del proyecto de ley 
que apunta a promover ciertos cambios procesales. En 
este punto, ingresamos en la lógica de los aportes que se 
realizaron desde la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción. Así pues, se propone una pequeña reforma al pro- 
cedimiento de declaración de inconstitucionalidad de las 
leyes. De esta manera se consagra que la suspensión del 
procedimiento puede darse solo después de que el tribunal 
actuante se haya pronunciado sobre la adopción de medi- 
das cautelares. Esta modificación pretende solucionar una 
serie de problemas ocurridos. 


Como todos sabemos, nuestra Constitución prevé que, 
al momento en que se interpone un recurso de acción de 
inconstitucionalidad, los procedimientos se suspendan. A 
partir de una propuesta formulada por los señores senado- 
res Bordaberry y Payssé, se busca establecer que exista la 
posibilidad de adoptar medidas cautelares para preservar 
a la víctima y a la sociedad, que no haya riesgo de fuga o 
entorpecimiento del proceso. 


Realmente consideramos que este es un gran aporte 
realizado por la comisión para solucionar un tema que 
ha sido muy debatido en estos días. Además, esta solu- 
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ción va en consonancia con una sentencia de declaración 
de inconstitucionalidad dictada por la Suprema Corte de 
Justicia en la que se establece que existe la posibilidad de 
adopción de medidas cautelares en un proceso de incons- 
titucionalidad. 


Otro de los aportes introducidos tiene que ver con que 
el tribunal pueda dictar diligencias para mejor proveer. 
Dado que ya están previstas para el proceso civil, no nos 
parecía lógico que no estuvieran previstas también para el 
ámbito del proceso penal. En el ámbito del proceso civil, 
donde están en juego los intereses y los derechos privados, 
el juez puede adoptar diligencias para mejor proveer. Pero, 
como aquí está en juego el interés y el derecho público, 
consideramos razonable que el tribunal pueda adoptarlas. 
Esta propuesta también va en consonancia con la intención 
de que no vuelvan a ocurrirnos situaciones desgraciadas, 
como las que sucedieron en estos meses, ya que no pudo 
cumplirse efectivamente con principios básicos, como la 
búsqueda de la verdad material y la búsqueda de la justicia 
en nuestra sociedad. 


Además, también se propone una leve modificación al 
artículo 341 del Código del Proceso Penal, que establece 
que la designación de apoderado abogado por parte de Es- 
tados extranjeros no es una obligación sino una potestad 
del Estado. Esta modificación se realizó a solicitud del mi- 
nistro de Relaciones Exteriores ya que en los tratados de 
extradición vigentes no existe esta obligación, sino que es 
una potestad. Es por esa razón que se incluye esta modi- 
ficación. 


Por último, señora presidenta, hoy presentamos a la 
Mesa tres aditivos que son de conocimiento de todos los 
integrantes de la Comisión de Constitución y Legislación 
y existe acuerdo al respecto. 


El primero de ellos refiere al plazo máximo de priva- 
ción de libertad en la extradición regida por el nuevo Có- 
digo del Proceso Penal. Se interpreta que el proceso de ex- 
tradición en el código que estamos modificando no podría 
ser superior a ciento veinte días. Y si bien es deseable que 
el proceso de extradición finalice en ciento veinte días, no 
se contemplan las diferentes incidencias que podrá tener el 
proceso de extradición. Con este escenario, siendo la esen- 
cia de la extradición la cooperación entre los Estados para 
precaver la fuga del extraditable, proponemos un artículo 
sustitutivo para modificar el artículo 339.3 dejando en 
claro que la persona requerida no podrá estar privada de 
libertad por un plazo superior a dos años, sin perjuicio de 
otras medidas cautelares. 


Es de hacer notar que la única modificación tiene que 
ver con pasar de ciento veinte días a dos años, con la lógica 
del nuevo Código del Proceso Penal en el que se establece 
que la prisión preventiva no puede ser superior a dos años. 


En el caso del segundo aditivo, se quiere dejar en claro 
la duración de la prisión preventiva y que la lógica esta- 
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blecida en el artículo 235 se dispone para este Código del 
Proceso Penal y no para el de la Ley n.* 15032. Este aditi- 
vo establece que ese plazo de dos años regirá únicamente 
para el nuevo Código del Proceso Penal, ya que el institu- 
to de la prisión preventiva cumple funciones totalmente 
diferentes entre este y el código anterior. Por esa razón, 
proponemos un sustitutivo para el artículo 235.1, que en 
realidad contiene la misma redacción del artículo anterior, 
ya que solo se modifica el acápite, que pasa a ser: «En los 
procesos regidos por este Código, cesará la prisión pre- 
ventiva cuando:» y luego continúa con todas las hipótesis. 


En el tercer artículo aditivo que presentamos, en acuer- 
do con los miembros de la Comisión de Constitución y 
Legislación, se propone la creación de una comisión de 
implementación de la reforma procesal penal. Con este 
artículo, desde el Parlamento y desde la comisión, pro- 
curamos el fortalecimiento y el buen funcionamiento del 
sistema procesal penal. La idea es la realización de un se- 
guimiento y una evaluación, mediante la acción manco- 
munada de las tres instituciones. 


Si bien esto debería haberse previsto oportunamen- 
te, creemos que la creación de esta comisión es un gran 
aporte realizado por los integrantes de la Comisión de 
Constitución y Legislación pues, de esta forma, volverá 
a vehiculizarse el trabajo y la Asamblea General recibirá 
información cada seis meses para que tengamos conoci- 
miento, de primera mano, de cómo se va desarrollando el 
nuevo Código del Proceso Penal. 

SEÑORA PAYSSÉ.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SENOR CARRERA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir la seño- 
ra senadora Payssé. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Gracias, señora presidenta; gra- 
cias, señor senador. 


El miembro informante entró de lleno en la explicación 
del proyecto de ley, pero a mí me parece importante tam- 
bién contextualizar por qué hoy estamos analizando este 
proyecto. Lo estamos haciendo porque el sistema político 
oportunamente se puso de acuerdo y, si bien se había apro- 
bado el nuevo Código del Proceso Penal, no tenía fecha 
de comienzo de su implementación. Sé que puede haber 
voces que digan que avisaron que no era el momento opor- 
tuno, pero el sistema político, junto con el Poder Ejecutivo, 
determinó primero la fecha 31 de julio para comenzar a 
implementarlo. Y luego, también en acuerdo con el siste- 
ma político, se decidió la postergación para que su aplica- 
ción se iniciara el 1. de noviembre. 


Así fue que se llegó a ese acuerdo, que tuvo una 
fortaleza importante porque, de hecho, ya no existían 
más demoras para echar a andar este nuevo proceso que 
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—reitero—, como proceso penal es revolucionario, sobre todo, 
en comparación con el atraso que tenía el sistema anterior. 


Estos acuerdos fueron responsabilidad del Poder Le- 
gislativo por cuanto —diría— casi que tuvimos una segun- 
da tanda de modificaciones previa a su aplicación, pero 
también lo son de todo el sistema y de los operadores que 
oportunamente estuvieron involucrados en el análisis y en 
su preparación, a efectos de asumir los cambios propues- 
tos, que, además de la formulación diferente de los juicios, 
trajo como consecuencia el deber de asumir nuevos roles. 


Es responsabilidad de los legisladores y legisladoras 
no solo ser fábricas de leyes, sino también ser custodios 
de su aplicación. A nadie escapa que hubo chisporroteos a 
nivel público e incluso en este ámbito —donde tuvo lugar 
una reflexión seria y responsable, como no podía ser de 
otra manera—, lo que nos llevó a convocar a la comisión del 
Senado a los propios operadores para que nos plantearan 
sus dificultades. Luego, en aras de la necesidad de reali- 
zar un seguimiento al nuevo sistema acusatorio, el Poder 
Ejecutivo nos hizo llegar una iniciativa que, como ya se 
explicó, fue trabajada y modificada en la comisión. El pro- 
pio presidente de la Suprema Corte de Justicia, el doctor 
Jorge Chediak, en su momento había formulado una espe- 
cie de disculpa pública por lo que podía ser la dificultad de 
la puesta en práctica del nuevo Código del Proceso Penal 
que, seguramente, arrojaría necesidades no solo legislati- 
vas relacionadas con alguna modificación, sino también 
con la adecuación de cada operador a su nuevo rol o res- 
ponsabilidad. 


Pienso que es nuestra responsabilidad hacernos car- 
go de esta circunstancia. Somos conscientes de que este 
proyecto de ley puede ser tildado de apresurado, pero, 
dado que a nivel parlamentario nos comprometimos a ha- 
cer una primera evaluación a partir del primer año de su 
aplicación, consideramos que no lo es, pues, como bien 
señaló el señor miembro informante, se han detectado 
algunos puntos que necesitan enmiendas de carácter 
legislativo. No podemos estar ajenos a ello, como tam- 
poco lo estamos en relación con el necesario ajuste en 
función de lo que podríamos denominar como chicanas 
o no— vinculadas a los recursos de inconstitucionalidad 
que oportunamente fueron interpuestos ante la Suprema 
Corte de Justicia. 


Finalizo la interrupción solicitada al señor senador 
Carrera —no es mi intención pedir otra— diciendo que el 
marco en el que estamos trabajando, a nuestro juicio, es un 
marco de responsabilidad legislativa y estas modificacio- 
nes que hoy planteamos no apuntan más que a demostrar 
que asumimos las responsabilidades en algunos temas que 
van a mejorar. No descartamos, sino, por el contrario, afir- 
mamos, que es imperioso mejorar también la gestión de 
cada uno de los operadores responsables de llevar adelante 
esta normativa. 


Muchas gracias. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Carrera. 


SEÑOR CARRERA.- Señora presidenta: tal como 
lo hice al comienzo de mi exposición, quiero destacar y 
agradecer el trabajo realizado en la Comisión de Consti- 
tución y Legislación, en la que están representados todos 
los partidos políticos que integran este Cuerpo, que tomó 
el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo y realizó 
aportes muy Importantes para que exista una buena apli- 
cación del Código del Proceso Penal. 


Era cuanto quería informar. 
SEÑOR MIERES.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MIERES.- Señora presidenta: comparto lo ex- 
presado por el señor senador Carrera en el sentido de que 
se realizó un trabajo muy serio e intenso, que contó con 
la mejor buena voluntad y diría generosidad de parte de 
todos para alcanzar las mejores soluciones para este pro- 
yecto de ley. 


A mi entender, debemos deslindar dos debates que, la- 
mentablemente, se están cruzando a nivel de la opinión 
pública. Uno de ellos —uno de los telones de fondo— es el 
incremento espeluznante de la inseguridad motivado por 
una lluvia de delitos que, en forma paralela al comienzo 
de la aplicación del Código del Proceso Penal, se instaló 
en nuestro país. A esta altura, los datos son brutales, tanto 
en lo que tiene que ver con los homicidios como con las 
rapiñas. Estamos hablando de un incremento de las rapi- 
ñas de un 50 % o más y de un 40 % de los homicidios en 
el primer semestre de este año. El drama es que el señor 
ministro del Interior, entre otros operadores, no ha tenido 
mejor ocurrencia que trasladar la responsabilidad del bru- 
tal fracaso de la política de seguridad del Gobierno a la 
vigencia del Código del Proceso Penal. Por eso yo lo traigo 
a esta discusión. El propio ministro del Interior ha preten- 
dido lavar culpas o responsabilidades políticas asumiendo 
que los problemas vinculados con esta brutal y atronadora 
catarata de delitos están relacionados con el Código del 
Proceso Penal. Pero no es así, en absoluto lo es; y son dos 
debates totalmente diferentes. Me parece importante decir 
esto porque, si no, entramos en una discusión equivocada 
en la que, en definitiva, la culpa termina siendo de la apro- 
bación del Código del Proceso Penal, aunque los datos lo 
contradicen con total contundencia. 


En primer lugar, si se observan las estadísticas del pro- 
pio Ministerio del Interior, se advertirá que el aumento de 
los delitos empieza a producirse antes de la vigencia del 
Código del Proceso Penal. Ya en setiembre u octubre del 
año pasado la tendencia que el Ministerio del Interior pro- 
clamaba como ineluctable e irreversible empezó a cambiar 
antes de la vigencia del nuevo código. 
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En segundo término, el Código del Proceso Penal es 
un código de procedimiento sobre los hechos delictivos, 
es decir, de cómo se tratan por parte de los actores del 
proceso los delitos que ocurren, pero no es un productor 
de delitos. Cuando el señor ministro fue convocado a la 
Comisión de Constitución y Legislación pretendió expli- 
car que el hecho de la ausencia de prisión preventiva era 
lo que determinaba el incremento delictivo. A propósito 
de ello, nosotros le preguntamos si disponía de datos con 
respecto a que las personas que delinquen son las que no 
fueron privadas de libertad por el nuevo código. La res- 
puesta fue que no lo podía decir porque no tenía elemen- 
tos. Entonces, no se puede atribuir semejante relación 
causal sin tener datos, cuando es sencillo tenerlos. Si las 
personas que son liberadas porque no se aplica la prisión 
preventiva son las que nuevamente comenten delitos, tie- 
ne razón el señor ministro, pero él no lo probó. Además, 
esto no es verdad porque, efectivamente, el problema que 
tenemos no es que las cárceles se vacien por un código 
más «benévolo» como lo expresaron representantes del 
Ministerio del Interior en estos días. ¡No! Las cárceles 
no se vacían. Además, ocurre lo que está previsto para 
determinadas épocas del año, como la visita de cárceles 
y el otorgamiento de libertades, que no ha sido mayor 
en comparación con otros años. Por otro lado, tenemos 
la prisión preventiva, que no se aplica, por lo cual no se 
vacía una cárcel, sino que, en todo caso, no ingresaron 
tantas personas como podría haber pasado con el viejo 
código. Señora presidenta: hay que hacer este ejercicio 
de razonabilidad porque esa relación de causalidad se es- 
tablece en el afán de zafar de una situación que se fue de 
las manos y que, en cualquier país del mundo, debería 
haber implicado la inmediata renuncia de las autorida- 
des. Si se dice que se van a reducir el 30 % de las rapiñas 
y ahora se está ante un incremento del 50 %, en cualquier 
país del mundo el ministro no dura un día. Solamente se 
mantiene en el cargo, sostenido por una mayoría que ha 
decidido bancar cualquier cosa. Esa es la verdad, porque 
lo cierto es que la estrategia de seguridad es responsable 
del incremento delictivo y no el Código del Proceso Pe- 
nal, al que —ya que estamos— viene bien pasarle la factu- 
ra, de una manera absolutamente irracional y carente de 
fundamentos y evidencias empíricas que lo sostengan. 


Además, señora presidenta, ahora parece que este có- 
digo es huérfano. Nadie se hace cargo o, mejor dicho, hay 
unos cuantos que empiezan a no hacerse cargo, pero en 
realidad nunca hubo más legitimidad para la aprobación 
de una norma que en este caso. Esta norma fue apoyada 
por todo el Parlamento —es decir, por todo el sistema po- 
lítico—, por el Poder Ejecutivo, por el Poder Judicial, por 
la Fiscalía General de la Nación, por la academia, por el 
Colegio de Abogados del Uruguay, por la Asociación de 
Fiscales, por la Asociación de Defensores, por las cátedras 
de todas las materias vinculadas, tanto la procesal como 
la penal. No falta nadie. No hay un solo actor que no haya 
acompañado este Código del Proceso Penal con todas las 
modificaciones que después le hicimos, desde su aproba- 
ción en el 2014, hasta su efectiva vigencia en el 2017, 
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Me parece que es muy importante decir estas cosas, 
porque ahora empezamos con la historia de que la respon- 
sabilidad es del código. Hay que discutir qué es lo que ha 
ocurrido, y este sí es el debate que pretende zanjar este 
proyecto de ley. El otro debate no tiene vuelta, por más que 
busquen jugar a echar la culpa a terceros: el otro debate 
es en torno al fracaso de una estrategia y una política de 
seguridad que hoy está reventándonos en la cara. Fíjense 
ustedes: cuarenta y dos cajeros automáticos explotaron en 
pocos meses. ¡Cuarenta y dos! Es un escándalo. Y no aga- 
rran a nadie, o casi nadie. Creo que de los cuarenta y dos 
cajeros automáticos explotados, se habrá capturado a los 
responsables en uno o dos casos. En los demás, zafaron 
todos. En el último, la policía tuvo que batirse en retirada 
porque parece que era una emboscada. Y uno empieza a 
preguntarse: ¿qué raro esto, no? La verdad, señora presi- 
denta, es que no hay país del mundo donde esta epidemia 
de explosiones de cajeros automáticos haya llegado a estos 
niveles. 


Nosotros estamos convocando, a través del señor 
diputado Iván Posada, al señor ministro del Interior a la 
comisión de seguridad de la Cámara de Representantes 
porque esto es escandaloso. ¿Y nadie dice nada? ¡Nadie 
dice nada! Es un ejemplo más del fracaso de la política 
de seguridad del Gobierno, que nada tiene que ver con la 
situación del Código del Proceso Penal. 


Nosotros entramos a discutir estas modificaciones 
al Código del Proceso Penal porque había problemas de 
implementación que no están directa ni indirectamente 
vinculados con el incremento delictivo, y el que diga lo 
contrario es porque está buscando zafar y porque es mu- 
cho más fácil decir que es por causa del Código del Pro- 
ceso Penal. Incluso, un jerarca del Ministerio del Interior 
ha dicho que la causa es la Ley de Inclusión Financiera. Se 
ha sostenido que esa ley sacó plata de la calle y por eso el 
delincuente, para juntar la misma plata que antes obtenía 
con un solo robo, ahora tiene que hacer varios. Parece que 
se nos toma por tarados, porque realmente es un razona- 
miento que no admite el más mínimo sustento. 


Pero entrando en el tema del Código del Proceso Penal, 
nosotros encontramos a comienzos de año que había un 
cruce de acusaciones públicas entre fiscales, jueces, poli- 
cías, Ministerio del Interior. Todos estaban en una dinámi- 
ca de decir: «Yo no tengo la culpa», «el problema fue que 
la orden de allanamiento llegó tarde», «el fiscal no actuó 
de la manera que debía», «la policía no pudo actuar por 
tal motivo». Era escandaloso porque además, en parale- 
lo, veíamos esta explosión delictiva. Y es muy triste que 
cuando empieza a aplicarse una norma, los operadores ju- 
diciales comiencen a pasarse facturas de manera cruzada. 


Por eso, en marzo nosotros planteamos ante la Co- 
misión de Constitución y Legislación la convocatoria al 
Ministerio del Interior, a la Suprema Corte de Justicia y 
a la Fiscalía General de la Nación, para escucharlos y de- 
cirles: «Muchachos: bajen la pelota. Veamos dónde están 
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los problemas de aplicación, cuáles son las cosas que no 
se entienden, cuáles están funcionando mal en la aplica- 
ción del código». Y vinieron, porque toda la Comisión de 
Constitución y Legislación acompañó la idea de que había 
que escucharlos. Pero cuando vinieron nos encontramos, 
a partir de esas tres comparecencias, con los siguientes 
problemas. 


En primer lugar, el fiscal general erró el cálculo sobre 
el número de fiscales que eran necesarios para la nueva 
operativa del Código del Proceso Penal; pero no erró por 
dos o por diez, sino por decenas de fiscales. Esa es la ver- 
dad, y fue reconocida en la comisión. Cuando nosotros 
nos aprestábamos a votar la puesta en vigencia del Código 
del Proceso Penal, les preguntamos a los operadores judi- 
ciales si estaban prontos. Eso lo hicimos: «¿La Suprema 
Corte de Justicia está pronta para enfrentar el cambio del 
Código del Proceso Penal; ¿el Poder Judicial está pronto?; 
¿la Fiscalía General de la Nación está pronta para apli- 
car el Código del Proceso Penal?». Los dos nos dijeron: 
«Estamos prontos», y el fiscal general fue enfático, dijo 
que tenía todo preparado, que además habían sido entre- 
nados los fiscales y que tenía el número de fiscales sufi- 
cientes. Para la Suprema Corte de Justicia es mucho más 
fácil porque, en realidad, en este caso lo que había era una 
reducción de tareas. En definitiva, los jueces penales aho- 
ra tienen menos quehacer que el que tenían antes con el 
viejo código. La tarea se carga sobre los fiscales. De todas 
maneras —conviene decirlo—, la Suprema Corte de Justicia 
hizo un esfuerzo para lograr la separación de jueces, es 
decir, para que se pudiera cumplir con la garantía de que 
el juez de la primera etapa, que conoce en los procesos ini- 
ciales, no fuera el que luego dictara la sentencia. O sea que 
hasta lograron ese juego de recursos humanos sin incre- 
mentar los recursos. Pero la Fiscalía General de la Nación 
se equivocó. Ellos dicen que se equivocaron porque el nú- 
mero de denuncias —de noticias delictivas— se incrementó 
sustancialmente. También es cierto que midieron las no- 
ticias criminales en el 2016 o en el 2015 y no en el 2017, 
que es cuando empezaba el tema. Pero lo cierto es que, 
por lo que sea, faltan fiscales, se acumulan los casos y las 
denuncias en las oficinas de los fiscales, y ese es un gran 
problema, al que no da solución este proyecto de ley. Pero 
hay que decirlo porque está pendiente y requiere la crea- 
ción de nuevos cargos de fiscales. De otra manera, vamos a 
seguir teniendo graves problemas de falta de respuesta del 
sistema procesal penal a las situaciones delictivas. Esto 
es un problema, pero no provoca aumento delictivo, sino 
colapso en el procesamiento de las denuncias, lo que me 
parece que es muy importante, y queda pendiente. 


El segundo punto que apareció en ese debate fue el ac- 
cionar policial. Se nos dijo que la policía interpretaba que 
había habido una modificación en las reglas de juego de 
su actividad y, por lo tanto, se repetía la famosa frase de 
que la policía está de manos atadas, etcétera. Sin embargo, 
cuando uno mira el texto del Código del Proceso Penal ori- 
ginal ve que en realidad no había cambios, más que el de 
que, en vez de ser el juez el que conduce la investigación 
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judicial, pasa a ser el fiscal. Pero el Ministerio del Interior 
dijo que había una serie de elementos que generaban du- 
das en los policías y que, además —seguramente es así—, 
hay fiscales que tomaron la conducción de la actividad 
investigativa con un celo que, de alguna forma, podía in- 
terpretarse como un límite a la actividad policial, es decir, 
exigiendo que toda acción policial tuviera que pasar por 
una previa autorización. 


Entonces, el margen de acción de la policía es uno de 
los centros de este proyecto de ley, lo que hacen sus prime- 
ros artículos es zanjar este tema de una vez por todas. Es 
decir, acá la policía tiene las potestades de investigación, 
de indagación, de interrogatorio, etcétera, que tenía antes, 
sin ningún tipo de cortapisa, y por las dudas ratificamos 
que la Ley de Procedimiento Policial rige en todo aquello 
que no haya sido tocado por este Código del Proceso Pe- 
nal, como cualquier norma. 


Creo que esto es muy importante, porque además 
—como decía bien el señor senador Carrera— se establece 
con claridad el deslinde entre la función policial en el 
plano administrativo y la función policial como auxiliar 
de la Justicia, y en cada uno de ellos se determina con 
claridad cuáles son sus posibilidades. 


Hay una diferencia, que seguramente votaremos hoy. 
Es un sustitutivo propuesto y firmado por varios señores 
senadores, que tiene que ver con la siguiente cuestión. 
¿Cuándo la policía puede disponer el registro de personas, 
vehículos y equipajes? Cuando una persona haya cometi- 
do delito, cuando haya intentado cometerlo, o —el Poder 
Ejecutivo en su mensaje agregaba esta tercera opción— 
cuando se disponga a cometerlo. Esa tercera hipótesis de 
conducta se elimina en el proyecto de ley que se votó en la 
comisión. Nosotros no estamos de acuerdo con eso porque 
la función preventiva de la policía con respecto al delito se 
cumple, justamente, en el tercer caso. ¿La posibilidad de 
que un policía pueda registrar a una persona, pedirle do- 
cumentos, ver si tiene armas, si las guarda en el vehículo, 
etcétera, se da solo después de que cometió un delito o de 
que intentó cometerlo? Me parece que no. Lo lógico es que 
la policía tenga la posibilidad de proceder al registro de 
personas, vehículos y equipajes cuando vea a alguien en 
actitud sospechosa, cuando se dispone a cometer un delito. 
Esto es clave, es muy importante y, lamentablemente, en 
el proyecto de ley que finalmente se aprobó en la comisión 
fue eliminado. 


Nosotros vamos a promover y a votar un sustitutivo 
en el sentido de que el disponerse a cometer un delito sea, 
también, una causal de registro. Aclaro que hablamos de 
registro, no de detención. Se trata de que si una persona 
está merodeando en una zona y tiene una actitud sospe- 
chosa, la policía pueda controlar si puede, eventualmente, 
ser un peligro o un riesgo. No hay ningún drama en que 
se registre, se pidan documentos, se sepa si una persona 
porta armas o no, y si tiene permiso para ello. Me parece 
que esto es claro. 
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En todo lo demás con respecto al accionar policial, te- 
nemos un consenso. Hay una mejora sustancial de algunas 
redacciones, pero repito: sustantivamente ya el Código del 
Proceso Penal permitía a la policía seguir trabajando con 
la misma capacidad. Lo que hacemos es decirles: «Miren 
que es así. No tengan dudas; no generemos excusas para el 
accionar policial». 


Otro elemento que establecimos en las conclusiones 
fue limitar los acuerdos previstos en el procedimiento 
abreviado, a lo que después voy a referirme con mayor 
detenimiento. 


El tercero fue la prisión preventiva para reincidentes y 
reiterantes, que no fue objeto de consenso ni siquiera por 
los actores del proceso, pero que vino en el proyecto de ley 
del Poder Ejecutivo. 


Luego está el tema de las limitaciones a la libertad an- 
ticipada. 


Y en el debate se agregó algo que había adquirido mu- 
cha actualidad, que es lo que podemos llamar las chicanas 
de los abogados defensores para liberar a sus defendidos 
por la vía de la acción de inconstitucionalidad. 


Estos son los principales aspectos que tratamos de in- 
corporar y que, en definitiva, incluimos en este proyecto 
de ley. 


Para poder enfrentar estas chicanas, en un artículo se 
establece que las medidas cautelares permanecen vigentes 
—o, incluso, se pueden disponer— al franquear el recurso 
de inconstitucionalidad. Esto está en línea con la Consti- 
tución; no supone ninguna violación. Es, efectivamente, 
evitar que por esta vía los defensores se salgan con la suya 
para lograr la liberación de personas en los casos en que 
la gravedad de lo imputado amerita la prisión preventiva. 
Es el conocido caso de San Carlos, del Buñuelo —para que 
todos tengamos una idea—, pero hay muchos otros porque 
se puso de moda que el defensor interponga una acción de 
inconstitucionalidad en estas situaciones. Esto comenzó 
con el que amenazó al fiscal de corte, cuando los abogados 
Viana y Salle presentaron una acción de inconstituciona- 
lidad contra más de cien artículos del Código del Proceso 
Penal y, por esa vía, lograron que el imputado quedara en 
libertad. Eso hizo escuela rápidamente y, a partir de ahí, 
empezaron todos los planteos. Es la misma lógica por la 
que, en ciertos momentos, algunos abogados defensores 
interpretaron que como nosotros habíamos derogado las 
leyes de persecución al narcotráfico, quedaban derogadas 
todas, como si no estuvieran restablecidas en el mismo 
acto por una nueva ley. Son las mismas jugadas de inter- 
pretación para tratar de zafar. Con este proyecto de ley 
esto queda zanjado. Ya había habido algunos fallos en ese 
mismo sentido, pero por las dudas en el proyecto queda es- 
tablecido que cuando hay medidas cautelares, la acción de 
inconstitucionalidad no las deja sin efecto, sino que que- 
dan vigentes e, incluso, se pueden disponer en el momento 
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de franquear el recurso, como está previsto en el proyecto 
de modificación que plantearon simultáneamente la señora 
senadora Payssé y el señor senador Bordaberry en la co- 
misión y que fue recogido en ese ámbito. 


La prisión preventiva es el punto más neurálgico de 
este debate, porque se nos ha dicho que la prisión preven- 
tiva preceptiva, como venía del Poder Ejecutivo así indi- 
cada, implicaba una violación constitucional. El propio 
fiscal de corte lo dejó dicho en su comparecencia, al hacer 
referencia a un dictamen que, efectivamente, decía eso con 
respecto a un caso anterior. 


No quiero entrar a discutir que durante treinta años el 
Uruguay vivió con un régimen de prisión preventiva como 
regla general. Si eso se hubiera tachado de inconstitucio- 
nalidad habríamos tenido miles y miles de personas sin 
prisión. O sea que el país toleró treinta años de prisión 
preventiva como regla. Ese es, sin duda, un debate juridi- 
co, pero lo cierto es que en la comisión esto se cambió, y 
la modificación, efectivamente, esquiva la posibilidad de 
una pretensión de inconstitucionalidad. ¿Por qué? Prime- 
ro, porque desaparece la calificación de preceptividad. No 
hay prisión preventiva preceptiva, lo que hay es una nueva 
hipótesis que encuadra en las excepciones generales ya es- 
tablecidas en el Código del Proceso Penal —me refiero a la 
peligrosidad del imputado, al riesgo de evasión, al riesgo 
de destrucción de prueba o que sea un peligro para la so- 
ciedad— en cuanto a los casos en los que hay reiteración 
o reincidencia de ciertos delitos graves. Eso es lo que se 
adiciona en el planteamiento. 


No obstante, en la redacción, el único obligado a solici- 
tar la prisión preventiva es el fiscal. El texto dice expresa- 
mente «el tribunal podrá establecer la prisión preventiva». 
Esto indica claramente que no hay preceptividad, el juez 
puede apartarse de lo mandatado por el fiscal; el fiscal pide 
la prisión preventiva y está obligado a hacerlo —porque la 
norma proyectada así lo establece—, pero el tribunal to- 
mará la decisión que corresponda. De ese modo, hay una 
indicación clara de la ley en el sentido de la aplicación de 
la prisión preventiva, pero a la vez hay un cuidado de no 
violar la independencia del tribunal —es decir, del juez—, 
para determinar si lo aplica o no. 


Nadie puede dudar de que hay presión legislativa so- 
bre una decisión de este tipo, pero no hay preceptividad 
jurídica, que es lo que podría encuadrar el reclamo de 
inconstitucionalidad, que también es discutible. Pero me 
parece que lo que vale, en definitiva, es lo que resulta del 
numeral 1) del artículo 224, que dice «el tribunal podrá». 
Por lo tanto, no estamos hablando de prisión preventiva 
preceptiva, sino de una nueva hipótesis conductual, que 
amerita que el fiscal pida la prisión preventiva. Me pa- 
rece importante decirlo así porque, si no, vamos a tener 
un debate equivocado en el que se van a extremar los ar- 
gumentos, cuando en realidad la decisión a que arribó la 
comisión es mucho mejor que lo que planteaba el Poder 
Ejecutivo. 
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El otro punto son las limitaciones del proceso abrevia- 
do. En las comparecencias de la Asociación de Magistra- 
dos del Uruguay hemos escuchado decir que esto desna- 
turaliza la idea del Código del Proceso Penal, porque si se 
limitan los términos de los acuerdos a fiscales y defenso- 
res, va a llevar a que no se aplique el proceso abreviado y 
se termine yendo al proceso largo, que es mucho más corto 
que el que teníamos, ya que en unos pocos meses se dicta 
sentencia. Pero quiero decir una cosa: el proceso abrevia- 
do no existía en el Código del Proceso Penal que se votó en 
2014. Es importante decirlo, porque ahora resulta que es 
la panacea y no podemos vivir sin él. En el 2014 no había 
proceso abreviado y cuando el año pasado se incorporó 
en el debate de la comisión, a sugerencia de la Suprema 
Corte de Justicia y de la Fiscalía General de la Nación, 
se entendió que era una incorporación positiva, que iba a 
ayudar porque haría mucho más rápida la tarea y se logra- 
rían resultados inmediatos. También se calculaba que se 
Iba a aplicar en el 80 % o 90 % de los casos. Actualmente, 
se está aplicando en el 98 % de los casos. ¿Saben por qué? 
Porque los fiscales no dan abasto y el proceso abreviado es 
una válvula de escape. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Disculpe, señor senador, 
pero ha llegado a la Mesa una moción para que se prorro- 
gue el tiempo de que dispone. 


Se va a votar. 

(Se vota). 

27 en 28. Afirmativa. 

Puede continuar el señor senador. 

SEÑOR MIERES.- Muchas gracias, señora presidenta. 


El proceso abreviado se está aplicando en el 98 % de 
los casos. ¿Por qué? Porque en la Fiscalía General de la 
Nación hay una situación apremiante por el problema que 
mencionábamos hace un rato: el exceso de asuntos y los 
pocos fiscales que hay para tantas causas. Entonces, el me- 
canismo es acordar. ¿Y qué tenemos que hacer nosotros? 
Establecer los límites de los acuerdos, porque el riesgo que 
hay es que sea una presión a favor del defensor y los resul- 
tados de los acuerdos pueden terminar —no digo que sea 
así—- como algún caso que ha circulado en la prensa, que 
ha escandalizado a la gente. 


Entonces, ¿cuáles son los dos límites que vamos a 
votar hoy? Por un lado, que para ciertos delitos graves el 
acuerdo no pueda establecer una pena por debajo de la 
mínima prevista para el tipo penal correspondiente. Eso 
parece de toda lógica, es decir, yo puedo negociar la pena 
—que es lo que uno ve en las películas norteamericanas, en 
las que se negocia entre el fiscal y el abogado defensor y 
uno pide tanto, el otro cuanto, el imputado asume el delito, 
negocian y asunto arreglado—, pero no se puede acordar 
por debajo del mínimo del tipo penal, porque ni siquiera 
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se acuerda la pena mínima. Estamos hablando de delitos 
graves. Por lo tanto, lo que se establece aquí es un límite 
mínimo. 


El otro límite tiene que ver con la libertad anticipada. 
Lo que se acuerda, se acuerda y se cumple en su totalidad 
porque, si no, licuamos totalmente la pena. Por un lado, no 
hay un mínimo y, por otro, además hay libertad anticipa- 
da. El resultado es un negocio redondo para el imputado. 
Pero por ley, desde el Poder Legislativo, hay que decirle al 
fiscal que puede pactar, pero que no puede salirse de cier- 
tos márgenes. Y esos márgenes son: que lo que se pacta 
como pena de prisión para delitos graves no tiene descuen- 
to, es completo. Eso está dicho implícitamente. Entonces, 
la segunda modificación que firmamos junto con otros 
señores senadores, a iniciativa del señor senador Bordabe- 
rry, es que se diga expresamente que en estos casos no se 
aplicará el beneficio de la libertad anticipada. Es obvio, de 
lo contrario, el proceso abreviado —que hoy se lleva a cabo 
en el 98 % de los casos— va a generarnos una benignidad 
muy preocupante en la aplicación del código. 


Algunos han dicho que no hay ningún incentivo para 
que el defensor siga el proceso abreviado y, entonces, lo 
que va a pedir es el juicio largo. Bueno, que sea así. Al 
fin y al cabo, repito, si hubiéramos puesto en vigencia el 
código de 2014 no habría proceso abreviado y a nadie se 
le hubiera ocurrido que fuera tan vital. Pero ahora resulta 
que si se toca el proceso abreviado y se marcan límites, 
se desnaturaliza el nuevo código. Perdónenme, pero no es 
así y nos parece de toda lógica que marquemos límites a 
la negociación. Eso es lo que la ley puede hacer y no tiene 
nada que ver con inconstitucionalidades ni con ninguna 
otra cuestión; simplemente, se trata de un debate sobre po- 
lítica legislativa, que es definida por el Poder Legislativo. 


Finalmente, hemos incluido —es una propuesta nues- 
tra— algo que no estaba en el proceso abreviado, pero sí 
en el proceso extenso: oír a la víctima. Nos parece que 
parte de los grandes aportes del nuevo Código del Proceso 
Penal es que la víctima tenga un papel en el proceso penal. 
Cuando se incorporó el proceso abreviado el año pasado 
no se incluyó una disposición que estableciera que el juez, 
antes de dictar la sentencia que homologa el acuerdo entre 
las partes, tiene que escuchar a la víctima. Esto, si ella 
está en el proceso; y si no está, se tendrá que notificar del 
resultado de la sentencia en un plazo de diez días. Ese es el 
agregado que se está haciendo y me parece que va en línea 
con la filosofía del código en general. Entonces, no es solo 
para el proceso extenso, sino también para el abreviado. 


En definitiva, todos recibimos y compartimos estas 
medidas para mejor proveer, que fueron propuestas por el 
senador Bordaberry e incorporadas en la discusión en co- 
misión. Está claro que el juez tiene, estrictamente, el papel 
de dictar el fallo en el proceso acusatorio y, por lo tanto, 
está muy limitado. Pero está totalmente limitado cuando 
se dan circunstancias en las que puede, excepcionalmente 
—ahí aparece la característica de la excepcionalidad que 
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nos da garantía de que no puede tratarse de un mecanis- 
mo que use generalmente, sino cuando se producen ciertas 
circunstancias y sin interrumpir el plazo que tiene para 
dictar sentencia, o sea sin alargar el proceso— , disponer 
medidas probatorias que le permitan emitir sentencias con 
mayor criterio. Esos son los cambios. 


SEÑOR GARCÍA.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR GARCÍA.- Señora presidenta: este es un tema 
al que hizo referencia el señor senador Mieres cuando 
comenzó su intervención, pero no lo quise interrumpir 
para que pudiera completar su razonamiento. En realidad, 
quiero señalar que hay un elemento muy grave en todo 
esto, y tiene que ver con las cifras que el señor senador ha 
manejado. Por primera vez en el Uruguay se están mani- 
pulando las cifras del Ministerio del Interior y lo cierto es 
que nunca en nuestro país, independientemente del par- 
tido político que estuviera en el Gobierno, se discutieron 
las cifras estadísticas dadas por un organismo oficial. Esto 
ha sido un diferencial del Estado uruguayo frente a las 
realidades de otros países, algunas no muy lejanas, donde 
todos sabíamos que las cifras oficiales eran maquilladas 
y manipuladas. En Uruguay eso no sucedió nunca, y han 
pasado Gobiernos del Partido Nacional, del Partido Colo- 
rado y actualmente del Frente Amplio; sin embargo, desde 
el Ministerio del Interior se están manipulando las cifras. 


Está ocurriendo algo increíble: el observatorio de cri- 
minalidad —que si alguna vez fue cuestionado, lo fue des- 
de adentro del oficialismo y nunca desde la oposición— ya 
tiene terminadas las cifras del primer semestre de este 
año. Y nos enteramos de que estaban terminadas porque 
desde adentro del ministerio fueron comentadas por un 
jerarca que escribió sobre lo que ellas significaban, pero el 
Ministerio del Interior no las difunde. Casualmente, esto 
sucedió cuarenta y ocho horas antes de que se iniciara el 
campeonato mundial de fútbol. Pocos días después, un 
medio de prensa uruguayo adelanta la cifra de aumento de 
las rapiñas, que llegó al 57 %. Entonces, en el Ministerio 
del Interior tenemos o un infidente o un comentarista. Es 
obvio que ese funcionario comentó lo que le autorizaron a 
comentar para preparar una estrategia de prensa en la ma- 
teria. Después, hubo un medio que reveló las cifras de las 
rapiñas y otro, las de homicidios. Lo increíble, señora pre- 
sidenta, es que todavía no están publicadas y las comen- 
tan, quebrando una larguísima tradición de seriedad en la 
materia porque a partir de ahora no lo haremos nosotros, 
pero puede haber alguien que diga que así como las mani- 
pularon en el Ministerio del Interior, pueden manipularlas 
en otro lugar. Esto, que es de una gravedad absoluta, habla 
de la voluntad de acomodar cifras para que no tengan el 
impacto político que todos sabemos que van a tener. Por 
eso exigimos que el Ministerio del Interior sea transparen- 
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te en el manejo de la información y dé a conocer las cifras 
oficiales que ya tiene, pero esconde. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Mieres. 


SEÑOR MIERES.- Gracias, señora presidenta. 


Quiero decir que, además, acompañaremos tres aditi- 
vos que el señor senador Carrera ha presentado en su in- 
forme y que están relacionados con la prisión preventiva, 
con la extradición y con una comisión de seguimiento de la 
aplicación del código, que me parece razonable que exista. 


Finalmente, este proyecto de ley va a cumplir con la 
función de mejorar sustantivamente la aplicación del Có- 
digo del Proceso Penal. Pero no va a tener ningún efecto 
sobre el otro problema de fondo que no está vinculado a 
estas normas, sino que tiene que ver con otro orden de 
cosas: la aplicación de una política de seguridad profun- 
damente equivocada y tozudamente reiterada en forma 
lamentable. 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑOR CAMY-.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CAMY.- Señora presidenta: seremos breves 
a los efectos de no resultar reiterativos. Coincidimos ple- 
namente con lo que ha señalado el señor senador Mieres, 
pero antes de ingresar en ese aspecto queremos reconocer 
el trabajo de la comisión; particularmente, saludamos la 
disposición y la conducción de su presidente, el señor se- 
nador Carrera, que ha sido muy activo, incluso fuera del 
horario de la comisión. Esto ha implicado un relaciona- 
miento muy fluido entre los miembros que integramos la 
comisión y también, como es tradicional, con miembros 
de la cátedra y con agentes que tienen competencia en el 
sistema de seguridad. 


Señalo que lo que estamos analizando en el Senado 
tiene como antecedente el proyecto de ley del Poder Ejecu- 
tivo que consta de doce artículos y que propone ajustes al 
Código del Proceso Penal que está vigente desde el 1. de 
noviembre de 2017 para su mejor aplicación. 


El actual proyecto de ley tiene dieciséis artículos. Fue 
votado luego de dos sesiones de la comisión que realizó 
un arduo trabajo; las versiones taquigráficas del 20 y del 
26 de junio de la Comisión de Constitución y Legislación 
del Senado pueden dar fe de ello. Dividiré los artículos en 
tres grandes grupos: los primeros seis artículos proponen, 
en síntesis, dotar a la policía de una mayor flexibilidad a la 
hora de trabajar, con el propósito de volver más eficiente 
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la gestión policial y clarificar, poner en blanco y negro lo 
que para muchos significaron dudas en la interpretación 
del proyecto de ley original. Esto queda claro. Como el 
artículo 5. no lo votamos —salió 5 votos en 8— vamos a 
acompañar, y en ese sentido hemos firmado, una propues- 
ta modificativa inspirada en un planteamiento concreto 
del señor senador Bordaberry. 


El segundo grupo de artículos involucra el elenco de 
delitos por los cuales se establece que el ministerio pú- 
blico debe solicitar la prisión preventiva. Todos los inte- 
grantes de la comisión participamos activamente en el 
análisis de este grupo de disposiciones, particularmente 
de los artículos 8.” y 9. Sabemos que actualmente el Có- 
digo del Proceso Penal tiene como principio rector que 
en ningún caso la prisión preventiva será preceptiva y las 
modificaciones que originalmente se proponían en el pro- 
yecto del Poder Ejecutivo de alguna manera cambiaban 
el eje procesal-penal; eso es verdad. Incluso, teniendo en 
cuenta las consideraciones que manifestaron algunos de 
los representantes de las cátedras que concurrieron a la co- 
misión y los diferentes actores del proceso —algunas duras 
desde el punto de vista de la crítica—, se optó por legislar 
en el sentido de obligar a los fiscales a solicitar la prisión 
preventiva para los delitos más graves. 


El tercer grupo de artículos propone que se elimine la 
posibilidad de obtener el beneficio de la libertad anticipa- 
da. Concretamente, no vamos a acompañar el artículo 10 
que fue votado con la excepción del artículo 273. 5 y, en 
ese sentido, recomendamos —y también hemos firmado en 
ese sentido— apoyar el modificativo presentado por el se- 
ñor senador Bordaberry. Los artículos 11 y 12 proponen la 
inaplicabilidad del beneficio de la libertad anticipada a la 
comisión de determinados delitos graves por reiteración, 
reincidencia o habitualidad, y nosotros vamos a acompa- 
ñar el sustitutivo al artículo 11 que agrega los delitos de 
rapiña. 


Hay un cuarto grupo que modifica la actividad proba- 
toria y que, sin duda, es un cambio importante en el CPP 
por cuanto permite cierta actividad probatoria por parte de 
los jueces. Si bien se debe ajustar a los antecedentes de las 
pruebas ya solicitadas por las partes, hay quienes señalan 
que deja, de alguna manera, una suerte de perforación en 
el proceso actual en el sentido de que puede retrotraerlo al 
viejo proceso inquisitivo. 


Señalo brevemente —reitero, para no argumentar sobre 
lo que ya fue expuesto por el señor senador Mieres— que ha 
habido una votación —si consideramos otros tratamientos 
incluso en la misma temática— un tanto novedosa, porque 
en algunos artículos no se logró la unanimidad pese a que 
dimos nuestro apoyo todos los partidos de la oposición. 
Por lo tanto, me parece que fue una discusión interesante 
y rica desde el punto de vista parlamentario porque versó, 
más que en las fidelidades partidarias, en la convicción 
que cada uno de los senadores teníamos en un tema que 
obviamente es de prioridad nacional, de prioridad en la 
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coyuntura cotidiana de la ciudadanía. También recibimos 
información de catedráticos, así como, por supuesto, del 
Ministerio del Interior, del fiscal de corte y de la Policía, 
que aportaron elementos que llevaron a tener distintas vi- 
siones. 


En concreto, desde el Partido Nacional recomendamos 
—por eso lo hemos acompañado con la firma— aprobar los 
tres proyectos modificativos que surgieron de la iniciativa 
del señor senador Bordaberry. En concreto, en el artículo 
5.2, en el que se alude al registro personal, de vestimenta, 
equipaje y vehículo, respecto de quienes se hallaren le- 
galmente detenidos o de quienes existan indicios de que 
hayan cometido o intentado cometer delito, se agrega «o 
que se dispongan a cometerlo». 


El artículo 10 refiere a que el acuerdo no puede com- 
prender la libertad anticipada —como se señaló—, y el 
artículo 11, en el que se establece concretamente la inapli- 
cabilidad del beneficio de la libertad anticipada por la co- 
misión de determinados delitos que se enumeran expresa- 
mente, agrega que la rapiña y la rapiña con privación de 
libertad no tienen derecho a la libertad anticipada. 


Señora presidenta: el señor presidente de la comisión 
nos ha comunicado hoy tres iniciativas que se van a agre- 
gar. Vemos con buenos los ojos las tres, pero no obstante, 
con el ánimo de ordenar la votación, cinco minutos antes 
de hacerlo vamos a pedir un cuarto intermedio a los efec- 
tos de que algunos integrantes de la bancada que no están 
en conocimiento del proyecto y que ingresaron en el día 
de hoy, puedan tener la conformidad —que es lo que todos 
procuramos— en lo que votemos. 


Es cuanto tenía para informar de la actuación de la co- 
misión. 


Muchas gracias, señora presidenta. 
SEÑOR PATERNAIN- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PATERNAIN.- Señora presidenta: hace exac- 
tamente dos años me tocaba estar en sala para votar las 
modificaciones al Código Penal y establecer su fecha de 
entrada en vigencia. Recuerdo que en aquel entonces una 
de las cosas que señalábamos era que la suerte de esta gran 
reforma institucional de una de las estructuras fundamen- 
tales de un aparato de seguridad iba a depender de la capa- 
cidad que tuviéramos de sostener, contra viento y marea, 
las novedades y el cambio y la alteración de las lógicas que 
este código suponía. 


Era evidente que en algún momento una reforma pro- 
cesal penal iba a tener su contrarreforma. No es un dato 
tan extraño en el contexto de América Latina. Lo que no 
imaginamos es que la contrarreforma llegaría tan rápido. 
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Es evidente que llega rápido porque tenemos una situación 
seria en materia de seguridad. Es evidente que esta contra- 
rreforma llega rápido porque hay una inercia muy notoria 
e importante de los actores institucionales involucrados. 
Nos cuesta mucho, desde la base hasta la cúspide, modifi- 
car comportamientos institucionales muy arraigados. Esta 
contrarreforma llega rápido porque, de alguna manera, 
todos compartimos el patrón de la cultura inquisitiva, o 
estamos socializados en él. Tenemos un extraño habitua- 
miento, un extraño consenso punitivo en torno a estos te- 
mas y es muy difícil desembarazarse de esas lógicas. Por 
lo tanto, entendemos que esta contrarreforma llegue con 
esta celeridad. 


Seguramente llega con esta celeridad porque han falla- 
do algunas previsiones. No hemos ensayado la posibilidad 
de implementar algunas medidas que vayan acompañando 
la novedad de estos nuevos institutos, anticipando algunas 
cuestiones francamente decisivas que sabíamos de ante- 
mano que iban a ser un cuello de botella, un problema. En- 
tonces, en lugar de anticipar, ahora tenemos que hacer una 
regresión que en principio podría llegar a comprometer 
mucho de la lógica nueva de transformación institucional 
que está en juego. 


Señora presidenta: vamos a acompañar este proyecto 
de ley en general, la gran mayoría de los artículos, sobre 
todo aquellos vinculados a los ajustes del trabajo entre la 
policía y los fiscales, las transformaciones que se le van 
a hacer al mecanismo de los juicios abreviados, pero no 
acompañaremos todo lo relacionado con la regulación de 
la prisión preventiva y los cambios, los viejos y los nuevos, 
que se introducen al instituto de las libertades anticipadas. 
Salvo que la cola de algún diablo se interponga, no acom- 
pañaremos estos artículos porque se supone que alteran 
sustancialmente la lógica de estos institutos y porque en 
el fondo tienen la pretensión deliberada, aunque no dicha, 
de seguir utilizando la cárcel como el primer mecanismo 
y como un mecanismo incapacitante. 


Quiero señalar que no estamos precisamente solos 
en esta posición, que no es un capricho. En la interna de 
nuestra bancada hemos dado este debate con mucha sin- 
ceridad; también lo hemos hecho a nivel público. No es 
un capricho. No es simplemente un constante estado de 
contrariedad. Esta misma posición ha sido señalada, so- 
bre todo en la versión primera del proyecto original del 
Poder Ejecutivo, por la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo, la Asociación de Fis- 
cales del Uruguay, la Asociación de Defensores Públicos 
del Uruguay, el propio fiscal de corte en algunos aspectos 
puntuales, la cátedra de Derecho Penal, la cátedra de De- 
recho Procesal, infinidad de organizaciones sociales como 
Serpaj, lelsur, Cotidiano Mujer, los Jóvenes del PIT-CNT, 
etcétera, y por académicos de distintas disciplinas y pro- 
cedencias, a lo que habría que sumar el testimonio y la 
opinión del expresidente de la Suprema Corte de Justicia, 
doctor Ricardo Pérez Manrique. 
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Son argumentos que se han dado —insisto: sobre todo 
y especialmente argumentos críticos contra el proyecto 
original del Poder Ejecutivo—, que ya son conocidos y que 
se han incorporado al debate y que, de hecho, han ayuda- 
do en muchas de las modificaciones que se han hecho al 
proyecto pero que atacan el fondo, las formas y las conse- 
cuencias de esta transformación o de esta contrarreforma. 


No quiero volver sobre esos argumentos ni tengo la 
pretensión de repetirlos. Si bien se aplican al proyecto ori- 
ginal del Poder Ejecutivo, en parte todavía mantendrían 
una importante cuota de vigencia para el que hoy esta- 
mos poniendo a consideración y que el Senado finalmente 
aprobará. 


Me voy a detener en otro tipo de argumentos que tienen 
que ver con la lógica del razonamiento que mueve estas 
transformaciones, en algunos sinsentidos que nosotros in- 
terpretamos que están detrás de algunas de las soluciones 
y en algunas consecuencias prácticas que esto puede tener 
sobre todo en materia de política criminal. El proyecto fi- 
nalmente no va a solucionar algunos de los desafíos que 
tenemos y que tendremos en materia de política criminal, 
pero me voy a detener, entonces, en esos tres asuntos. 


Señora presidenta: tanto para el análisis de la prisión 
preventiva como del mecanismo de las libertades antici- 
padas rigen con mucha fuerza dos supuestos, dos hipótesis 
bastante claras y contundentes, en el primer proyecto de 
ley y en este con las modificaciones que han sido reseña- 
das aquí. 


El primer supuesto es que los reiterantes y los reinci- 
dentes constituyen un factor de riesgo, un potencial peli- 
gro para víctimas y para la sociedad toda. En el centro del 
razonamiento está el factor de riesgo, la hipótesis de la pe- 
ligrosidad. Esta es una idea, en términos generales, por lo 
menos incierta. Es muy posible que algunas veces sea ver- 
dad y que en otras no se dé. En términos de probabilida- 
des, el problema que tenemos es que no sabemos cuándo la 
reincidencia o la reiterancia puede constituir un problema 
objetivo para la víctima y la sociedad, entre otras razones 
porque en el Uruguay no tenemos —ese es un debe que 
debería movilizarnos a tener esta clase de herramientas— 
un mapa de riesgo sobre el fenómeno de la reincidencia 
delictiva. No lo tenemos; simplemente operamos a golpe 
del caso o de algunas hipótesis que nos pueden parecer 
plausibles. Ese es un primer supuesto sobre el cual quiero 
llamar la atención. 


Hay un segundo supuesto, seguramente más problemá- 
tico que el primero porque a estas hipótesis de peligrosidad 
nosotros les agregamos, para reforzarlas, tipos penales. Al 
principio eran muchos más, a tal punto que efectivamente 
el uso de la prisión preventiva y el quedar asociado a esta 
cantidad de tipos penales era prácticamente la regla, no 
la excepción. Luego hubo que restringir algunos de esos 
tipos penales precisamente para eludir algunos de los pro- 
blemas de constitucionalidad. Pero aun así, los que llegan, 
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los que están, los que se mantienen son un problema por- 
que, de alguna forma, los tipos penales pueden responder 
a una variabilidad y heterogeneidad de conductas muy 
contrastantes. 


La Corte Interamericana de Derechos Humanos y la 
Corte Penal Internacional desaconsejan enfáticamente que 
la prisión preventiva quede regulada mediante el mecanis- 
mo de la asociación con tipos penales, justamente para que 
el operador judicial pueda mantener su discrecionalidad 
en la aplicación de la prisión preventiva con independen- 
cia de los tipos penales. 


Estos dos supuestos son los que nos hacen dudar de la 
solución, de la lógica de política criminal que está detrás 
de la solución. Si al fin y al cabo todos nos manejamos 
con estas hipótesis —algunos dicen que, efectivamente, 
con esto se sortea el problema de la preceptividad y que 
se empieza a trabajar con hipótesis, lo cual es cierto aun- 
que creo que esto genera una presión sobre los operado- 
res que lo constriñen; no hablamos de preceptividad, pero 
podríamos hablar de una casi total y absoluta preceptivi- 
dad—, también yo tengo derecho a manejar mis propios 
supuestos o a que esto tenga un supuesto que uno, como 
hipótesis, podría manejar, a riesgo de estar equivocado, 
tan equivocado como todos los supuestos anteriores. Estoy 
convencido de que detrás del problema de la regulación de 
la reincidencia y de los tipos penales se puede esconder 
también una pretensión de segregación punitiva de los po- 
bres, un mecanismo de regulación de la pobreza. No hablo 
de la relación no probada y no saldada entre delito y po- 
breza —eso es otra cosa—, sino de la relación cierta y pro- 
badísima entre cárcel y pobreza. Al fin y al cabo controlar, 
incapacitar, castigar a los sectores más vulnerables es, en 
general, el fondo de este tipo de iniciativas. Hay una vieja 
sentencia muy conocida que quiero traer aquí y que dice 
que el sistema penal, en última instancia, es un perro ra- 
bioso que muerde siempre sobre pies descalzos. Me parece 
que sobreabundan los inoculadores de rabia. 


Estos son los supuestos que podrían ser muy discuti- 
bles, los que se desprenden del espíritu de las modificacio- 
nes y algunos que podríamos atribuir e incorporar, pero 
quiero detenerme, además, en dos contrasentidos que creo 
se desprenden de esta iniciativa. 


En primer lugar, ¿cómo podemos definir la reinci- 
dencia, más allá de las definiciones jurídicas que tienen 
una enorme complejidad? ¿Cómo podemos medir la rein- 
cidencia delictiva? Yo diría que la reincidencia delictiva 
es el indicador más elocuente del rotundo fracaso de los 
efectos preventivos de la pena impuesta. Cuando alguien 
reincide, cuando alguien vuelve a cometer un delito en una 
proporción equis, está de alguna manera demostrando que 
la pena que se le impuso en su momento, particularmente 
la pena de privación de libertad, fracasó. Entonces, para 
solventar este problema usamos la pena de prisión, en este 
caso el mecanismo de anticipo de pena —como es el uso 
abusivo de la prisión preventiva— o la incapacitación que 
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surge de la restricción de las libertades anticipadas en el 
nivel de ejecución de la pena. 


Entonces, queremos contrarrestar los efectos del fra- 
caso de la pena con más pena. ¿Parece absurdo? Sí, pero 
no lo es porque, de algún modo, no es un problema solo de 
medidas que se hayan tomado en Uruguay y en muchas 
partes a lo largo del tiempo, sino que esto también tiene 
un trasfondo práctico; insisto con esta idea: es utilizar la 
cárcel como primer recurso incapacitante, como una suer- 
te de depósito incapacitante para controlar el problema del 
delito. 


El segundo contrasentido que detectamos, señora pre- 
sidenta, tiene que ver con la prioridad de política pública 
—esto nos preocupa y, seguramente, preocupa a todos los 
que están en esta sala— y es que con esta ley estamos trans- 
formando la reincidencia en un factor de riesgo sin poner 
el foco en aquellos factores de riesgo que llevan a la reinci- 
dencia. Nos preocupamos por una cosa pero no por la otra, 
que seguramente es la decisiva. Tenemos porcentajes muy 
altos de reincidencia y no hemos podido determinar cómo 
aumenta o se reproduce, cuáles son los factores asociados 
a ella. 


En el mundo hay infinidad de estudios y de trabajos 
que vienen analizando el problema de las carreras cri- 
minales, algunos de ellos muy reconocidos y emblemáti- 
cos. Desde la década de los treinta del siglo pasado, tan- 
to en Estados Unidos como en Inglaterra se han venido 
haciendo estudios empíricos en ese sentido —a través de 
proyectos pioneros de las Universidades de Harvard y 
de Cambridge—, que ya llevan ochenta años. Se trata de 
determinar qué pasa con el perfil del criminal a lo largo 
el tiempo y sobre todo cuál es el perfil o el problema de 
la reincidencia criminal. Son estudios muy concluyentes 
que ponen el foco en la edad de comienzo en el delito, 
en si es una actividad especializada o más bien dispersa, 
improvisada, en los que delinquen en grupos o en solita- 
rio, en el perfil de los delincuentes crónicos o persistentes, 
que son muy pocos y que explican mucho el problema del 
delito. También menciono —porque podría ser de mucha 
utilidad— un famoso antecedente, en Nueva Zelanda, que 
se ha explicado desde la década de los setenta hasta aho- 
ra. En Inglaterra, Estados Unidos y Canadá se han hecho 
estudios predictivos sobre la probabilidad del riesgo de la 
reincidencia, que han mostrado muchas cosas, pero uno de 
los resultados más contundentes es que hay una relación 
estrechísima entre cárcel y reincidencia. Una vez que hay 
penas de prisión la reincidencia tiende a multiplicarse. Eso 
es muy contundente, es muy difícil de revertir y es muy 
difícil zafar de ese mecanismo. 


Pensamos que efectivamente se deberían buscar algu- 
nos mecanismos de control y vigilancia alternativos a la 
utilización de la prisión preventiva, del mismo modo que 
estamos obligados a desarrollar proyectos ambiciosos en 
reclusión para incidir sobre los niveles de reincidencia de- 
lictiva. Me consta que esta es una preocupación central del 
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comisionado parlamentario y queremos trasladarla tam- 
bién como una preocupación central de parte nuestra. No 
creo que podamos lograr resultados diferentes en materia 
de política criminal con iniciativas como las que estamos 
consagrando en muchas de estas medidas. 


Hablé de los supuestos que están detrás de la iniciativa, 
también sobre algunos contrasentidos que nos obligarían 
a pensar un poco más con precisión esto, pero finalmente 
quiero referirme a algunas consecuencias que va a tener 
esta transformación o contrarreforma. 


Como efectivamente estamos haciendo foco en el 
mundo de la reiteración y de la reincidencia —sobre todo 
en estos artículos, en los que tenemos más problemas— 
quiero decir que tenemos mucha reincidencia también en 
los primarios. Hay un volumen importante de delitos que 
ocurren con asiduidad e intensidad que no son capturados 
por el sistema penal. Puede haber un primario absoluto 
desde el punto de vista legal que sea un reincidente efecti- 
vo, real. Entonces, esta medida tampoco va al fondo de la 
cuestión; golpea sin demasiado impacto. Creo que dada la 
magnitud de otros desafíos que tenemos, como los que se 
mencionaron aquí —por ejemplo, la necesidad de tener una 
coordinación más efectiva en la articulación interinstitu- 
cional, el fortalecimiento, la capacidad de gestión—, tengo 
la sensación de que estamos regresando muy rápidamen- 
te al viejo orden sin necesidad. Estamos introduciendo al 
nuevo código algunas consecuencias no deseadas desde el 
punto de vista de su funcionamiento sin estricta necesidad, 
sobre todo porque estamos modificando el mecanismo de 
la prisión preventiva, haciéndola casi preceptiva en el mis- 
mo momento en que los niveles de productividad procesal 
del nuevo código vienen en aumento. Estamos haciendo, 
reitero, una modificación cuando la cantidad de formali- 
zaciones —era esperable— viene en crecimiento. Según da- 
tos que ha revelado la propia fiscalía de corte, se podría 
señalar que incluso en algunos delitos —en particular el 
de rapiña— ya se está teniendo una productividad punitiva 
mayor que la del sistema anterior, aunque hay que ver si 
esto efectivamente se concreta o no. 


¿Cuál es el objetivo? ¿Qué es lo que buscamos? ¿Bus- 
camos tener más presos, más población carcelaria de la 
que existe para habilitar una baja en la tasa de delitos? 
¿Queremos entorpecer las posibilidades de que siga incre- 
mentándose la cantidad de personas con sentencia? Esa es 
una de las grandes apuestas a la que se afilia este nuevo 
código, es decir, poder revertir efectivamente la cantidad 
de personas privadas de libertad con condena frente a la 
cantidad de personas que están en situación de espera de 
condena. ¿Queremos entorpecer este mecanismo? 


Sigo convencido de que el enorme desafío de una po- 
lítica de seguridad es reducir el delito disminuyendo los 
niveles de castigo; ese es el quid de la cuestión, porque 
si llegáramos a decir que necesitamos 20.000, 30.000, 
40.000 personas privadas de libertad para poder moderar 
en algo la tasa de delito, sería una vía un tanto arriesgada 
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o incierta, por no decir suicida. El quid de la cuestión está 
en que podamos bajar el delito logrando, al mismo tiempo, 
reducir los niveles de castigo, que también son multiplica- 
dores de delito. 


Desde que comenzó a regir el nuevo Código del Proce- 
so Penal tenemos algo más de setecientas personas priva- 
das de libertad. En realidad, si vemos los datos de pobla- 
ción carcelaria de 2018, en promedio, entre enero y abril 
—habría que ver qué es lo que pasa con el semestre— son 
más o menos semejantes a la cantidad de población carce- 
laria que tuvimos durante casi todo el año 2016: está en el 
entorno de 10.100 o 10.200 personas privadas de libertad. 
En aquel contexto algunos delitos venían moderándose. 
No olvidemos que sobre el final de 2016, quizás también 
como efecto de la instrumentación de las restricciones de 
las libertades anticipadas, que se votó en octubre de 2016, 
la población carcelaria empezó a experimentar un pico que 
llegó a las 11.300 personas privadas de libertad en abril de 
2017, pero luego comenzó a tener un descenso moderado. 
Por lo tanto, no es plausible que haya una relación directa 
entre esta disminución de la tasa de población carcelaria y 
el aumento del delito. 


Debemos hilar más fino todos —nosotros también— 
porque así como se nos dice que estamos haciendo una 
lectura sesgada de reproche al nuevo Código del Proceso 
Penal por el aumento del delito, ¿qué cabe entonces para 
los que señalan que si el delito aumenta la culpa es de la 
estrategia de seguridad? ¿Cómo saben que la culpa de ese 
aumento del delito se debe a la estrategia de seguridad? 
¿Dónde están los datos? ¿Dónde está la evidencia? Noso- 
tros podemos decir que quizás la modificación del Códi- 
go del Proceso Penal puede incidir, pero no puede incidir 
tanto, que tenemos que ser más agudos, más analíticos, no 
tan irresponsables. Ahora bien, lo gracioso del caso es que 
con datos oficiales, cuyo volumen general de información 
todavía no hemos podido leer, otros ya atribuyen, en tér- 
minos directos, que si aumenta el delito es por el fracaso 
de la política de seguridad. Entonces, tiene que haber un 
equilibrio, ¿no?, porque si aumenta el delito, en particular 
la rapiña, en un 60 %, convengamos que seguramente 
puede haber factores ajenos a un crecimiento natural del 
delito en sí mismo. Puede haber factores más asociados al 
registro o a las nuevas lógicas del registro que a un cre- 
cimiento natural y, por lo tanto, explicable por el fracaso 
de la gestión. Entonces, señora presidenta, creo que tene- 
mos que hilar fino, pero todos. Es muy fácil salir a pegar 
y después reproducir los mismos argumentos a los que les 
salimos a pegar: datos que todavía no son oficiales y se le 
reprocha al ministerio que haga un adelanto. Bueno, sí, es 
discutible, es política de comunicación, pero nadie se aho- 
rra la posibilidad de comentarlos. ¡Nadie! Nadie se ahorra 
la posibilidad de darlos por ciertos; los dan como un hecho 
inconmovible y, además, atribuyen ese aumento a un fac- 
tor de la gestión política. 


Para finalizar quiero decir que la solución punitiva nos 
deja con más costos que beneficios. Quiero dejar instala- 
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da una duda, una pregunta, una inquietud, que es de fon- 
do: ¿hasta qué punto lo que hemos hecho, lo que venimos 
haciendo en materia de segregación punitiva no termina 
reforzando los problemas de la marginalidad, la vulnera- 
bilidad y la reproducción ampliada del delito? ¿Hasta qué 
punto este tipo de soluciones en realidad no agudiza o re- 
fuerza los problemas que queremos evadir? Esto, señora 
presidenta, no es problema del ministro, no es problema 
de un Gobierno y ni siquiera es el resultado de una mala 
o de una buena gestión. El problema es el camino en que 
estamos embarcados desde hace por lo menos tres déca- 
das, es la ruta en la cual estamos y de la que no podemos 
salir. Creo que es hora de que nos desviemos un poco si no 
queremos extraviarnos del todo. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SILVEIRA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SILVEIRA.- Señora presidenta: casi pediría 
la benevolencia de los señores senadores en cuanto a un 
hecho que es fácilmente constatable, como nuestra falta 
de versación en los temas técnicos en materia jurídica. 
Sin embargo, aquí estamos invistiendo una representación 
que abarca mucho más que esas cuestiones y por lo menos 
queremos hacer un razonamiento con respecto al proyecto 
de ley que estamos discutiendo. 


También casi diría, con las disculpas del caso, que el 
señor senador preopinante me sacó parte del discurso. 
Él hizo alusión, primero, a las dificultades que tenemos 
para controlar el delito y a las falencias que aparentemente 
existen en quienes tienen a su cargo esa tarea, y después 
mencionó, por lo menos al pasar, algunas de las que vi- 
sualizamos como las causas últimas de todo esto, es decir, 
los polvos que trajeron estos lodos. En definitiva, no creo 
que estas modificaciones sean una contrarreforma —y en 
algún momento explicaré por qué—, pero el hecho de que 
hoy podamos incluir algunos postulados en una norma de 
esta trascendencia me parece importante para la vida del 
país. Yo también tengo la sensación de que en alguna me- 
dida nosotros estamos yendo contra, si no la esencia, por 
lo menos la idea que llevó a este cambio que se ha dado, 
pero resulta que también estoy inmerso en una sociedad 
que vive una situación de tal gravedad que muchas cues- 
tiones —a las que se refirió el señor senador Paternain— re- 
lativas a la técnica jurídica y a todo lo que tiene que ver 
con lo penal se ven distorsionadas. Entonces, es necesario 
tomar medidas para por lo menos apagar el incendio; des- 
pués podremos obrar de acuerdo con la técnica con que es 
necesario operar en estos aspectos. Estoy seguro de que 
cuando se produce el accidente, los que están abajo tienen 
mucho más claro el manual de evacuación del avión que 
los que están adentro; lo tienen muy claro y se preguntan 
por qué se hicieron algunas cosas si todos los manuales las 
desaconsejan. Eso por un lado. 
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Estamos viviendo una situación de enorme preocupa- 
ción por parte de la ciudadanía, de pánico, señora presi- 
denta; se trasunta en las manifestaciones de quienes tienen 
a su cargo el control de estas cuestiones y en lo que ha 
dicho el director de la Policía nacional en el sentido de que 
nos encaminamos a equipararnos a los mayores niveles de 
destrucción social y de victimización de la sociedad por 
parte de los delincuentes. Eso no puede dejar tranquilo a 
nadie y no se puede pasar por alto, porque esas cosas no 
se dicen porque sí. 


Quiero hacer una pequeña digresión. Yo llegué de 
Artigas en un taxi, que me llevó a la casa de mi hijo. El 
taxista se disculpó conmigo porque me tenía que dejar a 
las seis de la mañana en la vereda de enfrente. Me dijo 
que me esperaba porque, al ver que estaba con valijas 
pesadas —además de mi edad-, le pareció que era mucho 
más propenso a ser una víctima. Pero resulta que el Mi- 
nisterio del Interior sostiene que lo que se está generando 
supongo que lo dice por nosotros, aunque algún señor 
senador también lo ha dado a entender— es una idea de 
que el país está viviendo una situación de violencia que 
no tiene. Señora presidenta: yo sentí que el taxista tenía 
razón porque hace unos días, a unos sesenta metros, a las 
diez de la noche un tipo le puso un cuchillo en la barri- 
ga a mi nieto, que venía de practicar vóleibol en el Club 
Bohemios. Como casi me matan al nieto yo sentí miedo 
y desde luego que lo trasmito. Entonces, si eso nos pasa 
a nosotros, que estamos acá adentro, imagínense lo que 
está pasando allá afuera. 


¿Cómo hago para tomar en cuenta y atender todas las 
cuestiones jurídicas, criminalísticas, que son muy razo- 
nables, que son verdad, pero que llevan mucho tiempo? 
El hecho de que el señor senador que me antecedió en el 
uso de la palabra me haya dado la posibilidad de decir 
esto me habilita a decir que en alguna medida nos vemos 
compelidos a actuar así porque esas circunstancias son 
las únicas que tenemos —aunque no son como quisiéra- 
mos— para integrar algunas de nuestras iniciativas a las 
normas que se están produciendo. Si no hubiera habido 
esas diferencias con el oficialismo, la excelente sesión de 
comisión que tuvimos —donde todos aportamos y donde 
todos pudimos volcar nuestras propuestas— no se hubiera 
dado. Aquel clima que se vivió en la comisión y el que se 
está viviendo acá tienen que ser la constante. Las causas 
de estos problemas y de estas diferencias que tenemos 
en materia técnica, jurídica, penal y legal no están, ni 
siquiera, en el Ministerio del Interior, sino mucho más 
allá; arrancan en la incapacidad que hemos tenido —o 
que ha tenido el Gobierno— de atacar los factores que 
generan esa situación. Me refiero al inicio, a las políti- 
cas sociales que debieron disminuir la posibilidad o la 
necesidad de delinquir y que han terminado en gravísi- 
mos errores, con una histórica pérdida de oportunidades 
y un desgarramiento de nuestra sociedad, hasta llegar a 
una situación de verdadero caos. No hemos atacado —no 
han atacado— la centralidad de la cuestión, que es impe- 
dir o quitar la necesidad de que la gente delinca de esta 
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manera. De lo contrario, después tenemos que recurrir a 
parches, porque estamos actuando sobre una situación de 
emergencia y no de normalidad. 


Yo no interpreto como una contrarreforma las medi- 
das que se están tomando. Acá se ha citado a juristas y a 
instituciones para que den su opinión. Así, por ejemplo, el 
doctor Chediak, miembro de la Suprema Corte de Justicia, 
señaló que el código es una norma y que las normas se 
ajustan. Yo creo que eso tiene lógica. Lo que sí he visto 
en la comisión, en los períodos en que me tocó actuar, es 
una cuidadosa actitud de no pasar determinados límites; 
que estos cambios, estas mejoras —o no, según como se 
miren—, no constituyan una lesión al todo, sino que sean, 
simplemente, medidas de acción vinculadas siempre a esa 
situación grave a la que hacía mención. 


Ahora bien, así como hago referencia al doctor Chediak, 
puedo decir que en el mismo reportaje en el que el doctor 
Manrique hace algunas observaciones técnicas a estas nor- 
mas, dice que el Uruguay se ha convertido en una «fábrica 
de delincuentes». ¡Una fábrica de delincuentes!, señora pre- 
sidenta. Estamos hablando del mismo jurista al que algunos 
senadores han recurrido por su condición de técnico. Yo sé 
que cuando el doctor Manrique habla de esa condición ac- 
tual del Uruguay como una fábrica de delincuentes no lo 
hace como técnico, sino como puedo hacerlo yo, y por eso 
hasta me tomo el atrevimiento de hacer estas precisiones. 


Esto no es solo una normativa que se pretende impo- 
ner a los efectos de mejorar los procedimientos penales y 
tampoco es un llamado de atención; es la constatación que 
deberían afrontar los demás operadores que tienen que ver 
con la esencia de estos problemas, es el reconocimiento de 
que el agua nos ha pasado por encima. Insisto: no son defi- 
ciencias técnicas de nuestras normas, sino una cuestión que 
viene de la constitución de nuestra sociedad actual y de las 
medidas que el Gobierno no ha tomado para encauzarla. 


Creo que esta es una buena oportunidad para reiterar 
que lo que nosotros estamos haciendo acá es representar 
la voz desesperada de la sociedad —lamentablemente, por- 
que no debería ser así; no se legisla de esta manera, este 
no debe ser el método— que siente que nadie la respalda. 
¡Estamos en pánico! ¡Tenemos miedo! Es en estas circuns- 
tancias que la discusión de una cuestión, que hasta diría 
que es puntual, tiene que convertirse —en la conciencia y 
en el razonamiento de quienes tienen el poder— en el con- 
vencimiento de que las cosas no van bien. 


Muchas gracias. 


SEÑOR LAFLUF.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR SILVEIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 
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SEÑOR LAFLUF.- No voy a hablar de los fundamen- 
tos jurídicos, pues ya lo hicieron y lo seguirán haciendo 
mis compañeros de partido; sí me voy a referir a algo de 
sentido común, en cuanto a lo que he vivido en estos últi- 
mos meses. 


Creo que esto explota a raíz de las declaraciones pú- 
blicas del director de la Policía nacional, refrendadas pos- 
teriormente por el propio ministro y el subsecretario de 
la cartera, que manifiestan que el primero no había dicho 
nada que no fuera cierto. Dijo muchas cosas que todo el 
mundo conoce. Ahora bien, quiero alertar que toda esta 
seguidilla de declaraciones públicas de los jerarcas, de las 
autoridades que tienen a su cargo el control de la seguri- 
dad pública, han hecho mucho daño a la población. Esto 
parece el campeonato uruguayo, donde todos están contra 
todos y cada uno pretende sacarse el lazo de la responsa- 
bilidad que tiene. Creo que eso es lo más grave que nos ha 
pasado, porque llega a la población. Como es lógico, esta 
no va a entrar en la discusión que se está teniendo aquí, 
porque es aquí donde se debe discutir. Pero lo que ve la 
población es lo que dice el director de la Policía nacional, 
por ejemplo, o lo que dijo al día siguiente el fiscal de corte, 
que pensó que estaba claro hasta dónde podía llegar la po- 
licía, y agregó que si no lo estaba iba a tratar de aclararlo. 
El tema es que eso lo dice luego de 180 muertes. Entonces, 
la gente tiene derecho a cuestionarse si la muerte de su ser 
querido se produjo porque no se aclaró bien hasta dónde 
podía llegar cada uno de los que tienen la obligación de 
mantener su seguridad. 


El director de la Policía nacional también habló de las 
políticas sociales y enseguida se castigó a la oposición 
diciendo que hablamos de las políticas sociales porque 
queremos que se les corten a los más humildes. ¡Nunca 
dijimos eso! ¡Jamás lo hicimos! Sí dijimos que algunas po- 
líticas sociales eran ineficientes e ineficaces. Lo dijo el di- 
rector de la Policía nacional y luego lo reconoció el propio 
ministerio. Pero en vez de aclarar las cosas, se esconden. 
Hasta ahora aparece en un canal de televisión la imagen de 
la ministra Arismendi retirando de la pantalla a la directo- 
ra del INAU para que no dijera cuánta gente en situación 
de calle había. 


Después el ministro dice que el problema está en la 
Justicia, e inmediatamente el fiscal de corte le contesta 
que los fiscales tienen pantalones largos y que ningún mi- 
nistro, ni de Estado ni de la Suprema Corte de Justicia, 
va a explicarles lo que hay que hacer. Todo eso llega a la 
gente, que además de no soportar más la inseguridad, en- 
cima tiene que aguantar que quienes tienen la obligación 
de cuidarla entren públicamente en ese entredicho. 


Posteriormente, el subsecretario señala que el proble- 
ma está en la bancarización —hace algunos años se dijo 
que para evitar el delito la solución era sacar la plata de la 
calle—, que lleva a los delincuentes a robar más cosas para 
poder venderlas. 
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Más tarde, el presidente de la república se pone al hom- 
bro el combate a la inseguridad y va al balneario Salinas 
a reunirse con los vecinos y a decirles: «Yo soy respon- 
sable». Imaginen, señores senadores: si el presidente no 
tiene respuestas, ¿qué queda cuando uno mira para arriba? 
No queda más nadie, porque él es la autoridad máxima 
que hay en el país. 


Al día siguiente de plantearse la modificación al Códi- 
go del Proceso Penal salen la Asociación de Magistrados 
del Uruguay, los defensores de oficio y los fiscales a decir 
que lo que se va a hacer es una aberración. 


Por último, el señor ministro dice que están presos los 
que no tienen que estarlo y están sueltos los que deberían 
estar presos. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


—Estas son reflexiones de sentido común, para que las 
cosas se manejen como se debe, pero no por la discusión 
que se pueda dar, sino por respeto a la población y espe- 
cialmente a los centenares de muertos que ha habido como 
consecuencia de robos, rapiñas y demás delitos. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Silveira. 


SEÑOR SILVEIR A.- He terminado, señora presidenta. 


13) PRÓRROGA DE LA HORA DE FINALIZACIÓN 
DE LA SESIÓN 


SEÑORA TOURNÉ.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA TOURNÉ.- Señora presidenta: formulo mo- 
ción para que se prorrogue la hora de finalización de la 
sesión hasta agotar el debate del tema que se está conside- 
rando y votar el proyecto de ley. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 


22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


14) CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 


SEÑORA PRESIDENTE. Continúa el tratamiento 
del tema en consideración. 


SEÑOR LACALLE POU.- Pido la palabra. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LACALLE POU.- Señora presidenta: suscribo 
en un todo las expresiones vertidas por los señores sena- 
dores Silveira y Mieres; simplemente, voy a hacer algunas 
puntualizaciones. 


La ley es una creación humana y, como tal, es imper- 
fecta; por eso me parece sabio modificarla. Recuerdo que 
en el año 2004 se aprobó el Código de la Niñez y la Ado- 
lescencia, y ya en 2005 había quienes proponíamos alguna 
modificación. Un ejemplo es el caso del artículo 222, que 
preveía la destrucción de los antecedentes una vez que se 
cumplían los dieciocho años de edad. Entonces, considero 
oportuno llegar a este ámbito y poder discutir estos temas. 
No podemos tomar como algo cuasireligioso el hecho de 
que las leyes, una vez aprobadas, deben mantenerse, como 
tampoco podemos tomar las leyes como excusa, y más 
cuando recién se están aplicando. 


Cuando consideramos el proyecto de ley concurrieron 
a esta casa operadores y juristas, y nadie nos alertó acerca 
de las dificultades. Ahora, todo el mundo se rasga las ves- 
tiduras haciendo esa alerta. 


Señora presidenta: ¿qué pasa? Nosotros elaboramos 
una ley —escrita en negro sobre blanco—, pero la cuestión 
es qué sucede cuando impacta en la realidad. El día que se 
comenzó a aplicar este código dijimos que nos preocupaba 
que una ley bienintencionada, que de alguna manera tra- 
taba de no vulnerar derechos humanos —como lo hacía el 
procedimiento anterior—, careciera de recursos humanos, 
técnicos y económicos para su aplicación. Les dijimos a 
los nuevos operadores —o a los mismos con cambio de rol- 
que se hicieran cargo; les tiramos el fardo y les acumula- 
mos un expediente tras otro, tratándose nada más ni nada 
menos que de la vida de los uruguayos en libertad o de 
personas recluidas por medio de decisiones muy breves y 
sin los elementos suficientes. ¡Hay que ponerse en el lugar 
de un aplicador del derecho en estos procedimientos! ¡Hay 
que ponerse en el lugar de un fiscal, de un juez o de un 
defensor! 


(Ocupa la presidencia el señor senador Castillo). 


—Lo que sucede en el Frente Amplio es contagioso; a 
veces distinguimos al ministro, a tal o cual dirigente, pero 
en este caso todo el Frente Amplio fracasó. Hoy algunos 
tratan de diferenciarse, pero lo cierto es que la política de 
seguridad pública ha fracasado sistemáticamente, y eso es 
responsabilidad de todo el Frente Amplio, porque todos 
los que están acá, o los que ocupan algún cargo, hace más 
de trece años que están dirigiendo y han apoyado una y 
otra vez las políticas erráticas del Gobierno. 


Es increíble y admirable la capacidad que tiene el Fren- 
te Amplio para buscar responsables. Ahora el cartón liga- 
dor, el último que encontraron, es el Código del Proceso 
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Penal; entonces, ¡vayamos todos contra el código! Es una 
excusa, señor presidente, otra excusa más. La primera fue 
decir: «Yo no fui», o sea, no hacerse responsable, pecado 
mortal para un gobernante. Hay que ejercer la autoridad y, 
para eso, lo primero que hay que hacer es responsabilizar- 
se de la situación que se vive en nuestro país. 


Ha sido una política equivocada desde el principio. 
¿Recuerdan cuál fue la primera ley del Frente Amplio en 
torno a la seguridad pública, en el año 2005? Aquella que 
permitió liberar presos. Fue una liberación objetiva de re- 
clusos, pues ya existían la libertad anticipada y la visita de 
cárceles, pero en este caso no importaba la conducta del 
recluso —eso ya lo discutimos en este ámbito—, sino que 
el procedimiento era: tal delito, tanto tiempo, ¡afuera! No 
importaba si había voluntad de reinserción, ni su conduc- 
ta; ¡afuera! Y resulta que doce años después el propio Go- 
bierno dice que la liberación de presos está generando una 
enorme conmoción y por eso aumentan los delitos. ¡No se 
puede faltar el respeto a la opinión pública! Quienes pro- 
mocionaron una liberación injusta de reclusos, trece años 
después terminan responsabilizándolos a ellos. 


Ha habido una improvisación constante en materia de 
seguridad pública. Ha habido un desmantelamiento, así 
como un despliegue estratégico y táctico de las fuerzas 
del orden propios de otro mundo. Han despersonalizado la 
relación entre el guardia civil o el policía con la ciudada- 
nía. Traen modelos no sé de dónde, que tampoco han sido 
exitosos en nuestro país. ¡Ensayo y error con la vida de la 
gente, señor presidente! Ensayo y error de gobernantes ro- 
deados de custodias, que ensayaron y se equivocaron con 
la vida de los individuos, por lo general los más vulnera- 
bles, a quienes nadie defiende. 


Ahora escucho hablar del sistema carcelario. Sin em- 
bargo, no he escuchado a ningún representante del Frente 
Amplio criticar duramente el sistema carcelario de estos 
últimos años. Desde el horror de lo sucedido en un penal 
de Rocha hasta la fecha, las cárceles no solo constituyen la 
universidad del crimen —allí se delinque y se sigue delin- 
quiendo-, sino que en ellas todos los días se violentan los 
derechos humanos de los reclusos. ¡Todos los días! Y una 
y otra vez han dejado al comisionado parlamentario solo 
en sus reclamos, que van desde la alimentación y la forma 
de reclusión, a los asesinatos y a las amenazas. ¡Hay que 
recibir a madres de reclusos que vienen a decirnos que sus 
hijos son amenazados, un día sí y otro también, y que si no 
les depositan dinero o no les hacen un mandado fuera de la 
cárcel los van a lastimar o, inclusive, a matar! 


¡Qué fácil que es venir ahora a hablar de lo que está 
mal hecho, cuando hace trece años que se les viene anun- 
ciado que tienen todo el poder y tienen todos los recursos! 
Sin embargo, hoy no solo la seguridad está en decadencia, 
sino también la propia reclusión. Ya sea por sensibilidad 
humana o por egoísmo, todos sabemos que un recluso que 
entra penado, va a salir, y si no tiene la posibilidad de re- 
insertarse y de adquirir determinadas costumbres, segura- 
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mente su vida en sociedad seguirá hiriendo y lastimando 
porque habrá pasado de nuevo por la escuela del crimen. 


Y hoy llegamos a este código como el último cabeza 
de turco; a este es al que hay que echarle la culpa. ¡Se va 
agotando este Gobierno! Pero falta mucho todavía y creo 
que el Frente Amplio nada le puede ofrecer a la población 
en materia de seguridad pública. ¡Conceptualmente están 
equivocados! Les cuesta el ejercicio de la autoridad; les 
cuesta reconocer el mando de la policía y respetarla. ¡La 
policía no les cree! Estamos ante una situación institucio- 
nalmente muy compleja de la vida de nuestro país. Tene- 
mos un presidente que quién sabe dónde está y haciendo 
qué. ¡Es muy grave que un presidente de la república no 
esté al mando del timón en esta tormenta! ¿Alguien sabe 
en qué está el presidente de la república? ¿Alguien sabe 
qué está haciendo el presidente de la república con este 
tema? Un destello tuvo al acudir a San Luis, pero —¡graví- 
simo error!— asistió a una reunión a puertas cerradas con 
los vecinos; no se trató de una reunión con las fuerzas vi- 
vas, sino a puertas cerradas —reitero— y con vecinos elegi- 
dos. ¡Ese día terminó de dañar la cadena de mando! Ese 
día terminó de hundir al ministro Bonomi, que va a seguir 
en su cargo porque está abulonado. Ya he dicho aquí que 
me genera enormes suspicacias que sigan siendo ministro 
y subsecretario Bonomi y el hermano del presidente de la 
república. De todas formas, la autoridad no la tienen. Uno 
ya no la tenía por carencias de legitimación en el ejercicio 
y por no respetar ni entender a sus subalternos, pero ahora 
es el propio presidente de la república el que poda su auto- 
ridad, el que la corta. 


¡Los uruguayos están solos en esta materia! Están so- 
los y en estos tiempos solo van a recibir parches, porque 
hay una especie de complejo —quizás desde la génesis de 
estas políticas— ante la represión; es como una mala pa- 
labra. No mandar a las fuerzas policiales ni respaldarlas 
en su acción —me refiero a un respaldo moral, además del 
jurídico— es el primer síntoma de un fracaso. 


El otro gran fracaso de aquellos que llegaron en nom- 
bre de la sensibilidad social y terminaron siendo una 
fuerza economicista que aleja, separa y no habla más de 
nombres, caras, corazón, barrio y lugar, sino de porcenta- 
jes, números y estadísticas, es el de la política social. No 
tienen ninguna excusa. ¡Ninguna! 


Estoy seguro de que hoy todos vimos con cierto sa- 
bor amargo la destrucción de alguna vivienda. ¡Esa es 
la consecuencia de estos años! Estoy seguro de que hace 
unos años nadie hubiera pensado tirar abajo parte de Los 
Palomares de Casavalle como acción para proteger la se- 
guridad de los uruguayos. ¡Nadie pensó que esto iba a ter- 
minar así! ¡Esa es la foto de la política de seguridad y de 
inclusión social del Frente Amplio! 


Alcanza con leer ciertos dictámenes de la Auditoría 
Interna de la Nación sobre algunos programas del Mides 
para ver, no solo la falta de respeto hacia aquellos que pa- 
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gan impuestos, sino también hacia los que reciben estos 
recursos, ya que se suponía que iban a generar un desarro- 
llo social sostenido en el tiempo. 


Hoy modificamos el código y es algo casi anecdótico, 
porque el Gobierno no tiene excusas. Si no modificamos 
ningún texto legal el Gobierno no tiene excusas; las va 
a seguir buscando. Va a ir rumbo a la campaña electoral 
y seguirá buscando excusas, sin hacerse responsable. Por 
eso hoy estamos desandando un camino que parecía ló- 
gico. ¿Acaso no nos quejábamos todos acá acerca de que 
dos tercios de los privados de libertad en nuestro país no 
tenían condena ni sentencia firme? ¿No era ese el discurso 
del Frente Amplio? ¿No era el discurso de los operadores 
del derecho? ¡No era nuestro discurso! Hoy hay un grito de 
la tribuna que busca desesperada algo de donde prenderse, 
porque nota que sus gobernantes no tienen una solución 
para dar. El Gobierno no puede asegurar la paz a los uru- 
guayos. ¡Es gravísimo lo que estamos viviendo! 


De alguna manera, hoy intentaremos brindar una he- 
rramienta más, aunque no se trata de que no tengan las 
herramientas principales, sino de que no supieron usarlas. 
El Gobierno renunció a utilizar las herramientas que tenía. 


Gracias, señor presidente. 
SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (uan Castillo).- Tiene la pala- 
bra el señor senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Allá por 1812, en Cartage- 
na, Simón Bolívar, a los veintinueve años, escribió lo que 
luego se denominó Manifiesto de Cartagena, uno de los 
documentos claves cuando se estudia al héroe latinoame- 
ricano. En ese documento él criticaba a los que llamaba 
representantes de las repúblicas aéreas y se expresaba así: 
«Los códigos que consultaban nuestros magistrados no 
eran los que podían enseñarles la ciencia práctica del Go- 
bierno, sino los que han formado ciertos buenos visiona- 
rios que, imaginándose repúblicas aéreas, han procurado 
alcanzar la perfección política, presuponiendo la perfec- 
tibilidad del linaje humano. Por manera que tuvimos filó- 
sofos por jefes, filantropía por legislación, dialéctica por 
táctica, y sofistas por soldados. Con semejante subversión 
de principios y de cosas, el orden social se resintió extre- 
mamente conmovido». 


Había fracasado la primera república —él se había ido 
a la Nueva Granada; no podía volver a Cartagena— y ya 
hablaba de esas personas que, bienintencionadamente, 
construían repúblicas aéreas sin tener en cuenta lo prác- 
tico. Hoy nos encontramos con algunas objeciones a los 
cambios al Código del Proceso Penal. Aunque bieninten- 
cionados, vemos que nos critican; algunos hasta hablan de 
contrarreforma porque modificamos el proceso abreviado, 
que como bien señaló el señor senador Mieres no estaba en 
el texto del Código del Proceso Penal aprobado en 2014. 
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Sin embargo no es que lo hayamos dejado de lado, sino 
que lo limitamos a determinados casos, creo que correc- 
tamente. 


¿Es una contrarreforma porque el juez debe permane- 
cer en una burbuja mientras todas las pruebas son sumi- 
nistradas por las dos partes: acusado y acusador, fiscal y 
defensor? Aunque el juez sepa cuál es la que le permitirá 
alcanzar la verdad, ¿hay que decirle que no puede parti- 
cipar? 


Esto quedó de manifiesto en el caso de San Luis, en 
el que el juez aplicó correctamente el Código del Proceso 
Penal. Resulta que la policía y el fiscal habían agarrado a 
la persona que, según decían, había asesinado a la traba- 
jadora; lo agarraron con el revólver y tenían la bala, pero 
resulta que por una tremenda omisión de la policía y una 
tremenda omisión de la fiscalía no se hizo la pericia para 
probar que la bala había salido de esa pistola. Los defenso- 
res de la república aérea dicen: «Hay que absolver porque 
no está esa prueba». El juez no puede decir, por ejemplo: 
«Agarre la bala y la pistola, y llévelas a hacer el análisis 
para encontrar la verdad». ¡Es realmente increíble la falta 
de pragmatismo y de contraste con la realidad que vivimos 
los uruguayos! Ese es, quizás, el gran tema que está de- 
trás de esto. Esos puristas, esos sofistas, esos filósofos que 
están detrás de los escritorios y no salen de ahí, sueñan 
con repúblicas aéreas, alejadas de la realidad. El propio 
Bolívar ya los criticaba, allá por 1812, en ese Manifiesto 
de Cartagena. 


¿Y cómo llegamos a estos cambios, señor presidente? 
Vamos a decir la verdad —y puede consultarse la versión 
taquigráfica— llegamos a estos cambios porque el Poder 
Ejecutivo, el ministro del Interior, faltó al acuerdo político 
que realizamos todos los partidos. Cuando se aprueba acá 
el Código del Proceso Penal, todos los partidos —reitero: 
¡todos!-— fuimos contestes de que los cambios serían com- 
plicados. Todos dijimos: vamos a abstenernos de críticas 
rápidas, vamos a abstenernos de hacer análisis demasiado 
urgentes, vamos a esperar a que se ponga a funcionar, ana- 
licémoslo dentro de un año y luego veamos los ajustes a 
realizar. ¡Todos sabíamos que íbamos a tener que hacerle 
ajustes! Era un cambio demasiado grande, señor presiden- 
te. Pasar del sistema anterior a este es un cambio demasia- 
do grande como para que no haya que hacer ajustes. 


Y todos cumplimos, menos uno. ¿Quién no cumplió? 
El señor ministro del Interior que, en su larga lista de cul- 
pables de la situación de inseguridad, encontró un nuevo 
acusado: el Código del Proceso Penal. 


El señor Bonomi ha hecho la peor gestión de la histo- 
ria en materia de seguridad pública en el Uruguay. No lo 
digo yo; lo dicen los números y las estadísticas. Manipuló 
las estadísticas y mintió respecto a ellas; las ha manipu- 
lado en los últimos años, ¡claramente! El señor Bonomi 
nos dijo en las interpelaciones —y antes— que las rapiñas 
bajaban 24 %. 
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Acá me voy a subir al carro de los que dicen que el 
nuevo código es muy bueno, porque yo también creo que 
tiene una cosa muy buena. ¿Sabe qué es, señor presidente? 
Que los números ya no los tiene en exclusividad el Minis- 
terio del Interior. Antes dependíamos de los números del 
Ministerio del Interior, salvo en el caso de los homicidios, 
que se conocen todos. 


En el año 2014, durante la campaña, el actual presidente 
de la república, doctor Vázquez, nos dijo: «Vamos a 
bajar las rapiñas 30 %». Y el señor Bonomi agregó: 
«Es totalmente posible hacerlo». ¡Otra de las tantas 
promesas incumplidas!, ¿no? Pero dejemos eso para otra 
oportunidad, porque ahora viene la rendición de cuentas. 
Resulta que al año se dio cuenta de que venía mal y dijo: 
«Esperen; voy a bajarlas, pero no desde cuando lo prometí 
en 2014, sino desde diciembre de 2015», porque ya habían 
aumentado. En el 2016 nos dijo que las rapiñas habían 
bajado; y en el 2017, que habían bajado 24 %. Pero ¿qué 
pasó? Empezó a funcionar el Código del Proceso Penal y 
resulta que la información sobre los delitos no solo se debe 
dar al Ministerio del Interior, sino también a la fiscalía. 
¿Con qué nos encontramos cuando la fiscalía empezó a 
llevar los números? Con que no solo no habían bajado las 
rapiñas un 24 % —como nos dijeron el señor Bonomi y sus 
secuaces, manipulando la información y mintiéndonos-, 
sino que habían subido 57 %. Es decir, nos quedó debiendo 
30 % y subió 57 %. 


En medio de eso, cuando ya no sabía qué decir, encon- 
tró al nuevo Código del Proceso Penal como el culpable. 
Empezó a hablar y a hacer esos papelones públicos como 
el de decir: «Zapatero a tus zapatos», «la culpa es de los 
jueces», «la culpa es de los fiscales». En el caso de Atlánti- 
da reveló su absoluta incapacidad jurídica, porque cuando 
le dijeron que la policía y la fiscalía no habían hecho la 
prueba de balística, él contestó: «Todo San Luis sabe que 
ese era el asesino». Mire qué lindo concepto jurídico tiene 
nuestro ministro del Interior: no hay que llevar pruebas; 
alcanza con que todo San Luis diga quién es el asesino. 
¿Para qué vamos a hacer pruebas? Hagamos una encuesta 
y metamos preso a quien surja como culpable. ¡Esa fue su 
respuesta! 


En medio de todas estas cosas estamos cambiando el 
color de las sirenas a las ambulancias. ¡Miren que buena 
solución! Parece que confunden las ambulancias con pa- 
trulleros y las balean; entonces, hagamos lo siguiente: no 
agarremos a los que balean las ambulancias; cambiémosle 
el color de las sirenas para que dejen de balearlas, y que 
sigan tirándoles a los patrulleros. ¡Esto es increíble! Es 
como cuando decían que no había que andar con dinero, y 
resulta que ahora el subsecretario nos dice que aumentó el 
delito porque como ya no hay dinero tienen que robar más 
cosas para vender. ¡Es realmente increíble! 


Hay otro tema que tiene que ver con la defensa del nue- 
vo código y que fue mencionado por el fiscal de corte y 
procurador general de la nación. El Ministerio del Inte- 
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rior le dijo que ocurrían 220.000 incidencias delictivas por 
año. ¿Qué hizo el fiscal de corte? Se preparó para 250.000 
y tomó fiscales para esa cantidad. ¿Cuántas eran realmen- 
te? 360.000. Entonces, hoy nos dice que no da abasto; que 
se había preparado para 250.000 y es imposible que pueda 
funcionar frente a 360.000. Pero para el señor Bonomi la 
culpa es del nuevo código. ¿Nunca mirará para adentro? 


Tengo un sobrino nieto que junta las figuritas del mun- 
dial, señor presidente, y como a todos, le faltan algunas. 
Hay un lugar donde se puede ir a canjear, particularmente 
las doradas, que son las que le faltan a todos. ¿Sabe qué 
acaban de informar? «El servicio de completo de álbumes 
se encuentra parcialmente limitado por el faltante de va- 
rios números de figuritas. Esta situación se da debido a 
la alta demanda y al desafortunado episodio del robo de 
stock de figuritas». ¡Hasta las figuritas del mundial roban! 
¡No queda nada ya! Esto es de una tristeza sin igual. 


En medio de esto resulta que aparecen los defensores 
de las repúblicas aéreas diciendo que no se puede tocar el 
código, ni siquiera para mejorarlo. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR BORDABERRY.- Con mucho gusto. Ya ex- 
trañaba su pedido, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Juan Castillo).- Puede inte- 
rrumpir el señor senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor presidente: en primer lu- 
gar, el robo de las figuritas fue en Argentina. 


SEÑOR BORDABERRY-.- ¿Puede repetir, señor sena- 
dor? 


SEÑOR MICHELINI- El señor senador nunca me es- 
cucha. Decía que el robo de las figuritas fue en Argentina. 


Hay un problema de delincuencia que no podemos atri- 
buir a Bonomi porque sucedió en Argentina, que es el país 
que abastece a Uruguay. Para que tenga una idea el señor 
senador, se trata de un robo millonario. 


Por otra parte, estar callados no implica que no tenga- 
mos cosas para decir. No somos tontos; no somos capri- 
chosos. Nosotros sostenemos una política que podrá tener 
cierto error, pero no la cambiamos todos los días. No lo 
haría ninguno de los señores senadores de la oposición que 
están acá si mañana fueran gobierno, porque no se puede 
estar cambiando las políticas todos los días. 


Se dice que el código nada tiene que ver. Quizás no 
sean las razones; quizás el ministro esté equivocado, sea 
un fracaso y todo lo que puedan decir, pero algo tuvo que 
ver el código. El senador Bordaberry, el senador Mieres 
y algunos otros dicen que nada tiene que ver, pero si mo- 
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dificamos cosas del código es porque algo tiene que ver. 
Si vamos a basarnos en eslóganes y nos enamoramos de 
nuestras palabras, deja de ser un debate. El nuevo código 
empezó a regir el 1.” de noviembre, pero ya había sido vo- 
tado. Ahora, cuando se puede instruir a la policía, esta en- 
tiende —en el acierto o en el error— que este nuevo código 
afecta su procedimiento, pero obviamente va a empezar a 
funcionar con la nueva normativa —que comenzó a regir a 
partir de esa fecha— y a realizar procedimientos instruidos 
de acuerdo con ella. Todos dijimos que estaba vigente y 
hoy volvemos a reafirmarlo, y la policía hizo una interpre- 
tación como la que se mencionó. Entonces, algo tiene que 
ver el nuevo código en esto. 


Se dice que aumentaron las rapiñas; por supuesto que 
sí. Se dice también que es culpa del nuevo código. Quizás 
el señor ministro no está en el acierto y no todo lo que su- 
cede es culpa del código. Ahora bien, si los jueces recibían 
360.000 denuncias y solo pasaban 220.000, pero ahora el 
código exige que pasen todas, entonces no es que hayan 
aumentado las rapiñas; estas siguen estando en el mismo 
nivel, pero con la nueva norma se identifican, se certifican 
y se procesan. 


El problema de la seguridad ciudadana es un tema muy 
delicado que nos va como Estado. ¡Este código lo modifi- 
camos entre todos! ¡Lo podría haber hecho el Frente Am- 
plio con sus dieciséis votos, como hemos hecho con otras 
leyes! Pero no lo hicimos porque es un tema mucho más 
delicado que pensar quién está en el Gobierno. 


Este código tenía fecha de entrada en vigencia el 1.* de 
enero de 2016. Sin embargo, quien habla le pidió al enton- 
ces vicepresidente de la república, contador Danilo Astori 
—hoy ministro de Economía y Finanzas— que se postergara 
porque se entendía que no estaban los recursos para eso. 
En aquel momento habíamos votado todo lo que había di- 
cho todo el mundo, pero algunos advertimos que faltaban 
los recursos. Por eso digo que el tema del código es mucho 
más complejo. ¿Vamos a ir por eslóganes? Perfecto, vaya- 
mos por eslóganes. ¿Vamos a discutir ciertas cosas sin la 
profundidad necesaria? ¿Acá solo se trata de pegarle a Bo- 
nomi? ¿Ustedes creen que los policías no quieren hacer su 
trabajo, que no sienten el orgullo de ser policías y de com- 
batir la delincuencia? Estamos reordenando algunas cosas 
porque no estaban claras, pero vamos paso a paso. ¡Vamos 
a tener que reflexionar sobre esto desde una perspectiva 
de Estado, pero nuestra intención es que estas normas se 
aprueben hoy! ¡No vamos a rehuir el debate! ¡No lo hará 
el Frente Amplio ni quien habla! Ustedes saben que yo 
no lo rehúyo. ¡Tenemos argumentos, fundamentos y, sobre 
todo, convicción! ¿Que muchas cosas no están saliendo? 
Sí. ¿Que nos duele en el alma? Sí. ¿Que roban a los trabaja- 
dores? Sí. ¿Que eso nos duele más? También. Sin embargo, 
estamos aquí para aprobar estas modificaciones al código 
y vamos a aguantar sobre la espalda todo lo que digan. Ya 
habrá oportunidad de fijar una fecha para discutir esto con 
mucha fuerza. 
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Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Juan Castillo).- Puede conti- 
nuar el señor senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor presidente: agradezco 
mucho la información que me ha dado el señor senador 
Michelini; le voy a avisar a mi sobrino nieto que el robo 
fue en Argentina. Lo acabo de chequear y efectivamente 
fue así; de paso le voy a sugerir que se vaya para Argentina 
porque mientras aquí reordenamos las cosas en materia 
de seguridad, allá los robos bajaron 7 % y 13 % los 
homicidios. En Argentina, cada 100.000 habitantes, hay 
5,3 homicidios; Uruguay tuvo 8,5 y este año no van a ser 
menos de 11 o 12. Pero, bueno, acá estamos reordenando 
las cosas después de trece años en el Gobierno y de ocho 
años del señor ministro Bonomi al frente de su cartera. ¡No 
reordenen más, por favor! ¡El Uruguay tenía un promedio 
de doscientos homicidios por año y en el 2018 vamos a 
llegar a los cuatrocientos, pero están reordenando! ¡Por 
favor! 


Lo que sí debo destacar es que en este reordenamiento 
que se está haciendo hoy aquí, se están haciendo cambios 
al Código del Proceso Penal y me alegro de que el señor se- 
nador Michelini acompañe. ¡Esperamos que muchos más 
senadores, toda la bancada oficialista, también acompañe 
porque este es el cambio bueno, es dejar a los dogmáticos 
y teóricos de lado! ¡Si cuando llegaron nos dijeron que la 
culpa de la delincuencia era de la sociedad y largaron a los 
presos! Estoy hablando de la ley de suelta de presos del 
año 2005 del Gobierno de Tabaré Vázquez y del ministerio 
de José Díaz. ¡Liberaron a los presos y mientras rompían 
a pedradas los comercios de 18 de Julio y las comisarías, 
nos decían que no iban a reprimir! Después cambiaron, 
como lo hicieron en otras cosas, y eso está bien, porque 
no tenían experiencia de gobierno. En ese cambio y con 
este reordenamiento, han causado un daño tremendo al 
Uruguay. ¿O no tenemos inseguridad en el Uruguay de 
hoy? ¿O lo de la sirena color verde que van a poner a las 
ambulancias es por casualidad? ¡No! 


Quizás hay algo que no se entendió porque las 220.000 
incidencias delictivas es lo que el Ministerio del Interior 
dijo que había antes, pero hubo 360.000. No es que se les 
informaban 360.000 a los jueces y se anotaban 220.000; 
es lo que se dijo que había. Reitero que me alegra mu- 
cho que varios senadores del oficialismo hoy voten con 
la oposición, juntos, haciendo lo que hay que hacer: los 
cambios al Código del Proceso Penal, dejando de lado el 
purismo dogmático y teórico. ¡Bienvenidos a darse cuenta 
de que gobernar no es fácil! ¡Bienvenido el cambio! Es- 
peremos que esto sea el anuncio de que el día de mañana 
otros senadores del oficialismo también se sumarán a estos 
cambios. ¡Bienvenidos a votar con el Partido Colorado, el 
Partido Nacional y el Partido Independiente! ¡Bienveni- 
dos! Es muy bueno que lo hagan, tal como lo han hecho 
con el agravamiento de penas. Tuvimos catorce proyectos 
de ley de agravamiento de penas en los últimos ocho años. 
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¡Bienvenidos los señores senadores que van a levantar la 
mano con nosotros! 


SEÑOR PINTADO.- Ustedes están votando con no- 
Ssotros. 


SEÑOR BORDABERRY.- Siempre es un placer votar 
con ustedes. Tan así es que voy a pedir que el voto sea 
nominal, así todos sabemos quiénes nos acompañaron en 
estas propuestas, en este cambio, en esta nueva coalición 
que se ha formado para cambiar el Código del Proceso 
Penal y encontrar las soluciones que el país y la gente re- 
quieren. ¡Qué lindo! Podemos gritar toda la tarde, pero al 
final del día van a levantar la mano y el resultado va a ser 
afirmativo. 


(Interrupciones). 


—Quizás los podremos convencer de votar algún cam- 
bio más. ¡Qué sensato sería! 


Observen los señores senadores que van a votar con 
nosotros los artículos 2.”, 3.2 y 4%, el cambio que propone- 
mos en el artículo 5. —que también van a votar—, para que 
vean lo que son las repúblicas aéreas. Estamos votando 
que «Respecto de quien se hallare legalmente detenido o 
de quien existan indicios de que haya cometido o inten- 
tado cometer delito [...]», la policía podrá registrarlo. Es 
sensato, ¿no? Se estima que si la persona cometió un de- 
lito o intentó cometerlo, entonces se puede registrar. Va 
de suyo que si intentó cometer un delito, puede tener un 
arma. Y también puede tener el objeto del delito. Pero hete 
aquí que no quieren que se pueda registrar a aquel que se 
dispone a cometer un delito. ¡Cuidado! En esto estamos 
de acuerdo con la norma que remitió el Poder Ejecutivo. 
Pero resulta que, en la república aérea, si la policía ve que 
alguien está por cometer un delito, no puede pararlo y re- 
gistrarlo para ver si tiene armas. Pensemos en el caso de 
los mexicanos, que se subieron a una camionetita chiquita 
—eran catorce en una camioneta para cuatro— y el verano 
pasado arrancaron para el hotel Enjoy Punta del Este para 
robarlo. Cuando salieron con los martillos —dicen que uno 
llevaba un revólver y otras cosas—, la policía no los podía 
parar porque no habían intentado cometer el delito ni lo 
habían cometido todavía, por lo que no podían registrar- 
los. ¿Es sensato esto? ¿Es cierto que este purismo puede 
llevarnos a que la policía no pueda registrar a quien intenta 
cometer un delito? ¿No puede hacerlo a pesar de que exis- 
tan indicios de que intenta cometer un delito? No. Noso- 
tros proponemos el artículo sustitutivo, que parece sensato 
y, en mi opinión, no cambia mucho. 


En cuanto el artículo 8.*, se hace un gran avance, señor 
presidente. Espero que no pase inadvertido. Se le saca la 
oración final al artículo 223 del Código del Proceso Penal. 
Esto ha pasado inadvertido. Ahora, en esta redacción pro- 
puesta por el oficialismo, se establece: «En ningún caso la 
prisión preventiva será de aplicación preceptiva». Lo sa- 
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can. Pienso que sigue sin ser preceptiva, pero ya no está lo 
que lo establecía, lo cual representa un mensaje. 


Con respecto al artículo 9.%, creo que aquí se realizan 
los mejores cambios. Nuevamente hablamos del purismo 
versus el pragmatismo. Resulta, señor presidente, que 
cuando contra una persona hay semiplena prueba de su 
participación en un hecho delictivo y, a su vez, existen 
elementos suficientes como para presumir que se puede 
ocultar, fugar o entorpecer la investigación, o que puede 
afectar la seguridad de otros ciudadanos, se puede adoptar 
una medida de prisión preventiva. Es lógico. ¿Y aquí qué 
se dice? Que ese riesgo se presume cuando esa persona 
tiene antecedentes por delitos de violación, abuso sexual, 
atentado violento al pudor o rapiña. Si se lo acusa de eso, 
se presume que existe ese riesgo. Además, de acuerdo con 
la modificación que se ha aprobado en la comisión —que 
me parece está muy bien—, al fiscal se le impone la obliga- 
ción de pedir la medida de prisión preventiva. 


SEÑOR COUTINHO.- Formulo moción para que se 
prorrogue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Juan Castillo).- Se va a votar 
la moción formulada. 


(Se vota). 

22 en 24. Afirmativa. 

Puede continuar el señor senador. 

SEÑOR BORDABERRY.- Gracias, señor presidente. 


¿Qué quiere decir esto? Que el juez no tiene que dis- 
poner la medida preventiva, pero hay una presunción. 
Además, en estos casos el ministerio público sí tiene que 
pedirla preceptivamente. El juez la dará o no. Con esto 
se terminaron las objeciones de inconstitucionalidad por- 
que, en realidad, no es preceptiva la prisión, sino que es 
preceptivo el pedido del fiscal y se establecen unas pre- 
sunciones. Desde el punto de vista jurídico está perfecto. 
Y es un avance. ¿O alguien piensa que si una persona con 
antecedentes viola, rapiña o vuelve a matar no se presume 
que la sociedad y las posibles víctimas corren riesgo en 
caso de que esa persona siga en libertad? Creo que es un 
avance y una buena perfección de lo que tenemos vigente. 


Asimismo, hay otra modificación: la de los procesos 
abreviados. Como bien expresó el señor senador Mieres, 
los procesos abreviados se han convertido en la regla. Se 
habla de que solamente entre un 15 % y un 20 % van a 
procesos comunes, un 60 %, más o menos, van a proce- 
sos abreviados, y un 20 % se suspenden. Así es como está 
funcionando el código hoy. Me pregunto qué es mejor, si 
el sistema anterior o este. El sistema anterior por lo menos 
obligaba al juez a instruir, a llevar la prueba y a tener una 
prueba muy fuerte porque, si procesaba, era con una prue- 
ba muy fuerte. Y si disponía el procesamiento con prisión, 
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era por una prueba muy fuerte. Sin embargo, hoy en día 
ya no es así, pero el 80 % de los casos son procesos abre- 
viados con acuerdo. ¿Qué significa esto? Que el acusado 
se sienta con el fiscal y el defensor. El fiscal dice: «Voy a 
pedir diez años, pero si reconocés, te doy dos». ¿Y qué es 
lo que hace el que está allí? Entonces, sustituimos aquel 
proceso en el que el juez investigaba y procesaba con pri- 
sión —casi que hacía un proceso en ese momento porque 
después no había sentencia de condena— por un proceso 
abreviado en el 80 % de los casos, que es bajo presión. 
«Firmá, o de repente te vas a comer muchos años más». 
Esa ha sido la regla: el proceso abreviado. Creo que cuan- 
do lo aprobamos nadie pensó que el proceso abreviado iba 
a ser la regla. Nadie lo pensó. Es más, no estaba previsto 
cuando se aprobó el código en 2014, como hoy muy bien 
rememoró el señor senador Mieres. 


¿Qué decimos nosotros en estos casos, y aquí hay un 
avance? Decimos que había algo increíble. Se hacía un 
proceso abreviado que permitía reducir la mínima en un 
tercio. Con ello el fiscal no tenía que hacer toda la prueba, 
y además de que se le reducía un tercio la pena mínima, 
tenía derecho a los beneficios de la libertad anticipada y a 
otras cosas. 


(Ocupa la presidencia la señora Lucía Topolansky). 


—En el caso del homicidio creo que el mínimo son cua- 
tro años. Si le sacamos el tercio, nos da dos años y pico, 
casi tres. Si encima le damos libertad anticipada, mató, 
pero al año y medio está afuera. ¡Y sí: libertad anticipada! 


Creo que había que cambiarlo. El oficialismo está 
aceptando un cambio aquí al establecer que los acuerdos 
tienen que cumplirse en su totalidad. Sin embargo, aquí 
hay una pequeña trampita legal y es por eso que estamos 
proponiendo un texto sustitutivo. El acuerdo tiene que 
cumplirse. Muy bien. ¿Y cuál es el contenido del acuerdo? 
¿El acuerdo puede incluir que el acusado tendrá derecho a 
la libertad anticipada? ¿No? ¿Dónde dice que no puede? Y 
si no puede, ¿por qué no lo ponemos a texto expreso? En- 
tonces, si no tiene derecho a la libertad anticipada y tiene 
que cumplir el acuerdo, establezcamos que el acuerdo se 
debe cumplir y que este no puede incluir la libertad anti- 
cipada. ¿Cuál es la renuencia a establecer que no se puede 
incluir la libertad anticipada? A mí me hace sospechar; 
por ende, me parece que hay que incluirlo. 


Considero que la propuesta del señor senador Mieres 
es muy buena. Por fin alguien está pensando en lo que tie- 
ne que tener en cuenta el proceso penal. ¿Qué es lo más 
importante en el proceso penal? ¿Quién es el sujeto más 
importante? ¿El juez? No. ¿El fiscal? No. ¿El acusado? No. 
Es la víctima, porque es la afectada en sus derechos pri- 
marios. Entonces, la participación de la víctima en estos 
procesos es esencial, y es bueno que se haya aceptado la 
propuesta del señor senador Mieres de incluir a la víctima 
y notificarla en caso de que no lo estuviera. 
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Nosotros también vamos a proponer un sustitutivo al 
artículo 11. En esta disposición se establece que la libertad 
anticipada no será de aplicación para quien cometiere los 
siguientes delitos: violación, abuso sexual, abuso sexual 
especialmente agravado, atentado violento al pudor, abuso 
sexual sin contacto corporal, secuestro, homicidio agrava- 
do, los crímenes de delitos contenidos en la Ley n.* 18026, 
y aquellos delitos por los que al condenado se le hubie- 
re aplicado medidas de seguridad eliminativas. Creo que 
aquí debería agregarse la rapiña y la rapiña con violencia. 
Resulta increíble que quien ejerce la violencia contra otro 
uruguayo para asaltarlo tenga derecho a la libertad anti- 
cipada. ¡Qué mensaje, ¿no?! Qué mensaje estamos dando 
a las víctimas, a la sociedad y a los delincuentes: «Si vos 
rapiñás, quedate tranquilo que tenés derecho a la libertad 
anticipada». 


Además, esto guarda coherencia con el artículo si- 
guiente, que dice que el beneficio de la libertad anticipada 
no será de aplicación en las rapiñas en caso de reiteración. 
Por lo tanto, en materia de proceso abreviado tampoco de- 
bería aplicarse a los casos de rapiña. 


Antes de finalizar me gustaría fundamentar algunos 
aspectos. 


En primer lugar —es muy simple—, con respecto a la 
posibilidad de adoptar medidas cautelares, esta fue una 
coincidencia que tuvimos con la señora senadora Payssé 
en la comisión; ambos llegábamos a la misma solución por 
distintos caminos. Concretamente, me refiero a la situa- 
ción que se dio con ese delincuente en San Carlos, en la 
cual se interpuso el recurso de inconstitucionalidad para 
frenar el proceso y que siguiera en libertad. Ahora esto se 
ha clarificado. A nuestro juicio no se podía hacer y el juez 
podía disponer la medida, pero no la había dispuesto y el 
fiscal la había pedido. Ahora queda claro que si se interpo- 
ne un recurso de inconstitucionalidad, de todas formas el 
juez, en el mismo momento y sin violentar el artículo 258 
de la Constitución, puede disponer la medida de prisión 
preventiva si así lo entiende. 


SEÑORA PAYSSÉ.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR BORDA BERRY.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir la seño- 
ra senadora. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señora presidenta: simplemente 
quiero complementar lo que está diciendo en este momen- 
to el señor senador Bordaberry. No solo coincidimos en la 
propuesta que hicimos, sino en que hay una sentencia de la 
Suprema Corte de Justicia que va en la misma dirección, o 
sea que avala el planteo que coincidentemente hicimos en 
la Comisión de Constitución y Legislación. 


Muchas gracias. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Siempre es un placer coin- 
cidir con la señora senadora Payssé. No sé si va a usar 
estas coincidencias conmigo en la próxima campaña elec- 
toral; quizás le pueda arrimar algún voto. 


Quiero hacer referencia a un tema técnico que no es 
menor. Se modifica el Código del Proceso Penal, pero 
también el Código General del Proceso, porque el proceso 
de inconstitucionalidad no está regulado en el Código del 
Proceso Penal sino en el Código General del Proceso, y es 
un proceso independiente, por lo cual si se previera esto 
exclusivamente para el Código del Proceso Penal podría 
interpretarse que para los otros códigos y procesos no está 
establecido. Entonces, se modifica el Código del Proceso 
Penal pero, sobre todo, se aclara el caso del artículo 514 
del Código General del Proceso. 


Otro cambio que me parece esencial introducir —me 
gustaría fundamentarlo porque ha tenido algún tipo de 
objeción importante— es el de la diligencia para mejor pro- 
veer. ¿Qué es una diligencia para mejor proveer? Es una 
prueba que puede ordenar el juez cuando está por dictar 
sentencia. El juez escucha a las partes, cada parte aporta 
su prueba, y antes de dictar sentencia puede considerar que 
si le hubieran hecho llegar determinada prueba lo hubie- 
ran convencido de absolver o de condenar. Entonces, se le 
otorga al juez, en forma limitada y solamente sobre hechos 
alegados y controvertidos por las partes, la posibilidad de 
producir prueba. Este es el caso de la balita y la pistola; el 
fiscal decía que de ese revólver había salido la bala, pero 
no lo había probado. Frente a ese caso, el juez puede decir: 
«Lo voy a probar». Algunos dicen que esto significa que 
el juez vuelva a su rol anterior, inquisidor, y se sume a la 
prueba. No es así, porque si la pericia determinaba que la 
bala no había salido del revólver, lo absolvía. La diligencia 
para mejor proveer juega para los dos lados: para absolver 
o condenar. Así funciona tanto en el proceso civil como en 
el penal. ¿Por qué todavía estamos pensando con el viejo 
casco del Código del Proceso Penal, en el sentido de que el 
juez va a actuar para condenar? ¡No! El juez va a averiguar 
la verdad porque, en definitiva, ese es el fin sustancial de 
todo proceso. No vamos a privar a los jueces de esta herra- 
mienta. Además, la experiencia indica que, en materia ci- 
vil, la utilizan con muchísimo cuidado. Excepcionalmente 
se encuentran diligencias para mejor proveer. Este era un 
caso. Me parece que esto debería ser tomado en cuenta. 


Estamos proponiendo también un artículo aditivo al 
proyecto de ley, porque aquí se planteó la duda de si el 
Código del Proceso Penal había derogado la Ley de Proce- 
dimiento Policial. Aclaro que entiendo que no es así, pero 
creo que existe una razonable duda al respecto, porque el 
artículo 404 del Código del Proceso Penal establece que se 
derogan todas las normas que se le opusieren. Obviamen- 
te, el Código del Proceso Penal incluye normas de pro- 
cedimiento policial, algunas de las cuales se contradicen 
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con la Ley de Procedimiento Policial. En función de ello, 
algunos intérpretes, especialmente algunos funcionarios 
policiales, manejaron la tesis de que si en el Código del 
Proceso Penal se habían dictado nuevas normas de pro- 
cedimiento policial, se podía interpretar que se había de- 
rogado toda la Ley de Procedimiento Policial. Creo que 
no fue así. ¿Cómo se trata de subsanar esta situación? En 
algunos artículos del proyecto de ley que estamos con- 
siderando deberíamos remitirnos a normas de la Ley de 
Procedimiento Policial. Pienso que para seguridad jurídi- 
ca habría que hacer uso del numeral 20) del artículo 85 
de la Constitución de la república, que da potestad a la 
Asamblea General —obviamente, al Senado y a la Cámara 
de Representantes— de interpretar la Constitución y la ley. 
Así, se podría dictar una norma interpretativa que esta- 
blezca que la Ley n.* 19293, Ley de Procedimiento Poli- 
cial, y sus modificativas no derogaron la Ley n.” 18315, 
de 5 de julio de 2008. De esta forma terminaríamos con 
la interpretación de que la Ley de Procedimiento Policial 
no está vigente. Actualmente, cualquier agente u opera- 
dor puede decir que esa ley no está vigente y esperar una 
sentencia judicial en ese sentido. Sería bueno aclarar este 
aspecto. Por otro lado informo que esto no es necesario 
para la Prefectura Nacional Naval ni para la Policía Aérea 
Nacional que, como se sabe, ejercen funciones de policía 
—la primera se desempeña en la franja costera y en los pa- 
sos fluviales y marítimos y la segunda, en los aeropuer- 
tos—, pero no tienen una ley de procedimiento policial. 
Están reguladas por decretos y será cometido del Poder 
Ejecutivo adecuarlos a la nueva realidad del proceso penal. 


Por todos esos motivos, señora presidenta, antes de ter- 
minar quiero pedir que se desglosen los artículos para los 
que hemos presentado sustitutivos. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Señor senador: ¿puede re- 
petir los números de los artículos, porque cuando los men- 
cionó yo no estaba en sala? 


SEÑOR BORDABERRY.- Se trata del artículo 5., 
donde quisiéramos agregar la posibilidad de registrar a 
quienes se disponen a cometer un delito; del artículo 10, 
que es el que agrega que el acuerdo no podrá comprender 
el beneficio de la libertad anticipada; y del artículo 11, que 
es el que agrega a los supuestos del artículo 301 bis del Có- 
digo del Proceso Penal la rapiña y la rapiña con privación 
de libertad. El otro artículo presentado es un aditivo y, por 
ende, se va a votar aparte. 


Muchas gracias, señora presidenta. 
15) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 3 de julio de 2018 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito al Cuerpo me conceda licencia 
al amparo del artículo 1.” de la Ley n.* 17827 por motivos 
particulares el día 4 de julio de 2018. 


Sin otro particular, saludo a la señora presidente muy 
atentamente. 
Daniel Bianchi. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
25 en 26. Afirmativa. 


Queda convocada la señora Graciela Matiaude, a quien 
ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Asimismo, se comunica al Cuerpo que en virtud de la 
licencia concedida a la señora senadora Verónica Alonso 
desde los días 3 al 5 y desde el 9 al 12 de julio, los señores 
Omar Lafluf y Adriana Peña han presentado nota de de- 
sistimiento para los días 4 y 5 de julio, por lo que queda 
convocado el señor Pablo Iturralde, a quien ya se ha toma- 
do la promesa de estilo. 


16) CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 


SEÑORA PRESIDENTE.-- El Senado retoma la consi- 
deración del segundo punto del orden del día. 


SEÑORA TOURNÉ.- Pido la palabra. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA TOURNÉ.- Señora presidenta: me alegro de 
este impasse de licencias, que nos permite bajar la ten- 
dencia parlamentaria al stand up que hubo en interven- 
ciones anteriores, porque así podemos retomar un curso 
razonable de un debate asaz difícil. 


Quiero hacer algunas aclaraciones previas. Personal- 
mente, no entiendo como algo bueno en los debates demo- 
cráticos calificar a nuestros adversarios. No suelo hacerlo, 
y por lo tanto voy a tomar el camino de dar mi opinión, 
humildemente, según mi entender, y no por ello subesti- 
mo, califico, desprecio o me burlo de opiniones que son 
diametralmente opuestas a las mías, pero que hacen a la 
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vida democrática del país. Simplemente pretendía meto- 
dológicamente aclarar lo que voy a hacer. 


Por otra parte, señora presidenta, también voy a dejar 
como constancia —aunque todos nos conocen— que no- 
sotros, los y las socialistas, siempre hemos opinado con 
libertad acerca de todos los temas que hacen a la vida 
política del Frente Amplio. Lo que ocurre es que tenemos 
una ética y la llevamos con lealtad y profundidad. Deba- 
timos donde debemos debatir y estamos a las resolucio- 
nes que nuestra bancada y nuestro partido Frente Amplio 
toman. Digo esto porque no somos amigos del silencio. 
Siempre hemos dicho, en el acuerdo y en la discrepancia, 
lo que nosotros, los y las socialistas, pensamos, y es lo que 
queremos hacer en esta oportunidad con absoluto respeto. 


Nosotros vamos a votar en general el proyecto de 
ley a consideración en el día de hoy. Debo decir, señora 
presidenta —con absoluto respeto, reitero—, que lo vamos 
a hacer con bastante poca convicción, pero nos vamos a 
someter lealmente a las decisiones que ha tomado nuestra 
bancada. 


Entendemos, señora presidenta, que el cambio que se 
llevó adelante con el Código del Proceso Penal fue muy 
favorable, muy bueno, que tiene enormes ventajas con 
respecto a lo que sucedía en el proceso anterior, en el 
proceso inquisitivo. Ese proceso estaba plagado de pro- 
blemas y parece que ahora nos olvidamos. Estaba plaga- 
do de errores y de injusticias, y ahora, mágicamente, nos 
olvidamos. Ahora también los hay porque, al ser aplicado 
por humanos, siempre los va a haber, pero creo que este 
cambio tiene muchísimas cosas positivas, y somos gran- 
des defensores del cambio. Es por eso que no nos parece 
del todo prudente, pertinente y eficaz introducir cambios 
al corazón del Código del Proceso Penal en este momento. 
Además, entiendo que no hay nada más aéreo e idealista 
en este momento que pensar que por reformar, con nuestra 
vocación legiferante, el Código del Proceso Penal, vamos 
a atenuar los problemas de delincuencia que tenemos en 
el país. Francamente le digo que eso sí es idealista, naíf 
y aéreo. 


Evidentemente, el Código del Proceso Penal genera 
cambios importantísimos. Con algunos de ellos coincido 
=y se han subrayado acá—, como la transparencia absoluta 
del proceso, el lugar que la víctima no tenía en el proceso 
inquisitorio —quedaba totalmente por fuera sin poder hacer 
absolutamente nada— o la garantía del respeto a los dere- 
chos humanos de todos. Eso fue lo que nos llevó unánim- 
emente en esta casa a aprobar el nuevo Código del Proceso 
Penal, ahora volviéndolo acusatorio. Y evidentemente, tal 
como se ha dicho acá en sala, el imponer estos cambios 
grandes iba a generar resistencias en todos, no solo en los 
jueces y en los fiscales, sino también en la policía. 


En ese sentido, como las actitudes a veces tienen un 
impacto enorme en la ciudadanía, debo recordar el he- 
cho de no habernos dado el tiempo, el espacio de la tarea 
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compartida, para analizar por todos los actores y formular 
cambios. Habíamos acordado un plazo de más o menos un 
año para hacerlo, que era lo justo, porque hace apenas unos 
meses que lo estamos aplicando y, obviamente, las resi- 
stencias que los cambios generan se iban a expresar. Eso 
era absolutamente esperable. Y voy a decir más, señora 
presidenta: creo que si hubiéramos esperado los plazos, 
habrían aparecido otras cosas del Código del Proceso Pe- 
nal actual a mejorar. De eso no tengo ninguna duda. Creo 
que nos apresuramos y que no vamos a lograr ir al fondo 
de los problemas de delincuencia que estamos teniendo y 
que tanto parecen preocuparnos a todos. 


Considero que no colaboraron mucho, en cuanto a que 
la ciudadanía se sienta reconocida por los actores de un 
proceso tan importante como este de la justicia, los deba- 
tes públicos acerca de quién tiene más razón que quién. 
Eso no colabora, no contribuye para que la ciudadanía 
sienta que, de alguna manera, sus demandas resuenan; po- 
demos discrepar, tal vez, en cómo atenderlas y creo que en 
eso tenemos profundas discrepancias. Quizás deberíamos 
abocarnos a discutir realmente y con sinceridad de política 
criminal —advierto que estoy totalmente de acuerdo con 
ello—, pero me parece que los debates mediáticos no con- 
tribuyen mucho sino que, por el contrario, incrementan, en 
realidad, un sentimiento de no resonancia de la gente con 
los actores que deben solucionar problemas muy graves. Y 
creo que cada uno defendió, a su manera, su zona de con- 
fort, lo que estaba acostumbrado a hacer. Hablo de todos: 
los jueces, los fiscales y la policía. 


Estuve mirando con atención —porque uno debe tener 
la humildad de aprender y de reconocer que hay cosas 
que no sabe, que es fundamental para poder incidir en los 
cambios—, algunas cifras de lo que era la aplicación del 
código del proceso anterior —o sea, del inquisitivo— y noté 
que aparecen datos bien llamativos a los que deberíamos 
prestar atención. 


Fíjense los señores senadores que, según cifras oficia- 
les, del 100 % de las denuncias que se realizaban bajo el 
código del proceso anterior se comunicaba a la Justicia 
solamente el 38 %. O sea que ahí iba quedando un bolsón 
de más de 60 % de denuncias que no se comunicaba a la 
Justicia y ese era el campo, la zona de confort, en la que 
procedía el Ministerio del Interior. 


Del 38 % de denuncias que llegaban a conocimiento 
de la Justicia, al 21,6 % se le daba canal para que se 
investigara sobre el tema y el resultado era un 4,4 % de 
imputados. ¿Estamos bien? Me parece que deberíamos 
reconocer que ahí tenemos que lograr algún cambio para 
mejorar en algún aspecto en cuanto a cómo investigamos y 
cómo podemos lograr que a los delincuentes responsables 
se los condene. 


Creo que esto que sucedía —y por eso el cambio es bue- 
no— también generaba en la ciudadanía una cierta sensa- 
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ción de impunidad de algunos actores que se dedican a 
delinquir. 


Entonces, creo que hay que reconocer que sobre este 
campo hay que operar de alguna manera, que no es a tra- 
vés del cambio legislativo. Por eso insistimos en algunos 
aspectos a los que nos oponemos y en que el gran desafío 
está en la gestión de este proceso y en la que se lleva ade- 
lante analizando la realidad en los distintos actores. 


La resistencia al cambio también la mostraron los fis- 
cales, que tenían una forma de proceder completamente 
distinta a la que se les exige ahora y ha habido errores. Eso 
es verdad y lo reconoce el propio ministerio público cuan- 
do da sus cifras y dice que en los primeros momentos — 
enero, febrero— no se logró la formalización. Sin embargo, 
los números oficiales que se están manejando ahora —se 
pueden ver si se entra a la página web de la Fiscalía Ge- 
neral de la Nación— están alcanzando y, en algunos casos, 
superando los que se daban por el sistema anterior. Me 
parece que eso está indicando que era necesario el tiempo 
de espera para lograr que un cambio cultural tan profundo 
como el que propone este nuevo sistema del Código del 
Proceso Penal se hiciera carne en el accionar, en la gestión 
de los actores y no a través de algunos cambios que son 
los que nos preocupan, porque se retrae el accionar de la 
Justicia y de la Policía a pasos anteriores, hacia la visión 
anterior y se vuelve a apostar —en el fondo, eso es lo que 
leemos nosotros— a que la principal función del sistema 
penal es la prisión. 


Señora presidenta: cito algunos números solo para ilus- 
trar. En 1999 los reclusos llegaban a 4117. Es verdad que 
se votaron cantidad de aumentos de pena, tal como lo se- 
ñalaba el señor senador preopinante, y es verdad también 
que creció el delito y la violencia. En 2017 los números que 
tenemos son de más de 11.000 reclusos, o sea que la prisio- 
nización en el Uruguay creció extraordinariamente. Hay 
un aumento de 16878% en el número de reclusos y mi pre- 
gunta es: ¿colaboró la prisionización, el aumento de penas 
y el encarcelamiento en las condenas y en el mejoramiento 
del número de delitos que se cometen en el país? Creo que 
la respuesta es muy clara: no. No logramos bajar los deli- 
tos, porque el tema de la seguridad y de la delincuencia es 
asaz complejo: está lleno de complejidades y problemas. 


Insisto —hace mucho tiempo que vengo diciendo lo 
mismo-— en que si colocamos toda la responsabilidad ex- 
clusivamente en el Ministerio del Interior como único ac- 
tor que va a intervenir para la baja de los delitos, estamos 
errando el bizcochazo. No es el único implicado, todos 
deberíamos, de alguna manera y desde distintos sectores, 
apuntalar esto. Y no digo esto porque sepa algo, sino que 
repito lo que saben otros. Desde mi modesto saber y enten- 
der, escucho a otros actores sumamente comprometidos 
con este problema y que nos están advirtiendo hace tiem- 
po otras cosas; los escucho para tratar de aprender. 
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Cuando se nos habla de que tenemos este número de 
reclusos, hay que tener en cuenta que el 60 % de ellos son 
reincidentes y el 40 %, primarios. Con el anterior proceso 
teníamos 67 % y más de reclusos sin condena, con todo lo 
que esto genera. 


Además, de esos reclusos —algo se decía hoy de esto— 
la gran mayoría son varones jóvenes con muy bajo nivel 
educativo y actualmente casi analfabetos por desuso y no 
por no haber ido a la escuela. La enorme mayoría de ellos 
también tiene dificultades derivadas del consumo proble- 
mático de sustancias de algún nivel y debemos operar en 
estas complicaciones. Alguna experiencia se ha hecho en 
ese sentido, no todo es blanco y negro y tampoco hay que 
analizar todo en blanco y negro. Hay buenas experiencias 
que se han desarrollado y ahí es donde tenemos que incidir 
porque acá no hay pena de muerte ni cadena perpetua. Por 
lo tanto, esta gente va a volver a salir a hacer lo que sabe, 
lo que aprendió, lo que la vida le enseñó: a chorear. Va a 
volver a hacerlo porque no le hemos dado otra oportuni- 
dad; es así y hay que incidir, fundamentalmente, en este 
aspecto. 


Ahora bien, es muy difícil incidir con estos números 
de reclusos y con la actual situación carcelaria, que se 
viene agravando. Recuerdo las gráficas —creo que deben 
ser similares hoy— que mostraban que íbamos invirtiendo 
dinero y construyendo más y más plazas para aliviar la 
presión del sistema carcelario, pero el número de reclusos 
iba creciendo en paralelo y hasta por encima. Esta es una 
carrera casi interminable. Por eso creo que hay que escu- 
char con un poco más de atención al comisionado parla- 
mentario para el sistema carcelario cuando nos habla. 


Aquí otra vez se nos vuelve a tildar de naíf e idealistas 
a algunos que coincidimos con esa visión, pero no avanza- 
remos si no hacemos un proceso de formación, de rehabi- 
litación a la interna de las prisiones. Se han hecho grandes 
esfuerzos y conozco proyectos; no es todo horrible, no es 
así. Se ha invertido, pero aún no es suficiente. Necesita- 
mos clasificar a las personas para tratar distinto a los que 
son diferentes. Ese es un enorme esfuerzo que ha hecho 
este ministerio, que nadie reconoce hasta el momento. Se 
ha hecho, pero aún falta más por hacer. 


Por este motivo, escucharía con más atención cuando 
el comisionado parlamentario para el sistema carcelario 
nos dice que debemos apuntar a sistemas de cárceles más 
pequeñas para poder rehabilitar, si no, es muy difícil. En 
mi humilde opinión, ahí tenemos uno de los grandes pro- 
blemas que enfrentamos en el tema de la delincuencia: los 
altos índices de reincidencia. Ahí hay que operar. 


Es por eso que me pregunto si no es momento de po- 
nernos a pensar en cómo con este nuevo Código del Proce- 
so Penal podemos atender con un mayor control a quienes 
salen de la cárcel, porque el organismo que tenemos hoy 
para controlar a los reclusos una vez que están afuera es 
pequeño, no tiene posibilidad de acompañar el proceso de 
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inclusión cuando trabajamos en rehabilitación. Esto será 
muy idealista, pero sinceramente no encuentro otro cami- 
no, porque seguir engordando cárceles no es la solución. 
La prisión eterna sin observar el caso concreto, es una de 
mis mayores contradicciones, pensando en cambios relati- 
vos a la prisión preventiva. 


Por otra parte, me he asesorado y en ningún lado dice 
que la prisión preventiva está prohibida. Se puede dispo- 
ner, está resguardada la posibilidad de la prisión preven- 
tiva. Por lo tanto, me da la impresión de que lo que está 
ínsito es que es mucho más fácil meter a la gente en cana y 
después tratar de arreglar las cosas. Eso es lo que a veces 
extraña. Ahora hay que procurar otras cosas. Actualmente 
se conocen los números y es verdad que de las previsiones 
que se tomaron —en las que hay que reconocer que hay 
posibilidades de error—, de aproximadamente doscientos 
cuarenta mil casos pasamos a trescientos ochenta y ocho 
mil, de acuerdo con las cifras que he obtenido de la propia 
fiscalía. Por lo tanto, de unos veinte mil casos mensua- 
les pasamos a veintinueve mil. Haciendo mal los cálculos, 
ahora se desbordó la cosa. Aparecieron una cantidad de 
casos. Yo no sé si esto habla de un aumento brutal de la de- 
lincuencia o de aquel 604S5% que no pasaba por la Justicia, 
porque el proceso no lo pedía —no es culpa de nadie—, aho- 
ra sí tiene que pasar. Entonces aparecen estos desajustes. 


Quiero hacer una pregunta honesta —no creo saber más 
que nadie—, que creo que otros también se lo preguntan y 
tengo que ser lo suficientemente honesta como para traer 
estas dudas al Senado, porque los que piensan como yo 
también deben estar representados. ¿Es con la reforma del 
Código del Proceso Penal que vamos a arreglar estos pro- 
blemas graves que emergen? Me pregunto si la actitud de 
demonizar de todas las formas posibles el Código del Pro- 
ceso Penal es lo que va a colaborar con que mejoremos los 
niveles de seguridad de la población uruguaya. La verdad, 
tengo que decir que creo que no. Considero que inciden 
mucho más otras cuestiones. Pienso que deberíamos haber 
hecho un esfuerzo honesto y esperar a que los zapallos se 
acomodaran en el carro y una vez que pasara el tiempo, 
formular y apreciar otras reformas, porque estoy segura 
de que van a venir otras y que las vamos a tener que votar. 
Me parece que no es justo que se apunte al Código del 
Proceso Penal, cuando desde mi más profunda convicción 
el cambio ha sido para mejor. 


No me gusta trabajar en la casuística, porque después 
parece que legislamos por un caso que se hizo mediático, 
cuando hay que legislar por la realidad, pero se han co- 
metido mil injusticias para un lado y para otro. Sabemos 
de personas que han sido declaradas culpables cuando no 
lo eran y de personas culpables que quedaron libres por 
el otro código. Este código no es la madre de todos los 
problemas. No es bueno ofrecer excusas a ninguno de los 
actores del sistema de aplicación de la justicia. 


Cuando tuve la brevísima experiencia de pasar por el 
Ministerio del Interior nos costaba mucho decir a la ciu- 
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dadanía que no podíamos atender el reclamo, porque no 
teníamos móviles o nafta. Y debo decir que esa era una 
respuesta muy frecuente. Tratamos de revertirlo; el minis- 
terio ahora tiene móviles y por suerte le han dado todas 
las garantías. Después se empezó a hablar de los menores 
y parecía que eran la causa de todos los problemas de de- 
lincuencia. Pero a partir de la opinión de la ciudadanía 
sobre el tema y de algunos agravamientos de pena que se 
votaron en el Parlamento eso se opacó un poco y ya no lo 
escuchamos con tanta fuerza. ¿Y ahora quién emerge? El 
Código del Proceso Penal. 


Como he dicho, dentro de lo posible nos hubiera gusta- 
do que la evaluación se hiciera con tiempo y escuchando a 
todos los actores. Con respecto a la seguridad, se tendría 
que haber atendido los problemas que se nos han señalado 
y que para mí cobran bastante mayor relevancia que las 
normas penales. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Disculpe, señora senadora, 
pero ha llegado a la Mesa una moción para que se prorro- 
gue el tiempo de que dispone. 


(Se vota). 
22 en 25. Afirmativa. 
Puede continuar la señora senadora Tourné. 


SEÑORA TOURNÉ.- Muchas gracias, señora presi- 
denta. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señora senadora? 


SEÑORA TOURNÉ.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador Bordaberry. 


SENOR BORDABERRY.- De repente no se cuenta 
con cierta información. 


En la Comisión de Constitución y Legislación recibi- 
mos a todos los interesados: a la Fiscalía General de la 
Nación, a las cátedras, a los jueces, etcétera. En realidad, 
coincidimos en esperar a que transcurriera un año para 
evaluar el nuevo código. Lo que sucedió fue que la eva- 
luación se aceleró, no porque lo quisiera la comisión, sino 
porque a iniciativa del señor senador Mieres se citó a los 
involucrados que estaban siendo acusados públicamente 
de ser los culpables de la aplicación del Código del Pro- 
ceso Penal. 


Reitero: primero, fue el ministro del Interior quien 
acusó a la Suprema Corte de Justicia y esta le contestó 
sensatamente. Luego, acusó a la Fiscalía General de la 
Nación y esta lo acusó. Finalmente, con mucha sensa- 
tez el señor senador Mieres dijo que éramos nosotros los 
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que teníamos que evaluarlo, por lo que convocamos a los 
involucrados para que nos dijeran qué era lo que estaba 
pasando. Coincidimos —en un cien por ciento— en que lo 
mejor hubiera sido esperar el año que nos habíamos fi- 
jado —sin duda—, pero el señor ministro del Interior fue 
el primero en comenzar a decir que el código no servía, 
que era el culpable de todos los males, y hasta envió un 
proyecto de ley. 


En realidad, siento que el palo no es para nuestro ga- 
llinero —sé que no es un palo, pero quizás por estar tan 
acostumbrado a recibirlos tiendo a pensar que sí—, pero la 
realidad de la situación es esta: lo mejor hubiera sido es- 
perar el año, porque todos coincidimos en que el problema 
de la inseguridad viene de mucho antes. 


Y permítaseme una segunda aclaración. Sin lugar a du- 
das, como dice la señora senadora Tourné, el del sistema 
carcelario constituye uno de los problemas más grandes 
que tiene el Uruguay en materia de seguridad, junto con la 
reincidencia, y quizás si recogemos el guante deberíamos 
acelerar la creación de un instituto nacional de rehabilita- 
ción independiente, de la misma forma que se creó el Ins- 
tituto Nacional de Inclusión Social Adolescente, Inisa. El 
proyecto de ley está ahí. Cuando se habló del tema de los 
menores, creo que el resultado fue bastante bueno, pues se 
terminó sacando a los menores infractores de adentro del 
INAU, al tiempo que se estableció el mantenimiento de los 
antecedentes en determinados supuestos y se agravaron 
las penas hasta diez años para esos casos. Creo que hablar 
de las cosas y ponerlas arriba de la mesa —tal como esta- 
mos haciendo ahora— ayuda a mejorar. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar la señora 
senadora Tourné. 


SEÑORA TOURNÉ.- Muchas gracias, señora presi- 
denta. 


Ante todo, digo al señor senador que estoy informada. 
No pertenezco a la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción ni soy abogada —parece que estas son dos cosas deter- 
minantes para que uno no pueda meterse en estos temas—, 
pero escuché con gran atención a todos los operadores que 
pasaron por la comisión y se expresaron acerca de estas 
modificaciones que ahora, por suerte, en algunos casos, 
mejoraron grandemente su redacción. ¡Todos opinaron en 
forma contraria a la propuesta! Entonces, el hecho de que 
la bancada del Frente Amplio haya aceptado modificacio- 
nes está indicando que se reflexionó sobre algunos puntos 
en los que el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecuti- 
vo tenía errores. ¡Gracias a Dios, Montesquieu vive! ¡Y la 
separación de poderes existe! ¡Y todos los integrantes del 
Parlamento —inclusive quienes pertenecen al oficialismo— 
pueden dar su opinión acerca de los proyectos que envía el 
Poder Ejecutivo! ¡Creo que es muy sano que procedamos 
así! ¡Es muy bueno para este Parlamento y para la demo- 
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cracia! Distinto es cuando pretendemos que el Parlamento 
o el sector oficialista funcionen de otra manera, como de 
hecho los vi hacerlo, pues hace muchos años que estoy acá 
y otros tantos estuve en la Cámara de Diputados, y los vi 
funcionar como la correa de trasmisión más maravillosa 
entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento. ¡Aquello era una 
maquinita de relojería! ¡Maravilloso! 


Por suerte, acá tenemos un sentido democrático y éti- 
co diferente. Doy las discusiones a la interna de mi parti- 
do, ¡por supuesto! Acato las mayorías —las respeto—, pero 
también, como minoría, tengo derecho a expresarme, y mi 
partido —¡por suerte!—, fundamentalmente democrático 
—que lo es—, me concede ese derecho. Esa es una base más 
que clara de lo que la izquierda en este país piensa y tam- 
bién hace, cosa que no vi que hiciera en otros momentos, el 
Ejecutivo. ¡Para nada! Entonces agradezco humildemente, 
desde mi posición minoritaria, en algunos artículos, que 
mi bancada me autorice a ejercer mi derecho como mino- 
ría; lo agradezco y es un reconocimiento a la grandeza de 
mi propio partido, el Frente Amplio. 


Para terminar, señora presidenta —pues creo que no es 
necesario abundar demasiado—, digo que hay que ser res- 
petuoso con las cifras, le vengan bien a uno o no. Hay que 
manejarse con las cifras oficiales. Entonces, cuando acá 
se habla tan mal del juicio abreviado, debo decir que a mí 
me parece muy bueno. Y no es verdad que se aplique en 
más del 90 % de los casos, como afirmara algún actor de la 
Suprema Corte de Justicia. ¡No es así! Los números oficia- 
les hablan de un 51,7 % de aplicación. ¿Saben qué olvidan 
decir cuando denuestan el juicio abreviado? ¡Que, ahora 
sí, ese 51,7 % tiene condena! ¡Es procesado! Repito: ¡tiene 
condena! Eso no sucedía con el código anterior pues, como 
ya venimos de demostrar, había un 67 % de presos que no 
tenían condena, amontonados en la cárcel. ¡Hoy, el 51,7 % 
tiene condena! El 25,4 % va a suspensión condicional de la 
pena; es un acuerdo: se le suspende mientras cumpla con 
lo que se acuerda. ¡No está mal! ¡No es cierto que a partir 
de la aplicación del código se tenga la responsabilidad de 
liberar delincuentes! ¡No es así! Hubo errores, sí; lo reco- 
noce la fiscalía, como deberían reconocerlo otros, pues se 
han cometido errores en el ajuste de esto. 


¿Saben cuál es el porcentaje promedio de juicio oral 
y público en los países que tienen este régimen, es decir, 
a nivel internacional? Es de un 10 %. Solo el 10 % llega 
al juicio oral y público. Sin embargo, en Uruguay, el 
porcentaje está llegando al 19,9 %, casi un 20 %. Entonces, 
creo que aprovechando el código del proceso, cada uno le 
pone la culpa que quiere ponerle. 


Es cierto lo que decía algún jurista connotado —uno 
que acostumbro leer y de quien suelo recibir consejos— 
en el sentido de que los uruguayos tenemos esa vocación 
legiferante por la que creemos que aprobamos una ley y 
solucionamos todos los problemas. ¿Hay problemas? Co- 
rregimos los artículos y se arreglan los problemas. ¿Saben 
lo que más me preocupa de todo esto? El hecho de dar a la 
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ciudadanía un mensaje equivocado, el de que arreglando 
estos artículos va a estar más segura. Estamos haciendo un 
intento, pero se necesita colocar la mirada de todos y todas 
en lugares bastante más difíciles de gestionar. 


Miren que acá no podemos hacer un campeonato 
para saber quién fue el mejor gestor de la seguridad. Si 
analizamos los contextos y los titulares de los periódi- 
cos de la época, veremos que iban y venían los bandazos 
para todos lados. Acá no hay magísteres en seguridad, 
no, porque los contextos varían, las situaciones son muy 
difíciles, en todo momento —lamento no haber traído 
los titulares, que los tengo, incluso los que se me dedi- 
caron—, y hace años que venimos con el problema. Me 
parece que sería muy sano que el sistema político, que 
pretende representar a la ciudadanía desde todos los lu- 
gares, abandonara la actitud magisterial de enseñarnos 
los unos a los otros lo que es mejor hacer y, humilde- 
mente, juntos nos abocáramos a conseguir soluciones de 
consuno para que la gente se sintiera un poquito mejor 
con lo difícil. 


SEÑOR MIERES.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñora senadora? 


SEÑORA TOURNÉ.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR MIERES.- Señora presidenta: la señora sena- 
dora Tourné hizo referencia a una afirmación que hice en 
mi intervención respecto al número de procesos abrevia- 
dos que se habían resuelto durante todo este tiempo. Los 
datos que manejo son los de la Suprema Corte de Justicia 
que, entiendo, es un organismo válido para tomar como 
referencia en materia de estadística, nada menos que de 
los procesos. 


De 3867 procesos, solo 49 —ahí estoy hablando de ese 
2 % que mencionaba-— fueron por la vía del proceso largo; 
el resto fueron: proceso abreviado —alrededor del 80 %-, 
45 casos de acuerdos reparatorios y 995 de suspensión 
condicional de la pena. Conclusión: los mecanismos de 
resolución del conflicto que no van por la vía del proceso 
ordinario constituyen el 98 %. Ese es un dato que surge de 
las estadísticas de la División Informática de la Suprema 
Corte de Justicia y fue lo que nosotros referimos en su 
momento. Esto prueba que, en realidad, el problema que 
hemos tenido —del origen que sea— en cuanto al error en 
el cálculo del número de fiscales que se requerían, está 
generando este tipo de exageración, es decir, en vez 
de resolverlo por el camino del proceso en un número 
razonable de casos se resuelve por la vía abreviada o por la 
suspensión condicional de la pena, y estamos en un número 
extremadamente exagerado para lo que tradicionalmente 
ocurre en otros sistemas judiciales, donde se está en el 
orden del 20 % o 30 %. 
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Me parece que este es un problema muy serio, porque 
cada uno tiene su estadística; las que manejaba la señora 
senadora Tourné, según creo, provienen de la fiscalía, pero 
también están las del Ministerio del Interior. A su vez, acá 
se dijo algo muy grave. La señora senadora Tourné dejó 
entender —no digo que lo haya dicho ella, pero es lo que se 
deduce de sus palabras— que hasta que empezó este conteo 
paralelo de la fiscalía, el Ministerio del Interior no nos de- 
cía la verdad. Eso es algo muy grave: no nos decía la ver- 
dad. Acá hay dos posibilidades: o aumentaron los delitos 
de una manera exponencial en los últimos seis meses —es 
lo que personalmente creo— o el Ministerio del Interior 
estuvo mintiéndonos durante mucho tiempo, maquillando 
las cifras, y ahora no puede hacerlo porque hay un conteo 
paralelo, como decía la señora senadora Tourné. En los 
dos casos la situación del ministro del Interior es absolu- 
tamente insostenible. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar la señora 
senadora Tourné. 


SEÑORA TOURNÉ.- Señora presidenta: otro de los 
autores que leo es Lacan, quien dice: «Usted es responsa- 
ble de sus palabras y no de lo que escucha el otro». 


Jamás acusé al ministerio de maquillar cifras. No dije 
eso. Lo que dije fue que hay un salto desde el cálculo del 
año 2017, donde se cuentan 247.280 casos, al de 2018, don- 
de hay 388.000. ¡Eso fue lo que dije! Y no dije más nada. 
Cité los números; nada más. 


No voy a ponerme a discutir acá, infantilmente, como 
preescolar, sobre las cifras. Creo que las cifras de carácter 
más oficial son las de la fiscalía porque cuenta con todos 
los elementos, y por eso me remito a ellas; pero, en fin, 
cada uno busca las cifras y los asesores que quiere. «La 
libertad es libre». 


Ya he dicho todo lo que tenía para decir, señora presi- 
denta, y me alegro de haberlo hecho. Vuelvo a agradecer a 
mi bancada por ofrecerme la oportunidad de expresarme, 
como siempre lo he hecho por otra parte. No me corres- 
ponde a mí la acusación de silencio de ningún tipo. Nunca 
lo he tenido. 


Muchas gracias. 
SEÑOR LARRAÑAGA.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señora presidenta: tendría- 
mos que apelar al VAR, como en el mundial. Si pudié- 
ramos hacerlo, el lío sería enorme porque estamos discu- 
tiendo las modificaciones al Código del Proceso Penal y 
caben dos puntualizaciones, sin incurrir en grandes exa- 
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geraciones gestuales para no molestar a la señora senadora 
preopinante. 


SEÑORA TOURNÉ.- Un stand up. 


SEÑOR LARRAÑAGA- El stand up lo hizo un sena- 
dor compañero de su partido. 


En primer lugar, estamos analizando un proyecto de 
ley que fue enviado por el Poder Ejecutivo. No es una ini- 
ciativa de la oposición que salió corriendo a buscar la for- 
ma de corregir las deficiencias. Vamos a ser muy claros en 
el tema: este es un proyecto del Poder Ejecutivo, o sea que 
todo lo que se ha expresado acá respecto a los apresura- 
mientos, le cabe al Poder Ejecutivo. 


En segundo término, ¿por qué ocurrieron? Por una 
catarata de declaraciones. ¿Hechas por la oposición? ¡No! 
Lo dijo el senador Lafluf en el día de su cumpleaños, dijo 
que todas las declaraciones fueron de jerarcas del Poder 
Ejecutivo, incluyendo al señor presidente de la república. 


Quiero hacer algunas consideraciones. 


Ante todo, lo que vamos a aprobar no soluciona el 
problema de la inseguridad. Seamos claros. Estamos con- 
siderando este proyecto de ley en medio del campeonato 
mundial de fútbol y a tres días del partido definitorio de 
Uruguay-Francia. Que la gente no crea que estas modifica- 
ciones van a lograr un cambio mágico porque el problema 
de la seguridad no está en el CPP, decir eso sería una fa- 
lacia. El problema está en el Gobierno, en el presidente de 
la república y en cómo se gestionan las políticas de segu- 
ridad. Esa es la realidad. Y esto se suma, también, a algo 
que fue reconocido por jerarcas del Gobierno: el fracaso 
de buena parte de las políticas sociales, a lo que cabe agre- 
gar los indicadores deficientes en materia de educación. 


Ahora bien, miremos hacia atrás. ¿El Gobierno comen- 
zÓ su gestión hace dos años? ¡No! Llevan ya trece años de 
gobierno —¡trece años!-— y todos los días amanecemos con 
alguna cortina de humo. ¡Todos los días! No hace mucho, 
cuando nos despertamos y leímos —muy temprano— el dia- 
rio con las declaraciones que hacía el director de la Policía 
nacional, pensamos: «Dura cuatro horas en el cargo; lo 
que demore en despertarse el presidente y llamarlo para 
decirle que se vaya». No. Era una cortina. Después vinie- 
ron los cruces de acusaciones donde generalmente desde 
el Ministerio del Interior se pretende diluir las responsa- 
bilidades. ¿Cuánto hace que el señor senador Bordaberry 
interpeló al ministro del Interior? ¿Dos meses? ¿Tres? Y 
aquí abajo, con gesto de sobriedad, de sabiduría omnipo- 
tente y con mirada atónita, poco menos que se nos decía 
que lo que expresaba la oposición eran todas taradeces o 
buena parte de disparates. Resulta que no, no era tan así. 


La responsabilidad de esta campante inseguridad que 
castiga a todos los uruguayos es del Gobierno, con una 
cantidad de aditamentos y concausas que confluyen en 
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esta problemática. Pero no hay que hacerse los distraí- 
dos, además, los problemas no nacieron con el Código del 
Proceso Penal. ¿O nacieron con un instrumento legal que 
tiene seis meses de aplicación? Desde la fuerza política de 
gobierno se nos dice aquí que quizás lo mejor hubiese sido 
esperar un año. ¡Un año! Recordemos que el Poder Ejecu- 
tivo se apuró en enviar, con la firma del presidente de la 
república, este proyecto de ley que hoy estamos tratando. 


Voy air de lo general a lo particular. En muchas opor- 
tunidades coincidimos con la cátedra en procurar mejorar 
el sistema penal, pero no nos tiembla la voz al decir que en 
ocasiones podemos discrepar en los modos de llegar a esos 
objetivos. Respeto enormemente a la cátedra, son juristas 
de nota, respetables, con juicios ponderados y sensatos. 
¡Que no vaya en mis palabras ninguna mengua de ese con- 
cepto ni del predicamento de esos juristas! Pero si siem- 
pre coincidiéramos con la cátedra, no tendría sentido estar 
sentados acá. Somos parlamentarios; de lo contrario, ten- 
drían que venir a sentarse los catedráticos para dictar las 
leyes vinculadas a las áreas de su competencia. Me parece 
que no es así, porque ante todo somos representantes de 
la ciudadanía. Si coincidiéramos siempre con la cátedra, 
tendríamos que eliminar aquellas medidas de seguridad 
que se quieren retirar y que permitirían no imponer penas 
de cuarenta y cinco años a quienes, por ejemplo, violaron 
hace un tiempo a una niña, u otras sanciones delictuales 
que se quieren derogar. 


Tenemos discrepancias con muchos de los especialis- 
tas que han hecho pública su posición porque, además de 
respetar los principios del modelo acusatorio, el principio 
de congruencia y de oportunidad, hay que respetar la bús- 
queda de la verdad y el sentido de justicia para que primen 
en una república por sobre la noción de impunidad que 
puede darse cuando los delitos no sufren un reproche acor- 
de a lo que significa ese modelo a sancionar. La transición 
sin escalas que se hizo del modelo inquisitivo al acusato- 
rio, hizo que la ciudadanía percibiera una debilidad del 
sistema de justicia, no de los fiscales, no de los jueces, ni 
de la ley. La sensación de mucha gente fue la de sentirse 
sin justicia. 


Señora presidenta: hay cuestiones que rechinan. Hay 
una suerte de lógica mercantil en el perseguir algunas 
cosas y no otras, según la lesividad o el hacer economía 
nada menos que con el principio de justicia. Precisamen- 
te, este proyecto de ley busca subsanar eso. Quizás haya 
situaciones a analizar en un contexto mucho más crítico. 
Que estemos en un proceso adversarial de partes en igual- 
dad es una cosa, pero que el juez sea poco menos que un 
espectador, es demasiado. El juez no puede terminar sien- 
do solamente un espectador. En todos los sistemas, en el 
derecho comparado, hay atenuaciones que mitigan preci- 
samente esos impactos. 


Reconozco todos los fundamentos de la cátedra, que 
no son nuevos porque esta discusión sobre modelos pena- 
les tiene larga data, tanto como la propia noción de Esta- 
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do, que es la base misma de nuestro modelo de sociedad. 
Si dejamos en manos del Estado la resolución de nuestros 
conflictos, queremos que esté presente y nos proteja de la 
mejor manera, y no que se abstenga en base a si tiene o no 
fiscales. En todo caso, si faltan fiscales, habrá que poner 
más y no renunciar a juicios, que es un poco lo que ha 
significado, por ejemplo, el proceso abreviado. 


Además, señora presidenta, no hay un solo modelo 
acusatorio; hay varios. Por ejemplo, en el modelo francés y 
en el alemán, el juez tiene más facultades que en el modelo 
que se nos propuso. Con esto empiezo a ir a lo particular, 
es decir a la prisión preventiva. A veces se discute sobre 
el alcance de los derechos y está bien, pero debemos tener 
presente que la Constitución permite limitar, nada más y 
nada menos que la libertad de una persona, es claro que 
en caso de infraganti delito o habiendo semiplena prueba 
de ello. O sea que, aun rigiendo el principio de inocencia, 
aun sin haber prueba completa contra el indagado, un juez 
puede dictar prisión. Entonces, cuando se nos dice desde 
la cátedra que no corresponde la prisión preventiva en caso 
de reiterantes o reincidentes, no tenemos el gusto de com- 
partir el argumento, porque ¿cuál es la alternativa? ¿Qué 
se plantea cuando se dice «fracasó la pena»? Si fracasa 
la pena, ¿no será que fracasa el individuo o fracasan las 
políticas de rehabilitación que el Estado tiene que procurar 
llevar adelante? El proyecto prevé una presunción; no es 
un indicio, lo que sería un dato o una cuestión concreta. 
El proyecto prevé una presunción y una presunción es un 
modo intelectivo, una manera de razonar que llevará luego 
a concluir o no que las cosas son de un modo y no de otro. 
Y la presunción es que el reiterante o reincidente cumple 
las condiciones para el dictado de la prisión preventiva, 
que —recordemos— figuran en el artículo 224 del Código 
del Proceso Penal. Concretamente, dice así: «Artículo 
224.- (Requisitos para disponer la prisión preventiva). 
224.1 Iniciado el proceso y a petición del Ministerio Pú- 
blico, el tribunal podrá decretar la prisión preventiva del 
imputado si hubiera semiplena prueba de la existencia del 
hecho y de la participación del imputado y elementos de 
convicción suficientes para presumir que intentará fugar- 
se, ocultarse o entorpecer de cualquier manera la investi- 
gación o que la medida es necesaria para la seguridad de 
la víctima o de la sociedad (artículo 15 de la Constitución 
de la República)». 


¿Acaso un reincidente al que se le imputa violación, 
rapiña u homicidio no representa un peligro para la socie- 
dad? ¿Tan descabellado es presumir que es un peligro y, 
por lo tanto, resguardar a la sociedad? Creemos que no, y 
por eso es necesario que apoyemos estas modificaciones. 


Por ejemplo, en Alemania hablan del peligro de reite- 
ración y habilitan la preventiva en varios casos. Frente a 
los que se oponen a esta modalidad, los catedráticos ale- 
manes sostienen que la opinión de que la causal de peligro 
de reiteración no es compatible con los principios propios 
del Estado de derecho es débil debido a su generalidad y 
presenta el defecto de que el criterio del Estado de derecho 
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es visto de manera aislada, sea desde el punto de vista de 
una limitación de determinado derecho constitucional, y 
no en relación con la necesidad de una protección de los 
derechos constitucionales en su totalidad. Por estas cues- 
tiones acompañamos las modificaciones sobre la prisión 
preventiva. 


Creo, sí, que en el caso del artículo 9.* —y reitero que 
apoyo las modificaciones propuestas y también las verti- 
das en sala por el señor senador Bordaberry-— de este pro- 
yecto de ley, es decir, el que se refiere al numeral 1) del 
artículo 224, debería habilitarse al juez al que se le solicita 
el dictado de la prisión preventiva a acceder a la carpeta 
de investigación del fiscal para que, de ese modo, se pueda 
configurar la semiplena prueba. Si no se ve el material del 
fiscal —que no es prueba porque es actividad administrati- 
va— no podrá el juez conformar la semiplena prueba, que 
es el requisito constitucional. 


Otra cuestión que quería abordar tiene que ver con 
limitar el instituto de la libertad anticipada. Es evidente 
que el sistema de penas está perforado por un conjunto de 
institutos liberatorios que generan la sensación de penas 
de papel, de puerta giratoria donde es fácil entrar y salir. 
Por eso hemos presentado un proyecto de ley que limita 
los institutos liberatorios —que también está presente en el 
proyecto de reforma constitucional que está siendo objeto 
de recolección de firmas—, porque hay delitos que requie- 
ren el cumplimiento efectivo de las penas. ¡No hay vuelta! 
¡No puede haber descuentos en determinadas situaciones 
que son gravísimas! Más allá del fracaso de las penas y 
de las cárceles, lo que importa es que el delincuente esté 
privado de su libertad y no suelto, para volver a cometer 
delitos. ¡Ese es el tema central de todo este asunto! Des- 
pués entraremos en la falta de rehabilitación de las cárce- 
les en Uruguay, en los modelos carcelarios, en la cantidad 
de presos que hacen al hacinamiento carcelario, etcétera. 
Impulsamos la iniciativa de la cárcel de Punta Rieles en el 
período anterior y se logró transformar el cuartel de Punta 
Rieles en una cárcel para ochocientos presos. Incluso, el 
entonces diputado Semproni —hoy lamentablemente fa- 
llecido— colaboró también con esa iniciativa. Esa cárcel 
se hizo efectiva y ahora, nuevamente, tenemos problemas 
porque ya se van a superar las dos mil locaciones y vamos 
a entrar en el modelo de cárcel superpoblada. 


Hay delitos que requieren un cumplimiento efectivo de 
las penas y creo que al elenco de delitos que nos propone la 
comisión hay que agregarle, por ejemplo, la rapiña, como 
señalaba el señor senador Bordaberry. ¡Me parece que 
eso está cantado! También le agregaría el delito de trata 
de personas, señora presidenta, porque estamos hablando 
de un delito grave. Si a determinado delito no responde- 
mos con un castigo justo, estamos lastimando el sentido 
de justicia de la sociedad, el orden que impone la norma 
jurídica. ¡No hay vuelta! La norma jurídica es el mejor 
sayo, es la mejor forma de llevar adelante el principio de 
autoridad y el orden conjuntamente con todas las políticas 
de rehabilitación que sean necesarias, con todas las polí- 


CÁMARA DE SENADORES 


227-C.S. 


ticas sociales y con la más importante de ellas que es la 
educativa. ¡Vaya que también es vital a la hora de conce- 
bir un sistema punitivo! Como enseñaba Roxin, «la pena 
debe imponerse para que la justicia domine en la tierra». 
Sé que a algunos les causa molestia escuchar esto, pero no 
podemos desconocer que la pena también tiene, en cierto 
grado, un sentido kantiano de retribución. No es solo la 
prevención general y particular, ni la rehabilitación y pro- 
filaxis del delito, hay un componente de castigo en la pena. 
¡Hay que reconocer que la pena tiene un componente de 
castigo, de sanción! ¡No hay vuelta! ¡Esto es así desde el 
comienzo de la humanidad! Hay una retribución negativa 
por el incumplimiento de una norma penal. Cuando se fija 
una pena de cinco años por una rapiña, aunque el indivi- 
duo se rehabilite al otro día de haber entrado en prisión, 
el sistema no le da la libertad porque hay un componente 
retributivo y de castigo innegable y esto tiene que ser así; 
de lo contrario, no hay manera de resolver este lío. La gen- 
te no puede percibir que hay una suerte de puerta giratoria 
que le permite al rapiñero, violador o asesino andar libre- 
mente por su barrio al poco tiempo de cometer el delito. 


La Constitución habla de reeducar, de profilaxis del de- 
lito, de actitud para el trabajo, pero antes habla de asegurar 
al reo. Esto significa tenerlo recluido porque primero se 
protege a la sociedad. ¡Ese es el valor jurídico tutelado! 
¡No hay vuelta, la busquen por el lado que la busquen; si 
no, la sociedad fracasa dos veces! Fracasa la pena, fracasa 
la sociedad y fracasa el Estado que no le traslada a la so- 
ciedad la imposición de esa pena. 


Apoyaremos estas modificaciones, aunque creemos 
que debería ampliarse el elenco de delitos y los institutos 
liberatorios que se restringen porque, si no, estamos en 
la misma vuelta. Lo que no entra por libertad anticipada 
viene por la libertad vigilada, la vigilada intensiva o por 
otras circunstancias que me parece que son equivocadas. 


Finalmente, también vamos a acompañar la propuesta 
del señor senador Bordaberry para que el juez pueda adop- 
tar medidas para mejor proveer; va de suyo. Si bien hay 
quienes sostienen que cambia el eje del código, debo con- 
fesar que entre cuidar coherencia en el código o dar segu- 
ridad a la ciudadanía, nos quedamos con la gente —no hay 
vuelta— porque es el sentimiento de justicia el que debe 
primar. ¡¿Cómo se le puede negar a un juez una diligencia 
para mejor proveer?! 


Hay que señalar, como lo hacíamos al principio, que 
Alemania, Italia y Francia tienen modelos acusatorios 
donde el juez interviene activamente en la generación de 
prueba. Entonces, ¡no entremos en el absolutismo de pen- 
sar que los modelos acusatorios inhiben a los jueces de 
poder aportar prueba! 


En nuestro país, en una discusión doctrinaria muy 
fuerte sobre el error manifiesto —esto es, aquellos casos en 
donde el fiscal comete un error en la calificación jurídica 
y con eso pide una pena ilegal— se discutía, precisamente, 
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si el juez podía corregir esa situación. Había —y hay— una 
corriente doctrinal que considera que el juez no puede in- 
tervenir. Y en esa discusión el doctor Armando Tommasi- 
no —estupendo jurista— sostenía textualmente: «... si se 
pretendiere siempre y en todo caso, aun ante una evidente 
ilegalidad, que la acusación someta a sus lineamientos la 
decisión del juez, ello se traduciría en el predominio in- 
debido de una de las partes del juicio sobre la que está 
llamada a fallar; en la quiebra y el desconocimiento de 
la ley; y, en definitiva, en el arbitrio acusatorio, a cargo 
de un órgano ajeno a la Justicia aunque tenga por misión 
cooperar con ella, lo que en última instancia es un riesgo 
aún mayor que aquel de la arbitrariedad judicial». 


Traigo a colación este comentario de una discusión 
distinta —puede ser cierto—, pero que considero traslada- 
ble en cuanto a que no concibo que haya una limitante al 
juez en la función republicana de impartir justicia. Que se 
le pongan al Juez todas las condicionantes, que se esta- 
blezcan todas las garantías al imputado, pero que también 
haya garantías para la república de que hay jueces impar- 
tiendo justicia. Reitero que si eso cambia el eje del código, 
¡que lo cambie! Los principios generales siempre admiten 
excepciones para una mejor justicia. 


En Alemania, en Italia y en Francia existe la oportu- 
nidad para que el juez esclarezca los hechos diligenciando 
¡prueba de oficio! Para dictar una sentencia justa, el juez 
debe conocer a plenitud los hechos, y si las partes no le 
han provisto de todos los medios deberá procurárselos por 
sí mismo. 


El catedrático brasileño Barbosa Moreira sostenía, 
analizando esta posibilidad, que «no constituye razón su- 
ficiente para desechar semejante idea» —la posibilidad del 
juez de generar prueba— «el temor de que la participación 
activa del juez ponga en jaque su imparcialidad. Pues si 
tuviéramos que tachar de parcial al juez que ordena la 
realización de una prueba, solamente porque el resultado 
puede beneficiar a uno de los litigantes, lógicamente su 
eventual abstención merecería la misma crítica, ya que la 
falta de prueba causaría beneficio al otro litigante (o par- 
te). Por lo tanto, al actuar con miras al descubrimiento de 
la verdad [...] el juez no sustituye a las partes, sino que 
lleva a cabo una tarea inherente a su propia función. Fallar 
en efecto significa en último análisis, aplicar una norma 
jurídica a un hecho, por consiguiente, al juez no le es me- 
nos imprescindible la aprehensión del hecho que el cono- 
cimiento de la norma». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Disculpe, señor senador, 
pero ha llegado a la Mesa una moción para que se prorro- 
gue el tiempo de que dispone. 

Se va a votar. 


(Se vota). 


25 en 27. Afirmativa. 
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Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Muchas gracias señora pre- 
sidenta, y muchas gracias al Cuerpo. 


Sobre el texto en sí mismo debo señalar que me preo- 
cupa la coherencia entre los nuevos incisos 271.8 y 271.9 
en cuanto al plazo de que dispone el juez que solicitó la 
medida probatoria. Si pide una diligencia como una prue- 
ba de ADN o una pericia balística y estos resultados no 
están en el tiempo de dictar sentencia, el juez igualmente 
deberá fallar. Creo que sería bueno suspender el plazo, o 
bien darle uno nuevo que pueda contemplar esas variables. 
Si es posible, creo que sería oportuno que se analizara esto 
para generar la perspectiva de que el juez también tenga la 
oportunidad de obtener esa prueba. 


También creo que sería oportuno establecer con clari- 
dad el criterio de hasta cuándo puede celebrarse el proceso 
abreviado. Esto lo he hablado con operadores judiciales, e 
incluso fue motivo de alguna consideración por parte del 
profesor Garderes en la comisión. Refiere a lo dispuesto 
por el inciso 273.1, que deja abierta la puerta a la inter- 
pretación que el proceso abreviado pueda plantear durante 
el tiempo en que se puede pedir el sobreseimiento, es de- 
cir, hasta que quede ejecutoriada la sentencia. Sería bueno 
precisarlo a efectos de que quede claro para los operadores 
judiciales. 


Estas son algunas de las consideraciones que moti- 
varon mi exposición, señora presidenta, entendiendo que 
quizás el tiempo de apreciación que ha transcurrido para 
realizar estas modificaciones al Código del Proceso Pe- 
nal no permita aquilatar debidamente el impacto que esto 
tiene en la seguridad ciudadana. Esta iniciativa proviene 
del Poder Ejecutivo, pero nosotros la vamos a respaldar 
porque creemos que es relevante para aportar a un proceso 
judicial que tiene complejidades, y que no se agotan aquí 
los temas que vinculan a la seguridad pública. 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑORA AYALA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA AYALA.- Muchas gracias, señora presidenta. 


Se dijeron muchas cosas hoy aquí, pero yo quiero decir 
otra. El viernes estuve en una recorrida por Casavalle y 
pasé por un centro comunal en el que encontré una her- 
mosa movida de jóvenes, de no más de dieciocho años y 
pertenecientes a diferentes barrios, que estaban partici- 
pando del final de un concurso literario. Eso fue realizado 
en el marco del programa socioeducativo Mové tu Barrio, 
del Municipio D, y los talleristas fueron financiados por el 
Ministerio de Interior. 


3 de julio de 2018 


Voy a compartir con ustedes uno de los poemas escritos 
por uno de los chiquilines que participaron. ¿Por qué lo hago? 
Simplemente para que sepamos que esto también existe. 

El poema se llama «Luz», y dice así: 

«Qué poesía tan preciosa 

ante los ojos de lo superficial 

una rosa... 

Cuidar y regar 

mirar y apreciar 

cómo crece, cómo envejece 

cómo su pétalo vuela a la nada y desvanece... 

El girasol es fiel a su reproche 

pues es diferente a las otras flores 

exige a la luna por el placer de la paz en la 

noche. 

Está solo! Por su locura! 

Por ser de los que no jura 

a través de superar la parte oscura 

se hizo su propia armadura 

mente impura, alma pura 

busca al dolor una cura 

a la herida puntos de sutura 

que no se generen más rupturas 

porque las espinas en el corazón se sitúan 

cuidar y regar la rosa que la vida es dura...». 

Gracias, señora presidenta. 


SEÑOR CAMY.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CAMY.- Queremos solicitar un cuarto inter- 
medio de quince minutos a efectos de ordenar la votación, 
los aditivos y los sustitutivos propuestos. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota). 
—29 en 30. Afirmativa. 


El Senado pasa a cuarto intermedio por quince mi- 
nutos. 


(Así se hace. Son las 15:19). 

(Vueltos a sala). 

—Habiendo número, continúa la sesión. 
(Son las 15:42). 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en gene- 
ral el proyecto de ley. 


(Se vota). 
30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


SEÑORA TOURNÉ.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA TOURNÉ.- Señora presidenta: recogiendo 
la idea de los distintos partidos, voy a proponer que se 
desglosen los artículos 5.%, 6.%, 7.2, 8.2, 10, 11, 12 y 15, que 
se suprima la lectura del resto del articulado, con el que 
estamos de acuerdo, y se vote en bloque. 


SEÑOR CAMY-.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CAMY-- Señora presidenta: estamos de acuer- 
do con el criterio planteado, pero solicito que se reiteren 
los números de los artículos desglosados. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Los artículos desglosados 
serían los siguientes: 5.% 6.%, 7.%, 8.2, 10, 11, 12 y 15. 


SEÑOR CAMY.- Muchas gracias, señora presidenta. 

SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el criterio sugerido para la votación en 
particular. 


(Se vota). 


31 en 31. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En consideración los artículos 1. a 16 inclusive, con el 
desglose de los ocho artículos mencionados. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 
(Se votan). 

—29 en 31. Afirmativa. 

En consideración el artículo 5.*. 

SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: quiero 
señalar que hay un artículo sustitutivo. No sé si los susti- 
tutivos se votan a continuación. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Primero se van a votar los 
artículos tal como vinieron de comisión; si el resultado 
fuera negativo, se votará el sustitutivo. ¿De acuerdo? 


SEÑOR BORDABERRY.- De acuerdo, señora presi- 
denta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el artículo 5.” tal como vino de la co- 
misión. 

(Se vota). 

17 en 31. Afirmativa. 

Por lo tanto, el sustitutivo queda descartado. 

En consideración el artículo 6.. 


SEÑOR CARRERA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARRERA.- Señora presidenta: queremos 
solicitar que este artículo 6.”, que ya fue desglosado, vuel- 


va a la Comisión de Constitución y Legislación. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la vuelta a comisión del artículo 6.”. 


(Se vota). 
31 en 31. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 7.*. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota). 

—27 en 31. Afirmativa. 

En consideración el artículo 8.2 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—27 en 31. Afirmativa. 

En consideración el artículo 10. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—16 en 31. Afirmativa. 

En consideración el artículo 11. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—16 en 31. Afirmativa. 


SEÑOR PATERNAIN.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PATERNAIN.- Señora presidenta: en la Co- 
misión de Constitución y Legislación votamos contraria- 
mente a este artículo por las razones que allí expusimos. 
Sin perjuicio de ello, en este caso, para respetar los acuer- 
dos de la bancada del Frente Amplio, decidimos acompa- 
ñarlo con nuestro voto. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE. En consideración el 
artículo 12. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

30 en 31. Afirmativa. 

En consideración el artículo 15. 

Sí no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 


—29 en 31. Afirmativa. 
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A continuación, vamos a considerar los artículos adi- 
tivos. 


Léase el primer artículo aditivo propuesto, que figura 
en la página 1 del material distribuido. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Sus- 
titúyese el artículo 235.1 de la Ley N* 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014 (Código del Proceso Penal), por el si- 
guiente: 


“235.1 En los procesos regidos por este Código, cesará 
la prisión preventiva cuando: 


a) el imputado hubiere cumplido en prisión preventiva 
la pena solicitada por el fiscal; 


b) el imputado haya agotado en prisión preventiva un 
tiempo igual al de la pena impuesta por sentencia de con- 
dena, aún no ejecutoriada; 


c) el imputado haya sufrido en prisión preventiva un 
tiempo que, de haber existido condena ejecutoriada, le ha- 
bría permitido iniciar el trámite de la libertad anticipada; 


d) hayan transcurrido más de dos años contados desde 
el momento efectivo de la privación de libertad y aún no 
se haya deducido acusación; 


e) al concluir el proceso con sentencia de condena eje- 
cutoriada y comenzar a cumplirse la pena privativa de li- 
bertad.”». (Firman los señores senadores Carrera, Othe- 
guy, Martínez Huelmo, Payssé, Michelini y Ayala). 


SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

31 en 31. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo aditivo que figura en la página 2. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Sus- 
titúyese el artículo 339.3 de la Ley N” 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014 (Código del Proceso Penal), por el si- 
guiente: 

“339,3 La persona requerida no podrá estar privada de 


libertad por un término superior a dos años, sin perjuicio 
de otras medidas cautelares”.». 
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SEÑORA PRESIDENTE.-- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

31 en 31. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo aditivo que figura en la página 3. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Créa- 
se una Comisión para el seguimiento de la implementa- 
ción del Sistema Procesal Penal, de carácter permanente 
y consultivo, que tendrá como cometido procurar el for- 
talecimiento y buen funcionamiento del sistema procesal 
penal, a través de proposiciones técnicas que faciliten su 
desarrollo, seguimiento y evaluación, así como la acción 
mancomunada de las Instituciones en ella representadas. 


La Comisión estará integrada por el Ministro del Inte- 
rior, el Ministro de la Suprema Corte de Justicia que ésta 
designe y el Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación. 


Corresponderá especialmente a esta Comisión: 


1- Realizar, por sí o a través de las instituciones inte- 
grantes de la misma, los estudios técnicos y formular las 
propuestas que faciliten y optimicen la puesta en marcha 
del nuevo sistema procesal penal. 


2- Hacer el seguimiento y evaluación del proceso de 
implementación de la reforma procesal. 


3- Elevar a la Asamblea General un informe semestral, 
a través del cual se informará el proceso de implementa- 
ción y se sugerirán posibles reformas legislativas relativas 
al sistema procesal penal». 


SEÑORA PRESIDENTE.-- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

31 en 31. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo aditivo que figura en la página $. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Inter- 
prétase, de acuerdo con lo establecido en el numeral 20 del 
artículo 85 de la Constitución de la República, que la Ley 


N* 19,293, de 19 de diciembre de 2014 y sus modificativas 
no derogaron la Ley N” 18.315, de 5 de julio de 2008». 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración. —14 en 31. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. e 
P Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 


(Se vota). a la Cámara de Representantes. 
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(Texto del proyecto de ley aprobado). 


Artículo 1*.- Sustitúyese el artículo 49 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 
2014 (Código del Proceso Penal), en la redacción dada por el artículo 1? de la Ley 
N? 19.474, de 30 de diciembre de 2016, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 49. (Función de la Policía Nacional, de la Prefectura Nacional 
Naval y de la Policía Aérea Nacional en el Proceso Penal).- 


49.1 


49.2 


49.3 


La Policía Nacional, la Prefectura Nacional Naval, la Policía Área Nacional 
y toda otra que cumpla funciones de policía judicial, en sus respectivos 
ámbitos de competencia, serán auxiliares del Ministerio Público en las 
tareas de investigación y deberán llevar a cabo las diligencias necesarias 
para cumplir los fines previstos en este Código, de conformidad con las 
disposiciones legales vigentes. 


Asimismo, les corresponderá ejecutar las medidas de coerción que 
decreten los tribunales. 


Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, el Ministerio Público 
podrá impartir instrucciones a la autoridad encargada de los 
establecimientos penales en la investigación de hechos cometidos en el 
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interior de los mismos, actuando de conformidad con las previsiones de 
este Código”. 


Artículo 2*.- Sustitúyese el artículo 50 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 
2014 (Código del Proceso Penal), por el siguiente: 


“ARTÍCULO 50. (Dirección del Ministerio Público).- 


50.1 Alos solos efectos de la investigación criminal y en su rol de auxiliares del 
Ministerio Público, los funcionarios mencionados en el artículo anterior, 
ejecutarán sus tareas bajo la dirección y responsabilidad de los fiscales y 
de acuerdo con las instrucciones que estos les impartan, sin perjuicio de 
su dependencia natural de las jerarquías respectivas. 


50.2 También deberán cumplir las órdenes que les impartan los jueces para la 
tramitación del procedimiento. 


50.3 No podrán calificar la procedencia, la conveniencia ni la oportunidad de las 
órdenes que reciban de jueces y fiscales, pero cuando la ley exija la 
autorización judicial para la realización de una diligencia, podrán requerir 
que se les exhiba antes de practicarla”. 


Artículo 3".- Sustitúyese el artículo 53 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 
2014 (Código del Proceso Penal), por el siguiente: 


"ARTÍCULO 53. (Actuaciones de la autoridad administrativa sin orden previa).- 
Corresponderá a los funcionarios con funciones de policía realizar las siguientes 
actuaciones, sin necesidad de recibir previamente instrucciones particulares de 
los fiscales: 


a) Cumplir con las fases del accionar policial: observación, prevención, 
disuasión y excepcionalmente la represión, según los términos 
establecidos en la Ley N* 18.315, de 5 de julio de 2008 (Ley de 
Procedimiento Policial). 


b) Prestar auxilio a la víctima. 


c) Practicar la detención en los casos de flagrancia o fuga, conforme a la 


ley. 
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Resguardar el lugar donde se cometió el hecho. Para ello, impedirán el 
acceso a toda persona ajena a la investigación y procederán a la 
clausura si se trata de local cerrado, o a su aislamiento si se trata de 
lugar abierto. Asimismo, evitarán que se alteren o borren de cualquier 
forma los rastros o vestigios del hecho o se remuevan los instrumentos 
usados para llevarlo a cabo, mientras no intervenga personal experto de 
la autoridad con funciones de policía que el Ministerio Público designe. 
Deberá también recoger, identificar y conservar bajo sello los objetos, 
documentos o instrumentos de cualquier clase que se presuma hayan 
servido para la comisión del hecho investigado, sus efectos o los que 
pudieren ser utilizados como medios de prueba, para ser remitidos a 
quien corresponda, dejando constancia de la individualización completa 
de los funcionarios intervinientes. 


Identificar a los testigos y consignar las declaraciones que estos 
prestaren de acuerdo a lo dispuesto en la ley. 


Recibir las denuncias del público. 


Efectuar las actuaciones que dispusiere la Ley N* 18.315, de 5 de julio de 
2008 (Ley de Procedimiento Policial) y otras normas legales y 
reglamentarias”. 


Artículo 4*.- Sustitúyese el artículo 54 de la Ley N* 19,293, de 19 de diciembre de 
2014 (Código del Proceso Penal), por el siguiente: 


"ARTÍCULO 54. (Información al Ministerio Público).- Recibida una denuncia o 
conocido por cualquier medio el acaecimiento de un hecho con apariencia 
delictiva, la autoridad administrativa, de acuerdo a la gravedad del hecho, 
informará inmediatamente y por el medio más expeditivo al Ministerio Público. 
Sin perjuicio de ello, procederá a realizar las diligencias que correspondan a la 
investigación del hecho, respecto de las cuales se cumplirá la obligación de 
información inmediata a la autoridad competente”. 


Artículo 5*.- Sustitúyese el artículo 59 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 
2014 (Código del Proceso Penal), por el siguiente: 
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"ARTÍCULO 59. (Registro personal, de vestimenta, equipaje y vehículo).- 
Respecto de quien se hallare legalmente detenido o de quien existan indicios de 
que haya cometido o intentado cometer delito, se podrá practicar el registro de 
su persona, de su vestimenta, del equipaje y demás efectos que lleve consigo y 
del vehículo en el que viaje. Para practicar el registro personal se comisionará, 
siempre que fuere posible, a personas de su mismo sexo”. 


Artículo 6*.- Agréguese al artículo 221 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 
2014 (Código del Proceso Penal), el siguiente inciso: 


"221.3 En caso de suspensión de las actuaciones por solicitud de declaración 
de inconstitucionalidad por vía de excepción o de oficio, se mantendrán 
vigentes las medidas cautelares previstas en este artículo y en el 
artículo 224 de la presente ley, que se ordenen en ocasión de disponer 
la remisión a la Suprema Corte de Justicia y las que se hubieran 
establecido con anterioridad”. 


Artículo 7*.- Sustitúyese el artículo 223 de la Ley N* 19,293, de 19 de diciembre de 
2014 (Código del Proceso Penal), por el siguiente: 


“ARTÍCULO 223. (Procedencia de la prisión preventiva).- Toda persona tiene 
derecho a la libertad personal, a la seguridad individual y a que se presuma su 
inocencia hasta que la sentencia de condena pase en autoridad de cosa 
juzgada. La resolución del tribunal acogiendo la solicitud de prisión preventiva 
del Ministerio Público se regirá por lo establecido en el artículo siguiente”. 


Artículo 8*.- Sustitúyese el artículo 224 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 
2014 (Código del Proceso Penal), en la redacción dada por el artículo 2” de la Ley 
N* 19.436, de 23 de setiembre de 2016, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 224. (Requisitos para disponer la prisión preventiva).- 


224.1 Iniciado el proceso y a petición del Ministerio Público, el tribunal podrá 
decretar la prisión preventiva del imputado si hubiera semiplena prueba 
de la existencia del hecho y de la participación del imputado y elementos 
de convicción suficientes para presumir que intentará fugarse, ocultarse 
o entorpecer de cualquier manera la investigación o que la medida es 
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necesaria para la seguridad de la víctima o de la sociedad (artículo 15 de 
la Constitución de la República). 


224.2 El riesgo de fuga, el ocultamiento, el entorpecimiento de la investigación, 


así como el riesgo para la seguridad de la víctima y de la sociedad se 
presumirá cuando el imputado posea la calidad de reiterante o 
reincidente y el Ministerio Público imputare alguna de las siguientes 
tipificaciones delictuales: 


a) Violación (artículo 272 del Código Penal). 


b) Abuso sexual, cuando la violencia se presume de acuerdo a las 
situaciones previstas por los numerales 1 a 4 del artículo 272 - BIS del 
Código Penal. 


c) Abuso sexual especialmente agravado (artículo 272 - TER del Código 
Penal). 


d) Atentado violento al pudor, cuando el sujeto pasivo del delito fuese un 
menor de doce años (artículo 273-del Código Penal). 


e) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 


f) Rapiña con privación de libertad. Copamiento (artículo 344 - BIS del 
Código Penal). 


g) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 
h) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 


i) Homicidio y sus agravantes (artículos 310 - BIS, 311 y 312 del Código 
Penal). 


j) Los crímenes y delitos contenidos en la Ley N* 18.026, de 25 de 
setiembre de 2006. 


k) Los delitos previstos en el Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre 
de 1974, y sus modificativas, que tuvieren penas mínimas de 
penitenciaría. 
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Il) Los delitos previstos en la Ley N* 19.574, de 20 de diciembre de 
2017, que tuvieren pena mínima de penitenciaria. 


224.3 En los casos previstos en el inciso 224.2, el Ministerio Público deberá 
solicitar la prisión preventiva”. 


Artículo 9*.- Sustitúyese el artículo 273 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 
2014 (Código del Proceso Penal), en la redacción dada por el artículo 3% de la Ley 
N* 19.436, de 23 de setiembre de 2016, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 273. (Procedimiento).- El proceso abreviado se regirá por lo 
establecido en el proceso ordinario, con las siguientes modificaciones: 


273.1 Desde la formalización y hasta el vencimiento del plazo para deducir 
acusación o solicitar sobreseimiento, el fiscal podrá acordar con el 
imputado la aplicación del proceso abreviado. 


273.2 La aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación 
por el imputado, será considerada por el Ministerio Público al momento 
de solicitar la pena, pudiendo disminuir la solicitud hasta en una tercera 
parte de aquella aplicable al caso concreto. 


273.3 El juez, en audiencia, verificará el cumplimiento de los requisitos del 
artículo 272 de este Código, así como que el imputado hubiere prestado 
su conformidad con conocimiento de sus derechos, libre y 
voluntariamente. Si entendiera que el acuerdo no cumple con los 
requisitos legales, declarará su inadmisibilidad. En este caso, la pena 
requerida en el proceso abreviado no será vinculante para el Ministerio 
Público y la aceptación de los hechos y de los antecedentes de la 
investigación por parte del imputado se tendrá por no formulada. 


273.4 En la misma audiencia, el juez dictará sentencia, luego de oír a la víctima 
si esta estuviera presente en la audiencia, la que en caso de ser 
condenatoria, no podrá imponer una pena mayor a la solicitada por el 
Ministerio Público. 


273.5 En estos procesos, el imputado deberá cumplir de manera efectiva y en 
todos sus términos con el acuerdo alcanzado con la Fiscalía. 
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273.6 La solicitud de pena disminuida por parte del Ministerio Público referida 
en el inciso 273.2, no podrá ser inferior al mínimo previsto por el delito 
correspondiente, en los casos de violación (artículo 272 del Código 
Penal), abuso sexual (artículo 272 - BIS del Código Penal), abuso sexual 
especialmente agravado (articulo 272 - TER del Código Penal), atentado 
violento al pudor (artículo 273 del Código Penal), abuso sexual sin 
contacto corporal (artículo 273 - BIS del Código Penal) y homicidio con 
dolo directo (artículo 310 del Código Penal). 


273.7 En caso de que la víctima no hubiera estado presente en la audiencia en 
la que se dictó sentencia, esta será notificada del acuerdo alcanzado 
entre la Fiscalía y el imputado, en el plazo de diez días". 


Artículo 10.- Incorpórase a la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 2014 (Código del 
Proceso Penal), el siguiente artículo: 


“ARTÍCULO 301 bis. (Inaplicabilidad del beneficio de la libertad anticipada por la 
comisión de ciertos delitos).- El beneficio de la libertad anticipada no será de 
aplicación para quien cometiere los siguientes delitos: 


a) Violación (artículo 272 del Código Penal). 
b) Abuso sexual (artículo 272 - BIS del Código Penal). 


c) Abuso sexual especialmente agravado (artículo 272 - TER del Código 
Penal). ; 


d) Atentado violento al pudor (artículo 273 del Código Penal). 

e) Abuso sexual sin contacto corporal (artículo 273 - BIS del Código Penal). 
f) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 

g) Homicidio agravado (artículos 310 - BIS, 311 y 312 del Código Penal). 


h) Los crímenes y delitos contenidos en la Ley N* 18.026, de 25 de 
setiembre de 2006. 
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i) Aquellos delitos, por los que al condenado se le hubiere aplicado 
medidas de seguridad eliminativas (artículo 92 del Código Penal)”. 


Artículo 11.- Incorpórase a la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 2014 (Código del 
Proceso Penal), el siguiente artículo; 


“ARTÍCULO 301 ter. (Inaplicabilidad del beneficio de la libertad anticipada por la 
reiteración, reincidencia de ciertos delitos).- El beneficio de la libertad anticipada 
no será de aplicación en caso de reiteración, reincidencia, indistintamente, en 
los siguientes delitos y bajo las circunstancias previstas a continuación: 


a) Lesiones graves, únicamente cuando la lesión ponga en peligro la vida 
de la persona ofendida (numeral 1? del artículo 317 del Código Penal). 


b) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código Penal). 


c) Hurto, cuando concurran sus circunstancias agravantes (artículo 341 del 
Código Penal). 


d) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 


e) Rapiña con privación de libertad. Copamiento (articulo 344 - BIS del 
Código Penal). 


f) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 
g) Homicidio (artículo 310 del Código Penal). 


h) Los delitos previstos en el Decreto-Ley N* 14,294, de 31 de octubre de 
1974, y sus modificativas. 


i)' Los delitos previstos en la Ley N* 19.574, de 20 de diciembre de 2017”. 


Artículo 12.- Sustitúyese el artículo 341 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 
2014 (Código del Proceso Penal), por el siguiente; 


"ARTÍCULO 341. (Representación del Estado requirente).- 


341.1 En la solicitud de extradición o posteriormente, el Estado requirente 
podrá designar apoderado abogado entre los letrados inscriptos en la 
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matrícula nacional, Previo al ejercicio de su cargo, este deberá aceptarlo 
y constituirá domicilio dentro del radio del tribunal. 


El letrado designado actuará en el proceso de extradición como parte 
formal, en interés del Estado requirente y con todos los derechos y 
atribuciones de tal calidad, para el ejercicio de una adecuada 
representación y control de los actos procesales”. 


Artículo 13.- Sustitúyese el literal c) del artículo 144 de la Ley N* 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014 (Código del Proceso Penal), en la redacción dada por el artículo 15 de 
la Ley N* 19,549, de 25 de octubre de 2017, por el siguiente: 


“c) los jueces no podrán realizar actividad probatoria ni incorporar de oficio 
evidencia alguna, con excepción de lo previsto en los incisos 271.8 y 271.9”. 


Artículo 14.- Agréganse al artículo 271 de la Ley N* 19,293, de 19 de diciembre de 
2014 (Código del Proceso Penal), los siguientes incisos: 


*271.8 El tribunal podrá disponer, durante el plazo para dictar sentencia, 


271.9 


diligencias para mejor proveer. 


Las partes podrán solicitar, a modo de contraprueba, diligencias 
complementarias de las dispuestas por el tribunal, el cual resolverá 
sin otro trámite y sin perjuicio del recurso de apelación diferida, si se 
violan las garantías del derecho de defensa. 


El tribunal de segunda instancia, si considera que mediante dicha 
prueba se ha alterado gravemente el principio de igualdad de las 
partes en el proceso, podrá disponer las medidas complementarias que 
entienda adecuadas para asegurar el respeto del derecho de defensa en 
Juicio. 


Las diligencias para mejor proveer solo pueden tener como objeto 
hechos alegados y controvertidos por las partes. 


En todo caso, el tribunal no podrá dictar sentencia fuera del plazo 
previsto en el inciso 271.7, aun cuando no se haya diligenciado la 
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prueba requerida para mejor proveer o la solicitada por las partes a título 
de complemento de aquella". 


Artículo 15.- Agrégase al artículo 514 de la Ley N* 15.982, de 18 de octubre de 1988 
(Código General del Proceso), el siguiente inciso: 


"Se mantendrán vigentes las medidas cautelares que se ordenen en ocasión de 
disponer la remisión y las que se hubieran establecido con anterioridad”. 


Artículo 16.- Sustitúyese el artículo 235.1 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 
2014 (Código del Proceso Penal), por el siguiente: 


“235.1 En los procesos regidos por este Código, cesará la prisión preventiva 
cuando: 


a) El imputado hubiere cumplido en prisión preventiva la pena solicitada 
por el fiscal; 


b) El imputado haya agotado en prisión preventiva un tiempo igual al de 
la pena impuesta por sentencia de condena, aún no ejecutoriada; 


c) El imputado haya sufrido en prisión preventiva un tiempo que, de 
haber existido condena ejecutoriada, le habría permitido iniciar el 
trámite de la libertad anticipada; 


d) Hayan transcurrido más de dos años contados desde el momento 
efectivo de la privación de libertad y aún no se haya deducido 
acusación; 


e) Al concluir el proceso con sentencia de condena ejecutoriada y 
comenzar a cumplirse la pena privativa de libertad”. 


ículo 17.- Sustitúyese el artículo 339.3 de la Ley N* 19.293, de 19 de diciembre de 
2014 (Código del Proceso Penal), por el siguiente: 


“339.3 La persona requerida no podrá estar privada de libertad por un término 
superior a dos años, sin perjuicio de otras medidas cautelares”. 
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Artículo 18.- Créase una Comisión para el seguimiento de la implementación del 
Sistema Procesal Penal, de carácter permanente y consultivo, que tendrá como cometido 
procurar el fortalecimiento y buen funcionamiento del sistema procesal penal, a través de 
proposiciones técnicas que faciliten su desarrollo, seguimiento y evaluación, así como la 
acción mancomunada de las instituciones en ella representadas. 


La Comisión estará integrada por el Ministro del Interior, el Ministro de la Suprema 
Corte de Justicia que esta designe y el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 


Corresponderá especialmente a esta Comisión: 


1) Realizar, por sí o a través de las instituciones integrantes de la misma, los 
estudios técnicos y formular las propuestas que faciliten y optimicen la puesta 
en marcha del nuevo sistema procesal penal. 


2) Hacer el seguimiento y evaluación del proceso de implementación de la reforma 
procesal. 


3) Elevar a la Asamblea General un informe semestral, a través del cual se 
informará el proceso de implementación y se sugerirán posibles reformas 
legislativas relativas al sistema procesal penal. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 3 de julio de 2018. 


LUCÍA TOPOLANSKY 
Presidente 
JOSÉ PEDRO MONTERO 
Secretario 
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SEÑOR CARRERA.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 


senador. 


SEÑOR CARRERA.- Señora presidenta: considera- 
mos que no es necesario votar este aditivo propuesto por 
el señor senador Bordaberry porque para nosotros es muy 
claro que la Ley de Procedimiento Policial no fue deroga- 
da. Es más, a partir del trabajo realizado en la comisión 
con la inclusión de los literales c) y g), no existe ninguna 
duda. Por lo tanto, no hay necesidad de recalcar la vigencia 


de una norma que está plenamente vigente. 
Muchas gracias. 
SEÑOR MIERES.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 


senador. 


SEÑOR MIERES.- Señora presidenta: en el mismo 
sentido, queremos manifestar que entendemos que la ley 
como tal no ha sido derogada. Por supuesto que algunos de 
los artículos del código pueden, eventualmente, afectarla, 
pero no hay forma de evitar eso ni siquiera con una inter- 


pretación legislativa. 


Por lo tanto, para nosotros la ley está vigente, con las 
modificaciones sucesivas que ocurren con nuevas leyes 


que se van aprobando. 
Por esa razón no acompañamos este artículo aditivo. 
Gracias, señora presidenta. 


SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 


senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: hemos 
votado afirmativamente porque creemos que lo que abun- 
da no daña y, sobre todo, porque una de las funciones 
esenciales de las normas jurídicas, además de la búsqueda 
de la justicia, es dar certeza y seguridad. Si se ha plantea- 
do la discusión acerca de si esta norma fue o no derogada, 


obviamente hay un tema a interpretar. 
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Nos queda bien claro que la voluntad del Parlamento 
fue no derogarla, pero es obvio que una vez aprobada la 
ley deja de pertenecernos y pasa a integrar el mundo jurí- 
dico, donde se le pueden dar varias interpretaciones. Por lo 
tanto, nos parece que sería bueno dar esa certeza jurídica, 
precisamente para que los operadores policiales y admi- 
nistrativos que hoy cuestionan si la ley fue o no derogada 


también tengan esa certeza en su proceder. 
Muchas gracias. 


SEÑOR SILVEIRA.- Pido la palabra para fundar 


el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 


senador. 


SEÑOR SILVEIRA.- Señora presidenta: en el mis- 
mo sentido de lo que manifestaba el señor senador Bor- 
daberry, queremos decir que apoyamos el agregado 
porque la modificación que hemos hecho hoy se debió, 
en gran medida —tal como se manejó acá—, a que era 
necesaria una precisión en muchas de las disposiciones 
del código. Lo que hicimos fue precisar el contenido 
de la norma y complementarlo; esta es, precisamente, 
la intención del aditivo propuesto por el señor senador 


Bordaberry. 


Evidentemente, si la discusión surgió y se hizo una 
propuesta al respecto es porque el problema de interpre- 
tación existió, y ahora seguramente se mantenga, aunque 
quizás se vea atenuado por las declaraciones de los se- 
ñores senadores que dejan asentado en la versión taqui- 
gráfica cuál es el espíritu con el que el Parlamento se 
manejó. De todas formas, habría sido mucho más fácil 
que quedara asentado en la propia letra de la ley a los 
efectos de que cuando los técnicos tuvieran alguna duda 


pudieran recurrir a ella. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


17) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑORA PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, 


se levanta la sesión. 
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(Así se hace, a las 15:57, presidiendo la señora Lucía 
Topolansky y estando presentes los señores senadores 
Aristimuño, Asiaín, Ayala, Besozzi, Bianchi, Bordaberry, 
Camy, Carrera, Castillo, Coutinho, Draper, Garin, 
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Lacalle Pou, Lafluf, Larrañaga, Martínez Huelmo, 
Michelini, Mieres, Mujica, Passada, Paternain, 
Payssé, Pintado, Saravia, Silveira, Tourné, Viera y 
Xavier). 
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